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Presentación 
 

El Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) es un orga- 
nismo intergubernamental del Sistema Interamericano, que tiene como 
misión apoyar los procesos de reforma y modernización de los sistemas de 
justicia en las Américas. En cumplimiento de su mandato institucional, CEJA 
dialoga y trabaja de forma permanente con diversos actores e instituciones 
para el mejoramiento de dichos sistemas, bajo un firme compromiso con 
los derechos humanos, el Estado de Derecho y la Democracia. 

De manera similar, el Centro Internacional de Investigaciones para 
el Desarrollo (IDRC) promueve la investigación e innovación dentro y junto a 
las regiones en desarrollo, para impulsar la construcción de políticas 
públicas más inclusivas y sostenibles. Esto incluye aquellas políticas 
relacionadas con los modos en que las personas, el Estado y sus formas 
de vinculación abordan los conflictos y ofrecen mecanismos para su 
solución efectiva en términos de calidad y oportunidad. 

Dado que CEJA e IDRC comparten objetivos e intereses compatibles, 
han conformado una alianza estratégica con el propósito de generar un 
espacio de trabajo técnico enfocado en tres vías de solución de 
conflictos. Esta colaboración busca aportar información útil, mejorar las 
respuestas institucionales, socializar aprendizajes, y compartir 
herramientas entre regiones, sistemas, actores y la sociedad civil. 

En este marco se inscribe la publicación “Justicia Centrada en las 
Personas: acceso a la justicia formal, alternativa y comunitaria en Colombia y 
el Perú”, el cual analiza tres vías de solución de conflictos en materia de 
familia y vivienda en Colombia y el Perú, y su efectividad de cara a las 
necesidades de la personas usuarias en entornos urbanos y rurales andinos 
y amazónicos. 

Los estudios que aquí se presentan tuvieron por objetivos: (i) analizar 
las barreras de acceso y operatividad de tres principales instancias de abor- 
daje y gestión de conflictos asociados a cuestiones de familia y vivienda, es 
decir, mecanismos de solución de conflictos (MASC), justicia comunitaria 
y judicial; y (ii) formular recomendaciones para fortalecer y mejorar 
su funcionamiento. 
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El diseño metodológico y el trabajo en terreno en Colombia y el Perú ha 
estado a cargo de un equipo multidisciplinario desplegado por CEJA en 
ambos países y en Chile. El despliegue territorial en Colombia abarcó 11 
territorios y en el Perú 4, aplicándose  en ambos un total de 276 entrevistas 
a operadores/as de justicia, conciliadores/as, stakeholders y personas 
usuarias de las diferentes vías. Además, Colombia y el Perú se desarrollaron 
validaciones y retroalimentaciones con autoridades y personas expertas. 

 

El estudio presenta múltiples e interesantes hallazgos, varios de los 
cuales conllevan nueva evidencia sobre el acceso a la justicia en las tres 
vías de solución de conflictos. En ambos países se pone especial 
atención a la situación y oportunidades de mejora de la vía de la 
conciliación como mecanismo alternativo de solución de los conflictos. 
A ello se suma la exploración sobre las diversas formas de justicia 
comunitaria, con manifestaciones propias y ricas en cada territorio. El 
análisis de la vía judicial reconoce los avances existentes de identifica 
desafíos para generar una justicia más cercana con una perspectiva de 
justicia centrada en las personas. 

 

Destacamos em primer lugar, el análisis de las rutas vivenciales que las 
personas usuarias siguen en las tres vías, lo que aporta al entendimiento de 
la conflictividad cotidiana y las necesidades de las personas usuarias de cada 
vía, considerando las particularidades y desigualdades existentes en cada 
territorio. En este sentido, un hallazgo relevante del estudio es que las 
personas que acuden a las tres vías son, en su mayoría, mujeres que buscan 
soluciones a conflictos que afectan su vida cotidiana, convivencia o subsistencia. 
De allí deriva la importancia de promover políticas públicas con una visión 
amplia, integradora y multidisciplinaria, que articule los mecanismos y 
recursos judiciales y no judiciales existentes en los territorios para la 
solución efectiva de los conflictos, con una perspectiva humana, 
territorial y de involucramiento ciudadano en la solución de los conflictos.  
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En segundo lugar, destacamos los aportes que este estudio realiza 
al estudio empírico y actualizado de los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos (MASC), particularmente de la conciliación 
extrajudicial.  Así, el estudio genera nutrida evidencia en la materia y 
formula reflexiones orientadas a revitalizar el tratamiento normativo y 
de implementación de los MASC con una perspectiva de política 
pública. Cabe señalar que esta publicación se complementa con otra 
publicación que CEJA e IDRC vienen desarrollando para impulsar una 
nueva política pública de los MASC a nivel regional. 

En tercer lugar, destacamos la necesidad de construir y alimentar 
sistemas de información para la toma de decisiones orientadas a impulsar 
más efectividad de las tres vías de solución de conflictos estudiadas. Este 
estudio analiza los avances en la recopilación de data existente sobre las 
tres vías, especialmente la vía judicial y la vía de la conciliación extrajudicial, 
y asimismo, identifica oportunidades para producir nuevos datos 
indispensables para medir, monitorear y optimizar el desempeño de cada 
vía.  

Esperamos que este estudio aporte a generar debate y una discusión 
reflexiva regional sobre cómo impulsar vías efectivas para el acceso a la 
justicia en el marco de políticas públicas basadas en evidencia, con un enfoque 
integral y centradas en las personas y los conflictos. Con ello, este estudio 
muestra que la implementación de los enfoques de derecho, género y 
diferenciales son una condición necesaria para la construcción de 
sociedades y sistemas de justicia más igualitarios. 

 
 
 
 
 
 
 

Nataly Ponce Chauca 
Directora Ejecutiva 
Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) 
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Introducción 
 

Las formas de resolución de conflictos analizadas en esta investiga- 
ción enfrentan importantes retos en términos de accesibilidad, eficiencia y 
equidad, particularmente para las poblaciones vulnerables. El sistema de 
justicia ordinaria presenta dificultades relacionadas con la confianza, el acceso 
y la lentitud de los procesos. Por otro lado, los MASC (Mecanismos Alternativos 
de Solución de Conflictos) y la justicia comunitaria ofrecen opciones valiosas, 
aunque también tienen sus propias limitaciones y áreas que requieren mejoras. 

La evolución de estos sistemas y su capacidad para adaptarse a las 
necesidades de las poblaciones más vulnerables es fundamental para lograr 
una justicia más inclusiva y efectiva. Aunque la pacificación es un proceso 
largo y los esfuerzos de la sociedad civil suelen ser limitados y focalizados, 
es importante entender cómo la existencia y la operación eficiente de 
diversos canales para abordar y gestionar conflictos acercan a la ciudadanía al 
concepto de justicia. Esta justicia no solo se concreta a través del sistema judi- 
cial, sino también mediante la participación activa de las personas a través 
de mecanismos como los MASC y la justicia comunitaria, que actúan 
como espacios de democratización en la toma de decisiones. 

Este proceso y los hallazgos que fueron arribando, tuvieron como 
consecuencia el planteamiento de recomendaciones fundamentales para 
alcanzar una justicia más cercana y centrada en las personas. 

Es por lo anterior, que los objetivos de este estudio son: 
 

i) Examinar los mecanismos disponibles en Perú y Colombia para la 
resolución de controversias, que aseguren el acceso a la justicia 
en conflictos de familia y de vivienda; 

ii) Examinar su efectividad en alcanzar los objetivos planteados al 
implementarlos. 

Se busca identificar, analizar y problematizar las vías de acceso a 
la justicia en casos de conflictos de familia y de vivienda a través de los 
MASC, la Justicia Comunitaria y el Sistema Judicial. En este contexto, se 
entiende por: conflictos de familia, aquellos relacionados con pensiones 
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alimenticias, custodia y cuidado de niños, niñas y adolescentes; y conflictos 
de vivienda, aquellos vinculados a la propiedad, arrendamientos, relaciones 
vecinales y límites territoriales, entre otros posibles. 

La investigación se fundamenta en dos aspectos clave: la alta prevalen- 
cia de estos conflictos y la marcada presencia de obstáculos o limitaciones que 
enfrentan las personas en situación de vulnerabilidad al intentar acceder a 
la justicia. 

Para el desarrollo de los objetivos mencionados, se tomaron como insu- 
mos entrevistas semiestructuradas y observación no participante realizadas en 
Colombia y el Perú, a diferentes perfiles de los Poderes Judiciales respectivos. 
En el caso de la información cuantitativa, se analizaron bases de datos adminis- 
trativas de acceso público y a la revisión documental de materiales existentes. 

Lo anterior se desarrolla a lo largo de tres grandes secciones. 
 

El primer capítulo presenta un análisis comparativo entre dos reportes 
a nivel nacional producidos por el Centro de Estudios de Justicia de las Amé- 
ricas (CEJA) en el marco del proyecto “Vías de solución judiciales y no ju- 
diciales para el acceso a la justicia en los conflictos de familia y de vivienda en 
Colombia y Perú.” (los cuales representan el segundo y tercer capítulo del 
presente libro). Este capítulo profundiza en las ventajas y barreras que pre- 
sentan las distintas vías de acceso a la justicia, incluyendo la vía judicial, los 
Métodos Alternativos de Solución de Conflictos (MASC) y la Justicia Comu- 
nitaria, proporcionando una visión amplia de los desafíos y oportunidades 
que enfrentan ambos países en estos ámbitos. 

El segundo capítulo se enfoca en Colombia y realiza un análisis 
exhaustivo de las diversas vías disponibles para abordar y transformar 
los conflictos de vivienda y de familia en el país. Desde la perspectiva de 
los MASC, la Justicia Comunitaria y la vía judicial, esta sección examina 
las barreras de acceso y operatividad que afectan a estos mecanismos. 
Además, se problematiza sobre la efectividad de dichas vías para garan- 
tizar el derecho fundamental de acceso a la justicia, con el fin de proponer 
recomendaciones que contribuyan a su fortalecimiento y a una mejor im- 
plementación en el contexto colombiano. 

Finalmente, el tercer capítulo sigue la misma estructura de análisis 
que el segundo, pero centrado en la realidad de Perú. En este capítulo se 
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examinan las vías judiciales y no judiciales disponibles para resolver conflic- 
tos de vivienda y de familia, así como las barreras que dificultan su acceso y 
operatividad. Al igual que en el caso colombiano, se ofrece un análisis crí- 
tico que culmina con recomendaciones para mejorar el funcionamiento de 
estos mecanismos en el contexto peruano, asegurando así un acceso más 
equitativo y eficiente a la justicia. 
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Capítulo 1 
 
 

 
DIVERSAS VÍAS PARA 

PROVEER ACCESO A LA
JUSTICIA EN PROBLEMAS

JUSTICIABLES DE FAMILIA Y 
DE VIVIENDA:

Análisis comparado a partir de dos 
casos de estudio 

*Este capítulo ha sido diseñado y conducido por el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) con 

el apoyo del consultor Ricardo Lillo, Doctor of Juridical Science (S.J.D) UCLA.  
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1. Introducción 
 
 

En este artículo se realiza un análisis comparativo de dos reportes nacio- 
nales producidos por el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), 
en el marco del proyecto “Vías de solución judiciales y no judiciales para el ac- 
ceso a la justicia en los conflictos de familia y de vivienda en Colombia y Perú.” 

Ambas experiencias son analizadas a la luz de los estándares básicos 
del derecho de acceso a la justicia desarrollados en el Derecho Internacio- 
nal de los Derechos Humanos y, en particular, en base a lo que se ha deno- 
minado el principio de efectividad. A partir de este estándar, los Estados no 
sólo deben abstenerse de obstaculizar el acceso, sino que también deben 
generar las condiciones y eliminar de manera proactiva las barreras que 
impiden a las personas acudir y obtener de parte del sistema de justicia la 
protección efectiva de sus derechos. De esta manera, el acceso a la justicia 
no sólo debe estar consagrado normativamente, sino que debe estar dota- 
do de efectividad práctica. 

Desde este enfoque, en este trabajo se analizan diversos mecanis- 
mos de resolución de conflictos de carácter civil descritos en los informes 
de Colombia y Perú, particularmente para aquellas disputas de familia y 
de vivienda. Los informes examinan tres vías principales para este tipo de 
asuntos: el proceso judicial, los métodos alternativos de resolución de con- 
flictos (MASC) y la justicia comunitaria. Desde este punto de vista, además 
de describir cada una de estas vías, se destacan fortalezas y desafíos en 
materia de barreras de acceso a la justicia. 

En ambos países se observan importantes barreras para acceder a 
la justicia, en particular para las poblaciones vulnerables. Estas barreras di- 
ficultan la eficacia de los mecanismos judiciales, de resolución alternativa 
de conflictos y de justicia comunitaria. Aunque cada una de estas vías de 
acceso a la justicia ofrece ventajas potenciales, también se enfrentan a re- 
tos comunes como la insuficiencia de recursos, la falta de coordinación y la 
escasa concientización o conocimiento del público. 

Por otro lado, esta investigación da cuenta de la relevancia de los 
mecanismos de justicia comunitaria y los métodos alternativos de resolución 
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de disputas para ampliar el acceso a la justicia de las personas en situación de 
vulnerabilidad. Sin embargo, en ambos países, estos mecanismos enfrentan 
desafíos significativos para convertirse en medios eficaces de satisfacción de 
necesidades legales y protección de derechos. En este sentido, el principal 
desafío es la falta de una política pública adecuada que les proporcione 
los recursos necesarios para ejercer sus funciones de manera integrada y 
coordinada con las demás instituciones de los sistemas de justicia de 
ambos países. 

Los hallazgos en ambos países dan cuenta de la necesidad de reformas 
integrales que aborden estos obstáculos y refuercen la integración y eficacia 
de estos mecanismos. Esto incluye invertir en infraestructura, mejorar la 
formación y la supervisión, promover la concienciación pública y fomentar un 
enfoque de la justicia más integrador y sensible a las diferencias culturales. 
En última instancia, la realización del derecho de acceso a la justicia requiere 
un enfoque polifacético y centrando en las personas que reconozca la inter- 
conexión de estos retos y aproveche los puntos fuertes de los sistemas de 
justicia formales e informales. 

Con estos fines, en la primera sección se desarrolla de manera breve 
un marco conceptual y normativo, centrado en la definición del derecho 
de acceso a la justicia y los principales estándares que derivan del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. En segundo lugar, se describen y 
analizan a la luz de estos estándares las tres vías de acceso a la justicia 
cubiertas por estos informes para dar respuesta a conflictos de orden civil, 
sobre todo de aquellos relacionados con temas de vivienda y familia. En 
tercer lugar, este trabajo finaliza con algunas breves reflexiones a partir de 
los principales hallazgos y recomendaciones realizadas por ambos informes. 
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2. MARCO CONCEPTUAL 
 
 

De acuerdo a Cappelletti y Garth (1978), en su clásica obra en la ma- 
teria, el acceso a la justicia es un derecho de definición compleja pero que 
esencialmente se refiere a un elemento central de cualquier sistema jurídico: 
la posibilidad de acudir a los medios por los cuales las personas pueden 
reivindicar sus derechos y/o resolver sus disputas bajo la supervisión general 
del Estado (p.182). De manera similar, el Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo ha señalado que este derecho se refiere en términos generales a 
la capacidad de las personas para obtener una resolución justa de los pro- 
blemas justiciables y hacer valer sus derechos, a través de instituciones de 
justicia formales o informales y de conformidad con las normas de derechos 
humanos (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 2005:5). 

El principal estándar que deriva del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos es que este derecho debe ser efectivo en la práctica y 
no meramente teórico. Este principio está consagrado en la jurisprudencia, 
tanto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos como del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, la que hace hincapié en la idea de que los 
individuos deben tener una oportunidad real de presentar una reclamación 
o defensa legítima en el foro que resulte apropiado para la protección de 
sus derechos (Trebilcock, Duggan & Sossin, 2012:3; Lillo, 2022:157). 

En el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(en adelante la Convención), las normas clave en este sentido, son dos. 
En primer lugar, el artículo 8º, que en lo pertinente garantiza que “Toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación 
de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier 
otro carácter.” En segundo lugar, el artículo 25, que establece que “Toda 
persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea 
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.” 



DIVERSAS VÍAS PARA PROVEER ACCESO A LA JUSTICIA EN PROBLEMAS JUSTICIABLES DE FAMILIA Y DE VIVIENDA: 
Análisis comparado a partir de dos casos de estudio 

19 

 

 

 
 

Luego indica que en virtud de esta norma, los Estados se comprometen a: 
a) garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal 
recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) a garantizar 
el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que 
se haya estimado procedente el recurso.” 

La vinculación entre ambas normas es extremadamente estrecha, 
tanto que es habitual que sean analizadas en conjunto por parte de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la Corte IDH). 
Más aún, cuando se determina una violación de una de estas disposiciones, 
ello implica de manera casi automática la vulneración de la otra (Medina, 
2016:355; Lillo, 2022:82). Así, por ejemplo, en el caso Barbani Duarte, la Corte 
IDH analizó la garantía del artículo 8.1. señalando que este derecho implica 
un aspecto formal en virtud del cual se debe asegurar el acceso a un órgano 
competente en la determinación del derecho sustantivo involucrado y, por 
otro lado, que los Estados deben garantizar que la decisión que produce 
ese órgano debe servir al propósito para el cual fue concebida. Esta última 
dimensión, se señala, requiere un análisis de efectividad a partir de las 
circunstancias del caso concreto (Corte IDH, 2011). 

Este principio de efectividad exige que los Estados no solo no obs- 
taculicen el acceso -una obligación negativa o de omisión-, sino que tomen 
medidas positivas para reducir o eliminar las barreras que impiden a las 
personas acceder al sistema de justicia. Ello puede incluir la reducción de 
tasas judiciales, la prestación de asistencia jurídica gratuita a quienes no 
puedan permitírsela por sí mismas, entre otras que permitan en el caso en 
concreto que el sujeto pueda obtener la protección efectiva de sus derechos 
(Corte IDH, 2002). Así, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante, la Comisión), da cuenta en el informé temático sobre acceso a 
la justicia como garantía de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
que los estándares interamericanos en la materia establecen una conexión 
importante entre la posibilidad real de acceso a la justicia, respeto, protección 
y aseguramiento del derecho a un debido proceso en estas materias 
(Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2007:64). 

Probablemente el caso Cantos vs. Argentina es el más importante 
en esta materia que ha sido decidido por la Corte IDH, donde es posible 
identificar varios de los estándares que componen el marco normativo del 



JUSTICIA CENTRADA EN LAS PERSONAS: Acceso a la justicia formal, alternativa y comunitaria en Colombia y el Perú 

20 

 

 

 
 

derecho de acceso a la justicia en el sistema interamericano. En particular, 
trata sobre una demanda presentada por el señor Cantos en contra de la 
Provincia de Santiago del Estero y el Estado Nacional Estado argentino 
“por cobro de pesos”, a fin de que se reconocieran una serie de montos 
adeudados. Diez años más tarde, la Corte Suprema de ese país rechazó la 
demanda por vicios formales, y en particular por el no pago de una tasa 
judicial que alcanzaba un valor aproximado de ochenta y tres millones de 
dólares norteamericanos (que equivalía a la tasa fija de 3% del monto total 
de la cuantía demandada, de acuerdo con la ley de ese país), y de una multa 
que llegaba al 50% de dicho valor por no haber pagado dicha tasa dentro 
del plazo establecido (Lillo, 2022:94). De esta manera, junto con reconocer 
que este derecho proviene tanto del artículo 8º como del artículo 25º, la 
Corte IDH señala que en su virtud los Estados no deben interponer trabas 
a las personas que acudan a la justicia en busca de que sus derechos sean 
determinados o protegidos, y que el mecanismo al cual recurran no sólo 
debe proveer de una decisión que ponga fin a la controversia dentro de un 
plazo razonable, sino que las personas deben haber podido recurrir sin el 
temor de verse obligadas a pagar sumas desproporcionadas o excesivas. 
En este sentido, si bien los honorarios o tasas judiciales no son contrarias 
per se a este derecho, es necesario tomar medidas tendientes para que 
estas no se transformen en obstáculos para hacer efectivos los derechos a 
las garantías judiciales y a la protección judicial consagrados en la Convención 
(Corte IDH, 2002). 

En otros casos, la Corte IDH ha desarrollado estos estándares básicos 
señalando que las contravenciones al acceso a la justicia no solo pueden pro- 
venir de disposiciones legales que la contravengan. Por el contrario, también 
prácticas de hecho que deriven en obstáculos pueden constituir violaciones 
a este derecho. Por ejemplo, en el caso Fernández Ortega vs México, la 
Corte IDH consideró que se vulneró el derecho de acceso a la justicia de la 
víctima al no contar inicialmente con un intérprete provisto por el Estado 
a fin de presentar su denuncia ni tampoco recibir en su idioma información 
sobre las actuaciones derivadas de su denuncia, sin que se haya tomado en 
cuenta la situación de vulnerabilidad en que se encontraba en razón de su 
idioma y etnicidad (Corte IDH, 2010). 

El acceso a la justicia, como derecho fundamental, no solo implica la 
capacidad de acudir a los tribunales, sino también el derecho de una persona 
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a que su caso sea atendido y resuelto de acuerdo con normas sustantivas 
de equidad y justicia (Francioni, 2017, p:1). En otras palabras, el acceso a la 
justicia también implica garantizar que una vez que el asunto es llevado a 
las instancias correspondientes, este debe ser tramitado mediante ciertos 
estándares mínimos que se traducen en el debido proceso. En este sentido, 
la Corte IDH ha señalado en el caso Claude Reyes vs. Chile que el recurso 
efectivo del artículo 25 de la Convención, debe tramitarse conforme a las 
normas del debido proceso establecidas en el artículo 8.1 de la misma, todo 
ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garan- 
tizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención 
a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción. Bajo la misma premisa, 
en casos como Fornerón e hija, la Corte IDH ha vinculado otras garantías 
del artículo 8.1 con el derecho de acceso a la justicia, señalando en este 
caso en particular que este último debe asegurar la determinación de los 
derechos de la persona en un tiempo razonable (Corte IDH, 2012). 

La Corte IDH ha reconocido que el derecho de acceso a la justicia no 
tiene un carácter absoluto, sino que es posible que los Estados impongan 
limitaciones o restricciones a su ejercicio. Estas serán admisibles desde el 
punto de vista de los estándares internacionales siempre y cuando guarden 
una relación de proporcionalidad entre los medios empleados y el propósito 
buscado, no pudiendo causar una la denegación total de este derecho. Así, 
el criterio para evaluar estas medidas será la proporcionalidad de los 
medios y la razonabilidad de los fines perseguidos. 

El derecho de acceso a la justicia comprende un amplio rango de 
aplicación. Esto incluye, al menos tres dimensiones. En primer lugar, una 
dimensión relacionada con la información y los conocimientos a los que las 
personas pueden acceder sobre sus derechos y los mecanismos disponibles 
para su realización efectiva. En segundo lugar, relacionada con la necesidad 
de obtener asistencia especializada para navegar por la complejidad de los 
sistemas legales modernos. Esta asistencia puede ser proporcionada por 
profesionales del ámbito legal o por otros medios. Finalmente, comprende 
la capacidad de acceder y utilizar de manera efectiva el foro apropiado para 
la protección de los derechos, la resolución de conflictos jurídicos o problemas 
justiciables (Lucy, 2016:234). 

Desde una concepción amplia de acceso a la justicia, este foro apropia- 
do puede ser un tribunal como también cualquier otro mecanismo público 
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previsto para perseguir eficazmente la protección de los derechos, resolver 
o dirimir controversias o satisfacer necesidades jurídicas (Lillo, 2024:341). 
En este sentido, por ejemplo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(en adelante TEDH) en Mutu y Pechstein vs. Suiza ha reconocido que este 
derecho no debe entenderse necesariamente como el acceso a un tribunal 
de justicia del tipo clásico, sino que también es compatible con mecanismos 
de resolución de litigios como los procedimientos de arbitraje (Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, 2018) Por su parte, el PNUD ha señalado 
que en tanto obligación positiva del Estado, este derecho implica crear 
o fortalecer toda instancia, estatal o comunitaria, centralizada o descen- 
tralizada, que coadyuve a garantizar el ejercicio de los derechos y que sea 
capaz de dar respuesta, con imparcialidad e integridad, a las demandas de 
las personas, en especial de las de aquellas más desfavorecidas (Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo, 2005:14). 

Todavía, desde la tercera dimensión del derecho de acceso a la justicia, 
este se refiere no sólo a la posibilidad de acceder a un tribunal y sostener un 
proceso judicial que concluya con una decisión que resuelva el problema 
justiciable, sino que comprende también que esta decisión sea implementada 
de manera efectiva. Ello es bastante claro, al menos, en el ámbito europeo 
donde se ha señalado por parte del TEDH que el derecho a la ejecución de 
una resolución dictada por cualquier tribunal forma parte integrante del 
derecho a un debido proceso para efectos del artículo 6 del Convenio Euro- 
peo de Derechos Humanos (Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 1997) 

Bajo esta concepción multidimensional de este derecho, se han 
identificado con el nombre de barreras de acceso a la justicia a aquellos 
obstáculos que impiden a los individuos y grupos ejercer efectivamente 
sus derechos legales y obtener una resolución justa y oportuna de sus pro- 
blemas jurídicos. Estas barreras pueden tener diverso origen y como tal se 
las ha clasificado según si provienen, por un lado, de determinadas caracte- 
rísticas personales, o de origen social y/o cultural o, por otro lado, si es que 
poseen un carácter institucional (OECD, Open Society Foundations, 2016:7). 

Entre las barreras de origen social y/o cultural encontramos aquellas 
de carácter económico, referidas a los costos directos o indirectos en que 
deben incurrir las personas para obtener la protección de sus derechos. 
Así, entre estas se incluyen los elevados costos asociados a los procesos 
judiciales –u otras vías de solución de controversias–, incluidos los  honorarios 
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en que es necesario incurrir para obtener asistencia letrada y las costas 
judiciales, así como los ingresos que se dejan de percibir por participar del 
mecanismo de resolución de controversias. 

Estos factores de carácter económico pueden afectar de manera 
desproporcionada a las personas y familia que se encuentran en situación 
de pobreza (Bocardo, 2018:69). En este sentido, la falta de recursos econó- 
micos se ve exacerbada por otros obstáculos estructurales y sociales gene- 
ralmente relacionados con la situación de pobreza, como el acceso reducido 
a la alfabetización y la información, la participación política limitada, la estig- 
matización y la discriminación (Beqiraj y McNamara, 2014:14). 

En este grupo se agrupan también otros factores socio-culturales, 
obstáculos que se derivan de normas, creencias y prácticas sociales que 
pueden disuadir a las personas de acudir a la justicia o crear estigma en 
torno a determinadas cuestiones. Entre ellas, encontramos situaciones tan 
disímiles como poseer un género determinado, pertenecer a minorías dis- 
criminadas, a poblaciones indígenas, o a comunidades diversas en cuanto a 
idiomas, etnias, normas culturales o religiosas, todo lo cual puede incidir en 
que estos grupos no encuentren cabida en el sistema de justicia (Lillo, et al, 
2023:17; Beqiraj y McNamara, 2014:16). En esta categoría encontramos tam- 
bién la desconfianza hacia el sistema de justicia, la que puede generar una 
verdadera brecha que termine por alejar a las personas debido a razones 
tales como la corrupción, discriminación y abusos por parte de la autoridad. 

Dentro de las barreras que tienen su origen en las características 
personales, pueden haber factores como la falta de educación y analfabe- 
tismo, experimentar necesidades especiales o capacidades disminuidas, 
todos los cuales pueden generar dificultad para que estas personas com- 
prendan documentos legales, para comunicarse con abogados, como para 
participar en procedimientos judiciales, todo ello, además, tomando en 
consideración que estas barreras suelen asociarse con otras como la pobreza 
(Beqiraj y McNamara, 2014:17). 

Por otro lado, entre las barreras de carácter institucional encontramos 
aquellas variables relacionadas con la estructura y el funcionamiento del 
propio sistema de justicia. Así, entre estas, encontramos la carencia de 
recursos materiales, humanos, financieros y de otro carácter, estructuras 
administrativas sin capacidad suficiente para gestionar de manera eficiente 
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los despachos judiciales, la sobrecarga y el retardo, la complejidad de los 
procedimientos legales, la falta de transparencia y de información sobre 
su funcionamiento, e incluso la ubicación geográfica y la cercanía con los 
grupos de la población de aquellos mecanismos de resolución de disputas 
provistos por el Estado, así las características de la profesión y del mercado 
legal. Todos estos factores terminan por impedir que el sistema constituya 
una alternativa eficiente y eficaz para la protección de derechos, sobre todo 
para quienes ya experimentan otras barreras sociales y culturales (Beqiraj y 
McNamara, 2014:21). 

Como se señala en este acápite, un derecho de acceso a la justicia 
de carácter efectivo implica que las personas puedan ver protegidos sus 
derechos, resueltas sus controversias de relevancia jurídica o problemas 
justiciables, satisfechas sus necesidades legales. Sin embargo, en la actua- 
lidad, los sistemas de justicia a nivel comparado se encuentran al debe en 
esta tarea en tanto diversos estudios dan cuenta de cómo la prevalencia o 
experiencia de asuntos no resueltos entre la población está en niveles críticos 
(Task Force on Justice, 2019:64-66). Dicho de otra manera, la respuesta que 
estaría entregando la justicia no alcanzaría más que a una proporción 
menor de esos conflictos. 

El foco de reformas judiciales en edificios, procesos e instituciones, 
no ha sido suficiente para hacer frente a la crisis que experimentan los 
sistemas de justicia (Task Force on Justice, 2019:62). Por lo mismo, hoy la 
invitación es dirigir la atención hacia las personas y comunidades que experi- 
mentan los problemas justiciables, empoderándolas para que puedan actuar 
por sí mismas cuando sus necesidades legales surgen, rediseñando los 
servicios judiciales hacia lo que se ha denominado como la justicia centrada 
en las personas, de manera de que las alternativas resulten apropiadas a las 
necesidades de los usuarios comunes y corrientes, y a que estas permitan 
alcanzar una resolución percibida como justa y efectiva de manera medible 
o cuantificable (Task Force on Justice, 2019:68-75; Lillo, 2023:31-32). 



DIVERSAS VÍAS PARA PROVEER ACCESO A LA JUSTICIA EN PROBLEMAS JUSTICIABLES DE FAMILIA Y DE VIVIENDA: 
Análisis comparado a partir de dos casos de estudio 

25 

 

 

 
 

3. ANÁLISIS DEL ESTADO DEL ACCESO A LA 
JUSTICIA EN LA REGIÓN A PARTIR DE AMBOS 

CASOS DE ESTUDIOS 
 
 

A partir de los estándares antes desarrollados, en esta sección se 
analiza de manera comparada los reportes nacionales elaborados por el 
CEJA en el marco del proyecto “Vías de solución judiciales y no judiciales para 
el acceso a la justicia en los conflictos de familia y de vivienda en Colombia y 
Perú”. La relevancia de este trabajo radica en que ellos ofrecen un análi- 
sis exhaustivo de diversos mecanismos de resolución de conflictos en sus 
respectivos países, en asuntos relacionados con la justicia civil -en sentido 
amplio o, en otras palabras, de lo no penal-, los que suelen presentar alta 
prevalencia entre la población. Respecto de los problemas justiciables 
en materia de familia, ambos documentos se centran principalmente en 
aquellos vinculados con la manutención, custodia y los derechos de visita 
respecto de niños, niñas y adolescentes (NNA), mientras que en materia 
civil, estos se focalizan en conflictos relacionados con arrendamientos, pro- 
piedad, deslindes, vivienda, y convivencia vecinal. 

Más allá de la frecuencia o prevalencia de estos problemas justiciables 
en la sociedad, se trata de asuntos que afectan de manera desproporcio- 
nada a personas o grupos de la población que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad. Por ejemplo, en ambos informes se señala que las mujeres, 
especialmente las que son cabeza de familia y tienen a su cargo a personas 
dependientes, se enfrentan a dificultades particulares tanto en conflictos 
de familiacomo de vivienda, debido a las disparidades económicas y a la 
discriminación de género que suelen experimentar (CEJA, 2024). Así, en 
el caso de Perú, se pone énfasis en cómo la pobreza y en particular la falta 
de ingresos impactan gravemente a las personas que experimentan mayor 
conflictividad familiar, sobre todo en temas relacionados con alimentos, 
visitas y tuición, así como problemas asociados a la vivienda, sobre todo 
tomando en consideración la enorme informalidad que existe en esta ma- 
teria en dicho país (CEJA, 2024). En Colombia, por su parte, se da cuenta de 
cómo ciertos conflictos civiles en materia de arrendamiento o de convivencia 
vecinal pueden afectar a la población LGBTIQ+, conflictos cuya falta de reso- 
lución puede llevar a su escalamiento y en definitiva al resorte a la violencia 
(CEJA, 2024). 
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Como se ha señalado, estos informes se centran en tres vías principales 
para la resolución de estos conflictos: el proceso judicial, los MASC y la justicia 
comunitaria. De esta manera, cada una de estas son analizadas desde el 
punto de vista de los estándares antes desarrollados, destacando sus aciertos 
y desafíos a partir de las barreras de acceso comúnmente identificadas. 

 
 

3.1. Vía judicial 

En Colombia la justicia formal como mecanismo de resolución de 
conflictos, tanto en el ámbito civil como familiar, se rige principalmente 
por el Código General del Proceso (CGP), que describe las normas proce- 
sales, y el Código Civil, que establece el derecho sustantivo aplicable. En 
materia de familia se agrega, además, el Código de Infancia y Adolescencia 
que establece normas específicas para los casos que involucran a niños, 
niñas y/o adolescentes (NNA) (CEJA, 2024). 

En el ámbito de familia, el sistema de justicia colombiano conoce de 
una amplia gama de conflictos, incluyendo la manutención, custodia, y 
derechos de visita respecto de NNA, así como otros relacionados con temas 
de divorcio y violencia doméstica. Todos estos son conocidos normalmente 
en juzgados de familia especializados mediante un procedimiento verbal 
sumario (CEJA, 2024) 

Por otro lado, respecto de los problemas justiciables del ámbito de 
la vivienda, la justicia formal colombiana suele conocer de conflictos deri- 
vados del contrato de arrendamiento, prescripción adquisitiva, procesos 
divisorios y de reconocimientos de servidumbre (CEJA, 2024), los que nor- 
malmente siguen procedimientos declarativos especiales o procedimientos 
sumarios de carácter verbal, todos de tipo contradictorio y adjudicativo regu- 
lados por el CGP (CEJA, 2024). 

Más allá de la regulación de estos procedimientos judiciales aplicables 
a ambos problemas justiciables, en el caso colombiano el CGP fomenta la 
conciliación como medio para resolver las disputas de forma amistosa. Así, 
el artículo 372 Nº 6 del CGP ordena que, ya iniciado el proceso, y desde “el 
inicio de la audiencia y en cualquier etapa de ella el juez exhortará diligente- 
mente a las partes a conciliar sus diferencias, para lo cual deberá proponer 
fórmulas de arreglo, sin que ello signifique prejuzgamiento.” Esta conciliación 
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judicial es una conciliación en derecho y, como se detalla más adelante, res- 
pecto de una serie de asuntos, opera como un requisito de procedibilidad 
previo al ejercicio de la demanda (CEJA, 2024). 

En el caso de Perú la regulación de la vía judicial para los asuntos de 
vivienda y de familia se encuentran en el Código Procesal Civil. Luego, y 
específicamente respecto de algunos asuntos que afectan a NNA (como 
la pensión de alimentos, tenencia y visitas), hay una regulación especial en 
el Código de los Niños y Adolescentes que establece un proceso sumarísimo. 
En general, ambos códigos regulan procedimientos escritos, salvo en 
las causas de alimentos donde, a partir de la reciente ley N° 31.464, el 
procedimiento pasó a tramitarse bajo una audiencia oral concentrada 
(CEJA, 2024). 

En materia de familia, la competencia para conocer de estos asuntos 
se distribuye jerárquicamente entre los Juzgados de Paz Letrados, Juzgados 
Especializados, Salas Superiores y Salas Supremas. En particular, los pro- 
cesos de alimentos se tratan inicialmente en los juzgados de paz letrados 
y, en segunda instancia, en los juzgados especializados. Por su parte, los 
casos de tenencia y régimen de visitas son gestionados por los juzgados 
especializados y revisados en segunda instancia por las salas especializadas 
(CEJA, 2024). 

Para dar inicio a las causas de familia en Perú existen formularios 
disponibles en los juzgados y no se requiere de representación legal con 
carácter obligatorio. Luego, de acuerdo a los pocos datos existentes en 
materia de familia, las causas de alimentos, son iniciadas en su gran mayoría 
por mujeres en contra de hombres que, en una proporción mayoritaria, no 
comparecen al proceso judicial. En relación a la duración, tan solo una ínfima 
proporción de casos se resuelven en primera instancia y dentro del plazo 
legal de 30 días hábiles, mientras que una proporción importante (47,5%) 
tardan más de medio año. Todavía, en términos del cumplimiento de las 
sentencias, estas en su mayoría se ejecutan en un lapso mayor a 5 meses 
(CEJA, 2024). 

Por otro lado, las causas civiles relacionadas con el ámbito de la 
vivienda en Perú son tramitadas ante los Juzgados de Paz Letrados o en 
Juzgados Especializados dependiendo de la cuantía. Mientras que los juicios 
de arrendamiento son de competencia de los juzgados civiles de primera 
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instancia, en los asuntos de desalojo por falta de pago o vencimiento del 
contrato dependerán el tribunal asignado dependerá de la cuantía. Final- 
mente, respecto de los conflictos vecinales, estos dan lugar a un trámite 
contencioso administrativo a cargo de las municipales en tanto organismos 
fiscalizadores (CEJA, 2024). 

Al igual que en Colombia, en Perú también existe la conciliación intra- 
procesal. De esta manera, el artículo 323 del Código procesal civil dispone 
que “las partes pueden conciliar su conflicto de intereses en cualquier 
estado del proceso, siempre que no se haya expedido sentencia en segunda 
instancia”. Por su parte, el artículo 324 determina que “los jueces, de oficio o 
a solicitud de ambas partes, podrán citar a una audiencia de conciliación antes 
de emitir sentencia, salvo en los casos de violencia familiar”. En base a in- 
formación obtenida de entrevistas, el informe da cuenta de que en materia 
de familia en más de la mitad de asuntos las partes deciden someterse a 
la conciliación, donde un tercio de casos llega a un acuerdo. En los casos de 
vivienda, en cambio, la conciliación judicial sería mucho más excepcional 
(CEJA, 2024). 

3.1.1. Ventajas de la justicia formal 
 

Los documentos destacan algunas ventajas del sistema judicial formal 
como vía de resolución de controversias, en comparación con las otras dos 
vías analizadas. Así, en primer lugar, se señala en los reportes de ambos 
países que en general el proceso judicial y los tribunales, con sus virtudes 
y defectos, gozan de mayor legitimidad y capacidad para proporcionar 
resoluciones a los conflictos. En este sentido, en el caso de Perú, se señala 
que a pesar de la desconfianza generalizada hacia el sistema judicial, éste 
sigue siendo la opción más reconocida y legítima para la resolución final 
de conflictos sobre todo por la cultura litigiosa predominante en el país 
(CEJA, 2024). En el informe colombiano, por su parte, se observa de forma 
similar que, aunque la gente es consciente de su lentitud, la vía judicial man- 
tiene una alta legitimidad y sus decisiones se consideran válidas (CEJA, 2024). 

En segundo lugar, el sistema de justicia formal ofrece un marco 
jurídico y estable con procedimientos comunes, lo que proporciona una 
sensación de previsibilidad y de debido proceso que puede faltar en los 
mecanismos alternativos de solución de conflictos o de justicia comunitaria. 
En este sentido, se destaca en Colombia los avances tecnológicos y la 
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digitalización de la justicia, que han mejorado la transparencia y la rendi- 
ción de cuentas dentro del sistema de justicia formal, contribuyendo a unas 
prácticas más democráticas como la estandarización de procedimientos, la 
previsibilidad de reglas de actuación, pero también un mejor acceso desde 
lugares geográficos distantes, entre otras (CEJA, 2024). 

En tercer lugar, una ventaja comparativa dice relación con la dispo- 
nibilidad de recursos, lo que impacta tanto en un mejor funcionamiento 
como en la posibilidad de hacer efectivas las soluciones alcanzadas por esa 
vía. En Colombia, se menciona la valoración positiva que tienen operadores 
del sector justicia respecto de la función judicial en municipios como Mede- 
llín y Pereira Risaralda, donde se destaca la disponibilidad de herramientas 
(digitales y físicas) de trabajo. Por otro lado, en Perú, se destaca cómo 
el sistema de justicia formal tiene el poder de hacer cumplir sus decisiones, 
al menos respecto de determinados asuntos donde el cumplimiento volun- 
tario es poco probable. Así, en materia relacionadas con el arrendamiento, 
se señala que la eficacia de las decisiones judiciales es alta porque se puede 
recurrir a la policía para que haga cumplir las sentencias si es necesario 
(CEJA, 2024). 

3.1.2. Análisis desde las barreras de acceso a la justicia identifi- 
cadas respecto de la justicia formal 

a) Percepción negativa respecto de la justicia formal como vía de 
resolución de controversias 

A falta de datos que permitan evaluar o diagnosticar a la justicia for- 
mal, en ambos países parece imperar una percepción negativa hacia los 
tribunales como vía de resolución de controversias en las materias analiza- 
das. Esta percepción daría cuenta de una serie de barreras institucionales: 
falta de recursos humanos, materiales y financieros, el retardo judicial, los 
problemas de organización de despachos judiciales y la falta de capacita- 
ción de funcionarios a cargo de la atención de usuarios. 

En el caso colombiano, las opiniones negativas se refieren fundamen- 
talmente a la lentitud de los procedimientos, la falta de personal especializado 
y la percepción de falta de empatía y comprensión por parte de los fun- 
cionarios judiciales, sobre todo en asuntos de familia. Algunos usuarios, 
especialmente los de comunidades marginadas, perciben desconfianza por 
la falta imparcialidad del sistema de justicia formal, pues consideran que 
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tiende a favorecer a los que tienen más recursos o poder. A este respecto, 
por ejemplo, la Corte Constitucional de Colombia ha reconocido que la jus- 
ticia estatal formal no siempre es efectiva, en especial cuando no se han 
previsto recursos judiciales idóneos y suficientes que faciliten la solución 
pacífica de los conflictos, o cuando la complejidad de los procedimientos 
o de las condiciones de tiempo, modo y lugar exigidas por el legislador 
restringen la capacidad de alcanzar el goce efectivo de los derechos cuya 
protección se busca al acudir a las instancias judiciales (Honorable Corte 
Constitucional de Colombia en CEJA, 2024). 

Más allá de la percepción que tienen los usuarios, como decimos, los 
datos existentes son insuficientes para evaluar de manera rigurosa la efec- 
tividad de la justicia formal como vía de resolución de controversias. Sin 
embargo, de la información reportada, es posible identificar varios retos 
con los que debe lidiar el sistema de justicia formal. 

En este sentido, en Colombia, las principales causas de la mala percepción 
se refieren a la duración de los procesos, la falta de personal especializado 
en los tribunales de familia, y al enfoque que suele darse hacia los proce- 
dimientos y formalidades en lugar de los aspectos emocionales y sociales 
de los conflictos (CEJA, 2024). Así, tanto a nivel nacional como a nivel de las 
distintas jurisdicciones presentadas en el informe de dicho país, se ob- 
serva que la cantidad de ingresos sobrepasa a los egresos (gráfico 1) (CEJA, 
2024), lo que es una muestra de cómo el sistema se encuentra sobrecar- 
gado y, no es de extrañar entonces, que ello redunde en una pendencia 
y tardanza que implique una barrera de acceso de carácter institucional. 
En este sentido, se menciona que la alta congestión de los despachos judi- 
ciales de Bogotá se traduce en altos tiempos de demora, donde se señala 
por algunos entrevistados que la simple aceptación de la radicación de una 
demanda puede demorar siete meses (CEJA, 2024). 
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Gráfico N° 1
Ingresos y egresos período 2013-2022
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Fuente: Elaboración propia basado en Centro de Estudios de Justicia de las Américas (2024) Vías de Solución
de Conflictos Civiles y de Familia en Colombia: Efectividad de los Abordajes y Respuestas, p. 56.

Por otro lado, se señala que la carencia de recursos sobre todo 
en jurisdicciones más bien alejadas de la capital, donde hay edificaciones 
antiguas y sin los servicios mínimos para el bienestar de los usuarios y fun- 
cionarios, así como la falta de infraestructura tecnológica y en general de 
coordinación entre instituciones relacionadas del sistema de justicia, cons- 
tituyen importantes barreras de acceso (CEJA, 2024). 

Probablemente por ello, la vía judicial formal en Colombia no solo 
es poco conocida (CEJA, 2024), sino que también es poco utilizada para 
resolver problemas justiciables de prevalencia, tal como se destaca a partir 
del estudio de Necesidades y Satisfacción con la Justicia en Colombia de 
USAID. En este se señala que el 54% de las personas que experimentan un 
conflicto hacen algo al respecto, siendo tan solo un 4% quienes recurren a 
un juez (CEJA, 2024). 

De manera similar, en el caso peruano, la percepción negativa hacia 
la justicia se refiere fundamentalmente a la demora o retardo judicial. De 
acuerdo a los entrevistados en el informe de dicho país, ello se debería al 
agendamiento de audiencias cuyos tiempos son extensos debido a la 
sobrecarga. Así, estos señalan que las causas de pensiones de alimentos 
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pueden durar más de dos años, muy por sobre el plazo legal de cinco meses 
establecido, mientras que los casos de desalojos pueden extenderse incluso 
más allá de los cuatro años (CEJA, 2024). 

Luego, además de la percepción negativa por la duración de los pro- 
cedimientos, en el informe de Perú se pone de relieve una importante fal- 
ta de confianza en el sistema judicial, donde muchas personas lo perciben 
como corrupto y con falta de imparcialidad e independencia. En este senti- 
do, se destaca la situación de los jueces bajo regímenes contractuales a corto 
plazo y de fácil remoción (CEJA, 2024). Los regímenes contractuales a corto 
plazo hacen que los jueces sean más vulnerables a la presión política y a 
la influencia de intereses especiales. Los jueces que saben que su empleo 
puede ser rescindido en cualquier momento pueden ser más propensos a 
tomar decisiones que sean políticamente convenientes o que beneficien a 
grupos poderosos. Esto socava la confianza del público en el sistema judicial 
y puede llevar a un aumento de la corrupción y la impunidad. 

A nivel de barreras institucionales, y al igual que en Colombia, en el 
informe de Perú se señala que en materia de familia hay un déficit de per- 
sonal especializado, falta de capacitación suficiente a los jueces de familia 
para abordar este tipo de conflictos de manera adecuada (CEJA, 2024). 

Respecto de la organización del despacho judicial para la orientación 
a los usuarios, se señala en el informe de Perú que los principales problema 
se derivan del lenguaje técnico poco comprensible para quien no es abo- 
gado; la falta de un trato adecuado que genere confianza a las personas; 
así como una limitación en los horarios de atención para que quienes atien- 
den al juzgado puedan acceder a consultar a los asistentes judiciales sobre 
el estado de su expediente o sobre trámites recurrentes (CEJA, 2024). En 
este informe, se da cuenta por parte de diversas entrevistadas una discon- 
formidad con el trato que se les brinda en los juzgados, sobre todo frente 
a su desconocimiento de los trámites, e incluso por ser objeto de un trato 
discriminatorio en razón de la condición socioeconómica (CEJA, 2024). 

Finalmente, es posible evidenciar la falta de control y seguimiento 
sistemático respecto del cumplimiento de decisiones judiciales, en el sentido 
de que no existen datos sobre su efectividad, pendencia, tiempos de demora, 
etc., todo lo cual evidentemente dificulta la evaluación de la eficacia de las 
decisiones judiciales para lograr soluciones definitivas (CEJA, 2024). 



DIVERSAS VÍAS PARA PROVEER ACCESO A LA JUSTICIA EN PROBLEMAS JUSTICIABLES DE FAMILIA Y DE VIVIENDA: 
Análisis comparado a partir de dos casos de estudio 

33 

 

 

 
 

b) MASC como requisitos de procedibilidad 
 

En ambos países se señala que la incorporación de los MASC como 
un requisito de procedibilidad previo a iniciar una acción judicial puede llegar 
a constituir una barrera de acceso a la justicia formal. Así, si bien estos 
mecanismos pretenden promover la resolución pacífica y autocompositiva 
de conflictos, sobre todo en contextos donde ello resulta más apropiado 
que el proceso adversarial –a la vez de tener un efecto positivo de desconges- 
tión— suman un paso adicional que puede ser especialmente problemático 
para aquellas personas que cuentan con recursos limitados. 

En el caso peruano, ello ocurre específicamente respecto de los con- 
flictos de orden civil, entre los que se encuentran los asuntos relacionados con 
la vivienda. En estos casos, la percepción reinante es que la conciliación 
se utiliza a menudo como una mera formalidad para acceder a los tribunales 
en lugar de un verdadero intento de resolución, lo que evidentemente sus- 
cita preocupación sobre su eficacia y su potencial para retrasar la justicia 
(CEJA, 2024). 

En el caso colombiano, ello ocurre tanto en materia de familia 
como respecto de los conflictos judiciales del ámbito de la vivienda. Así, en 
el informe de este país se señala que la Ley 2.220 de 2022 ordena que las 
partes intenten la conciliación extrajudicial antes de acudir a los tribunales. 
En materia civil, la conciliación deberá intentarse antes de acudir al proce- 
dimiento jurisdiccional en los procesos declarativos, exceptuando una serie 
de asuntos entre los que se encuentran los procedimientos monitorios y la 
restitución de bien arrendado. En el ámbito de familia, este requisito se exi- 
ge en los litigios por la custodia de los hijos, las cuestiones de pensión alimen- 
ticia y los conflictos relacionados con los bienes conyugales (CEJA, 2024). 
Todo ello redundaría en una creciente burocratización y reglamentación de 
la herramienta (CEJA, 2024). 

c) Barreras económicas, sociales y culturales respecto de la 
justicia formal 

 
Ambos informes identifican importantes barreras de esta naturaleza 

para acceder a la justicia formal y, especialmente, dan cuenta de cómo 
estas afectan de manera desproporcionada a determinados individuos o 
grupos de la población. 
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En relación a barreras económicas, ambos informes destacan los ele- 
vados costes de los procesos judiciales como un obstáculo importante para 
las personas y familia con bajos ingresos. Así, por ejemplo, el informe de 
Colombia se señala de que litigar ante la justicia formal un caso de alimentos 
podría alcanzar el 20% del valor de un año de pagos de manutención (CEJA, 
2024) y, por su parte, el informe de Perú, de que el costo de la representación 
legal en casos de familia puede oscilar entre S/ 500 y S/ 3,000 (CEJA, 2024), un 
gasto sustancial para muchos individuos, sobre todo para quienes se encuen- 
tran en situación de vulnerabilidad económica. En el caso de Perú, se mencio- 
na que la principal debilidad del sistema de justicia formal respecto de los 
procesos de familia, es su costo. De esta forma, se señala que si bien las 
demandantes son exoneradas legalmente del pago de tasas y de obligación 
de contar con un abogado, la mayoría sigue recurriendo a la contratación de 
un letrado dado que el sistema sigue pareciéndoles inaccesible como para 
navegarlos por sí mismas (CEJA, 2024). 

Por otro lado, en los dos países se identifica también cómo las barreras 
que derivan de normas, creencias y prácticas sociales pueden disuadir a las 
personas de buscar justicia formal o crear estigma en torno a ciertos temas. 
Ello ocurre de manera clara respecto de asuntos de familia, donde la vio- 
lencia y discriminación por género puede impactar en que ciertos asuntos 
lleguen o no a la justicia. En Colombia, por ejemplo, se menciona cómo la 
cultura patriarcal imperante así como la influencia religiosa en la concepción 
tradicional de la familia pueden constituirse en barreras de acceso (CEJA, 
2024). En este sentido, la creencia de que la violencia contra las mujeres es un 
asunto privado puede impedir que las víctimas denuncien los abusos o bus- 
quen ayuda, lo que ocurre también respecto de personas LGBTQ+, quienes 
al sufrir discriminación y exclusión en sus comunidades pueden dudar a la 
hora de buscar ayuda en la justicia formal (CEJA, 2024). En el caso peruano, 
por su lado, se menciona como ciertos estereotipos de esta índole, profun- 
damente arraigados pueden influir en cómo se perciben y abordan los con- 
flictos de familia. Por ejemplo, se dice que algunos padres pueden negarse a 
pagar la manutención de los hijos por creer que el dinero beneficiará a la 
nueva pareja de la madre (CEJA, 2024). 

En el caso colombiano, además, se señala cómo en las comunidades 
afectadas por la violencia y el crimen organizado, puede existir miedo a 
denunciar los delitos o a buscar justicia debido a las posibles represalias 



DIVERSAS VÍAS PARA PROVEER ACCESO A LA JUSTICIA EN PROBLEMAS JUSTICIABLES DE FAMILIA Y DE VIVIENDA: 
Análisis comparado a partir de dos casos de estudio 

35 

 

 

 
 

(CEJA, 2024). Esto puede crear una cultura de silencio e impunidad, obs- 
taculizando el acceso de las víctimas a la justicia. 

Entre aquellas características o circunstancias personales que 
pueden obstaculizar la capacidad de un individuo para buscar y obtener 
justicia y que, como se ha mencionado, se vinculan a su vez con otras como 
las económicas o las institucionales, en ambos reportes se señalan las 
necesidades o capacidades especiales y el género. En el caso de Perú, por 
ejemplo, el informe destaca cómo la pobreza puede conllevar bajos niveles 
de educación formal (CEJA, 2024), lo que puede dificultar la comprensión 
de la terminología y los procedimientos legales. En Colombia, por su parte, 
se señala que por una falta de coordinación y de alianzas en la difusión de 
los derechos y vías para hacerlos efectivos, así como por las recurrentes 
reformas, hay poco conocimiento del marco jurídico aplicable a los conflictos 
analizados (CEJA, 2024). 

Al comparar ambos países, resulta evidente que, aunque los marcos 
jurídicos y los procedimientos específicos difieren, Colombia y Perú com- 
parten retos comunes a la hora de garantizar el acceso a la justicia a través 
de los canales judiciales formales. Retrasos judiciales, recursos inadecua- 
dos y complejidad de los procedimientos legales, entre otros factores que 
pueden afectar de manera desproporcionada a los grupos vulnerables. 
Además, el uso de la conciliación obligatoria, si bien pretende promover re- 
soluciones amistosas, a veces puede convertirse en un obstáculo adicional, 
retrasando el acceso a la justicia. Estos retos comunes ponen de relieve la 
necesidad de reformas integrales que aborden tanto las barreras estructu- 
rales como las de procedimiento para acceder a la justicia en ambos países. 
Los esfuerzos futuros deben focalizarse en mejorar la eficiencia y la trans- 
parencia de los procesos judiciales, asignar recursos adecuados a los pode- 
res judiciales y simplificar los procedimientos legales, pero esto debe hacer- 
se colocando a las personas –sobre todo a aquellas más vulnerables—y a 
sus necesidades en el centro de la política pública de reforma a la justicia. 

 
 

3.2. Mecanismos alternativos o apropiados de solución de 
conflictos (MASC) 

En Colombia el marco legal de los métodos alternativos de resolu- 
ción de conflictos (MASC) se encuentra establecido en la Ley 2.220 de 2022. 
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Esta ley se enfoca en la conciliación en sus diversas formas, incluyendo 
aquella que se hace al interior del proceso judicial –ya analizada–y la 
extrajudicial, esto es, aquella que ocurre fuera de los tribunales y que puede 
llevarse a cabo en derecho o en equidad (CEJA, 2024). 

La Ley 2.220 de 2022 describe los principios que rigen la conciliación, 
enfatizando su naturaleza autocompositiva, la rapidez, confidencialidad, 
informalidad, rentabilidad y la imparcialidad del conciliador. A su vez, 
establece el papel del Ministerio de Justicia y Derecho en la supervisión de 
los centros de conciliación, con facultades para inspeccionar, monitorear 
y sancionar estos centros de manera de garantizar el cumplimiento de las 
obligaciones legales y reglamentarias (CEJA, 2024). 

Como vías de resolución en los conflictos que son objeto de estos 
informes, la conciliación es una alternativa tanto para aquellos asuntos 
relacionados con las materias de vivienda como aquellos de materia de 
familia. Sin embargo, en el caso de Colombia, se menciona que los ope- 
radores de la conciliación en derecho observan algunas diferencias en el 
tipo de conflictos civiles que suelen llegar. Así, en los casos de vivienda, 
se menciona que suelen contemplar un componente económico más cla- 
ro y presentan una menor emocionalidad, aunque ello es relativo. Este 
tipo de asuntos, se indica, suelen ser intervenidos en sede de conciliación 
con un alto número de acuerdos pues se percibe que presentan criterios 
de negociación objetivos, lo que no siempre ocurre en materia familiar 
(CEJA, 2024). 

La conciliación extrajudicial en dicho país puede realizarse de manera 
gratuita o pagada. Mientras que las primeras se llevan a cabo en los centros 
de conciliación de entidades públicas, consultorios jurídicos y conciliación en 
equidad, las segundas se verifican en los Centros de Conciliación de personas 
jurídicas sin ánimo de lucro, o ante notarios, para los cuales existe una tarifa 
fijada por el Ministerio de acuerdo a la cuantía del conflicto (CEJA, 2024). 

A partir de los datos que son presentados en el reporte de Colombia, 
hay algunos aspectos relevantes a destacar, sobre todo en cuanto conci- 
liación en derecho se trata. Un primer aspecto para destacar, dice relación 
con las personas usuarias del sistema. Estas, tanto en el Departamento de 
Caquetá como de Atlántico, pertenecen en su mayoría a estratos de ingresos 
económicos medio o bajos. Esto se debe a que estas regiones tienen una 
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mayor tasa de pobreza y desigualdad, lo que significa que muchas personas 
no tienen acceso a los mismos recursos y oportunidades que aquellas de 
estratos más altos. Como resultado, es probable que las personas de estra- 
tos bajos utilicen en mayor medida los MASC, ya que es una forma más ac- 
cesible de resolver estos asuntos. En contraste, en Bogotá, hay una mayor 
presencia de individuos de estratos sociales medios lo que se puede deber 
a que Bogotá es una ciudad que tiene una tasa de pobreza y desigualdad 
más baja (Gráfico 2) (CEJA, 2024). 

 
 

Gráfico N° 2
Solicitantes de conciliación según estrato socioeconómico 

en regiones seleccionadas (2023)

Fuente: Elaboración propia basado en Centro de Estudios de Justicia de las Américas (2024) Vías de Solución
de Conflictos Civiles y de Familia en Colombia: Efectividad de los Abordajes y Respuestas, pp. 41-49.

Por su parte, en cuanto a la materia de las solicitudes de conciliación, 
tanto a nivel nacional como en las tres regiones analizadas en el reporte, los 
asuntos civiles y comerciales como de familia ocupan proporciones rele- 
vantes del ingreso, no obstante en Bogotá cabe destacar que los primeros 
ocupan una proporción que supera el 60%. Los asuntos comunitarios, en 
cambio, ocupan proporciones ínfimas (CEJA, 202). 

En cuanto a la duración, se destaca que en general en estas jurisdicciones 
la mayoría de los asuntos son terminados antes de tres meses, y tan solo en 
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la región del Atlántico hay una proporción relevante de asuntos que demoran 
entre 7 meses a un año. En general, los datos de duración dan cuenta de 
tiempos de espera bastante acotados. Si se considera la percepción nega- 
tiva hacia la justicia formal en base al retardo judicial, este antecedente da 
cuenta de una ventaja importante por parte de los MASC como alternativa 
para brindar respuesta a los problemas justiciables de la población (gráfico 3) 
(CEJA, 2024). 

 

Gráfico N° 3
Duración de la conciliación en regiones seleccionadas (2023)

Fuente: Elaboración propia basado en Centro de Estudios de Justicia de las Américas (2024) Vías de Solu-
ción de Conflictos Civiles y de Familia en Colombia: Efectividad de los Abordajes y Respuestas, pp. 41-49.

En contraste, donde hay un desafío importante es en la cantidad de 
acuerdos alcanzados, en tanto únicamente en el departamento de Atlántico 
hay una proporción mayoritaria de asuntos terminados por vía de acta de 
conciliación (58,5%). En Bogotá y en Caquetá, en cambio, una parte impor- 
tante de asuntos termina sin acuerdo (25,7% y 18,9%, respectivamente) o 
simplemente con un certificado de inasistencia (20,3% y 30,9%, respectiva- 
mente), lo mismo que ocurre a nivel nacional (38,6% entre ambos tipos de 
término) (CEJA, 2024). 

Finalmente, en relación con las instituciones u organismos donde se 
llevan a cabo las conciliaciones, llama la atención en el informe que en Colombia 
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un alto número de casos se concentran autoridades o instituciones más 
bien locales como alcaldías, consultorios jurídicos, u otras organizaciones 
sin fines de lucro, mientras que otras instituciones del Estado como juzgados 
o procuradurías no parecen resultar atractivas para la ciudadanía para llevar 
a cabo conciliaciones (CEJA, 2024). 

El ordenamiento jurídico colombiano también reconoce otras formas 
de MASC como la mediación, aunque estas no están reguladas explícitamente 
dentro de la Ley 2.220 de 2022 ni tampoco hay una regulación sistemática de 
ellas. En este sentido, la mediación en Colombia se aborda en contextos 
específicos a través de legislaciones especiales, como concurre con la mediación 
escolar (Ley 1620 de 2013), la mediación penal (Ley 906 de 2004) y la mediación 
policial (Ley 1801 de 2016) (CEJA, 2024). 

En el caso de Perú, los MASC que se encuentran regulados son la 
conciliación (Ley N° 26872) y el arbitraje (Decreto Legislativo N°1071). Aun 
cuando ha habido proyectos de ley que han buscado fomentar otros MASC 
como la mediación, se señala que ello no ha prosperado principalmente por 
la cultura jurídica reinante. Por su parte, la conciliación extrajudicial opera 
fundamentalmente en centros de conciliación que pueden ser públicos o 
privados, pero debiendo estar autorizados por el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos (MINJUSDH) a través de la Dirección de Conciliación 
Extrajudicial y Mecanismos Alternativos de Resolución de Conflictos). En 
este último caso, son concebidos como organizaciones sin fines de lucro, 
debiendo además priorizar la atención de las personas de escasos recursos 
(CEJA, 2024). 

En Perú, los conciliadores no necesariamente deben ser abogados, 
sino que puede ser cualquier persona que obtenga una acreditación. No 
obstante lo anterior, los centros deben contar, por lo menos, con un abogado 
encargado de supervisar la legalidad de los acuerdos conciliatorios. Estos 
conciliadores son formados por centros de formación y capacitación de 
conciliadores extrajudiciales, universidades, gobiernos regionales, gobiernos 
locales y colegios profesionales, debidamente autorizados. Así también, 
está a cargo de la Escuela Nacional de Conciliación Extrajudicial del Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos (CEJA, 2024). 

En este país la conciliación extrajudicial es una vía de resolución de 
controversias a las que se aplica de manera voluntaria en cuestiones propias 
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de la justicia de familia, incluidas las cuestiones relativas a pensiones de 
alimentos, régimen de visitas y tenencia, todas las que son conciliables de 
manera voluntaria. Por su parte, en materia de vivienda, en los conflictos 
de arrendamiento y propiedad la conciliación es un requisito de procedibilidad 
previo a acudir ante un juzgado civil, con la excepción de los casos de 
desalojo (CEJA, 2024). 

A pesar de que no existen datos detallados como en el caso colom- 
biano, en el informe de Perú se señala que dentro de las cuestiones de familia, 
aquellas relativas a pensiones de alimentos son las más frecuentes de ser 
conciliadas, las que en su mayoría son iniciadas por mujeres. Por su parte, 
en materia de vivienda, los asuntos de mayor prevalencia serían aquellos 
relacionados a conflictos derivados del arrendamiento. En estos casos, se 
señala que gran parte de las personas que acuden a la conciliación extraju- 
dicial lo hacen sin una verdadera intención de solucionar el conflicto, sino 
únicamente para obtener el acta necesaria para dar cumplimiento al requisito 
de procedibilidad (CEJA, 2024). 

3.2.1. Ventajas de los MASC en comparación con la justicia formal 
 

Del análisis comparado de los reportes de ambos países, se destaca 
que las principales ventajas o virtudes de los MASC en relación a la justicia 
formal, son que éstos suelen ser percibidos como más accesibles y rápidos, 
pero a su vez como especialmente apropiados para determinados tipos de 
conflictos y respecto de algunos grupos en situación de vulnerabilidad. 

Así, tanto en Colombia como en Perú se reconoce el potencial de 
los MASC para ofrecer soluciones más accesibles, eficientes y en diversos 
contextos, más efectivos para la resolución de conflictos. En el caso colom- 
biano, el informe subraya que los mecanismos alternativos de resolución 
de conflictos son más beneficiosos que la vía judicial para los conflictos de 
familia debido a su capacidad para abordar los aspectos emocionales y no 
jurídicos de estas disputas. Así, se destaca que los MASC, en particular la 
conciliación, ha demostrado una gran eficacia en la resolución de conflictos 
de familia, especialmente los relacionados con la manutención y la custodia 
de los hijos. Estos mecanismos ofrecen un enfoque más rápido y menos 
contencioso en comparación con los litigios judiciales, lo que puede ser bene- 
ficioso para las familias que buscan mantener las relaciones y dar prioridad 
al bienestar de los hijos (CEJA, 2024). Por su parte, en el informe de Perú, 
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se menciona que la conciliación puede ser más eficiente que acudir a los tribu- 
nales ya que, tanto en centros de conciliación públicos como privados, los 
plazos legales se cumplen. Ello ocurriría sobre todo cuando ambas partes 
concurren a la primera audiencia, en tanto es necesario reintentar la noti- 
ficación, se puede demorar el trámite conciliatorio. Luego, se menciona, 
que como la mayoría de los usuarios y usuarias que logran ser notificados 
acuden a la primera citación de la audiencia, ello permite facilitar la obten- 
ción de acuerdos. En razón de lo anterior, la percepción de quienes recurren a 
estos mecanismos, sobre todo de la conciliación pública y gratuita, es positiva 
a causa de la celeridad para obtener una respuesta (CEJA, 2024). 

Se señala, en el informe de Colombia, que esta característica de la 
eficiencia que suele presentar la conciliación genera efectos secundarios 
positivos sobre la propia justicia formal, en tanto sirve para descongestionar 
al desjudicializar algunos de los conflictos que se presentan en la sociedad 
(CEJA, 2024). 

De manera similar, en el caso peruano se señala que esta vía de 
resolución de conflictos, en particular la conciliación, constituye hoy una 
opción más flexible y accesible para resolver disputas en comparación 
con el sistema judicial formal. Se considera especialmente valiosa para las 
poblaciones vulnerables por su menor coste y mayor rapidez de resolu- 
ción (CEJA, 2024). 

3.2.2. Análisis desde las barreras de acceso a la justicia en 
materia de MASC 

Así como ambos informes coinciden en el potencial y las ventajas de 
los MASC respecto de la vía judicial formal, también presentan importantes 
similitudes en cuanto a los desafíos que estos enfrentan para convertirse 
en vías eficaces para ampliar el acceso a la justicia tanto en Colombia como 
en Perú. Estos desafíos tienen características de barreras institucionales así 
como de barreras sociales, culturales y económicas. 

a) Desafíos en materia de barreras institucionales de los MASC. 
 

Los principales desafíos identificados en ambos informes dicen rela- 
ción con la falta de eficacia de estos mecanismos, la falta de conocimiento 
y de difusión, la cultura litigiosa sobre todo entre operadores habituales del 
sistema, así como, aún en estos mecanismos, los costos asociados -sobre 
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todo los indirectos- y las diferencias de poder entre los intervinientes, pueden 
también generar desequilibrios o barreras de entrada. 

En relación a la eficacia de los MASC, en los reportes de ambos 
países se señala que esta depende de varios factores como la disponibili- 
dad de conciliadores cualificados, la calidad del proceso de conciliación y 
la voluntad de las partes de entablar negociaciones de buena fe. Si estos 
factores no se abordan adecuadamente, el requisito de la conciliación podría 
convertirse en una barrera institucional que retrasa y potencialmente 
disuade a las personas de buscar justicia a través del sistema legal formal. 
Así, en el caso de Perú, se percibe que la conciliación extrajudicial presenta 
menores niveles de eficacia cuando se trata de procesos judiciales civiles, 
lo que mejora levemente en el caso de procesos de familia. Respecto de 
estos últimos, se dice, depende fundamentalmente de que conciliadores 
con más experiencia dirijan el proceso (CEJA, 2024). 

Uno de los problemas asociados a este punto es que en muchos casos 
la conciliación extrajudicial en Perú se ha convertido en un trámite más, 
dado su establecimiento como requisito de procedibilidad para presentar 
una demanda (CEJA, 2024). Luego, se menciona que por una parte el por- 
centaje de acuerdos de conciliación es bajo (entre 10% y 40% de los casos 
de acuerdo a información provenientes de entrevistas) y, en el caso de que 
sea logrado, su cumplimiento suele ser menor o en algunos casos derecha- 
mente inejecutable por deficiencias en el acto del acuerdo (CEJA, 2024). 

En ambos casos se señala que uno de los principales desafíos de 
los MASC es la falta de conocimiento que hay de estos mecanismos entre 
operadores y usuarios. Así, en el caso Colombiano, se señala que aún se 
perciben como una vía relativamente novedosa de provisión de justicia por 
parte de los operadores y, por parte de la ciudadanía, habría más bien un 
nulo conocimiento de mecanismos como la mediación (CEJA, 2024). Por su 
parte, en Perú, se señala que la conciliación extrajudicial es poco conocida 
por parte de las personas usuarias entrevistadas, quienes en su mayoría 
señalaban que se enteraron de la existencia del mecanismo solo a partir 
de la necesidad de someter sus conflictos de orden civil o familiar a uno de 
estos mecanismos previamente a concurrir a la justicia (CEJA, 2024). 

Por otro lado, se evidencia falta de capacitación y diseño institucional 
adecuado lo que impactaría directamente en la calidad de la resolución del 
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conflicto. Así, en Colombia, por ejemplo, se destaca que en algunos depar- 
tamentos, cuando se realiza conciliación en derecho en las instituciones 
policiales, los funcionarios deben asumir dicha tarea sin que cuenten con 
apoyo o recursos para efectuar dicha labor (CEJA, 2024). Por su parte, en 
el informe de Perú, se señala que una de las principales debilidades de la 
conciliación extrajudicial es la percepción de que los conciliadores/as se en- 
cuentran poco preparados/as y que el Estado no cumple con su función de 
supervisión respecto de estos de manera adecuada (CEJA, 2024). 

Otro de los principales desafíos en ambos países, se refiere a la falta 
de una política que permita articular de manera sistémica a los MASC. En 
Colombia se señala, por ejemplo, que la Ley 2.220 de 2022 que creó el Sistema 
Nacional de Conciliación, hace referencia a la creación e implementación 
de la política pública de conciliación dejando fuera a mecanismos como la 
mediación y a otras expresiones de justicia comunitaria. Es necesario, se 
concluye, establecer una política pública clara que promueva una mayor 
cooperación y coordinación entre la justicia comunitaria y el sistema legal 
nacional (CEJA, 2024). 

Una política pública adecuada para los MASC debería comprender 
una implementación que brinde cobertura a nivel nacional. Así, en el caso 
peruano, se señala que una barrera institucional importante se produce 
por la poca cobertura de los Centros de Conciliación públicos a lo largo del 
país –se menciona que hay 0,25 centros por cada 100,000 habitantes–, así 
como por la congestión que estos presentan. Ello reduce la posibilidad de 
muchas personas, sobre todo las más vulnerables, quienes a menudo care- 
cen de los recursos económicos y de la información necesaria para navegar 
el sistema judicial formal (CEJA, 2024). En el caso de Colombia, se señala de 
la misma manera, que existe una baja cobertura a nivel nacional en tanto 
hay zonas geográficas donde los MASC no están presentes y, donde si los 
hay, se percibe por parte de los operadores la falta de los recursos de in- 
fraestructura y humanos para una operación adecuada, especialmente en 
zonas rurales (CEJA, 2024). 

Finalmente, desde el punto de vista de barreras institucionales, en 
ambos países se destaca la falta de datos e información sobre el funciona- 
miento real del sistema, lo cual evidentemente genera un problema desde 
la mirada de su gestión. Ello se evidencia, en el caso de Perú, cuando los 
MASC son provistos por órganos privados. En este sentido, señala que si 
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bien hay un registro para estos centros, no se tiene información fidedigna 
sobre la cantidad que están en funcionamiento ni tampoco sobre la calidad 
de su trabajo. Esto se traduce, por ejemplo, en una percepción de que los 
acuerdos alcanzados en estos centros suelen tener una baja calidad, lo que 
lleva a que luego no puedan ser ejecutados y redunden esos asuntos en un 
nuevo ingreso judicial (CEJA, 2024). Por otro lado, y como consecuencia de 
la falta de información centralizada, hoy en día no se cuenta con una base 
de datos que registre los procesos de conciliación que facilite identificar a 
los operadores trámites conciliatorios previos o si el demandado tiene una 
conducta conflictiva reiterada, lo que permitiría usar estrategias adiciona- 
les de conciliación (CEJA, 2024). 

b) Desafíos en materia de barreras sociales, culturales y económicas 
de los MASC. 

 

Aun cuando en general los MASC son percibidos como más acce- 
sibles que la justicia formal, ello no quiere decir que no haya barreras de 
ingreso de carácter económico. En este sentido, se señala en el informe de 
Colombia que hay una alta percepción de que la conciliación en derecho reali- 
zada en centros privados de conciliación es sumamente costosa, a pesar de 
estar las tarifas legales reguladas por ley. Por otro lado, se menciona que la 
desigualdad económica entre las partes, también juega un rol importante 
en la imposibilidad de alcanzar acuerdos, lo que ocurre, por ejemplo, en el 
ámbito de los conflictos de arrendamientos o de aquellos derivados de las 
cuotas alimentarias. Ello puede observarse también en materia de brecha 
digital, lo cual fue particularmente evidente durante la pandemia del COVID 
19, cuando el intercambio documental y la comparecencia a audiencias de 
conciliación se llevó a cabo mediante herramientas tecnológicas como 
documentos electrónicos o videoconferencias (CEJA, 2024). 

Por otro lado, en el informe de Perú se señala que aunque los 
centros públicos de conciliación son gratuitos, los usuarios siguen incu- 
rriendo en gastos de transporte, certificación de documentos y pérdida de 
ingresos debido al tiempo dedicado al proceso, todo lo que puede suponer 
una carga importante para las personas con menores recursos, especial- 
mente para las mujeres, que son las principales usuarias de estos servicios 
(CEJA, 2024). 

En cuanto a barreras culturales, en Colombia se menciona la cultura 
litigiosa reinante en el país, en el sentido de que las personas en general 
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prefieren llevar sus necesidades legales al proceso judicial con una finali- 
dad de castigo respecto de la contraparte (CEJA, 2024). Por su parte, en el 
reporte peruano se reconoce que a pesar de la desconfianza generalizada que 
la ciudadanía tiene hacia la vía judicial, esta sigue siendo la opción preferida 
para resolver conflictos lo que se debe, en parte, a lo integrado que está 
culturalmente el litigio o la disputa adversarial en el país (CEJA, 2024). 

Ambos informes enfatizan la necesidad de considerar el género y 
otros factores diferenciadores en los procesos de resolución de conflictos, 
también respecto de los MASC. Así se reconoce que las mujeres, los NNA 
y otros grupos marginados pueden enfrentar desafíos y vulnerabilidades 
únicos al acceder a la justicia y resolver conflictos por esta vía. Por ejemplo, 
en el caso de Colombia, se señala que por roles de género, la pertenencia 
a la tercera edad, experimentar necesidades especiales como en el caso de 
la discapacidad, entre otros, es necesario un enfoque diferenciado que no 
siempre está presente en quienes operan los MASC (CEJA, 2024). 

Como vemos, el potencial de los MASC para ofrecer soluciones más 
accesibles, eficientes y adecuadas al contexto que los procesos judiciales 
formales, en particular para las poblaciones vulnerables, es indudable. Sin 
embargo, sigue habiendo desafíos, incluida la limitada conciencia y com- 
prensión pública de los MASC, la falta de recursos, la capacitación inade- 
cuada de los conciliadores y las preocupaciones sobre la aplicabilidad de 
los acuerdos, entre otras barreras de carácter institucional pero también 
de origen social, cultural o económico. En ambos casos, se hace evidente 
la necesidad de una mayor inversión en infraestructura de ADR, una mejor 
capacitación y supervisión, y esfuerzos específicos para promover la ADR 
como una vía eficaz para la protección de derechos. 

 
 

3.3. La justicia comunitaria e indígena como vía de acceso 
a la justicia 

Tanto en Colombia como en Perú la justicia comunitaria cumple un 
rol fundamental para brindar acceso a la justicia, sobre todo allí donde la 
justicia formal es más ausente como en zonas periféricas o más rurales 
(CEJA, 2024). 

En el caso de Colombia, el marco normativo de la justicia comuni- 
taria se encuentra tanto en su Constitución como en leyes específicas. En 
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este sentido, el artículo 246 de la Constitución reconoce el derecho de las 
autoridades indígenas a ejercer funciones jurisdiccionales dentro de sus 
territorios, de acuerdo con sus propias normas y procedimientos, siempre 
y cuando no contradigan el ordenamiento jurídico. Por otro lado, esta norma 
exige el establecimiento de mecanismos de coordinación entre esta juris- 
dicción especial y el sistema judicial nacional. Más allá de lo anterior, y 
especialmente respecto de otras comunidades diversas, varias leyes regulan 
y dan soporte a la justicia comunitaria en relación con sus diversas manifes- 
taciones culturales y grupales. 

La justicia comunitaria en Colombia incluye a diversas comunidades, 
grupos humanos que pertenecen, generalmente, a pueblos indígenas u otros 
grupos que se suelen encontrar a la periferia del Estado y están reconocidos 
como grupos de especial protección –como lo son los pueblos Afrocolom- 
bianos, Raizales y Palenqueros, entre otros–, e incorpora, además, expre- 
siones de organizaciones urbanas que también cuentan con sistemas de 
resolución de conflictos comunitarios, como los diferentes niveles del 
movimiento comunal de dicho país (CEJA, 2024). 

Este marco normativo reconoce los derechos de las comunidades 
indígenas y afrocolombianas a ejercer sus propias formas de justicia dentro 
de sus territorios, al tiempo que delinea la manera en que estos se deberían 
coordinar e integrar con el sistema legal nacional. 

Sin embargo, la justicia comunitaria en este país no se limita úni- 
camente a la existencia de sistemas jurídicos propios de grupos de una 
población cultural y étnicamente diversa, sino que también es un criterio 
conceptual para la operación de la Conciliación en Equidad, la Mediación 
Comunitaria e incluso la Mediación Intercultural. En este sentido, se 
reconoce como una forma válida de justicia, alternativa al proceso judicial 
o a la justicia formal así como a los MASC institucionalizados, centrada en 
cambio en la aplicación territorial y en la justicia centrada en las personas 
(CEJA, 2024). En este sentido, hay un vínculo evidente entre estos y la jus- 
ticia comunitaria, en tanto en estas últimas se hace mano a diversos meca- 
nismos de resolver conflictos, incluidos los MASC. 

En Colombia, resulta particularmente relevante la política de Acción 
Comunal, la que a través de diversos organismos –como las Juntas de Acción 
Comunal o de Vivienda Comunitaria—, juega un papel crucial en la organización 
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y participación ciudadana, especialmente en áreas donde la presencia del 
Estado es limitada. Así, a través de sus diferentes niveles, busca empoderar 
a las comunidades y promover la resolución pacífica de conflictos, contribu- 
yendo de esa manera al desarrollo social y a la construcción de una sociedad 
más justa y equitativa (CEJA, 2024). 

Quienes operan la justicia comunitaria varían entre las diversas 
comunidades según sus tipos de liderazgos, los que pueden provenir de 
la tradición, símbolos, u otras formas organizativas dependiendo de cada 
territorio. De este modo, en el informe colombiano, se pone el ejemplo de 
las comunidades indígenas de la Sierra Nevada de Santa Marta, cuyos líderes 
espirituales son quienes resuelven la mayoría de conflictos de familia o 
civiles en cada asentamiento (CEJA, 2024). 

En relación al ámbito de aplicación, en Colombia la justicia comunitaria 
puede ser utilizada para resolver conflictos tanto en materia de familia 
como de vivienda. Así, respecto de los primeros, esta vía destaca por su 
capacidad para encontrar soluciones innovadoras y adaptadas a las necesi- 
dades particulares de cada comunidad, lo que resalta su importancia en la 
promoción de la cohesión social y el bienestar de las comunidades locales 
(CEJA, 2024). 

En materias civiles, por otro lado, en el informe de Colombia se señala 
que la justicia comunitaria como un recurso importantísimo en la gestión de 
conflictos de vivienda y tenencia de tierras, especialmente en áreas donde 
la presencia del Estado es menor. Por ejemplo, se destaca su funcionamiento 
en regiones como Caquetá, donde hay una alta conflictividad por asuntos 
rurales en tanto allí se ubican municipios con una alta tradición cultural 
campesina, que permea no solo los asuntos del mundo rural, sino también 
respecto de las relaciones interpersonales dentro del casco urbano. En este 
sentido, la gran mayoría de los conflictos se relacionan con movimientos y 
mantenimientos de cercas, servidumbres, entre otros. En estas materias, 
se ha destacado el rol que cumplen respecto de poblaciones migrantes, 
quienes suelen experimentar graves barreras de acceso a la justicia formal, 
por ejemplo, debido a su estatus legal (CEJA, 2024). 

En municipalidades como Barranquilla se señala que los principales 
conflictos que se presentan en la justicia comunitaria se relacionan con con- 
flictos de familia, abandono del hogar, pandillismo, uso de drogas, abandono 
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de adultos mayores y perturbación del orden público cómo la disposición 
de deshechos de mascotas, la disposición de basuras y el uso del espacio 
público por fiestas y ejercicio de la prostitución (CEJA, 2024). 

En el caso del Perú se destaca la tradición histórica que hay en ese 
país en materia de justicia comunitaria, sobre todo en áreas rurales y entre 
la población indígena, donde tiene un importante rol en la resolución de 
conflictos de una manera coherente con las tradiciones y valores locales 
(CEJA, 2024). En particular, en el informe, se analiza la figura de quienes 
ejercen como Jueces de Paz, regulada en la Ley 29.824 como un órgano 
integrante del Poder Judicial, cuyos operadores solucionan conflictos pre- 
ferentemente mediante la conciliación, conforme a los criterios propios de 
justicia de la comunidad y en el marco de la Constitución de ese país. En 
otras palabras, actúan en base a sus propias concepciones de justicia, sin 
necesitar motivar las decisiones en derecho. Sus servicios son gratuitos y 
para el ejercicio de sus funciones debe recibir ayuda de otras instituciones 
públicas así como de las comunidades. Las personas que ocupan este rol en 
los juzgados de paz letrados lo hacen mediante voluntad popular, elegidos 
por ser figuras respetables a nivel local, sin que sea necesario que sean 
profesionales del derecho (CEJA, 2024). 

Estos jueces tienen competencia para conocer asuntos de familia y 
de propiedad, aunque estos últimos son menos frecuentes porque, según 
se señala en el informe, los usuarios prefieren acudir a la justicia ordinaria 
para este tipo de asuntos. Luego, estos jueces también cumplen funciones 
de información sobre las diversas vías de resolución de conflictos existentes 
(CEJA, 2024). 

De acuerdo con el informe de Perú al 2019 había cerca de 6.000 
Juzgados de Paz Letrados distribuidos en las regiones, la mayoría de ellos 
en zonas urbanas periféricas (CEJA, 2024). En el caso de Iquitos, estos tie- 
nen un componente adicional porque se trata de una comunidad donde 
una cantidad importante de personas usuarias se identifican como indígenas 
y ello implica que sus valores y costumbres son incorporadas en el proceso 
(CEJA, 2024). 

El otro mecanismo de justicia comunitaria que es mencionado bre- 
vemente en el informe de Perú son las rondas campesinas. Se trata de 
organizaciones comunitarias que cuentan con reconocimiento   constitucional 
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y que ejercen funciones de seguridad, justicia e interlocución con el Estado 
en territorios caracterizados por su ausencia o debilidad, y que cuentan con 
amplia aceptación en los territorios en los que funcionan. Así, de acuerdo 
al artículo 149° de la Constitución, las rondas campesinas “...pueden ejercer 
las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de conformidad 
con el derecho consuetudinario, siempre que no violen los derechos 
fundamentales de la persona La ley establece las formas de coordinación 
de dicha jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y con las demás 
instancias del Poder Judicial.” Por su parte, el artículo 60 de la ley 29.824, 
establece un mandato de trabajo coordinado con el sistema de justicia formal 
(CEJA, 2024). 

3.3.1. Ventajas de la justicia comunitaria como vía para brindar 
acceso a la justicia 

 

Tanto en Colombia como en Perú la principal ventaja de la justicia co- 
munitaria, frente a la justicia formal, es que en ambos países se ha constituido 
en una vía disponible para la resolución de controversias y satisfacción de nece- 
sidades legales de grupos vulnerables, sobre todo allí donde la justicia formal 
es menos accesible o donde se requieren soluciones apropiadas y cultural- 
mente sensibles para ciertos tipos de conflictos. Luego, se trata de un me- 
canismo con un enorme potencial para generar legitimidad y percepción de 
trato justo, así como de empoderamiento respecto de comunidades que 
normalmente se componen de personas en situación de vulnerabilidad. 

En el caso de Colombia la justicia comunitaria se destaca sobre todo 
en zonas geográficas en donde la justicia formal tiene menor presencia. En 
esos territorios los mecanismos de justicia comunitaria, como la mediación 
comunitaria o los jueces de paz, intervienen para prestar servicios esenciales 
de resolución de conflictos. Por ejemplo, en Florencia, Caquetá, son las 
Juntas de Acción Comunal la vía donde se abordan conflictos relacionados 
con la tierra, los límites de la propiedad y las disputas comunitarias. En dicha 
jurisdicción se menciona, además, el uso cada vez más frecuente de la me- 
diación policial para intervenir en conflictos comunitarios. Este mecanismo 
implica a agentes de policía que actúan como mediadores para ayudar a 
resolver disputas entre vecinos y miembros de la comunidad. Por otro lado, 
a través de estos mecanismos las comunidades indígenas pueden recurrir 
a sus autoridades tradicionales para resolver disputas relacionadas con el 
uso de la tierra o los recursos, basados en sus propios sistemas de justicia 



JUSTICIA CENTRADA EN LAS PERSONAS: Acceso a la justicia formal, alternativa y comunitaria en Colombia y el Perú 

50 

 

 

 
 

reconocidos por el Estado colombiano y se basan a menudo en el derecho 
y las prácticas consuetudinarias aportando soluciones culturalmente perti- 
nentes a los conflictos dentro de sus comunidades (CEJA, 2024). 

Además, la justicia comunitaria puede ser particularmente importante 
para la resolución de controversias y satisfacción de necesidades legales de 
grupos vulnerables. Así, en el informe de Perú, el 49% de las personas usuarias 
son mujeres de los Andes Peruanos, cuyos asuntos se relacionan con con- 
flictos penales y violencia contra la mujer, lo que resalta la importancia de 
estos mecanismos en la atención de asuntos de gran sensibilidad social y 
personal (CEJA, 2024). Luego, y sobre todo respecto de conflictos me- 
nores, se señala que su efectividad suele ser alta y que quienes recurren a 
dicha vía suelen destacar que reciben una buena atención. En este sentido, 
se señala que aunque no siempre se llega a un acuerdo, al menos reciben 
orientación sobre sus derechos y perciben una buena disposición de quie- 
nes ejercen el rol de juez o jueza (CEJA, 2024). 

Otra importante ventaja de estas iniciativas de justicia comunitaria 
que destaca a partir del análisis de ambos reportes es que se trata de vías 
de solución que empoderan a las personas y a las comunidades para que 
hagan suyos los procesos de resolución de conflictos, lo que puede conducir 
a soluciones más sostenibles y fomentar un sentido de responsabilidad co- 
lectiva para mantener la paz y la armonía dentro de la comunidad. En este 
sentido, por ejemplo, en el reporte de Colombia se señala que esta vía per- 
mite que las comunidades gestionen sus conflictos autónomamente, otor- 
gándoles un mayor control sobre sus propios asuntos (CEJA, 2024). 

A nivel de barreras económicas, se suele señalar que la justicia co- 
munitaria resulta más accesible que otras vías. Así, en el caso peruano, se 
señala que es un mecanismo valorado porque se trata de un servicio gratuito, 
que no requiere abogados, y donde otros costos asociados suelen ser bajos 
por la cercanía territorial que suelen tener con las comunidades que sirven 
(CEJA, 2024). 

3.3.2. Análisis desde las barreras de acceso a la justicia en mate- 
ria de justicia comunitaria 

Al igual que respecto de las demás vías analizadas, la justicia comu- 
nitaria enfrenta desafíos importantes para poder ser alternativas efectivas 
para ampliar el acceso a la justicia. 



DIVERSAS VÍAS PARA PROVEER ACCESO A LA JUSTICIA EN PROBLEMAS JUSTICIABLES DE FAMILIA Y DE VIVIENDA: 
Análisis comparado a partir de dos casos de estudio 

51 

 

 

 
 

a) Desafíos comunes en materia de barreras institucionales 
 

Desde el punto de vista institucional, las principales barreras dicen 
relación con la falta de recursos y de manera más general, de una política 
pública que apunte a integrar o articular estos mecanismos con las demás 
vías de resolución de controversias del Estado (CEJA, 2024). 

En relación a la falta de recursos, se señala en el informe de Perú 
que la justicia comunitaria no cuenta con el apoyo presupuestal y logístico 
como para cumplir adecuadamente sus funciones (CEJA, 2024). Por ejem- 
plo, se describe cómo en muchas regiones los juzgados de paz no cuentan 
con un lugar propio, sino que en buena parte de los casos funcionan en 
los domicilios de los jueces y juezas. En otros, operan en locales de propie- 
dad de las juntas vecinales o de la municipalidad de su jurisdicción. Además, 
se da cuenta de que los bienes muebles necesarios para su funcionamiento 
son en su mayoría proporcionados por la propia comunidad en calidad de 
préstamo o donación (CEJA, 2024). Por su parte, en el caso de Colombia, 
se señala en el informe que algunos mecanismos de justicia comunitaria, 
como las Juntas de Acción Comunal y las Juntas de Vivienda Comunitaria, 
carecen de efectividad en la práctica por diversos factores entre los que se 
mencionan la falta de formación de los operadores en materia de conflictos 
de carácter comunitario y convivencial, así como la falta de reconocimiento 
y remuneración de los operadores de la justicia comunitaria. 

Esta falta de recursos, en algunos casos, se traduce en tiempos 
excesivos. Así en el caso de Perú, se menciona que los procesos de justicia 
comunitaria suelen demorarse por la falta de apoyo del Estado. Por ejemplo, 
en muchos casos son los propios funcionarios/as los que hacen las notifica- 
ciones, las que frecuentemente son infructuosas y, a su vez, son la principal 
causa de tardanza (CEJA, 2024). 

En Colombia también se señala que hay cuestiones de diseño que 
representan un desafío importante. Así, por ejemplo, se describe cómo los 
nombramientos dentro de estas comunidades terminan siendo, por razones 
de política partidista o por otros intereses, ajenos a la justicia comunitaria, lo 
que termina minando la confianza de parte de los miembros de las comu- 
nidades hacia los líderes que forman parte de las juntas o comisiones. Más 
allá de lo anterior, en general se destaca como una barrera institucional la 
falta de capacitación o la formación necesaria para gestionar adecuadamente 
los conflictos que llegan hasta dicha instancia (CEJA, 2024). Por otro lado, 
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se menciona como desafío la falta de una distribución clara de competen- 
cias, así como una necesaria coordinación e integración entre la justicia co- 
munitaria y la justicia formal (CEJA, 2024). 

Todavía, desde el punto de vista institucional, se señala que hay una 
falta de difusión y sensibilización hacia los potenciales usuarios, falta de 
levantamiento de información y de diagnóstico respecto de su funciona- 
miento. Así, en Perú, se señala que las acciones de capacitación y difusión 
del servicio han decaído luego de la pandemia del COVID-19, y que ello ha 
tenido un impacto, en el caso de las medidas de difusión, en la disminución 
de la afluencia de la ciudadanía a solicitar el servicio (CEJA, 2024). 

b) Desafíos comunes en materia de barreras sociales y culturales. 
 

Una de las barreras de acceso identificadas en el ámbito de la justicia 
comunitaria dice relación con las nociones culturales predominantes en 
ciertas comunidades, por ejemplo, en materia de género. Así, como se señaló 
también respecto de los MASC, en Colombia existe la noción de que la vio- 
lencia de género es un asunto privado o se tratan de manera oculta, o de 
una cultura patriarcal que predomina y que dificultan la comprensión de la 
violencia de género como un problema colectivo que requiere una respuesta 
especialmente en el marco de la justicia comunitaria (CEJA, 2024). 

Por otro lado, respecto de ciertos grupos vulnerables como las perso- 
nas LGBTIQ+ se señala en el informe de Colombia que la discriminación a la 
que se enfrentan estos individuos en sus comunidades a menudo les impide 
solicitar ayuda en esta vía de resolución de conflictos por miedo al rechazo. 
Luego, la falta de conocimiento y sensibilidad de los líderes comunitarios 
en materia de género y diversidad sexual, respecto de otros enfoques dife- 
renciados, agrava aún más este problema. Así, se menciona que en algunos 
casos, las prácticas de justicia comunitaria pueden incluso ser abiertamente 
excluyentes hacia las personas LGBTIQ+, ya que no son reconocidas dentro 
de los marcos culturales y sociales predominantes (CEJA, 2024). 

Sobre todo en el caso de Colombia, se menciona también la inestabi- 
lidad y la persistencia de la violencia como barreras que afectan a la justicia 
comunitaria, lo que hace que en ciertas regiones quienes se desempeñan 
en este rol sientan intimidación a la hora de intervenir en determinados 
conflictos sociales, producto del temor a sufrir represalias de actores armados 
y al margen de la ley (CEJA, 2024). 
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4.REFLEXIONES FINALES A MODO 
DE CONCLUSIÓN. ANÁLISIS DE 

RECOMENDACIONES ELABORADAS EN 
REPORTES OBJETO DEL ESTUDIO 

 
 

En ambos informes se da cuenta de importantes barreras institucio- 
nales, tanto respecto de la justicia formal como de otros mecanismos de 
justicia comunitaria o distintos a la adjudicación como vía de resolución de 
disputas. Sobre todo, se da cuenta de la falta de una política pública que 
aproveche el potencial de estas tres vías de solución de controversias si es 
que estas funcionaran de manera articulada y coordinada. 

En primer lugar fue analizada la vía judicial para resolver disputas 
civiles y de familia en Colombia y Perú. A partir del marco conceptual y 
normativo provisto en la sección uno, el cual enfatiza que el acceso a la 
justicia no se refiere únicamente a la capacidad de acudir a los tribunales, 
sino también a la eficacia del proceso judicial para dictar resoluciones justas 
y oportunas, se han identificado diversas barreras de acceso a la justicia 
formal. Así, se da cuenta en ambos reportes cómo la lentitud de los proce- 
sos judiciales es un problema importante que provoca insatisfacción entre 
los usuarios y usuarias puede disuadir a las personas de recurrir a la justi- 
cia. En segundo lugar, se enfatiza cómo la carencia de recursos adecuados, 
tanto humanos como materiales, así como una infraestructura anticuada, 
pueden impedir la eficacia y la accesibilidad del sistema judicial formal. Así, 
por ejemplo, en ambos países se da cuenta de la falta de personal especia- 
lizado y capacitado, especialmente en los tribunales de familia, como un 
obstáculo para la resolución eficaz de esos asuntos. 

Luego, ambos informes mencionan el uso de la conciliación como 
requisito obligatorio previo al litigio. Aunque la intención de herramientas 
como la conciliación es promover resoluciones amistosas y reducir la carga 
de los tribunales, este requisito también puede convertirse en un obstácu- 
lo adicional, retrasando el acceso a la justicia y actuando potencialmente 
como una barrera para aquellos que buscan resoluciones oportunas. Esto 
refleja el debate de la Sección I sobre las posibles limitaciones o restricciones 
del derecho de acceso a la justicia, que deben evaluarse en función de su 
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proporcionalidad y razonabilidad. En este sentido, se observa en ambos 
países como la naturaleza obligatoria de la conciliación extrajudicial puede 
llegar a constituir una barrera, aunque su objetivo inicial sea promover 
resoluciones amistosas y reducir la carga del sistema judicial. 

En el caso peruano se destaca la alta proporción de jueces interinos 
o con contratos a corto plazo lo que, sumado a los problemas en el proceso 
de selección, los hace vulnerables al despido o compromete su indepen- 
dencia e imparcialidad lo que puede generar, desconfianza pública en el 
Poder Judicial y en consecuencia en el alejamiento de la ciudadanía a la 
justicia. Se identifica, también, la excesiva carga de trabajo en los tribunales 
peruanos, lo que se ve agravado por la falta de recursos adecuados, inclu- 
yendo personal e infraestructura, lo que dificulta aún más la capacidad del 
tribunal para impartir justicia oportuna y eficaz. 

En ambos casos se identifica la gestión de los despachos y su personal 
como obstáculos importantes para acceder a la justicia. Se menciona, en 
este sentido, la necesidad de formación especializada en resolución de 
conflictos y habilidades interpersonales para el personal de los tribunales, 
incluidos jueces y personal administrativo. Esto podría mejorar la experiencia 
general de los usuarios de los tribunales y conducir potencialmente a reso- 
luciones más amistosas en determinados casos. 

En relación a las barreras de mecanismos diversos al proceso judicial, 
en el reporte de Colombia se da cuenta de la falta de inversión en la infraes- 
tructura física y operativa de los centros públicos de conciliación, especial- 
mente en las zonas rurales. A mayor abundamiento, el informe sugiere que 
el proceso de conciliación en Colombia se ha vuelto cada vez más buro- 
crático y legalista, lo que puede obstaculizar su eficacia como mecanismo 
de resolución de conflictos accesible y fácil de usar. En el caso de Perú, el 
reporte da cuenta de la falta de apoyo gubernamental a los mecanismos de 
justicia comunitaria, en particular a los jueces de paz. Esta falta de apoyo se 
manifiesta en la falta de recursos, como espacio de oficinas, equipamiento 
y formación, lo que puede obstaculizar la eficacia de estos mecanismos a la 
hora de proporcionar una justicia accesible a las comunidades locales. En el 
caso de los centros de conciliación, se señala que la supervisión obligatoria 
que se realiza sobre estos es limitada en la práctica debido a las restriccio- 
nes presupuestarias, lo que genera dudas sobre la calidad e imparcialidad de 
los servicios prestados por estos centros. Todavía, ante la ausencia de una 
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base de datos centralizada para dar seguimiento a los procesos de concilia- 
ción, sumado a la falta de intercambio de información, tanto estos centros 
como la justicia carecen de información relevante sobre intentos previos 
de resolución de conflictos, lo que puede dar lugar a ineficiencias y posibles 
retrasos que derivan en barreras de acceso. 

Finalmente, ambos informes también destacan la interseccionalidad 
de estas barreras, lo que significa que las personas pueden enfrentarse a 
múltiples barreras simultáneamente, exacerbando aún más sus dificultades 
para acceder a la justicia. Por ejemplo, una mujer de una comunidad rural 
de bajos ingresos puede enfrentarse a barreras económicas, sociales, institu- 
cionales e individuales a la vez. Así, por ejemplo, en el informe de Colombia 
se enfatiza como ciertas barreras geográficas -relacionadas con el acceso 
limitado a los servicios de justicia en zonas rurales y remotas-, y económicas 
-incluyendo honorarios de abogados y costas judiciales-, afectan de manera 
desproporcionada a personas y familias que viven comunidades marginadas 
y de escasos recursos. 

Ambos reportes dan cuenta de diversos mecanismos de justicia comu- 
nitaria, los que en su estilo, son reconocidos como de vital importancia. Así 
mientras el informe peruano pone mayor énfasis en el papel de los “jueces 
de paz” como resolutores de conflictos comunitarios, el informe colombiano 
se centra más ampliamente en diversas formas de justicia comunitaria, 
incluidos los sistemas indígenas y afrocolombianos. 

Los desafíos específicos para la implementación de mecanismos de 
resolución de conflictos varían entre los dos países. En Colombia, los desafíos 
incluyen la cobertura geográfica limitada de los centros de ADR y la necesi- 
dad de una mejor capacitación para los conciliadores. En Perú, los desafíos 
incluyen la falta de conocimiento de los mecanismos ADR entre el público y la 
necesidad de una mejor supervisión de los centros privados de conciliación. 

En ambos casos hay cuestiones estructurales a las sociedades de 
cada uno de estos países, que es necesario abordar. Así, en el caso colombia- 
no se destaca la situación de la violencia y el conflicto armado, pero también 
de la corrupción y la falta de su persecución eficaz, como barreras para 
el acceso a la justicia. En el caso peruano, se menciona la persistencia de 
una cultura litigiosa que impide que otros mecanismos de solución pacífico 
permeen en la sociedad. 



JUSTICIA CENTRADA EN LAS PERSONAS: Acceso a la justicia formal, alternativa y comunitaria en Colombia y el Perú 

56 

 

 

 
 

El informe de Colombia señala que cada una de las vías abordadas 
presenta dificultades puntuales de articulación institucional. En relación a 
la relación entre la justicia indígena y la justicia ordinaria, no siempre sencilla, 
es justamente el derecho de acceso a la justicia lo que podría permitir un eje 
articulador entre ambas. Así, con fines de este derecho resulta relevante 
fortalecer la institucionalidad indígena, y como consecuencia el respeto de 
sus vías de resolución de controversias con el fin de garantizar el acceso a la 
justicia de acuerdo a su cosmovisión. Por otro lado, dentro de la jurisdicción 
ordinaria, se deben incorporar instituciones sensibles a la diversidad indíge- 
na, por ejemplo, mediante peritos expertos, “amicus curiae,” traductores, 
procesos, prácticas e instituciones adaptadas a los requerimientos indíge- 
nas, son todas medidas que ejemplificativamente podrían ser incorporadas 
a la justicia ordinaria para garantizar que el acceso a la justicia sea genuina- 
mente posible (Ramírez, 2021:21). 

Una de las principales dificultades para la correcta articulación de las 
diversas vías de acceso es la falta de información empírica sobre su funcio- 
namiento, así como de un sistema que permita monitorear e implementar 
mejoras, de manera de evaluar su impacto respecto de los problemas que 
afectan el acceso a la justicia de las personas (CEJA, 2024). Para la reforma 
hacia una justicia centrada en las personas, no cabe duda que este se trata 
de un desafío previo mayor que es necesario abordar de manera de que 
los Estados puedan cumplir sus obligaciones positivas de reducir brechas y 
en general de acercar la justicia a quienes la necesitan y en especial a las 
personas más vulnerables. 

Ambos documentos proveen recomendaciones para cada una de las 
vías de acceso a la justicia. En materia de MASC, el informe colombiano su- 
giere, entre otras, realizar campañas informativas que expliquen claramente 
los procesos, beneficios y accesibilidad de los MASC, particularmente en 
áreas rurales y entre poblaciones marginadas. En este sentido, se reco- 
mienda promover la educación temprana y a estudiantes y a funcionarios 
públicos sobre habilidades necesarias para gestionar MASC. Para fomentar 
la colaboración e integración de las diversas vías de acceso, se sugiere fomen- 
tar alianzas estratégicas entre los tribunales y otras entidades, como los 
centros de justicia comunitaria y las clínicas jurídicas universitarias, para 
ampliar el alcance y la eficacia de los servicios de MASC. También propone 
aumentar la participación de los estudiantes de derecho en la prestación 
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de servicios de MASC en estos lugares. En esta misma línea, se recomienda 
descentralizar los MASC mediante el empoderamiento de los actores locales 
y regionales para implementar y promover estos métodos, utilizando meto- 
dologías que aborden las diversas necesidades de los diferentes territorios, 
especialmente en las zonas rurales. Finalmente, se sugiere ampliar el campo 
de aplicación de la conciliación en derecho a materias que hoy no pueden ser 
conocidas por dicha vía, así como mejorar los recursos disponibles, tanto 
de infraestructura como humanos (CEJA, 2024). 

A nivel de la justicia formal en el informe de Colombia se mencionan, 
entre otras, proporcionar más recursos y apoyo a los jueces de los muni- 
cipios rurales para abordar la acumulación de casos y mejorar la eficiencia 
general del sistema de justicia; aumentar la inversión en personal especia- 
lizado particularmente en los tribunales de familia; integrar tecnología y 
mejorar la capacitación y el apoyo a los jueces para una mejor gestión del 
despacho; establecer sistemas de retroalimentación para permitir a los 
usuarios evaluar el desempeño de la justicia; abordar las prácticas informales 
y la formalidad excesiva, entre otras (CEJA, 2024). 

Respecto de la justicia comunitaria, en Colombia, se señala que es 
necesario promover los escenarios de comunicación y diálogo ciudadano 
en el marco de espacios de justicia comunitaria, fomentar la apropiación y 
el reconocimiento de la multiculturalidad de las regiones rurales del país, 
fortalecer la formación de líderes comunitarios en esquemas de gestión de 
conflictos, mediación comunitaria y/o mediación intercultural (82-83). 

En el caso peruano, las recomendaciones hacen hincapié en la ne- 
cesidad de que el Estado peruano realice una evaluación rigurosa de los 
problemas de acceso a la justicia en los procesos judiciales y extrajudiciales 
objeto de la investigación. En particular, es necesario evaluar la implementa- 
ción de la legislación sobre MASC, especialmente la conciliación. El informe 
también destaca la importancia de utilizar y fortalecer los sistemas de justicia 
comunitaria, especialmente en las zonas rurales y multiculturales, propor- 
cionando los recursos y el apoyo necesarios. Además, sugiere mejorar el 
proceso de formación y acreditación de quienes realizan la conciliación, 
reforzar la supervisión de los centros de conciliación y garantizar la asignación 
presupuestaria adecuada para estas iniciativas. Las recomendaciones también 
piden una formación especializada para personas funcionarias que se ocu- 
pan de los casos de familia, centrándose tanto en los aspectos jurídicos como 
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en los extrajurídicos, y mejorar el trato general de las personas que buscan 
justicia, en particular los grupos vulnerables como las mujeres a quienes se 
encuentran en posición de vulnerabilidad económica (CEJA, 2024). 

En conclusión, ambos informes subrayan las importantes barreras 
para acceder a la justicia en Colombia y Perú, en particular para las pobla- 
ciones vulnerables. Estas barreras abarcan dimensiones institucionales, 
económicas, sociales y culturales y afectan a la eficacia de los mecanismos 
judiciales, de resolución alternativa de conflictos y de justicia comunitaria. 
Aunque estas diversas vías de acceso a la justicia ofrecen ventajas potenciales, 
también se enfrentan a retos comunes como la insuficiencia de recursos, la 
falta de coordinación y la escasa concienciación pública. 

Las recomendaciones de los informes destacan la necesidad de refor- 
mas integrales que aborden estos obstáculos y refuercen la integración y 
eficacia de estos mecanismos. Esto incluye la inversión en infraestructuras, 
la mejora de la formación y la supervisión, la promoción de la concienciación 
pública y el fomento de un enfoque de la justicia más integrador y sensible 
a las diferencias culturales. En última instancia, la realización del derecho 
de acceso a la justicia requiere un enfoque polifacético y centrado en las 
personas que reconozca la interconexión de estos retos y aproveche los 
puntos fuertes de los sistemas de justicia formales e informales. 
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1. RESUMEN EJECUTIVO 
 
 

Esta investigación tiene como objetivo: (i) analizar las diferentes 
vías de abordaje y transformación de conflictos civiles y de familia en 
Colombia desde el lente o matriz de los Métodos de Resolución de 
Conflictos (en adelante, MASC)1, la Justicia Comunitaria y la vía judicial, sus 
barreras de acceso y operatividad; y, (ii) problematizar sobre las vías 
aludidas y su efectividad para garantizar el derecho fundamental de 
acceso a la justicia, a efectos de formular recomendaciones que coadyuven 
en su fortalecimiento y funcionamiento. 

La investigación se justificó en dos órdenes de razones. Por un lado, 
la prevalencia que estos conflictos tienen para el país, producto de la es- 
pecial afectación que provocan las limitaciones de acceso a la justicia2 a las 
personas en situación de vulnerabilidad y su incidencia desproporcionada 
en ciertos colectivos históricamente desaventajados de tutela preferente 
(v.gr., mujeres y niñeces). Por otro, la relevancia de conocer la manera en la 
cual operan las vías de acceso a la administración de justicia, cuáles son las 
barreras que dificultan su instrumentación y qué oportunidades de mejora 
se presentan. 

 
 
 

1 Los desarrollos más modernos en materia de políticas públicas, hacen un llamado a usar el término 

“Métodos de Resolución de Conflictos” (MASC) para referirse al conjunto de herramientas de 

carácter autocompositivo y heterocompositivo para el abordaje y resolución de conflictos. Sin 

embargo, en el mundo hispano se sigue usando el término “Métodos Alternativos de Solución de 

Conflictos” (MASC) o “Métodos Alternativos de Resolución de Conflictos” (MARC) para designar 

el mismo conjunto. Partiendo de esa premisa y, siendo que la decisión de escoger uno sobre otro 

responde a cuestiones lingüísticas y axiológicas que exceden el objetivo del presente documento, 

optaremos por utilizar el término MASC. 

 
2 En la presente investigación utilizaremos el concepto de acceso a la justicia, más allá de que el art. 

229 de la Constitución Política de Colombia refiera a “acceso a la administración de justicia”. Ello 

así, por dos órdenes de razones. Primero, porque es un concepto más compatible con la propia 

investigación, la cual no se centra en las vías de acceso al Poder Judicial sino en los múltiples 

mecanismos existentes para resolver los conflictos en tratamiento. Segundo, porque es un 

concepto universal, que facilita la comparación, análisis y discusión regional. 
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El proyecto comprendió el levantamiento, validación y análisis de 
información cuantitativa y cualitativa en Colombia, así como una amplia 
difusión y discusión metódica de los hallazgos con diferentes grupos de 
expertos, lo cual llevó a la formulación de recomendaciones que incluyen 
propuestas de políticas públicas para mejorar el acceso y la operatividad de 
la justicia en ambos tipos de conflictos. 

Los principales hallazgos en relación a cada vía han sido: 
 

1) El hecho de que los MASC demuestran ser el escenario más 
adecuado para el abordaje y transformación de conflictos con efectos que 
exceden lo estrictamente jurídico, con altos índices de suscripción de 
acuerdos en relación a la totalidad de solicitudes de prestación de 
servicios. Sin embargo, son una vía de acceso a la administración de 
justicia poco pro- mocionada por el sector público o privado, en la que sus 
operadores pre- sentan falta o fallas de formación en habilidades blandas 
y de negociación. Especialmente, cuando los mismos son servidores 
públicos con funciones conciliatorias. 

2) La Justicia Comunitaria aparece como un concepto altamente di- 
fuso para la ciudadanía, quien -en general- desconoce sus canales de ac- 
ceso o protocolos de activación para el abordaje y la transformación de 
conflictos. No obstante, se posiciona como la instancia social y la práctica 
democrática más cercana al día a día de la población para el manejo de sus 
problemas cotidianos. 

3) La vía judicial presenta importantes barreras de acceso para la 
ciudadanía, relacionadas con la congestión y demora en el procesamiento 
de los casos. A pesar de ello, al momento de evaluar opciones sobre vías 
para dirimir conflictos, aún conserva una alta e importante legitimidad en 
la percepción de las personas. 
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2. ¿QUÉ SE BUSCA CON LA INVESTIGACIÓN? 
 
 

A través de la presente investigación se pretende: 
 
 

2.1. Objetivo general 

Identificar, analizar y problematizar en torno a las vías de acceso a la 
justicia existentes para la atención de conflictos de familia y de vivienda en el 
ámbito de los MASC, la Justicia Comunitaria y la instancia judicial, 
circunscri- biendo o entendiendo por: (i) conflictos de familia, aquellos 
relacionados con cuotas alimentarias, custodia y cuidado personal de 
niños, niñas y ado- lescentes; y, (ii) conflictos de vivienda, aquellos 
asociados con el derecho real de dominio, arrendamientos, relaciones 
vecinales y deslindes, entre otros que se puedan presentar. 

 
 

2.2. Objetivos específicos 

1 Identificar las vías de acceso a la justicia para el abordaje de 
conflictos de familia y de vivienda en el ámbito de los MASC, la 
Justicia Comunitaria y la instancia judicial, así como sus barreras de 
acceso y operatividad. 

2) Delimitar el público objetivo de las vías de acceso a la justicia en 
conflictos del tipo. 

 

3) Reconocer y clasificar los criterios de satisfacción de las vías de 
acceso a la justicia. 

 

4) Examinar el problema del acceso a la justicia desde la perspectiva 
o posición del usuario del servicio y desde la posición del operador 
de justicia. 

5) Realizar propuestas de política pública para el fortalecimiento de 
las vías de acceso a la justicia desde la perspectiva de las necesi- 
dades jurídicas y la justicia basada en las personas. 
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3. ¿CÓMO SE ORGANIZÓ Y LLEVÓ 
ADELANTE EL TRABAJO? 

 
 

El proceso metodológico de recolección y validación de información 
implementado para la ejecución del proyecto en cuestión, se estructuró de 
la siguiente manera: 

 
 

3.1. Recolección de información 

El proceso de recolección de información tuvo lugar entre el 25 de 
septiembre de 2023 y el 12 de enero de 2024, periodo durante el cual se 
logró entrevistar a 146 personas de diferentes perfiles. Entre otros de 
especial relevancia, destacan: jueces; secretarias de juzgados; demandantes 
en procesos judiciales; abogadas litigantes; conciliadores en Derecho y en 
Equidad; directoras y coordinadoras de Centros de Conciliación; mediadores 
comunitarios; conciliadoras de Comisiones de Convivencia y Conciliación de 
Juntas de Acción Comunal; integrantes de Juntas de Acción Comunal, de 
Asociaciones Municipales, Federaciones Departamentales y de la Confede- 
ración Nacional del Movimiento Comunal de Colombia; consultoras de coo- 
peración internacional; funcionarios públicos del orden nacional y territorial; 
coordinadoras de Casas de Justicia, comisarías de Familia, inspecciones de 
Policía y delegadas de Personerías Municipales. 

La información fue levantada en los siguientes municipios del país: 
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imáGeN N° 1
Municipios donde se levantó información

3.2. Validación de información 

Finalizada la recolección se llevó a cabo un procedimiento de valida- 
ción de la información, el cual permitió confirmar y desarrollar técnicamente 
las hipótesis planteadas al diseñar el proyecto y recopilar datos. En general, 
versaron sobre la democratización del acceso a la justicia por medio de los 
canales en estudio; la capacidad de los mismos de atender conflictos de 
familia y civiles; y/o, algunas apreciaciones relevantes desde la aplicación 
de enfoques diferenciales y de género. 

La validación de información se ejecutó a través de dos metodologías: 
(i) un grupo focal; y, (ii) tres entrevistas a profundidad realizadas a experto/ 
as temático/as en vía judicial, MASC y justicia comunitaria. 

 
 

3.3. Análisis de la información 

Concluido el proceso de recolección y validación, se procedió al 
análisis de la información. El examen se estructuró desde una perspectiva 
interdisciplinaria, en consonancia con la conformación y caracterización del 
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equipo de trabajo. De allí que el estudio se apoye en los conocimientos que 
reporta el derecho, pero también en herramientas analíticas provenientes 
de disciplinas como la política, sociología, administración o psicología. 
Asumiendo al derecho como práctica reflexiva, también conformaron 
insumos para el escrutinio de información, la experiencia de determinados 
miembros del equipo en la administración de justicia, los MASC y la 
justicia comunitaria. 

 
 
 
 

4. COLOMBIA EN CONTEXTO 
 
 

4.1. Diversidad, desigualdad y violencia armada 

Colombia es un país ubicado al norte del continente Suramericano, 
rico en biodiversidad debido a la presencia de todos los pisos térmicos en 
su territorio. Esto ha permitido que la población colombiana desarrolle un 
sentido único de territorialización en las diferentes regiones del país, origi- 
nando diversos tipos de relaciones sociales y ambientales que repercuten 
directamente en las dinámicas comunitarias y en la caracterización de las 
tipologías de conflictos. 

Según el último censo poblacional del Departamento Administra- 
tivo Nacional de Estadística (DANE), el país cuenta con una población de 
52.215.503 personas, siendo el 51.2% mujeres y el 48.8% hombres. El 68.2% de 
la población total tiene entre 15 y 65 años de edad (DANE, 2023). 

De acuerdo a la información disponible, la pobreza en entornos 
rurales y urbanos exhibe un comportamiento altamente variable . En ese 
sentido, el informe elaborado por CEJA - IDRC Canadá (2023) precisa que 
“(e)n las zonas rurales, la pobreza, aunque elevada, tiende a ser más estable, 
incluso frente a crisis como la experimentada en pandemia. Por otro lado, 
en las áreas urbanas, la pobreza es más susceptible a cambios económicos y 
aumenta significativamente durante periodos de crisis”. 
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Tabla Nº 1
Tipos de pobreza e incidencia

Variable Colombia

Pobreza Urbana (2021) 32.7%

Pobreza Rural (2021) 44.6%

Pobreza Extrema Nacional (2021) 15.0%
Fuente: Elaborada por CEJA -IDRC Canadá (2023)

En Colombia, la situación de la pobreza en general y la pobreza extre- 
ma en particular, sigue siendo un desafío importante para el país. Según los 
últimos datos, en 2022 la tasa de pobreza fue del 39.3%, lo que significa que 
cerca de 19.5 millones de colombianos vivían por debajo de la línea de po- 
breza. Más preocupante aún, es que la pobreza extrema afectó al 12.2% de la 
población. Es decir, aproximadamente 6 millones de personas (DANE, 2023). 

Un ejemplo que ilustra la situación anteriormente planteada es que, 
aunque en Colombia la población generalmente tiene acceso a electricidad, 
“existen notables disparidades en áreas rurales, afectando principalmente a 
comunidades afrodescendientes y otros grupos marginados. Esta situación 
destaca la necesidad de enfocar la atención en estos grupos para garantizar el 
acceso a servicios básicos” (CEJA -IDRC Canadá, 2023). 

 

Gráfico Nº 1
Grupos étnicos

Fuente: Elaborado por CEJA -IDRC Canadá (2023)
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Estas cifras reflejan la persistente desigualdad que caracteriza a la socie- 
dad colombiana. De acuerdo con el Banco Mundial, el índice de Gini -indicador 
que mide la desigualdad en la distribución del ingreso-, se situó en 0.527 en 
2022, uno de los más altos de la región (2023). Esto evidencia que los beneficios 
del crecimiento económico no se han distribuido de manera equitativa, dejan- 
do a amplios sectores de la población en situación de pobreza y vulnerabilidad. 

Además de los bajos ingresos, la pobreza multidimensional -medición 
que valora otras dimensiones, tales como la educación, la salud, el trabajo 
y la vivienda-, también muestra una situación preocupante. En 2022, 8.7 
millones de personas (17.5% de la población), experimentaban privaciones en 
múltiples aspectos de su vida (DANE, 2023b). Esto refleja la complejidad y la 
naturaleza multifacética de la pobreza en el país. 

Aunado a estos elevados niveles de pobreza y desigualdad, existe una 
brecha significativa en el acceso a la justicia entre los grupos de altos y bajos re- 
cursos económicos. Las personas en situación de pobreza y pobreza extrema 
enfrentan mayores obstáculos para reclamar sus derechos y resolver conflic- 
tos, debido a factores tales como los altos costos de los procesos judiciales, la 
ubicación geográfica de los tribunales (distancia) y la falta de conocimiento so- 
bre sus derechos (PNUD, 2023). Por el contrario, los ciudadanos con mayores 
recursos económicos cuentan con ventajas considerables en el sistema judicial, 
al poder contratar abogados especializados e incidir sobre las instituciones. 

A nivel de presencia de conflictos, es necesario mencionar la dis- 
puta armada, social y política que vive Colombia desde la primera mitad del 
siglo XX. Ésta ha generado una profunda ruptura del tejido social, dando 
lugar a órdenes sociales basados en la fuerza, las armas y la violencia. La 
internalización de estos elementos en el conjunto de la población colom- 
biana, puede advertirse en los modos de resolución de conflictos: la mayoría 
escoge métodos o formas de esa naturaleza para dirimir sus conflictos co- 
tidianos. Dicha situación incide en la forma en la cual los colombianos se 
relacionan con el derecho de acceso a la justicia (art. 229, Constitución 
Política de Colombia), en cómo se ejerce y, por consiguiente, el modo en 
que los particulares se relacionan. 

El informe de Necesidades y Satisfacción con la Justicia en Colombia 
(USAID Colombia, 2024), da cuenta que en los últimos cuatro (4) años, el 
55% de las personas encuestadas se enfrentaron a por lo menos un asunto 
legal serio y de difícil resolución (11). 
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En este sentido, el estudio precisa que: “estos [inconvenientes] se 
asocian principalmente a las disputas vecinales, pero las personas también 
reportaron problemas de crímenes y delitos, de servicios estatales y con tie- 
rras, en los cuales el desplazamiento [ocupó un lugar central]. Los tipos de 
problemas a los que las personas se enfrentan varían entre las submuestras: 
las mujeres enfrentan más disputas de violencia intrafamiliar y de servicios es- 
tatales, mientras que los hombres experimentan más problemas de crimen y 
empleo; la población desplazada sufre más problemas de tierras que la pobla- 
ción no desplazada; y los problemas relacionados con la salud y demás servi- 
cios estatales tienen mayor prevalencia entre los grupos en mayor estado de 
vulnerabilidad, como la población desplazada, las personas con bajos niveles 
educativos y aquellos con bajos ingresos” (2024:11).3 

En un entorno como el colombiano, debemos prestar especial aten- 
ción a la forma en que los conflictos afectan la vida de las personas. La 
investigación citada expone la siguiente gráfica: 

 
Gráfico N° 2

Efectos o consecuencias sobre las personas y sus derechos

Enfermedad relacionada
con el estrés  

Violencia contra usted   14%

Daño a las relaciones familiares   12%

Perdió su trabajo por completo  9% 
    Capacidad de trabajo reducida  9% 

Fuente: Elaborado por USAID Colombia (2024:15)

3 Se debe mencionar que el estudio en cuestión expone que los conflictos más recurrentes son: 

conflictos con vecinos (25%), servicios estatales (14%), crímenes y delitos (14%), tierras (10%), empleo 

(9%), conflictos de familia (8%), comercio (7%), violencia intrafamiliar (7%), dinero (6%), vivienda (5%), 

conflictos de tránsito (4%), orden público (3%) y corrupción  (1%) (2024:12). 
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En Colombia, a lo largo de su historia reciente, se han llevado a cabo 
múltiples intentos de promover la paz bajo diversos instrumentos e iniciativas. 
Entre ellos destaca, por su cercanía cronológica y renombre, el Acuerdo 
Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera (2016). No obstante, es indudable que los esfuerzos por fomentar 
la paz y la convivencia pacífica deben ser plurales, heterogéneos y multi- 
causales. En especial, de aquellos que fortalezcan los canales de atención, 
abordaje y transformación de conflictos entre particulares, con el fin de 
impulsar una cultura de diálogo, entendimiento social y paz. Para ello es im- 
prescindible contar con una mirada crítica de las vías de acceso a la justicia. 

Al conflicto armado se le suman otros tipos de problemáticas, tales 
como: (i) las de tipo socio – ambiental. Éstas afectan principalmente la 
ruralidad, siendo la minería su factor de afectación principal (Instituto de 
Estudios para el Desarrollo y la Paz, INDEPAZ:2022); (ii) conflictos asociados al 
género en relación con el conflicto armado, donde las mujeres han sufrido 
violaciones de manera diferencial por el solo hecho de serlo (Vargas Rivero, 
2018); y/o, (iii) discriminación y desigualdad social, posicionando al país en el 
índice de movilidad social con un puntaje bajísimo, dado que se necesitan 
11 generaciones (300 años en promedio) para que una familia pobre logre 
tener al menos el ingreso nacional promedio (Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, PNUD:2023). 

Estos conflictos complejizan la forma en la cual los colombianos se 
relacionan socialmente. Tomando como premisa los principios de indivisibi- 
lidad e interdependencia en materia de derechos humanos, la acumulación 
de conflictividades y su entramado incrementan la dificultad de su abordaje 
y las formas en que pueden ser desactivadas, entendiendo que no existe 
una única vía de resolución y que todas las formas de operación de la justicia 
-enmarcadas en los parámetros de la dignidad humana- son válidas y 
necesarias para su atención en un país diverso y plural. 

En este sentido, aunque la pacificación es un camino largo y los 
esfuerzos de la sociedad civil suelen ser limitados y focalizados, es rele- 
vante comprender la forma en la cual la existencia y eficiente operación 
de diversos canales de abordaje y gestión de conflictos permiten acercar 
a la ciudadanía a aquello llamado justicia, la cual se materializa a través del 
sistema judicial, pero también mediante la participación real de los particu- 
lares a través de canales como los MASC y/o la Justicia Comunitaria en 
tanto 
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escenarios de democratización ciudadana en la toma de decisiones cotidianas, 
personales y públicas. 

 
 

4.2. ¿Cuáles conflictos de familia y de vivienda? 

Este documento presenta los resultados de la investigación sobre 
el acceso a la justicia en Colombia en conflictos relacionados con asuntos 
de familia y de vivienda, desde tres medios o mecanismos de abordaje, 
las brechas para su acceso y operatividad, oportunidades de mejora e 
interre- lación entre las mismas. 

 
Gráfico N° 3

Conflictividad e interrelación de vías de solución

Fuente: Elaboración propia

Los hallazgos presentados en este informe responden a la necesi- 
dad de indagar sobre las maneras en que la población colombiana intenta 
resolver sus conflictos en asuntos de familia y civiles mediante las vías alu- 
didas, haciendo hincapié en su funcionamiento, operatividad, buenas prác- 
ticas y posibilidades de mejora. 

La investigación realizada, en cada una de sus fases o etapas, ha ramifi- 
cado gradualmente los tipos de conflictividades que se presentan en materia 
de familia y vivienda, dejando en evidencia que la diversidad socio-jurídica y 
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la información sociológica son elementos fundamentales para comprender 
la complejidad de estos asuntos, la forma en la cual son abordados por la 
ciudadanía y sus caminos de gestión y transformación. 

El proceso instrumentado por el equipo local permitió pensar, concebir 
y comprender los conflictos de familia y de vivienda desde su especificidad y 
singularidad. 

Para dicho equipo, los conflictos familiares en Colombia están carac- 
terizados por una idiosincrasia regional, que responde a estructuras de 
relacionamiento social asociadas al patriarcado,4 el conservadurismo y los 
valores católicos que son mayoritarios en la población colombiana. De allí 
que las Violencias Basadas en Género (VBG),5 las Violencias por Prejuicio 
o Violencias Basadas en Discriminación (VBD),6 la violencia intrafamiliar, 
el abandono de hijos(as), las infidelidades, entre otros, sean parte funda- 
mental del núcleo de los conflictos en familia que son atendidos por los 
diferentes niveles de justicia que se abordan en la investigación. Además, 
como se observará, estas problemáticas se encuentran igualmente atra- 
vesadas por factores como el género, la sexualidad, la etnia-raza, la edad 
o el nivel socioeconómico. 

Los conflictos de vivienda se caracterizan por estar vinculados a dis- 
putas por el derecho real de dominio u otros derechos reales tales como 

 
4 El patriarcado es un sistema cultural, de sometimiento y control que perpetúa la falta de 

reconocimiento y desigualdad de las mujeres y de todo lo asociado con lo ‘femenino’, en 
comparación con hombres y lo ‘masculino’, generando de esta manera una disparidad estructural 
basada en la pertenencia a un determinado ‘sexo biológico’. 

5 Según las Naciones Unidas, las Violencias Basadas en Género (VBG) son actos dañinos dirigidos 
contra una persona o un grupo de personas debido a su género (UNIRC, 2023). Una de sus 
particularidades es que se fundamentan en los roles, estereotipos y creencias que desvalorizan    lo 
femenino frente a lo masculino. Estas violencias pueden ser de tipo psicológico, físico, sexual, 
económico, patrimonial e institucional, y se presentan tanto en la esfera pública como en la privada 
(UNFPA, 2022). 

6 Según la CIDH, la Violencia por Prejuicio o Violencia Basada en Discriminación es aquella “ejercida 
contra las personas que se perciben como trasgresoras de las normas tradicionales de género, del 
binomio hombre/mujer, y cuyos cuerpos difieren de los cuerpos ‘femeninos’ y ‘masculinos’ estándar” 
(CIDH, 2015:37-38). 

Estos hechos de violencia surgen de la percepción negativa que se tiene sobre la orientación 
sexual, identidad de género, expresión de género o características sexuales de una persona. Una 
de sus particularidades es que suelen contar con un alto grado de respaldo social, puesto que para 
muchas personas constituyen actos legítimos para “castigar” o “corregir” las conductas de aquellas 
personas que transgreden las normas de género y sexualidad que son consideradas “normales” y 
“convenientes” para la sociedad (Red Regional de Información sobre Violencias LGBTI). 
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servidumbres, usufructos o posesiones y, particularmente, a fenómenos 
de relacionamiento vecinal y comunitario con un bajo o invisible compo- 
nente jurídico. 

En zonas rurales de Colombia es común que los conflictos inicien 
por la tenencia de la tierra y la vinculación que existe entre: (i) la pobla- 
ción rural y la vecindad; y, (ii) las personas con la tierra, su uso y vocación, 
elementos jurídicos que moldean el desarrollo del conflicto en tanto fe- 
nómeno social. 

Es necesario precisar que el conflicto de tenencia de la tierra en el 
país, ha sido un elemento central en el desencadenamiento de la disputa 
armada más larga del hemisferio occidental. Es por ello que la información 
sobre este tema sigue siendo sensible y de difícil acceso. 

Por otro lado, en los conflictos vecinales -la otra arista de la conflicti- 
vidad civil en materia de vivienda- existe mayor accesibilidad. Sin embargo, 
reciben un trato no protagónico en la vida social e institucional, pues son 
conflictos que suelen no trascender en el diálogo comunitario, abordados 
de manera directa por los propios afectados -muchas veces de forma vio- 
lenta- y carentes de instancias de legitimación tales como entidades e insti- 
tuciones territoriales para su resolución. 

 
 

4.3. ¿Cómo se regulan las vías para abordar y transformar 
conflictos? 

En Colombia el derecho de acceso a la justicia es de rango cons- 
titucional (art. 229, Constitución Política). Mediante la sentencia T-799 
de 2011, la Honorable Corte Constitucional de Colombia desarrolla juris- 
prudencialmente el concepto, definiendo su alcance bajo los siguientes 
parámetros: 

“ (…) Este derecho ha sido entendido como la posibilidad reconocida 
a todas las personas de poder acudir, en condiciones de igualdad, ante las 
instancias que ejerzan funciones de naturaleza jurisdiccional que tengan la 
potestad de incidir de una y otra manera, en la determinación de los derechos 
que el ordenamiento jurídico les reconoce, para propugnar por la integridad 
del orden jurídico y por la debida protección o restablecimiento de sus 
derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos 
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previamente establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales 
y procedimentales previstas en la Constitución y la ley”.7 

De la lectura del parágrafo citado podría inferirse (erróneamente) 
que para el derecho colombiano el acceso a la justicia solo se puede mate- 
rializar a través de la vía judicial. Sin embargo, esto es inexacto, ya que el 
acceso a la justicia en los términos descritos también puede satisfacerse a 
través de los MASC y las diversas manifestaciones de la Justicia Comunitaria, 
tal como se verá a continuación. 

4.3.1. Los MASC: reconocimiento constitucional, 
¿(des)regulación y dispersión? 

De acuerdo a lo expuesto por Mera, “Colombia es uno de los países 
latinoamericanos que muestra una experiencia más variada y sostenida en 
cuanto a la implementación de MASC. Además, fue el primer país de la región 
en otorgar rango constitucional a la conciliación, como también en contar con 
legislación en la materia” (2016:11). 

El artículo 116 de la Constitución Política colombiana prevé que podrán 
administrar justicia determinadas personas o entidades diferentes a los jue- 
ces, aclarando la posibilidad de acceder a la justicia a través de los MASC: 

“(…) Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la 
función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas crimi- 
nales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir 
fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley”. 

La regulación infraconstitucional de los MASC en Colombia se 
centra en las figuras de la Conciliación en Derecho y en Equidad, 
reglamentación que desde el año 2022 se concentra en la Ley N° 2.220 y se 
conoce como el “nuevo estatuto de conciliación”. 

 
7 La sentencia agrega que: “Por medio de su ejercicio se pretende garantizar la prestación jurisdiccional 

a todos los individuos, a través del uso de los mecanismos de defensa previstos en el ordenamiento 
jurídico. De esta forma, el derecho de acceso a la administración de justicia constituye un presupuesto 
indispensable para la materialización de los demás derechos fundamentales, ya que, como ha señalado 
esta Corporación ‘no es posible el cumplimiento de las garantías sustanciales y    de las formas 
procesales establecidas por el Legislador sin que se garantice adecuadamente dicho acceso’. Por 
consiguiente, el derecho de acceso a la administración de justicia se erige como uno de los pilares que 
sostiene el modelo de Estado Social y Democrático de Derecho, toda vez que abre las puertas para que 
los individuos ventilen sus controversias ante las autoridades judiciales y de esta forma se protejan y 
hagan efectivos sus derechos”. 
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Dentro de la ley aludida no se regulan otros MASC. Inclusive, al mo- 
mento de la elaboración del presente informe, el ordenamiento jurídico 
colombiano no contiene una regulación unificada de la figura de la media- 
ción y sus diversas formas8. No obstante, si existen diferentes normas que 
contemplan variaciones de la mediación: 

Mediación escolar, instituida por Leyes N° 1620 de 2013; N° 115 de 
1994; N° 1098 de 2006; y, N° 2025 de 2020. 

 

Mediación penal, regulada mediante Ley N° 906 de 2004, Libro 6º 
(Justicia Restaurativa), capítulos 1º a 3º. 

Mediación Policial, reglamentada por Ley N° 1801 de 2016, artículo 154. 

En este punto, es relevante mencionar que la ausencia de una regu- 
lación integral y sistémica de la mediación y sus diversas manifestaciones 
no ha sido impedimento para la implementación de planes de formación 
y sostenibilidad sobre la misma. Incluso, en la actualidad, se llevan a cabo 
grandes esfuerzos por parte del Ministerio de Justicia y del Derecho y la 
cooperación internacional para la formación de operadores en mediación 
comunitaria e intercultural en diversos municipios del país, aun cuando 
dichas variantes no se encuentran jurídicamente reguladas.9 

Respecto de la conciliación, el artículo 3º de la Ley N° 2.220 la define 
como “un mecanismo de resolución de conflictos a través del cual dos o más 
personas gestionan por sí mismas la solución de las diferencias, con la ayuda 
de un tercero neutral y calificado denominado conciliador, quien, además de 
proponer fórmulas de arreglo, da fe de la decisión de acuerdo, la cual es obli- 
gatoria y definitiva para las partes que concilian”. 

La conciliación, en sus diversas modalidades, es una figura cuyos 
propósitos son: (i) facilitar el acceso a la justicia; (ii) generar condiciones 
aptas para el diálogo y la convivencia pacífica; y, (iii) servir como instrumen- 
to para la construcción de paz y de tejido social (art. 3, Ley N° 2.220). 

 
 

8 Es necesario mencionar que la Ley N° 2.220 no regula otros fenómenos de los MASC, como pueden 
ser el arbitraje o la amigable composición, herramientas jurídicas que el ordenamiento jurídico 
colombiano pone a disposición de las personas para la gestión de sus conflictos, pero que no son 
objeto de estudio del presente proyecto. 

9 Para más información sobre los procesos de formación véase la Caja de Herramientas en MASC en 
Colombia (2018, disponible en https://www.minjusticia.gov.co/programas-co/caja- herramientas-
MASC). 
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Los principios que informan la herramienta conforme el marco legal son: 
ser autocompositiva; garantizar el acceso a la justicia; celeridad; confidenciali- 
dad; informalidad; economía; transitoriedad de la función de administrar justicia; 
independencia del conciliador; seguridad jurídica; neutralidad e imparcialidad; y, 
presunción de buena fe (arts. 4, Ley N° 2.220; y, 2, Constitución Política). 

Los principios referidos posibilitan el debido funcionamiento de la 
figura. En ese sentido, mediante la sentencia C - 1195 de 2001, la Honorable 
Corte Constitucional de Colombia sostuvo que la conciliación contribuye a 
la consecución de la convivencia pacífica en el Estado, precisando que: 

“El hecho de que a través de la conciliación sean las partes, con el apo- 
yo de un conciliador, las que busquen fórmulas de acuerdo para la solución de 
un conflicto, constituye una clara revelación de su virtud moderadora de las 
relaciones sociales. La conciliación extrae, así sea transitoriamente, del ámbito 
litigioso la resolución de los conflictos, allanando un camino para que las 
disputas entre individuos se resuelvan por la vía del acuerdo”.10 

Establecida la importancia de la conciliación en tanto dispositivo 
para facilitar el acceso a la justicia, es fundamental resaltar que en Colombia 
existen varios tipos de conciliación. Todas ellas se encuentran debidamente 
reconocidas por la ley. 

 
Gráfico N° 4

Tipos de conciliación regulados

Fuente: Elaboración propia

10 La sentencia agrega que “(…) la conciliación estimula el diálogo, reduce la cultura adversarial y 

elimina la agudización del conflicto como consecuencia del litigio”. 

CONCILIACIÓN - Ley 2.220 DE 2022

CONCILIACIÓN 
JUDICIAL CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL

En Derecho En Derecho En Equidad
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Por definición legal, la conciliación judicial es aquella que se propicia 
y/o administra en el marco de un proceso judicial, por lo general en el 
desarrollo de la audiencia inicial. En ese sentido, el artículo 372 numeral 6º 
del Código General del Proceso, estatuye que desde “el inicio de la audien- 
cia y en cualquier etapa de ella el juez exhortará diligentemente a las partes 
a conciliar sus diferencias, para lo cual deberá proponer fórmulas de arreglo, 
sin que ello signifique prejuzgamiento”. Es característico de esta conciliación 
que siempre deba ser actuada en derecho, lo cual implica que es llevada a 
cabo por una autoridad en cumplimiento de funciones conciliatorias y que 
su margen de operatividad es la ley (art. 5, Ley N° 2.220). 

Por contrapartida, la conciliación extrajudicial se practica por fuera 
del proceso judicial, pudiendo ser: (i) en Derecho, cuando se realice a través 
de centros de conciliación, ante particulares autorizados para conciliar que 
cumplen función pública o ante autoridades en cumplimiento de funcio- 
nes conciliatorias; o, (ii) en Equidad, cuando se realice ante conciliadores 
en equidad aplicando principios de justicia comunitaria dentro del ámbito 
establecido por la ley (art. 5, Ley N° 2.220). La diferencia de criterios de 
operatividad entre la conciliación en derecho y en equidad -es decir, el 
derecho mismo y los criterios de justicia comunitaria-, no son desarrollados 
por la Ley N° 2.220. 

Mera postula que “la primera distinción relevante es la que separa 
la conciliación en derecho de la conciliación en equidad. En el primer caso, 
la Ley exige que el Conciliador sea abogado y tenga formación en MASC, a 
menos que sea servidor público o notario, en cuyo caso no se contemplan 
exigencias adicionales, aunque la Ley promueve que se les brinde formación 
en estas materias. (…) La conciliación en equidad funciona sobre una base 
completamente distinta y se desarrolla primordialmente en el espacio comu- 
nitario. La referencia a la equidad dice relación tanto con el procedimiento 
como con el contenido sustancial de la conciliación. El conciliador en equidad 
es una persona reconocida por su comunidad, que incorpora las características 
y costumbres de esta en la forma de llevar adelante el proceso” (2016:16). 

Sin perjuicio de la naturaleza jurídica de las partes, los operadores 
autorizados para conciliar extrajudicialmente en materia civil son los concilia- 
dores de los centros de conciliación, las delegadas regionales y seccionales 
de la Defensoría del Pueblo, los agentes del Ministerio Público en materia 
civil y las notarías. A falta de ellos en algún municipio, la conciliación podrá 
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ser celebrada por los personeros y los jueces civiles o promiscuos municipa- 
les, siempre y cuando el asunto a conciliar sea de su competencia (art. 11, Ley 
N° 2.220). 

En materia de familia se reconocen como operadores de conciliación 
extrajudicial a las conciliadoras de los centros de conciliación, las defensoras 
y los comisarios de familia cuando ejercen competencias subsidiarias en los 
términos de la Ley N° 2126 de 2021, las delegadas regionales y seccionales 
de la Defensoría del Pueblo, los agentes del Ministerio Público ante las 
autoridades judiciales y administrativas en asuntos de familia y ante los 
notarios. A falta de ellos, aplica la misma regla que en materia civil (art. 12, 
Ley N° 2.220). 

Desde un punto de vista procesal, es importante señalar que la Ley 
N° 2.220 -así como sus antecedentes legales- establece a la conciliación 
como “requisito de procedibilidad” de la pretensión y/o demanda civil. Es 
decir, que impone como obligación para las partes en conflicto el acudir a 
la conciliación extrajudicial en derecho, antes de poder peticionar ante un 
juez. El requisito indicado se encuentra regulado en el capítulo III de la Ley 
N° 2.220 (artículos 67-71). 

En materia civil el requisito de procedibilidad implica que la concilia- 
ción deberá “intentarse antes de acudir a la especialidad jurisdiccional civil 
en los procesos declarativos, con excepción de los divisorios, los de expro- 
piación, los monitorios que se adelanten en cualquier jurisdicción y aquellos 
en donde se demande o sea obligatoria la citación de indeterminados. 
Igualmente en la restitución de bien arrendado de que trata el artículo 384 y 
en la cancelación, reposición y reivindicación de títulos valores de que trata 
el artículo 398 de la Ley 1564 de 2012, el demandante no estará obligado a 
solicitar y tramitar la audiencia de conciliación extrajudicial como requisito 
de procedibilidad de la demanda, ni del trámite correspondiente, casos en 
los cuales el interesado podrá presentar la demanda directamente ante el 
juez” (art. 68, Ley N° 2.220). 

En materia de familia el requisito de procedibilidad es exigible en los 
siguientes casos: (i) controversias sobre la custodia y el régimen de visitas 
sobre menores y personas en condición de discapacidad, de conformidad 
con la Ley N° 1996 de 2019; (ii) asuntos relacionados con las obligaciones 
alimentarias; (iii) declaración de la unión marital de hecho, su disolución y 
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la liquidación de la sociedad patrimonial; (iv) rescisión de la partición en las 
sucesiones y en las liquidaciones de sociedad conyugal o de sociedad patri- 
monial entre compañeros permanentes; (v) conflictos sobre capitulaciones 
matrimoniales; (vi) controversias entre cónyuges sobre la dirección conjunta 
del hogar y entre padres sobre el ejercicio de la autoridad paterna o la patria 
potestad; (vii) separación de bienes y de cuerpos; y, (viii) en todos aquellos 
que no estén expresamente exceptuados por la ley (art. 69, Ley N° 2.220). 

El requisito de procedibilidad se entenderá cumplido en los términos 
de la Ley N° 2.220, cuando: (i) se lleve a cabo la audiencia de conciliación sin 
que se logre acuerdo y se expida la pertinente constancia de imposibilidad 
de acuerdo; (ii) una de las partes no acuda a la audiencia de conciliación y 
se expida la constancia de inasistencia con o sin excusa; o, (iii) hayan trans- 
currido tres (3) meses desde la presentación de la audiencia de conciliación 
o su prórroga sin que se haya celebrado audiencia de conciliación. 

Por último, vale la pena mencionar que no será oponible el requisito 
de procedibilidad en asuntos laborales cuando se soliciten medidas caute- 
lares, se desconozca el paradero del demandado o quien demande sea una 
entidad pública. 

En relación a los efectos del acta de conciliación, la Ley N° 2.220 le 
atribuye los mismos que una sentencia judicial. Es decir, hace cosa juzgada 
y conforma título ejecutorio. Al respecto, el artículo 64 expresa: 

“El acta de conciliación contentiva del acuerdo prestará mérito ejecutivo 
y tendrá carácter de cosa juzgada. De realizarse por escrito, el acta de 
conciliación surtirá sus efectos jurídicos a partir de la firma de las partes y del 
conciliador, o si consta por cualquier otro medio desde la aceptación expresa 
de las partes”.11 

Por su parte, la mediación presenta los efectos de la suscripción de 
un acuerdo privado entre las partes. En general, se asocia con la creación 

 
11 En este punto es importante hacer dos precisiones: (i) En el marco del sistema jurídico colombiano 

el acta de conciliación, en asuntos de familia, tiene efectos de cosa jurídica formal más no material 

en consideración al reconocimiento de la naturaleza dinámica de las relaciones familiares; (ii)       La 

norma hace mención a cualquier otro medio de aceptación de la voluntad diverso a la firma 

mecanográfica de las partes en consideración a la realización de audiencias de conciliación virtuales 

que se popularizaron durante la pandemia por COVID – 19 o la celebración de acuerdos con 

personas que no puedan realizar la firma de un documento por cualquier motivo. 
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de un contrato de transacción, por medio del cual las partes –en ejercicio 
de su autonomía personal- ponen fin a un conflicto. No obstante, reducir 
los efectos de un acuerdo de mediación a un contrato de transacción es 
inexacto, por cuanto lo que se observa en la práctica es que esta clase de 
composición puede tomar la forma que las partes necesiten. Esto es, la sus- 
cripción de un pagaré o el otorgamiento de disculpas públicas, dependiendo 
de la naturaleza del conflicto y los requerimientos de las partes en conflicto. 

Desde un punto de vista institucional, los MASC dependen del 
Minis- terio de Justicia y del Derecho, a través del Viceministerio de 
Promoción de la Justicia. Éste cuenta con una dirección de Métodos 
Alternativos y de Solución de Conflictos, la cual se halla compuesta por los 
grupos de trabajo de Casas de Justicia y Convivencia Ciudadana; Grupo de 
Justicia en Equidad; Grupo de Conciliación Extrajudicial en Derecho, 
Arbitraje y Amigable Com- posición; y, el grupo de Sistemas Locales de 
Justicia. 

De acuerdo con la normativa vigente (arts. 36 a 40, Ley N° 2.220), el 
Ministerio de Justicia y del Derecho tiene el deber de inspeccionar, controlar y 
vigilar los centros de conciliación. Para cumplir con sus cometidos, de oficio 
o producto de alguna queja recibida, puede: (i) solicitar la información que 
estime pertinente; y, (ii) efectuar visitas a las instalaciones para monitorear 
su funcionamiento, a efectos de procurar, exigir y verificar el acatamiento 
de las obligaciones legales y reglamentarias impuestas. Como mínimo, las 
visitas serán cada dos años desde la autorización de funcionamiento de 
los Centros de Conciliación. Ante el incumplimiento de las condiciones 
establecidas, el Ministerio de Justicia y del Derecho podrá adoptar diversas 
sanciones, las cuales se graduarán de acuerdo a la entidad de la falta. Por 
ejemplo, amonestar de forma escrita; imponer multas hasta por 200 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes; o, revocar la autorización de operación 
del centro de conciliación de forma transitoria o permanente. 

A contrario, los conciliadores en derecho y equidad no se encuentran 
sujetos al contralor del Ministerio de Justicia y del Derecho, pues en las faltas 
disciplinarias en que incurra el conciliador en ejecución de sus funciones de 
administrar justicia, el artículo 35 de la Ley N° 2.220 dispone: 

“El régimen disciplinario del conciliador  será  el  previsto  en  la  Ley 
1952 de 2019 Código Único Disciplinario, la Ley 2094 de 2021 o las normas que 
las modifiquen, complementen, o sustituyan, el cual será adelantado por la 
Comisión de Disciplina Judicial competente. 
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Las quejas que se presenten en contra de los servidores públicos o no- 
tarios cuando actúan como conciliadores en los términos de la presente ley, 
aplicando el principio de la autonomía de la función jurisdiccional, deberán 
ser trasladadas a la Comisión Nacional o Seccional de Disciplina Judicial, de 
acuerdo con lo previsto en la Ley 2094 de 2021, o la norma que lo modifique, 
complemente, o sustituya, a menos de que se trate de servidores públicos con 
régimen especial”. 

Los conciliadores también podrán ser sancionados cuando incurran 
en alguna de las siguientes conductas: (i) utilicen su investidura para sacar 
provecho económico a su favor o de un tercero; o, (ii) el conciliador en 
equidad solicite a las partes el pago de emolumentos por el servicio de la 
conciliación (art. 35 citado). 

Respecto de la financiación y costos de la conciliación, hay dos 
formas de acceder a los servicios: (i) gratuita. En este supuesto, las 
conciliaciones las celebra un funcionario público con funciones conci- 
liatorias, los centros de conciliación de entidades públicas, consultorios 
jurídicos y conciliación en equidad; u, (ii) onerosa. Las que tienen costo 
para las partes son prestadas por “Centros de Conciliación de personas 
jurídicas sin ánimo de lucro, o ante notarios, para los cuales existe una 
tarifa fijada por el Ministerio que se vincula a los montos debatidos en el 
conflicto” (Mera, 2016:17). 

Para concluir, cabe destacar que la diferenciación inicialmente es- 
tablecida por la ley entre los criterios de operatividad de la Conciliación 
en Derecho y en Equidad, lleva a preguntarse por el concepto de justicia 
comunitaria desarrollado desde la Conciliación en Equidad y la relación 
que la misma establece entre los MASC y otras expresiones de justicia 
comunitaria. 

Esto es central, ya que la indeterminación del Estatuto de Concilia- 
ción o su falta de definición del ámbito de aplicación de cada herramienta 
y diferencias, torna difusa la línea entre las categorías analizadas en el 
presente proyecto. Esto tiene dos derivaciones. Por un lado, deja en evi- 
dencia la ausencia de una regulación sistémica del fenómeno. Por otro, 
ayuda a explicar sus manifestaciones particulares a partir de la idiosin- 
crasia local, por cuanto responde más a las realidades sociales de cada 
territorio. 
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4.3.2. La Justicia Comunitaria como fenómeno (socio-cultural) 
amplio y complejo 

Respecto de la existencia de esquemas de justicia propia o comuni- 
taria, en su artículo 246 la Constitución Política de Colombia establece: 

“Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones ju- 
risdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias 
normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y 
leyes de la República. La ley establecerá las formas de coordinación de esta 
jurisdicción especial con el sistema judicial nacional”. 

La disposición constitucional no hace referencia a otros tipos de 
justicia propio o comunitaria, tales como la afro, la justicia del pueblo gitano 
o esquemas de justicia campesina. Ello no implica su inexistencia o desco- 
nocimiento, pues Colombia cuenta con un marco normativo que regula y 
respalda la justicia comunitaria en relación con sus diversas manifestaciones 
culturales y de grupo. 

En relación con las comunidades indígenas, deben tenerse en 
consideración: 

Los artículos 63, 286, 287 y 329 de la Constitución Política  de 
Colombia. 

 

La Ley N° 21 de 1991, por medio de la cual se aprueba el Convenio 
N° 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independien- 
tes, adoptado por la 76ª reunión de la Conferencia General de la 
O.I.T., Ginebra 1989. 

El Decreto N° 4633 de 2011, a través del cual se dictan medidas 
de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de 
derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos 
y comunidades indígenas. 

Para asimilar la importancia de la justicia comunitaria indígena, es cru- 
cial recuperar lo estatuido en los artículos 286 y 287 de la Constitución. Por el 
primero, se reconoce a los territorios indígenas como entidades territoriales 
del mismo nivel que los departamentos, los distritos y los municipios de Co- 
lombia. Mediante el segundo, se consagran las competencias de su autonomía 
territorial, las cuales son ejercidas con sujeción a la Constitución y la ley. 
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Esto permite concluir que la existencia de los territorios indígenas es 
clave para la autonomía funcional de las diversas comunidades nativas de 
Colombia, así como la guarda de su memoria y sus costumbres, dentro de 
las que se encuentran sus formas propias de abordaje y transformación de 
conflictos, así como la subsistencia en el tiempo de su cosmovisión. 

La institucionalización de los resguardos indígenas, en tanto expre- 
sión legal y sociopolítica autónoma del derecho colectivo al territorio y su 
vida en comunidad,12 ha permitido garantizar la conectividad entre las dife- 
rentes áreas protegidas de los territorios nacionales. Si bien los resguardos 
cuentan con su propia legislación y autonomía, ésta no debe menoscabar 
los derechos fundamentales de quienes los habitan. 

Respecto de las comunidades negras resultan relevantes: 
 

La Ley N° 70 de 1993, mediante la cual se desarrolla el artículo 
transitorio 55 de la Constitución Política. Tiene como objeto 
reconocer a las comunidades negras que han venido ocupando 
tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la 
Cuenca del Pacífico. 

El Decreto N° 1745 de 1995, por el cual se reglamenta el capítulo 
III de la Ley N° 70 de 1993. Entre otras disposiciones, el decreto 
adopta el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la 
propiedad colectiva de las “Tierras de las Comunidades Negras”. 

Para Ekobio Neil Alfonso Quejada Mena del CNOA (Conferencia Na- 
cional de Organizaciones Afrocolombianas), se le llama Justicia Propia Afro- 
colombiana al proceso mediante el cual el pueblo afrocolombiano, organizado 
como Consejo Comunitario, desde su manera de ser y estar en su relación en 
el mundo, aplica mecanismos de resolución de conflictos en sus territorios. 

 
 

12 El artículo 21 del Decreto N° 2164 de 1995 dispone que “los resguardos indígenas son propiedad 
colectiva de las comunidades indígenas en favor de las cuales se constituyen y conforme a los artículos 
63 y 329 de la Constitución Política, tienen el carácter de inalienables, imprescriptibles e inembargables. 

Los resguardos son una institución legal y sociopolítica de carácter especial, conformada por una o 
más comunidades indígenas, que con un título de propiedad colectiva que goza de las garantías de   la 
propiedad privada, poseen su territorio y se rigen para el manejo de éste y su vida interna por una 
organización autónoma amparada por el fuero indígena y su sistema normativo propio. 

Parágrafo. Los integrantes de la comunidad indígena del resguardo no podrán enajenar a cualquier 
título, arrendar por cuenta propia o hipotecar los terrenos que constituyen el resguardo”. 
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Partiendo de esa premisa, tanto los Resguardos indígenas como los 
Consejos Comunitarios se configuran en un territorio determinado donde 
se llevan a cabo sus prácticas, usos y costumbres ancestrales, lo que les 
permite a sus habitantes un buen vivir. Son entes territoriales legítimamente 
constituidos para administrar sus territorios, circunstancia que acrecienta su 
responsabilidad en apoyar y/o colaborar con las instituciones municipales y 
departamentales en diversidad de asuntos. En especial, con lo vinculado al 
acceso a la administración de justicia y a los comités locales de justicia de 
acuerdo a su cultura, en tanto ámbitos distintos de participación social. 

La existencia de estos esquemas colectivos implica el reconocimiento 
de enfoques colaborativos como medios idóneos para garantizar una adecua- 
da y eficaz atención de las demandas y necesidades de los pueblos indígenas y 
el pueblo afrocolombiano, sean generales o particulares (v.gr., justicia). 

Desde sus tradiciones y prácticas, los Consejos Comunitarios y 
Resguardos Indígenas han propendido por el reconocimiento de la espiri- 
tualidad o ancestralidad como una herramienta primordial para el diálogo 
intercultural y la implementación de mecanismos de Justicia Propia. Estos 
hechos se despliegan en contextos de pos–acuerdo, reparación y reconcilia- 
ción a nivel nacional, consolidando así un enfoque inclusivo y participativo en 
la construcción de la paz y la reconciliación en Colombia. 

En cuanto a la Acción Comunal, pueden recuperarse: 

La Ley N° 2166 de 2021, mediante la cual se deroga su símil N° 743 
de 2002, se reglamenta el artículo 38 de la Constitución Política 
de Colombia en lo referente a los organismos de acción comunal 
y se establecen lineamientos para la formulación e implementa- 
ción de la política pública de los organismos de acción comunal 
y de sus afiliados.13 

 
13 Es necesario mencionar que la justicia comunitaria y sus diversas manifestaciones no se 

circunscriben a grupos poblacionales étnicos o raciales. Por el contrario, pueden presentarse 
diversos grupos adicionales a los mencionados, cuyo ejercicio de derechos civiles se ve reconocido 
y respaldado a través de otras normativas tales como las Leyes N° 134 de 1994 (Ley de participación 
ciudadana); N° 270 de 1996 (Estatutaria de la Administración de Justicia); N° 1395 de 2010 (Medidas 
de descongestión judicial); N°1437 de 2011 (Código Contencioso Administrativo); N° 1448 de 2011 
(Víctimas del conflicto armado); N° 1453 de 2011 (Ley de Seguridad Ciudadana); N° 1801 de 2016 
(Código Nacional de Policía y Convivencia); y, Decretos N°1069 de 2015 (Decreto Único del Sector 
Justicia y del Derecho); N° 979 de 2017 (Plan Decenal del Sistema de Justicia 2017 -2027); N° 893 de 
2017 (Programas de Desarrollo con enfoque Territorial); N° 660 de 2018 (Jornadas móviles de 
acceso a la justicia); y, N° 1477 de 2000 (Programa Nacional Casas de Justicia). 
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La Acción Comunal de Colombia se origina como una extensión de 
las manifestaciones políticas campesinas y rurales. Nace durante los años 
50 en la época de las confrontaciones bipartidistas entre liberales y con- 
servadores, considerándose como la primera organización comunal en la 
historia del país la Junta de Vecinos de Saucio en Chocontá (Cundinamarca) 
en el año 1958. 

La Acción Comunal es concebida y definida legalmente como la ex- 
presión social organizada, autónoma, multiétnica, multicultural, solidaria, 
defensora de los Derechos Humanos, la comunidad, el medio ambiente y la 
sociedad civil, cuyo propósito es promover la convivencia pacífica, la recon- 
ciliación y la construcción de paz, así como el desarrollo integral, sostenible 
y sustentable de la comunidad, a partir del ejercicio de la democracia parti- 
cipativa (art. 5, Ley N° 2166). 

Este dispositivo se organiza y/o estructura de la siguiente manera: 
 
 

Tabla N° 2
Organización de la acción comunal

Organismo comunal Nivel Representación territorial

Juntas de Acción Comunal Primer nivel Barrial, veredal o municipal

Juntas de Vivienda 
Comunitaria Primer nivel Barrial, veredal o municipal

Asociación Municipal de 
Juntas de Acción Comunal Segundo nivel

Municipal – se conforman por 
al menos el 60% de JACs en el 
territorio

Federación Departamental 
de Juntas de Acción 
Comunal

Tercero nivel
Se constituye a nivel 
departamental con la afiliación de 
varias asociaciones

Confederación Nacional 
de Juntas de Acción 
Comunal

Cuarto nivel Es el único órgano de 4º que 
representa el ámbito nacional

Fuente: Elaboración propia
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La justicia comunitaria, bajo la premisa de que cualquiera y no solo 
determinados grupos pueden acceder a la justicia, se plantea como “una 
respuesta alternativa a la justicia formal estatal para ciertos sectores de la 
población que pueden experimentar grandes dificultades para acceder al 
aparato de justicia oficial, bien por escasez de recursos, por dificultades para 
acceder físicamente a los despachos judiciales, o ya sea por encontrarse in- 
mersos en controversias que carecen de relevancia para el aparato de justicia 
formal del Estado” (Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-631/12). 

Como se plantease en el apartado anterior, la Justicia Comunitaria 
no es solo la existencia de sistemas jurídicos propios por parte de grupos 
poblacionales cultural y étnicamente diversos, sino un criterio conceptual 
de operatividad de la conciliación en equidad, la mediación comunitaria e, 
incluso, la mediación intercultural. 

En este sentido, mediante sentencia C-1195 de 2001, la Honorable 
Corte Constitucional de Colombia expresó que “resulta claro que la justicia 
estatal formal no siempre es efectiva, en especial cuando no se han previsto 
recursos judiciales idóneos y suficientes que faciliten la solución pacífica de 
los conflictos, o cuando la complejidad de los procedimientos o de las condi- 
ciones de tiempo, modo y lugar exigidas por el legislador restringen la capa- 
cidad de alcanzar el goce efectivo de los derechos cuya protección se busca al 
acudir a las instancias judiciales. Los mecanismos alternativos de resolución 
de conflictos no representan una desconfianza hacia la justicia estatal formal, 
sino un reconocimiento de que procedimientos menos formales y alternativas 
de justicia autocompositiva complementan las opciones a las cuales pueden 
acudir las personas para resolver sus disputas. Por ello, mecanismos como la 
mediación y la conciliación, más que medios para la descongestión judicial, 
son instrumentos para garantizar el acceso efectivo a la justicia y promover la 
resolución pacífica de los conflictos”. 

Se puede concluir entonces que la diferencia entre los MASC y la 
Jus- ticia Comunitaria, en sus dos dimensiones, no es clara y que sería un 
reduc- cionismo objetable creer que -por el hecho de abordar dichas vías de 
mane- ra separada a efectos académicos o de estudio-, las mismas son 
comparti- mientos estancos perfectamente diferenciados. Ejemplos de ello 
son que: 

(i) El criterio de operatividad de la Conciliación en Equidad es la Jus- 
ticia Comunitaria; 
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(ii) Dentro de los sistemas jurídicos propios de algunos pueblos 
indígenas y afro se reconocen diversas formas de abordaje y transformación 
de conflictos similares a los MASC en el sistema jurídico central; o, 

(iii) Exista una variación de la mediación llamada mediación policial, 
la cual busca la intervención de la institucionalidad en conflictos vecinales y 
comunitarios a través de las formas propias de cada territorio. 

En cuanto al diseño institucional, la Justicia Comunitaria se caracteriza 
por su dispersión y/o desagregación. Entre las dependencias del gobierno 
que asumen competencias encontramos: (i) al Grupo de Justicia en Equi- 
dad de la Dirección de Métodos Alternativos de Solución de Conflictos; y, 
(ii) al Grupo de Fortalecimiento de Justicia Étnica de la Dirección de Justicia 
Formal, ambos del Viceministerio de Promoción de la Justicia. 

Un dato importante es que en Colombia no existen disposiciones que 
le atribuyan al Ministerio de Justicia y del Derecho potestades de inspección, 
control y vigilancia respecto de los mediadores de Justicia Comunitaria. 
Tampoco existen preceptos legales que puedan responsabilizarlos en 
términos disciplinarios. 

A efectos de comprender la resolución de conflictos a nivel comu- 
nitario en tanto dispositivo, es necesario identificar qué es una comunidad 
en el marco de la presente investigación. De ese modo, acotaremos el con- 
cepto a grupos humanos que (generalmente) pertenecen a la periferia del 
Estado y están reconocidos como colectivos de especial protección. Por 
ejemplo, los pueblos Negros, Afrocolombianos, Raizales y Palenqueros; 
pueblos indígenas; pueblo Rrom – gitano y campesinado. En este grupo 
también se posicionan, por fuera de la legislación, expresiones de orga- 
nizaciones urbanas que cuentan con sistemas de resolución de conflictos 
comunitarios como el movimiento comunal de Colombia. 

En relación a los pueblos indígenas y Negros, Afrocolombianos, Raiza- 
les y Palenqueros, no hay una única forma de resolución de conflictos, pues no 
existe un ordenamiento jurídico unificado para ninguna de las comunidades 
étnicas.14 Las modalidades de abordaje responden a dinámicas territoriales, 

 
 

14 A pesar de ello, está validado ante la estatalidad que en dichos pueblos existan múltiples   formas 
de justicia. 
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históricas y culturales que van definiendo cursos de acción para la resolución 
de conflictos. 

El pueblo Rrom–gitano sí posee una estructura jurídica reconocida 
por la institucionalidad estatal, denominada kriss romaní. Ella es utilizada 
como la principal forma de resolución de conflictos al interior del pueblo gi- 
tano en Colombia. Por otro lado, los pueblos campesinos y organizaciones 
urbanas cuentan con las Juntas de Acción Comunal, las cuales son un im- 
pulso por la organización popular. Éstas han adquirido un rol protagónico 
en la regulación de las relaciones sociales de grupos campesinos y urbanos, 
siendo además la primera instancia para la resolución de sus conflictos. En 
especial, aquellos derivados de la convivencia social. 

Como puede advertirse, la comprensión y análisis de la aplicación de 
la justicia comunitaria basada en tradiciones y expresiones culturales 
resulta amplia y compleja. Cualquier estudio detallado sobre cada una de 
sus expresiones y aristas desbordaría el objeto y alcance de este proyecto. 
El cometido es más modesto: pretendemos enfatizar su relevancia insti- 
tucional como forma paralela a la vía judicial y los MASC, reconstruyendo 
a partir de la información recuperada su condición de justicia válida, 
estruc- turada desde el territorio y centrada en las personas. 

4.3.3. Vía judicial: reglas, organización y burocracia 
 

Los mecanismos judiciales para dirimir asuntos civiles y de familia 
son regulados tanto por el derecho procesal como por el sustantivo. En 
materia procesal, la Ley N° 1564 de 2012 sancionó el Código General del 
Proceso,15 el cual instituye diversos dispositivos para el tratamiento de las 
conflictividades objeto de estudio. Sin pretensiones de exhaustividad y a 
mero título ejemplificativo, entre ellos destacan: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

15 El Código General del Proceso de Colombia es el cuerpo normativo que regula la actividad procesal 
en los asuntos civiles, comerciales, de familia y agrarios. 
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Tabla N° 3
Tipos de procesos de familia regulados en el CGP

Conflictos de familia Disposiciones normativas

Procesoverbalsumarioparalafijación, aumento, 
disminución, exoneración de alimentos y 
restitución de pensiones alimenticias

Artículo 390 del Código General
del Proceso – numeral 2º y 3º

Proceso verbal sumario para las controversias 
que se susciten respecto del ejercicio de la 
patria potestad

Proceso verbal sumario para las diferencias que 
surjan entre los cónyuges sobre fijación y 
dirección del hogar

Proceso verbal sumario por el derecho del 
cónyuge a ser recibido en el hogar y la obligación 
de vivir juntos

Fuente: Elaboración propia

Tabla N° 4
Tipos de procesos civiles regulados en el CGP

Conflictos de familia Disposiciones normativas

Proceso declarativo especial de deslinde y 
amojonamiento

Artículo 400 y siguientes del
Código General del Proceso

Proceso declarativo especial divisorio Artículo 406 y siguientes del
Código General del Proceso

Proceso   verbal   sumario   para   asuntos    de
propiedad horizontal

Artículo 390 del Código General 
del Proceso – numeral 1º

Proceso  verbal  sumario  de  lanzamiento    por
ocupación de hecho de predios rurales

Artículo 390 del Código General 
del Proceso – numeral 8º

Fuente: Elaboración propia
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A nivel sustancial, la normativa relativa a los conflictos de familia 
se halla en: (i) el Código Civil. Entre los títulos 10 y 21 del Libro 1º se regulan 
aspectos vinculados con la relación entre padres e hijos; y, (ii) el Código de 
la Infancia y la Adolescencia (Ley N° 1098 de 2006). Para los asuntos civiles 
es necesario referirse a los títulos 1 y 14 del Libro 2º del Código Civil (“De los 
bienes y de su dominio, posesión, uso y goce”), en donde se abordan aspec- 
tos relacionados con la adquisición, transferencia y pérdida de los derechos 
reales reconocidos por el sistema jurídico colombiano, tales como el dere- 
cho real de dominio, la posesión o el usufructo. 

Desde una perspectiva organizacional, la rama o Poder Judicial en 
Colombia se encuentra conformada de la siguiente manera: 

 

Gráfico N° 5
Organización del Poder Judicial

Fuente: Elaboración propia

En clave institucional, la vía judicial se encuentra articulada desde 
la Dirección de Justicia Formal del Ministerio de Justicia y del Derecho, la 
cual trabaja coordinadamente con la Dirección de Desarrollo del Derecho y 
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el Ordenamiento Jurídico y la Dirección Jurídica. Ésta a su vez se divide en 
diversos grupos de trabajo, tales como el de fortalecimiento de la justicia 
con Enfoque de Género; el Grupo de Comisarías de Familia; y, el Grupo de 
Registro, Vigilancia y Seguimiento a Consultorios Jurídicos. 

En el desarrollo de su función, los jueces y juezas se encuentran su- 
peditados a la Ley N° 2094 de 2021. En su artículo 1, estipula que: “A la Comi- 
sión Nacional de Disciplina Judicial y a las Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial les corresponde ejercer la acción disciplinaria contra los funcionarios y 
empleados judiciales, incluidos los de la Fiscalía General de la Nación, así como 
contra los particulares disciplinables conforme a esta ley y demás autoridades 
que administran justicia de manera temporal o permanente”.16 

La rama judicial del poder público colombiano es una pieza funda- 
mental para el debido funcionamiento del país y el Estado, siendo la encar- 
gada de aplicar las normas para proteger los derechos de los ciudadanos, 
el cumplimiento de las obligaciones de los mismos y, en general, de solucio- 
nar conflictos para garantizar una convivencia pacífica. 

Respecto de las condiciones de ejercicio de la magistratura, cabe 
señalar que el Poder Judicial tiene total independencia en la toma de de- 
cisiones frente a otros departamentos del poder público (v.gr., ejecutivo y 
legislativo). De igual manera, cada jurisdicción de la rama judicial es autó- 
noma frente a las demás. 

En esa línea, el artículo 228 de la Constitución Política estatuye que: 
“La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son indepen- 
dientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones 
que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos 
procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. 
Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo”. 

 
 
 
 
 
 
 
 

16 Ver lo establecido en el artículo 2 de la Ley N° 1952 de 2019. 
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Gráfico N° 6
Regulación de las vías de acceso a la justicia

Fuente: Elaboración propia

Para finalizar el presente apartado nos interesa recuperar dos datos 
del estudio Necesidades y Satisfacción con la Justicia en Colombia 2024 de 
USAID que son relevantes para la presente investigación. El primero dice 
relación con el modo en que actúan las personas cuando tienen problemas: 
tan solo el 52% de las personas a las cuales se les presenta un conflicto hacen 
algo al respecto. El segundo se vincula con las fuentes de ayuda o meca- 
nismos que utilizan para abordarlos: arreglo directo (43%); intervención de 
la policía (15%); intervención de miembros de la familia (7%); ayuda de una 
abogado (6%); autoridad pública local (5%); ayuda de un vecino (4%); auto- 
ridad pública nacional (4%); jueces (4%); intervención de un amigo (3%); de 
un profesional de la salud (3%); comisaría de familia, inspección de policía 
e inspección de tránsito (2%); y, casas de justicia y centros de convivencia 
ciudadana (2%) (USAID Colombia, 2024:20). 
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5. ¿QUÉ CARACTERIZA A LOS CONFLICTOS 
MATERIA DEL ESTUDIO? 

 
 

5.1. Patriarcado y pobreza como base de la   conflictividad 
familiar 

Previo a la presentación de los hallazgos, es importante señalar que 
el presente estudio se circunscribe a los conflictos de familia vinculados 
con: (i) la fijación de cuota alimentaria por padres a hijo/as menores de 
edad. Es decir, la obligación de los padres de reconocer el costo de vida de 
sus hijos e hijas en el tiempo y hacer frente a la misma;17 (ii) la determina- 
ción de un régimen de visitas;18 y, (iii) custodia y cuidado personal.19 

De la recolección de información en la ciudad de Bogotá D.C., se 
observó que existe una abrumadora frecuencia de conflictos vinculados a 
la fijación de cuotas alimentarias a menores de edad y sobre el régimen 
de custodia y cuidado personal de los mismos. Algunos hallazgos menos 
frecuentes en Bogotá D.C. son los conflictos de divorcio; solicitudes de 
liquidación de sociedad conyugal o sociedad patrimonial de hecho entre 
compañeros permanentes; solicitud de fijación de cuota alimentaria para 
personas de la tercera edad; y, uniones maritales de hecho entre parejas 
heterosexuales y parejas del mismo sexo. 

 

17 El artículo 24 de la Ley N° 1098 de 2006 (Código de Infancia y Adolescencia) establece que “Los 
niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a los alimentos y demás medios para su desarrollo 
físico, psicológico, espiritual, moral, cultural y social, de acuerdo con la capacidad económica del 
alimentante. Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, 
vestido, asistencia médica, recreación, educación o instrucción y, en general, todo lo que es necesario 
para el desarrollo integral de los niños, las niñas y los adolescentes. Los alimentos comprenden la 
obligación de proporcionar a la madre los gastos de embarazo y parto”. 

18 El artículo 256 del Código Civil de Colombia dispone que “Al padre o madre de cuyo cuidado personal 
se sacaren los hijos, no por eso se prohibirá visitarlos con la frecuencia y libertad que el juez juzgare 
convenientes. 

Así mismo, teniendo en cuenta las particularidades del caso en concreto y atendiendo al interés 
superior del niño, niña o adolescente, el juez ordenará la regulación de visitas respecto de los 
ascendientes en segundo grado de consanguinidad o segundo grado de parentesco civil por línea 
materna o paterna, cuando estos no tuvieren el cuidado personal de los nietos y nietas o en los eventos 
en que los progenitores nieguen o sustraigan a sus hijos de la relación con estos”. 

19 El artículo 23 de la Ley N° 1098 de 2006 (Código de Infancia y Adolescencia) prescribe que “Los niños, las 
niñas y los adolescentes tienen derecho a que sus padres en forma permanente y solidaria asuman directa y 
oportunamente su custodia para su desarrollo integral. La obligación de cuidado personal se extiende además 
a quienes convivan con ellos en los ámbitos familiar, social o institucional, o a sus representantes legales”. 
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También se observa que en un gran número de casos la conflictividad 
está atravesada por escenarios de violencia intrafamiliar y maltrato, en los 
que a pesar del deseo de la víctima de alejarse de su victimario, no puede 
hacerlo por necesidad económica.20 De igual modo, en muchas causas se 
evidencian luchas de poder entre las ex parejas. Es decir, que lo más impor- 
tante para las partes no es el conflicto por el que acuden, sino perjudicar a la 
otra parte y buscar venganza por asuntos no jurídicos previos a la aparición 
del conflicto puntual. Por ejemplo, una infidelidad, desacuerdos económicos 
o de guía del hogar. Las situaciones descritas se traducen no solo en con- 
flictos jurídicos que -en algunos supuestos- se tramitan ante la vía judicial, 
los MASC o la Justicia Comunitaria, sino que derivan en otra serie de pro- 
blemáticas como consumo de drogas, abandono del hogar, problemas de 
sueño o trastornos mentales. 

En la ciudad de Florencia (Caquetá), se observaron indicadores altos 
sobre violencia intrafamiliar en todos los espectros o modalidades. Se cons- 
tataron como especialmente altos el índice de violencia física, económica, 
psicológica y emocional. En general, dichas situaciones son abordadas por 
la comisaría de familia y por el consultorio jurídico de la Universidad de la 
Amazonía. Sin embargo, no conocen sobre ellas otras instituciones o vías 
existentes en el territorio. Por ejemplo, el Centro de Conciliación de la 
Cámara de Comercio de Florencia. 

A nivel de justicia comunitaria en el departamento del Caquetá, los 
actos de violencia intrafamiliar y/o de género entre parejas se tratan en 
forma privada. Los operadores de justicia comunitaria manifiestan que, 
aunque los actos de violencia son conocidos en el barrio y por los vecinos, 
son “problemas de cada casa” en los que ni ellos ni nadie debe intervenir. 
Es decir, una tríada caracterizada por el ocultamiento, la privacidad y la no 
intervención. 

 
 
 
 
 
 
 
 

20 Dicha situación fue puesta de manifiesto por una gran cantidad de operadores de la conciliación en 
derecho, situación que se replicó dentro y fuera de la ciudad de Bogotá D.C. 
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En la ciudad de Barranquilla (Atlántico), se observó que los conflictos 
de familia emergen por dos órdenes de razones o espacios. El primero, se 
asocia a las carencias económicas que condicionan el contexto familiar. El 
segundo, con los egos y autopercepción de la persona. 

En los demás municipios donde se recolectó información -especial- 
mente, en Bojayá (Chocó), Pereira (Risaralda) y Bucaramanga (Santander)-, 
las usuarias y actores entrevistados mencionaron la presencia de altos ín- 
dices de violencia intrafamiliar, VBG y VBD en el marco de las relaciones 
familiares. En particular, violencias psicológica o económica, las cuales son 
(generalmente) ejercidas por los hombres hacia las mujeres; y, un alto por- 
centaje de infidelidades y situaciones problemáticas derivadas de éstas, 
tales como abandono del hogar, múltiples hogares y familia, entre otros. 

Lo expuesto complejiza la prestación de los servicios de acceso a la 
justicia disponibles, en todos los territorios en que se llevó adelante la in- 
vestigación. Si nos detenemos en la vía judicial, advertiremos que la resolu- 
ción del conflicto no se reduce a la interposición de la demanda de fijación 
de alimentos y/o custodia y cuidado personal, sino que implica la activación 
paralela de varios canales a efectos de abordar un conflicto multifacético. 

Si nos centramos en los MASC y la Justicia Comunitaria, 
constataremos que -al menos sobre el papel- el planteo conllevaría la pérdida 
de competen- cia del operador de justicia. Dicha situación agrava la 
problemática en una alta cantidad de casos, pues la persona víctima de 
violencia no cuenta con los medios para acceder a la vía judicial (ya sea por 
motivos económicos, so- ciales, demográficos o geográficos). Ello supone 
un particular escenario de violación permanente de derechos, sin que se 
presenten por parte de la insti- tucionalidad opciones viables de atención. Sin 
embargo, ello no significa que dichos conflictos no se resuelvan: se lo hace de 
facto, a través de los servicios que prestan operadores de MASC o de 
Justicia Comunitaria, aun cuando la norma establece que no tienen 
competencia en dichos asuntos. 

Tal como ocurrió en Bogotá D.C., las operadoras de justicia de la vía 
judicial de Barranquilla y Florencia comparten la percepción de que, en gran 
medida y por ciertos demandantes, el proceso judicial de familia se aseme- ja 
a un instrumento de venganza entre las partes. Ello fue particularmente 
mencionado por la jueza del Juzgado 1º de Familia de Florencia (Caquetá), 
doctora María Elisa Benavides y por Ricardo Romo, conciliador en Equidad 
de la Casa de Justicia de La Paz en Barranquilla (Atlántico). 
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La caracterización de los conflictos de familia no se puede com- 
prender de forma aislada a los fenómenos sociales. Menos aún en un país 
como Colombia, donde la institución familiar permanece como un espacio 
entretejido por estructuras sociales ampliamente arraigadas en los siste- 
mas de creencias de la mayoría de la población. La religión católica, con sus 
sistemas morales y de comportamiento, ha condicionado la deconstrucción 
del concepto de familia(s) y reglado su funcionalidad como núcleo funda- 
mental de la sociedad. Los mandatos de conducta y tipos de relacionamien- 
tos son propios de la doctrina cristiana. Entre ellos, la prevalencia de una 
cultura patriarcal que se expresa tanto en las relaciones sociales como en 
las figuras de resolución de conflictos institucionales o extraoficiales. 

El sistema de creencias basado en la religión, el patriarcado y la do- 
minación masculina, deriva en VBG y VBD, violencia intrafamiliar o abando- 
no de responsabilidades con sus hijos e hijas, despersonalizando su involu- 
cramiento con la institucionalidad familiar. Esta afirmación no responde a 
un mero posicionamiento teórico crítico, sino que encuentra sustento en 
la información recolectada: la inmensa mayoría de denuncias y casos sobre 
estos conflictos están interpuestos por mujeres hacia hombres en temas 
específicos como pensión de alimentos, régimen de visitas o tenencia de 
niños, niñas y adolescentes  (NNA), entre otros.21 

En este sentido, el cuestionamiento al orden de género imperante 
ha generado tensiones al interior de la sociedad, las cuales se expresan, 
entre otros modos, en conflictos de familia. Las diferentes formas de en- 
tender lo que significa ser hombre y mujer en las diversas regiones del país, 
con posturas incluso antagónicas, aumenta los desencuentros en el seno 
de las familias, dando lugar a múltiples formas de violencias que afectan de 
manera desproporcionada a las mujeres y niñas. 

En este contexto, emerge un dato de interés: aunque siguen siendo 
minoría, cada vez más hombres se acercan a las diferentes vías de justicia 
para reclamar la custodia de sus hijos e hijas o para reportar hechos de vio- 
lencia por parte de sus parejas. 

 
21 Dicha situación fue puesta de manifiesto por una multiplicidad de actores de todas las vías de 

acceso a la justicia. Sin embargo, llama la atención lo expuesto por la doctora Luz Elena  Conchilla 
-asistente social del Juzgado 1º de Familia de Barranquilla (Atlántico)- quien reflexionó sobre la 
importancia de la comunicación en el abordaje y la transformación de conflictos de familia, 
aludiendo a que su ausencia es el presupuesto del escalamiento de los conflictos. 
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Sumado a lo anterior, la creciente visibilización de las parejas del 
mismo sexo ha implicado importantes retos para una sociedad (tradicio- 
nal) acostumbrada a una sola forma de entender el género y la sexualidad. 
Esto repercute en el ejercicio de sus derechos y en la disponibilidad, uso y 
administración de vías de acceso a la justicia para protegerlos. Por ejemplo, 
en la declaratoria de Unión Marital de Hecho, bien sea por la vía judicial o 
por la Conciliación en Derecho.22 

Con relación al fenómeno de VBG y violencia intrafamiliar, vale la 
pena traer a discusión algunas cifras de Colombia. 

 
 

Gráfico N° 7
Progresión de porcentajes de lesiones no fatales según contexto y sexo (2017-2021)

Fuente: Elaborado por el Observatorio Colombiano de Mujeres (2022)

Fuente: Elaborado por el Observatorio Colombiano de Mujeres (2022)

22 A través de la Conciliación en Equidad no se puede declarar la Unión Marital de Hecho de parejas 
heterosexuales o del mismo sexo. 
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Fuente: Elaborado por el Observatorio Colombiano de Mujeres (2022)

Como se puede evidenciar en los gráficos, durante los años 2017, 
2018 y 2021, se mantuvo una tendencia en los casos de lesiones no fatales. 
Las mujeres reportaron en mayor proporción que los hombres ser afecta- 
das por violencia intrafamiliar y tener que presentar exámenes médico – le- 
gales por presuntos delitos sexuales. Por su parte, durante estos años, los 
hombres reportaron más casos que las mujeres de violencia interpersonal, 
lesiones en accidentes de transporte y lesiones accidentales. 

Por otro lado, el índice unificado de violencias del Observatorio Co- 
lombiano de Mujeres de Colombia permite visibilizar de forma multidimen- 
sional las violencias que sufren las mujeres a lo largo de su ciclo vital. En 
este sentido, entre los años 2019 y 2021, la tendencia tuvo una pequeña 
variación pasando de 21.94% a 21.81%. Sin embargo, en el caso de las adultas 
hubo un crecimiento del 20.33% al 22.86%; en la primera infancia varió del 
9.85% al 11%; en la infancia se incrementó del 9.22% al 11.11%; Y, fue solo en el 
caso de las adolescentes, en que descendió del 15.27% al 10.78%. 
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Gráfico N° 8
Índice unificado de violencias

Fuente: Elaborado por el Observatorio Colombiano de Mujeres (2022)

De la lectura del índice unificado de violencias por departamento es 
posible concluir que Putumayo, Cauca, Guainía, Casanare y Valle del Cauca, 
tienen los índices más altos del país, mientras que Guaviare, Sucre, Córdoba, 
Vaupés y La Guajira tienen los más bajos. No obstante, es fundamental 
tener en cuenta que el subregistro persiste. 
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Gráfico N° 9
Índice unificado de violencias-general según departamento (2020)

Fuente: Elaborado por el Observatorio Colombiano de Mujeres (2022)

Los datos presentados se ven reforzados por la información exhi- 
bida en el marco del informe “Vías de acceso a la administración de justicia 
en asuntos civiles y de familia” elaborado por CEJA –IDRC Canadá (2023). 
Allí se expone que los hogares liderados por mujeres en Colombia “están 
vinculados a mayores niveles de pobreza y conflictos familiares. Las mujeres, 
especialmente en roles de jefatura de hogar y cuidado, enfrentan desafíos 
únicos que impactan directamente en su bienestar y el de sus dependientes”, 
situación que -como aludiéramos - se radicaliza en los conflictos de familia y 
vivienda, en tanto son problemáticas que afectan desproporcionadamente a 
las mujeres y las personas a su cargo. 
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Tabla N° 5
Porcentaje de pobreza bajo jefatura femenina (2021)

Variable Colombia

Pobreza Urbana Bajo Jefatura Femenina (2021) 37%

Pobreza Rural Bajo Jefatura Femenina (2021) 49%

Muerte de Mujeres por Pareja/ Ex pareja (2021), por cada 
100,000 mujeres 0.5

Fuente: Elaborada por CEJA -IDRC Canadá (2023)

5.2. La vivienda como problema transversal: informalidad, 
precariedad y convivencia 

En el presente informe se trabajarán con conflictos civiles vincula- 
dos con el derecho a la vivienda y sus problemáticas, tanto desde una visión 
jurídica como comunitaria. Dentro de ellos, en particular, serán abordados 
fenómenos tales como: arrendamiento; propiedad y deslindes; usufructos; 
servidumbres; convivencia vecinal; relacionamiento barrial; uso y disposi- 
ción de basuras; convivencia de mascotas; uso del agua; entre otros. Estas 
conflictividades se ven fuertemente marcadas por procesos socio – histó- 
ricos del país. En especial, por la historia del conflicto social y armado que 
ha persistido durante más de seis décadas, dejando una estela de violencia 
y desigualdad. 

En el proceso de recolección de información, y de manera general 
en todos los municipios priorizados por el proyecto, se observó un altísi- 
mo índice de conflictos relacionados con el alquiler de inmuebles rurales 
y urbanos. De las entrevistas conducidas, más del 90% de los conciliadores 
vinculados y de las operadoras de juzgados civiles, mencionaron como un 
conflicto relevante a tratar la ejecución, incumplimiento y terminación de 
los contratos de arriendo de vivienda. 

Este fenómeno es crucial para entender la indivisibilidad e interde- 
pendencia en materia de derechos humanos tanto desde su enclave fáctico 
(realidad) como jurídico. Ello así, porque las dificultades para acceder a una 
vivienda digna en Colombia en cualquiera de sus formas (v.gr., propie- 
dad o arrendamiento), se vincula y retroalimenta de los altos índices de 
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informalidad laboral y desempleo. La realidad de la persona, su pertenen- 
cia (barrio-comunidad) y los condicionantes estructurales, limitan las posi- 
bilidades de optar por otros proyectos de vida o mejores niveles de disfrute 
que el sistema jurídico les promete en términos de derechos. 

Lo expuesto permite relativizar lo afirmado desde ciertos sectores, 
respecto del acceso a la vivienda como una cuestión estrictamente legal o 
secundaria frente a otros fenómenos como los conflictos de familia. Como 
fuera mencionado por una conciliadora en derecho de la ciudad de Bogotá 
D.C., la afectación de la vivienda es una afectación directa de los derechos 
fundamentales del ser humano y en ningún caso un contrato de arrenda- 
miento debe entenderse como un fenómeno exclusivamente jurídico.23 

En consonancia con lo explicitado, las problemáticas en torno a la 
vivienda surgen por la falta de pago del arrendamiento, pero también por 
un mercado inmobiliario especulativo que dificulta a la población en general 
la adquisición de una vivienda propia. Dicha circunstancia y las gravosas 
condiciones estructurales existentes (v.gr., política de zonificación; limi- 
taciones de acceso al suelo; mercantilización de derechos; o, ausencia de 
créditos blandos), terminan promoviendo e imponiendo al arrendamiento 
como única forma de acceso a vivienda en entornos especialmente urbanos. 

Alquiler que suele presentar varias dificultades (acumulativas) adi- 
cionales: (i) no siempre cumple los requisitos legales para su constitución; 
(ii) se desarrolla en el marco de relaciones inequitativas o estructuralmente 
desiguales de poder entre las partes. Esto se agrava exponencialmente en 
los supuestos de personas migrantes, madres cabezas de hogar o pobla- 
ción LGBTIQ+; y, (iii) no garantiza las estándares mínimos desarrollados en 
la materia por las autoridades interpretativas del Sistema Interamericano 
y Universal de Derechos Humanos. En particular, la seguridad jurídica en 
la tenencia, disponibilidad de servicios, gastos soportables, accesibilidad y 
habitabilidad. 

En esa misma línea, se presentan conflictos sobre el acceso y tenencia 
de la tierra en espacios rurales del país y una desigualdad aguda en materia 
de tenencia de la tierra, pues solo el 1% de la población colombiana posee el 
81% de la tierra del país (OXFAM, 2017). 

 
23 Dra. Clemencia Muñoz, Conciliadora en Derecho, entrevistada el 26 de Septiembre de 2023. 
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Ésta desigualdad social que se manifiesta en la tenencia de la tierra, 
ha devenido o decantado en expresiones de violencias cotidianas que se 
fueron nutriendo de las prácticas del conflicto armado. Esto supone que 
en los lugares del país más azotados por el mismo -en sus comunidades y 
barrios-, las formas de resolución de conflictos de menor complejidad o co- 
tidianos, pueden ser atendidos de manera violenta, sin acudir a instancias 
de mediación de ningún tipo. 

En el espacio urbano, la intolerancia y la cultura de la violencia lleva 
a que conflictos que se podrían resolver por medio del diálogo, escalen y se 
vuelvan más difíciles de gestionar. En especial, cuando el objeto del conflic- 
to es un inmueble o algún derecho real, como el de dominio o la posesión. 

En este sentido, es importante señalar que el enfoque diferencial 
permitió identificar ciertas tipologías de conflictos o modulaciones que se 
derivan de la discriminación hacia ciertas poblaciones, como ocurre por 
ejemplo con el colectivo LGBTIQ+. Es frecuente que las personas-colectivo 
enfrenten múltiples formas de exclusión por parte de vecinos o arrendata- 
rias cuando se enteran que tienen parejas del mismo sexo o que viven de 
acuerdo a una identidad de género no hegemónica.24 A lo señalado debe 
sumarse una dificultad adicional: los conflictos derivados de la discrimina- 
ción por motivos sexuales, de nacionalidad, etnia-raza o de género, suelen 
ser comúnmente invisibilizados. 

En la ciudad de Bogotá D.C. se halló que existe una abrumadora 
mayoría de conflictos por incumplimiento de contratos de arrendamiento. 
Estos se canalizan a través de: (i) la vía judicial, en procesos judiciales de 
restitución de inmueble arrendado; y, (ii) la Conciliación en Derecho, en ne- 
gociaciones de pago de cánones de arriendo causados y no pagados y/o fi- 
nalizaciones del contrato de arrendamiento con el compromiso de realizar 
la entrega física y material del inmueble objeto de la controversia. 

Conforme la información producida, otros conflictos relacionados 
con el derecho real de dominio que se presentan en la vía judicial -aunque 
con menor regularidad que los de arrendamiento- son: procesos de pres- 
cripción adquisitiva; divisorios; y, de reconocimiento de servidumbre. En 

 
 

24 Dicha circunstancia fue expuesta por la doctora Astrid Acuña Chadid, asesora de la Clínica Jurídica 
de la Universidad del Norte de Barranquilla (Atlántico). 
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el ámbito de los MASC y la Justicia Comunitaria, prevalecen los conflictos 
relacionados con incumplimientos de contratos de obra, entrega de zonas 
comunes por constructoras y problemas de convivencia. 

En la ciudad de Florencia (Caquetá), se presenta una alta conflic- 
tividad por asuntos rurales, situación que no se ha visto mitigada por el 
hecho de contar con una cabecera municipal relevante. Esto resulta en- 
tendible si reparamos en que gran parte del municipio se ubica en zona 
rural con una marcada tradición cultural campesina, la cual permea los 
asuntos geográficamente rurales pero también las relaciones de las partes 
dentro del casco urbano. 

En ese contexto, la gran mayoría de los conflictos que se presentan 
en el municipio en cuestión son movimientos y mantenimientos de cercas, 
servidumbres e, incluso, contratos de arrendamiento. Estos asuntos son 
tradicionalmente atendidos en sede de MASC o justicia comunitaria, 
pues 
-como fuera expresado por los operadores de los juzgados civiles muni- 
cipales y juzgados civiles de circuito de Florencia- la mayoría de conflictos 
que estos conocen son procesos ejecutivos por incumplimientos contractua- 
les o de obligaciones y/o conflictos de responsabilidad médica por cirugías 
estéticas.25 

En la ciudad de Barranquilla (Atlántico), se percibe que la principal 
característica de los conflictos objeto de análisis, reside en la escasez de 
recursos económicos por parte de la ciudadanía, así como en una percep- 
ción generalizada de que la otra persona actúa con mala fe e intención de 
generar daño. 

En el marco de la caracterización planteada y con base en la informa- 
ción producida, surge que los conflictos prevalentes en materia de vivienda 
versan sobre: construcciones; disposiciones de escombros; obras sin licencia; 
conflictos por derechos de posesión irregular; venta de tenencia como 
posesión o propiedad; riñas de borrachos, chismes y habladurías en los 
barrios; interrupción de las servidumbres de paso, agua y luz; contaminación 
auditiva; y, disposición indebida de basura. 

 
 

25 La situación planteada fue precisada por los doctores Carlos Alberto Ruiz Oviedo (Secretario del 
Juzgado 1º Civil del Circuito) y Mariano Duque (Oficial Mayor del Juzgado 1º Civil del Circuito) de 
Florencia (Caquetá). 
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Por último, es necesario precisar que tanto los operadores de Conci- 
liación en Derecho como las abogadas litigantes en materia de familia, re- 
fieren que los conflictos civiles por vivienda se diferencian de los conflictos 
de familia en que los primeros: (i) suelen contemplar un componente eco- 
nómico más claro; (ii) presentan una menor emocionalidad -aunque esto es 
relativo, difícilmente mensurable y poco generalizable, si pensamos en un 
desalojo familiar o situaciones análogas-; y, (iii) suelen ser intervenidos en 
sede de conciliación con un alto número de acuerdos, dado que se percibe 
o entiende que presentan criterios de negociación objetivos, componentes 
que no se observarían en los conflictos de familia.26 

 
 
 
 

6. VÍAS DE ACCESO A LA JUSTICIA: ¿QUÉ, 
QUIÉNES, CUÁNTO Y DÓNDE? 

 
 

6.1. Los MASC 

Como fuera expresado, lograr contactarse con usuarios de los 
MASC a efectos de obtener datos útiles no fue una labor de sencilla, 
motivo por el cual se recurrió al Sistema de Información de la Conciliación, 
el Arbitraje y la Amigable Composición (SICAAC). La información que aquí 
se presenta fue obtenida de dicho sistema. 

6.1.1. Departamento de Atlántico 
 

• Ingresos y tipos de resultados 
 

Para el año 2023 se recibieron en el departamento del Atlántico 
9.830 solicitudes. Los resultados indican que la gran mayoría fueron actas 
de conciliación (58.5%), constancias de no acuerdo (15.6%) y de inasistencia 
(12.7%). 

 
 
 
 

26 Conforme expusiera la doctora Clara Stella Montañez Torres, conciliadora en derecho del Centro 
de Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá. 
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Gráfico N°10
Ingresos y tipos de resultados (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Tabla N° 6
Ingresos y tipos de resultados (2023)

Tipos de resultados Número de casos %

Acta de conciliación total 5754 58.54%
Acta de conciliación parcial 70 0.71%
Constancia asunto no conciliable 186 1.89%
Constancia inasistencia 1250 12.72%
Constancia no acuerdo 1533 15.60%
Acuerdo Extra-conciliación 5 0.05%
Falta de competencia 3 0.03%
Falta pago de servicio 1 0.01%
Desistimiento de las partes 198 2.01%
Retiro de la solicitud 2 0.02%
Otros resultados 238 2.42%
Sin resultado 590 6.00%

Total 9830  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Como se observa, el porcentaje de acuerdos es superior a la mitad 
de los casos presentados, siendo el menor número de resultados los acuer- 
dos directos entre partes (0.05%). Otros elementos de baja incidencia que 
resultan alentadores son: (i) la ausencia de competencia de los conciliado- 
res (0.03%); (ii) el retiro de la solicitud de audiencia de conciliación (0.02%); 
y, (iii) la falta de pago del servicio solicitado (0.01%). 

• Áreas de conciliación 
 

Durante el 2023, la mayoría de los casos de conciliación en el depar- 
tamento del Atlántico fueron de materia civil y comercial (38.8%), familia 
(15.9%) y laboral (43.2%). 

 

 
Gráfico N° 11

Materias objetos de conciliación (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Tabla N° 7
Materias objetos de conciliación (2023)

Áreas de conciliación Número de casos %

Acuerdos de apoyo 171 1.75%
Civil y comercial 3795 38.79%
Comunitario 4 0.04%
Contencioso administrativo 3 0.03%
Directivas anticipadas 2 0.02%
Especiales 6 0.06%
Familia 1555 15.89%
Familiares 8 0.08%
Laboral 4228 43.21%
Penal 8 0.08%
Propiedad intelectual 4 0.04%

Total 9784  
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Si partimos de la premisa de que los centros de conciliación privados 
no pueden entender en casos de mediación laboral, pues los derechos 
nacidos de la relación laboral no son de libre disposición de las partes, 
la información presentada es (por lo menos) llamativa: se trata de la 
materia de mayor preponderancia o más recurrente (43.21%). Los casos me- 
nos comunes son asuntos comunitarios y de propiedad intelectual (0.04%); 
asuntos relativos a lo contencioso administrativo (0.03%); y, solicitudes de 
directivas anticipadas (0.02%).27 

• Solicitudes de conciliación por tema 
 

La mayoría de las conciliaciones corresponden a temas de contratos 
(26.9%). 

 

27 Mediante la Ley N° 1996 de 2019 se establece el régimen para el ejercicio de la capacidad legal de 
las personas con discapacidad mayores de edad. En ella se prevé que, en el marco de una audiencia 
de conciliación, una persona puede determinar el tipo de apoyo que requiere para el ejercicio de 
sus capacidades legales. 
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Duración del trámite conciliatorio 
 

La mayoría de los tramites duran entre uno y tres meses (29%), seguido 
de entre 7 y 12 meses (26.7%). 

 

Gráfico N° 12
Período de tiempo y cantidad de casos (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Tabla N° 8
Duración, cantidad y porcentaje (2023)

Duración del trámite conciliatorio Número de casos %

Menos de una semana 168 1.94%
Menos de un mes 1421 16.40%
Entre 1 y 3 meses 2519 29.08%
Entre 4 y 6 meses 1638 18.91%
Entre 7 y 12 meses 2316 26.73%
Más de un año 601 6.94%

Total 8663  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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De acuerdo a las disposiciones legales vigentes, el término concilia- 
torio no debería durar más de seis (6) meses desde presentada la solicitud 
de audiencia de conciliación. Como podemos advertir de la información 
producida, ello no se cumple en el 33.67 % de los casos. 

Solicitantes según estrato socioeconómico28 

La mayoría de los convocantes pertenecen al estrato 2 (49.3%), 
seguido por los estratos 1 (20.11%) y 3 (19.96%). 

 
 

Gráfico N° 13
Solicitantes por estrato socioeconómico (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

28 Mediante la Ley N° 142 de 1994 y modificatorias, se implementó en Colombia el sistema de 
estratificación socio económica. Conforme la DANE, “este es la clasificación de los inmuebles 
residenciales de un municipio, que se hace en atención al Régimen de los Servicios Públicos 
Domiciliarios en Colombia.” En Colombia, los estratos socio económicos son: 1) bajo-bajo; 2)   bajo; 
3) medio-bajo; 4) medio; 5) medio alto; y, 6) alto. 
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Tabla N° 9
Solicitantes por estrato socioeconómico (2023)

Convocantes según estrato Número de casos %

Estrato 1 679 20.11%
Estrato 2 1665 49.32%
Estrato 3 674 19.96%
Estrato 4 229 6.78%
Estrato 5 91 2.70%
Estrato 6 38 1.13%

Total 3376  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Teniendo en consideración que el estrato socioeconómico de mayor 
incidencia es el 2 seguido de los estratos 1 y 3, se puede concluir que para el 
Departamento del Atlántico colombiano el público objetivo de la concilia- 
ción son personas con bajos ingresos económicos. Ello explica el alto por- 
centaje de uso de los canales de acceso gratuitos, como aquellos puestos 
a disposición de la ciudadanía en casas de justicia por servidores públicos. 

6.1.2. Departamento del Caquetá 
 

• Ingresos y tipos de resultados 
 

Para el 2023 se recibieron en el departamento de Caquetá 747 solici- 
tudes. La mayoría concluyeron mediante actas de conciliación (38%), cons- 
tancias de no acuerdo (18.9%) y de inasistencia (30.9%). 
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Gráfico N° 14
Ingresos y tipos de resultados (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Tabla N° 10
Ingresos y tipos de resultados (2023)

Tipos de resultados Número de casos %

Acta de conciliación total 285 38.15%
Acta de conciliación parcial 19 2.54%
Constancia asunto no conciliable 3 0.40%
Constancia inasistencia 231 30.92%
Constancia no acuerdo 141 18.88%
Acuerdo Extra-conciliación 2 0.27%
Falta de competencia 2 0.27%
Falta pago de servicio 0 0.00%
Desistimiento de las partes 16 2.14%
Retiro de la solicitud 2 0.27%
Otros resultados 40 5.35%
Sin resultado 6 0.80%

Total 747  
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Para el Departamento del Caquetá se observa que, al igual que en 
Atlántico, el resultado más común de las audiencias de conciliación es el 
acta acuerdo. Sin embargo, entre ambos existe una diferencia de 20 puntos 
porcentuales: 38.15% (Caquetá) contra un 58.54% (Atlántico). Los resulta- 
dos menos comunes son las constancias de asunto no conciliable (0.40%) y 
acuerdos directos, falta de competencia y retiro de solicitud (cada uno con 
un 0.27%). 

• Áreas de conciliación 
 

La mayoría de los casos de conciliación durante el 2023 fueron en 
materia civil y comercial (30.86%) y familia (43.8%). 

 
 

Gráfico N° 15
Materias objetos de conciliación (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Tabla N° 11
Materias objetos de conciliación (2023)

Áreas de conciliación Número de casos %

Acuerdos de apoyo 3 0.40%
Civil y comercial 229 30.86%
Comunitario 1 0.13%
Familia 325 43.80%
Familiares 5 0.67%
Laboral 179 24.12%

Total 742  
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

El área de conciliación más común es familia, donde se presentan 
asuntos vinculados a la fijación de cuota alimentaria, cuidado personal y 
custodia de niños, niñas y adolescentes (43.80%). Le siguen los asuntos co- 
merciales y civiles (30.86%). 

• Solicitudes de conciliación por tema 
 

La mayoría de las conciliaciones corresponden a temas de con- 
tratos (22.7%). 
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• Duración del trámite conciliatorio 
 

La mayoría de los tramites duran entre uno y tres meses (32.22%), 
aunque un porcentaje similar de casos dura menos de un mes (31.1%). 

 
Gráfico N° 17

Período de tiempo y cantidad de casos (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Tabla N° 12
Período de tiempo y cantidad de casos (2023)

Duración del trámite conciliatorio Número de casos %

Menos de una semana 21 3.06%
Menos de un mes 213 31.05%
Entre 1 y 3 meses 221 32.22%
Entre 4 y 6 meses 91 13.27%
Entre 7 y 12 meses 71 10.35%
Más de un año 69 10,06%

Total 686  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Al contrario de Departamento del Atlántico, en el Caquetá se observa 
una mayor y mejor aplicación del principio de celeridad de la conciliación. El 
79.6% de los casos se resuelven en 6 meses o menos y el 66,33% en menos 
de 3 meses. 

• Convocantes según estrato socioeconómico 
 

La mayoría de los convocantes pertenecen al estrato 1 (80.47%), 
seguido del estrato 2 (18.08%). Para el 2023 no se presentaron convocantes 
en el estrato 4, 5 y 6. 

 
 

Gráfico N° 18
Solicitantes por estrato socioeconómico (2023)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Tabla N° 13
Solicitantes por estrato socioeconómico (2023)

Duración del trámite conciliatorio Número de casos %

Estrato 1 445 80,47%

Estrato 2 100 18,08%

Estrato 3 8 1,45%

Estrato 4 0 0,00%

Estrato 5 0 0,00%

Estrato 6 0 0,00%

Total 553  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Los datos recolectados y analizados en relación al estrato socioe- 
conómico de las partes, permiten concluir que el público objetivo de los 
servicios de conciliación de los departamentos de Atlántico y Caquetá son 
similares. Por otro lado, si bien de la información obtenida por medio del 
Sistema de Información de la Conciliación, el Arbitraje y la Amigable Com- 
posición surge que no se habrían presentado solicitudes de conciliación en 
los estratos 4, 5 y 6, de la visita realizada en campo se tuvo noticia de la 
operatividad del Centro de Conciliación de la Cámara de Comercio de Pu- 
tumayo. Siendo que ésta tiene como público objetivo el sector empresarial 
del municipio, parecería existir una contradicción o inconsistencia sin expli- 
cación clara. 

6.1.3. Bogotá D.C. 
 

• Ingresos y tipos de resultados 
 

Durante el 2023 en Bogotá se recibieron 54.297 solicitudes. La 
mayoría concluyeron mediante acta de conciliación (32%). No obstante, las 
constancias de no acuerdo (25.7%) e inasistencia (20.3%) sumaron un 46% 
del total. 
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Gráfico N° 19
Ingresos y tipos de resultados (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Tabla N° 14
Ingresos y tipos de resultados (2023)

Tipos de resultados Número de casos %

Acta de conciliación total 17391 32.03%
Acta de conciliación parcial 1900 3.50%
Constancia asunto no conciliable 295 0.54%
Constancia inasistencia 10999 20.26%
Constancia no acuerdo 13974 25.74%
Acuerdo Extra-conciliación 219 0.40%
Falta de competencia 94 0.17%
Falta pago de servicio 222 0.41%
Desistimiento de las partes 2874 5.29%
Retiro de la solicitud 165 0.30%
Otros resultados 655 1.21%
Sin resultado 5509 10,.15%

Total 54297  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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En la ciudad de Bogotá D.C., el porcentaje de acuerdos logrados 
sobre solicitudes de conciliación presentadas no solo se reduce (32.03%), 
sino que inclusive es menor que en Atlántico y Caquetá29. Los resultados 
menos comunes siguen siendo acuerdos directos (0.40%), retiro de la solici- 
tud (0.30%) y falta de competencia por el conciliador (0.17%). 

• Áreas de conciliación 
 

La mayoría de los casos de conciliación fueron de materia civil  y 
comercial (61.4%) y familia (25.8%). 

 
 

Gráfico N° 20
Materias objetos de conciliación (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

29 Es relevante mencionar que aun cuando la información presentada es de todas las audiencias de 
conciliación de la ciudad de Bogotá D.C., el centro de conciliación de la Cámara de Comercio de 
Bogotá presenta un porcentaje de acuerdo sobre solicitudes de audiencia cercano al 80%. 
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Tabla N° 15
Materias objetos de conciliación (2023)

Áreas de Conciliación Número de casos %

Acuerdos de apoyo 405 0.75%
Civil y comercial 33117 61.43%

Comunitario 19 0.04%
Conflictos derivados del SGSSS 2814 5.22%

Contencioso administrativo 11 0.02%
Directivas anticipadas 27 0.05%

Especiales 1137 2.11%
Familia 13924 25.83%

Familiares 56 0.10%

Laboral 2024 3.75%

Penal 70 0.13%
Propiedad intelectual 306 0.57%

Total 53910  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Para la ciudad de Bogotá D.C., las áreas de conciliación más pre- 
sentes para el año 2023 fueron problemáticas de derecho civil y comercial 
(61.4%), seguido de lejos por cuestiones de familia (25.8). Los casos menos 
comunes versaron sobre directivas anticipadas (0.05%), asuntos comunitarios 
(0.04%) y relativos a lo contencioso administrativo (0.02%).30 

• Solicitudes de conciliación por tema 
 

La mayoría de las conciliaciones correspondieron a temas de contratos 
(25.4%). 

 
 
 

30 Las bajas tasas de asuntos contenciosos administrativos que se presentan a conciliar pueden ser 
indicativas del fracaso del actual esquema colombiano, lo cual puede asumirse como un llamado a 
la reformulación del mismo. 



 

 

CONTRATO
S TÍTULOS VALORES             OBLIGACIONES 

FRENTE A LOS HIJOS E INCAPACES
CONTRATO DE TRABAJO

GARANTÍAS 
ESTABLECIMIENTO DE 

COMERCIO UNIÓN MARITAL DE 
HECHO

FINANCIERO
DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO

SEGUROS 
POLICIVO                             DELITOSCONTRA 

LAINTEGRIDAD MORAL RESPONSABILIDAD 
CONTRACTUAL SISTEMADE SEGURIDAD 

SOCIAL
DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LA SOCIEDAD...

SEPARACIÓN DE BIENES Y 
CUERPOS SOCIEDADES, PERSONAS JURÍDICAS DE 

DERECHO...
PROPIEDAD INDUSTRIAL 

TEMAS NO DEFINIDOS
TURISMO 

TRÁNSITO Y TRANSPORTES SERVICIOS 
PERSONALES DE CARÁCTER PRIVADO 

INSOLVENCIA ECONÓMICA PERSONA NATURAL

DAÑO EN BIEN AJENO

ABUSO DE CONFIANZA 
PERSONAS EN ESTADO DE DISCAPAC 

CONFLICTOS JURÍDICOS POR SERVICIOS...
ECONOMÍA 

DOMÉSTICA CONTROVERSIAS 
CONTRACTUALES

INJURIA
DAÑOS 

VIOLENCIAINTRAFAMILIAR 
SERVICIOS PÚBLICOSDOMICILIARIOS

ASUNTOS PERSONALES 
PROBLEMAS DE COMUNICACIÓN

EJECUTIVO
DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO

VIOLENCIA / MALTARATO
DAÑOS O AGRAVIOS A PERSONAS O COSAS...

SEGURIDAD SOCIAL 
INJURIA Y CALUMNIA INDIRECTA DELITOS

CONTRA LA LIBERTAD INDIVIDUAL Y...
MINERO 

PERTURBACIÓN DE LA POSESIÓN 
SOBRE...

INFIDELIDAD 
RUMORES / CHISMES 

FALSEDAD PERSONAL
ENTRE VIGILADOS Y USUARIOS

LINDEROS/INVASIÓN 
DELITOS CONTRA EL ORDENECONÓMICOSOCIAL 

CONFLICTOS ENTRE VIGILADOS YUDELITOS
CONTRA LA SEGURIDADPÚBLICA PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS E INTERESES... VIOLACIÓN 

DE LA HABITACIÓNAJENA
INJURIAS RECÍPROCAS

DROGADICCIÓN 
AMBIENTAL                 EMISIÓNY

TRANSFERNCIA LEGAL DECHEQUES ACCIÓN 
DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES ABUSO 

DE AUTORIDAD POR DIVISIÓNDE...
COMERCIO EXTERIOR

VIOLACIÓN EN LUGAR DE TRABAJO 

Gr
áf

ic
o

N°
21

So
lic

itu
de

sd
e c

on
cil

iac
ió

n 
(2

02
3)

14
00

10
0%

90
%

12
00

80
%

10
00

70
%

60
%

80
0

50
%

60
0

40
%

30
%

40
0

20
%

20
0

10
%

0
0%

Fu
en

te:
 E

lab
or

ac
ión

 pr
op

ia 
a p

ar
tir 

de
 in

for
ma

ció
n o

fic
ial

1
2
5 



JUSTICIA CENTRADA EN LAS PERSONAS: Acceso a la justicia formal, alternativa y comunitaria en Colombia y el Perú 

126 

 

 

10012
8214 7841

781

100%

10000

5000

0

40%

30%

20%

10%

0%

• Duración del trámite conciliatorio 
 

La mayoría de los trámites duran entre uno y tres meses (33.58%), 
aunque un porcentaje significativo es menor a un mes (19.6%). 

 
Gráfico N° 22

Período de tiempo y cantidad de casos (2023)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Tabla N° 16
Período de tiempo y cantidad de casos (2023)

Duración del trámite conciliatorio Número de casos %

Menos de una semana 781 1.36%
Menos de un mes 11264 19.63%
Entre 1 y 3 meses 19272 33.58%
Entre 4 y 6 meses 10012 17.45%

Entre 7 y 12 meses 8214 14.31%
Más de un año 7841 13.66%

Total 57384  
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)



VÍAS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE FAMILIA Y VIVIENDA EN COLOMBIA: Efectividad de los abordajes y respuestas 

127 

 

 

Al igual que en el Departamento del Caquetá, en la ciudad de 
Bogotá D.C. se observa que la mayoría de casos (54.57%) se resuelven en 
un máximo tres (3) meses desde presentada la solicitud de audiencia de 
conciliación. El porcentaje se amplía al 72.02% si tenemos en cuenta el límite 
de 6 meses estatuido legalmente. 

• Solicitantes según estrato socioeconómico 
 

En su gran mayoría, los convocantes pertenecen a los estratos 
bajo-medio (78.37%), siendo el 39.26% bajo (estrato 2) y el 39.11% medio-bajo 
(estrato 3). 

 
 

Gráfico N° 23
Solicitantes por estrato socioeconómico (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Tabla N° 17
Solicitantes por estrato socioeconómico (2023)

Convocantes según estrato Número de casos %

Estrato 1 4012 14.54%
Estrato 2 10833 39.26%
Estrato 3 10793 39.11%
Estrato 4 1266 4.59%
Estrato 5 316 1.15%
Estrato 6 188 0.68%
Estrato 0 188 0.68%

Total 27596  
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

De manera similar a los Departamentos de Caquetá y Atlántico, se 
puede concluir que el público objetivo de la conciliación en Bogotá D.C. son 
los estratos bajos-medios. La caracterización socioeconómica de las personas 
que requieren el servicio, guarda correlato con la gratuidad de las vías de 
atención y explica la altísima solicitud de audiencias de conciliación que se 
deben canalizar a través de las casas de justicia y/o funcionarios públicos 
con funciones conciliatorias. 

6.1.4. Conglomerado nacional 
 

• Ingresos y tipos de resultados 
 

Durante el año 2023 a nivel nacional, se recibieron 172.886 solici- 
tudes. La mayoría de ellas concluyeron en conciliaciones totales (42.7%), 
aunque la tasa de resultados negativos acumulados fue cercana (39.6%). 
Dicho porcentual se desagrega en constancias de no acuerdo (21.3%) y de 
inasistencia (18.3%). 
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Gráfico N° 24
Ingresos y tipos de resultados a nivel nacional (2023)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Tabla N° 18
Ingresos y tipos de resultados a nivel nacional (2023)

Tipos de resultados Número de casos %

Acta de conciliación total 74683 42.7%
Acta de conciliación parcial 5132 2.9%

Constancia asunto no conciliable 1404 0.8%
Constancia inasistencia 32048 18.3%
Constancia no acuerdo 37301 21.3%

Acuerdo Extra-conciliación 596 0.3%
Falta de competencia 289 0.2%
Falta pago de servicio 237 0.1%

Desistimiento de las partes 6763 3.9%
Retiro de la solicitud 552 0.3%

Otros resultados 4799 2.7%
Sin resultado 10974 6.3%

Total 174778  
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Como se puede observar, la media nacional señala que el resulta- 
do más común frente a la celebración de audiencias de conciliación es el 
acuerdo conciliatorio, sea total (42.7%) o parcial (2.9%), porcentaje que se 
encuentra por encima de los guarismos de Bogotá D.C. y Caquetá, pero por 
debajo de Atlántico. Los resultados menos comunes fueron arreglos direc- 
tos y retiros de solicitud (0.3%), falta de competencia (0.2%) y falta de pago 
del servicio de conciliación solicitado (0.1%). 

• Áreas de conciliación 
 

La mayoría de los casos de conciliación fueron de materia civil y 
comercial (45.3%), seguido de problemáticas de familia (35.1%) y laboral 
(12.2%). 

 
Gráfico N° 25

Materias objetos de conciliación a nivel nacional (2023)

78278
  

60664

  
 
 
21076

  
3143     2814    2395     1789     1177   1051   332 84 76 7

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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Tabla N° 19
Materias objetos de conciliación a nivel nacional (2023)

Áreas de conciliación Número de casos %

Acuerdos de apoyo 2395 1.4%
Civil y comercial 78278 45.3%

Comunitario 1177 0.7%
Conflictos derivados del SGSSS 2814 1.6%

Contencioso administrativo 76 0.0%
Directivas anticipadas 84 0.0%

Especiales 3143 1.8%
Familia 60664 35.1%

Familiares 1051 0.6%
Laboral 21076 12.2%

No aplica 7 0.0%
Penal 1789 1.0%

Total 172886
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Los asuntos menos comunes versaron sobre directivas anticipadas y 
conflictos en lo contencioso administrativo, cada uno con un porcentaje 
inferior al 0.0% del total nacional. 

• Solicitudes de conciliación por tema 
 

La mayoría de las conciliaciones corresponden a temas contractuales 
(44.3%), seguidos de otros (22.3%) y responsabilidad extracontractual (21.7%). 
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Gráfico N° 26
Solicitudes de conciliación a nivel nacional (2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

Tabla N° 20
Solicitudes de conciliación a nivel nacional (2023)

Áreas de conciliación Número de casos %

Bienes 1002 1.3%
Competencia desleal 116 0.1%

Consumo 256 0.3%
Contratos 34715 44.3%

Economía solidaria 25 0.0%
Establecimiento de comercio 125 0.2%

Garantías 153 0.2%
Otros 17420 22.3%

Propiedad horizontal 876 1.1%
Responsabilidad extracontractual 16982 21.7%

Seguros 3248 4.1%
Sociedades, personas jurídicas de 

derecho privado 280 0.4%

Títulos valores 3045 3.9%
Turismo 35 0.0%

Total 78278  
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)
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• Tabla comparativa de resultados 
 

Tabla N° 21
Comparativa de resultados en departamentos analizados (2023)

 ATLÁNTICO CAQUETÁ BOGOTÁ D.C. NACIONAL

Re
su

lta
do

Acuerdo –
58,54%

Acuerdo –
34,15%

Acuerdo –
32,03%

Acuerdo –
42,7%

Ár
ea Laboral Familia Civil y Comercial Civil y

Comercial

Te
m

a

Contratos Contratos Contratos Contratos

Es
tra

to
 

so
cio

ec
on

óm
ico

2 1 2 No aplica

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

La tabla comparativa nos permite concluir preliminarmente que: (i) 
el resultado más frecuente fue la suscripción de acuerdos, aun cuando se 
percibe una diferencia sustancial entre los porcentajes de centros privados 
de conciliación y aquellas audiencias que se llevan a cabo en escenarios 
públicos; (ii) la herramienta de la conciliación se utilizó de modo prevalente 
en áreas vinculadas al derecho civil y comercial, aunque seguido de cerca 
y con porcentajes igualmente altos por asuntos de familia; y, (iii) el fenó- 
meno temático más usual para la presentación de solicitudes de audiencia 
de conciliación son la suscripción, ejecución y terminación de contratos, 
independientemente de su naturaleza. 
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6.1.5. Otros datos relevantes del orden nacional 

• Áreas de conciliación por región 
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La presente tabla permite observar que, con independencia de la 
región en la cual se instrumente el proceso conciliatorio, el área de trabajo 
más frecuente son los conflictos civiles y comerciales, seguidos por los con- 
flictos en asuntos de familia. 

• Tipo de servicio por departamento 
 

Entre las posibles instituciones que pueden prestar el servicios de 
conciliación se encuentran: alcaldías; consultorios jurídicos; entidades del 
sistema financiero; notarias; entidades públicas; fiscalía; ICBF; juzgado civil 
municipal; ministerio de la protección social o de trabajo; persona jurídica 
sin ánimo lucro; personería; procuraduría judicial civil o de familia; superin- 
tendencia de notariado; y, registro. En la siguiente tabla realizaremos un 
desagregado por departamento. 

 
Tabla N° 23

Porcentaje de servicio por departamento (2023)

DEPARTAMENTO ENTIDADES

AMAZONAS Alcaldía - 80.00% 
ICBF - 20.00%

ANTIOQUIA
Alcaldía - 20.90% 

Consultorios jurídicos - 12.20%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 23.90%

ARAUCA
Alcaldía - 28.60% 

Consultorios jurídicos - 16.10%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 39.30%

ATLÁNTICO
Consultorios jurídicos - 26.40% 
Entidades Públicas - 23.00%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 26.40%

BOGOTÁ D.C.
Consultorios jurídicos - 23.00% 
Entidades Públicas - 29.30%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 24.20%

BOLÍVAR
Alcaldía - 13.40% 

Consultorios jurídicos - 29.10%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 24.60%
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DEPARTAMENTO ENTIDADES

BOYACÁ
Alcaldía - 27.00%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 16.00% 
Personería - 23.70%

CALDAS
Alcaldía - 26.90% 

Consultorios jurídicos - 17.50%
Superintendencia de Notariado y Registro - 17.50%

CAQUETÁ
Consultorios Jurídicos - 23.70% 

Entidades Públicas - 21.10%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 23.70%

CASANARE

Alcaldía - 10.40% 
Consultorios jurídicos - 10.40% 
Entidades Públicas - 31.20%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 32,50%

CAUCA
Alcaldía - 15.20% 

Consultorios jurídicos - 18.80% 
Entidades Públicas - 37.70%

CESAR Consultorios jurídicos - 30.40% 
Persona jurídica sin ánimo lucro - 58.40%

CHOCÓ
Alcaldía - 9.50% 

Consultorios jurídicos - 28.60% 
Entidades Públicas - 44.40%

CÓRDOBA
Consultorios jurídicos - 32.20% 
Ministerio del Trabajo - 16,70%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 20.00%

CUNDINAMARCA
Alcaldía - 28.10% 

Entidades Públicas - 14.50%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 28.60%

GUAINÍA Ministerio de la Protección Social - 16.70% 
Ministerio del Trabajo - 83.30%

GUAVIARE Alcaldía - 33.30% 
Superintendencia de Notariado y Registro - 66.70%
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DEPARTAMENTO ENTIDADES

HUILA
Alcaldía - 30.00% 

Consultorios jurídicos - 19.30%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 18.50%

LA GUAJIRA
Entidades públicas - 47.20% 

Ministerio de Trabajo - 19.40%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 20.80%

MAGDALENA

Alcaldía - 17.10% 
Consultorio Jurídico - 23.80% 
Entidades públicas - 26.70%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 19.00%

META
Consultorio Jurídico - 15.80% 
Entidades públicas - 22.80%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 44.60%

NARIÑO
Alcaldía -16.70% 

Entidades públicas - 25.40%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 24.20%

NTE DE SANTANDER
Consultorio Jurídico - 34.90% 
Entidades públicas - 19.10%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 23.90%

PUTUMAYO
Alcaldía - 17.70%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 22.60% 
Personería - 45.20%

QUINDÍO
Alcaldía - 33.30% 

Entidades públicas - 18.40%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 17.20%

RISARALDA
Entidades públicas - 18.70% 

Persona jurídica sin ánimo lucro - 23.60%
Superintendencia de Notariado y Registro - 17.60%

SAN ANDRÉS Persona jurídica sin ánimo lucro - 100.00%

SANTANDER
Consultorio Jurídico - 20.50% 

Persona jurídica sin ánimo lucro - 18.00%
Superintendencia de Notariado y Registro - 17.90%
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DEPARTAMENTO ENTIDADES

SUCRE
Consultorio Jurídico - 32.10% 

Persona jurídica sin ánimo lucro - 42.90% 
Procuraduría Judicial de Familia - 10.70%

TOLIMA
Alcaldía - 28.40% 

Consultorio Jurídico - 23.20%
Persona jurídica sin ánimo lucro - 21.60%

VALLE DEL CAUCA
Consultorio Jurídico - 24.50% 
Entidades públicas - 12.60%

Persona jurídica sin ánimo lucro - 38.40%

Fuente: Elaboración propia a partir de información oficial

Lo que permiten derivar los datos presentados, es que: (i) un número 
significativo de casos se concentran en las alcaldías, consultorios jurídicos, 
entidades públicas y personas jurídicas sin ánimo de lucro; y, (ii) entidades 
como juzgados, procuradurías o entidades del sistema financiero no son 
atractivas para celebrar conciliaciones por parte de la ciudadanía. 

 
 

6.2. Justicia Comunitaria 

Como se expusiera a lo largo de esta investigación, la información 
recolectada da cuenta que las vías de acceso a la justicia se han visto 
comprometidas por multiplicidad de factores. En el supuesto de la Justicia 
Comunitaria, los esquemas de violencias presentes en el territorio nacio- 
nal han sido particularmente adversos, evitando y/o desalentando que las 
personas en conflicto acudan a los operadores disponibles. 

De allí que, aun cuando la Justicia Comunitaria opera en determina- 
dos escenarios y formas -tales como la mediación comunitaria, los meca- 
nismos de justicia propia o de justicia en equidad de las comunidades mul- 
ticulturales de Colombia-, rastrear las características socio demográficas 
de los usuarios fue impracticable o inasequible en el marco del presente 
proyecto. 



VÍAS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE FAMILIA Y VIVIENDA EN COLOMBIA: Efectividad de los abordajes y respuestas 

139 

 

 

 
 

6.3. Vía Judicial 

El proceso de recolección de información de usuarios del sistema 
judicial representó serias dificultades por: (i) las estrictas políticas de trata- 
miento de datos personales de Colombia; (ii) el temor de ciertas personas 
de ser entrevistadas en el marco de la nueva ola de violencia de país; y, (iii) 
el hecho de contar hoy en día con entornos eminentemente virtuales para 
la realización de los procesos judiciales, lo cual dificultó el contacto presencial 
en escenarios como palacios de justicia de los municipios focalizados. 

Debido a ello, no se presentan datos concluyentes sobre las carac- 
terísticas socio demográficas de los usuarios de la vía judicial en Colombia. 
No obstante, a continuación se presentan algunos datos relevantes de la 
operatividad de la rama judicial en Colombia. 

• Departamento del Atlántico 
 

Para el Departamento del Atlántico se observa que los procesos 
judiciales promovidos entre los años 2013 y 2022 fueron 1.023.853, siendo 
el año de mayor ingreso el 2022, con un total de 118.940 procesos. Por con- 
trapartida, los egresos de procesos judiciales suman un total de 863.253 
para el mismo periodo de tiempo, siendo el 2020 el año con menor egreso 
(58.004 casos), seguido del año 2016 con 62.265. La comparativa anterior 
permite observar una tasa de ingreso superior a la tasa de egresos (Consejo 
Superior de la Judicatura, 2023). 

• Departamento del Caquetá 
 

En Caquetá los ingresos efectivos entre los años 2013 y 2022 sumaron 
266.117 procesos, siendo el año de mayor ingreso el 2016 con un total de 
40.450 procesos. Los egresos ascienden a un total de 231.864 procesos para 
el mismo periodo, siendo los años con menor egreso el 2018 (con 15.417 
casos) y el 2020 (con 19.698 casos). La comparativa muestra una tasa de 
ingreso superior a la de egresos (Consejo Superior de la Judicatura, 2023). 

• Bogotá D.C. 
 

Bogotá D.C. tuvo 5.338.006 de ingresos efectivos entre los años 2013 y 
2022. El 2015 fue el año de mayor ingreso de procesos con un total de 707.632. 
Respecto de los egresos, el total durante el mismo período fue 4.248.760. 
Los años de menor egreso fueron el 2019 (232.569 casos egresados) y 
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2020 (319.902 casos). Como en los supuestos anteriores, la tasa de ingreso 
fue superior a la de egresos (Consejo Superior de la Judicatura, 2023). 

• Nivel Nacional 
 

A nivel nacional se observa que los ingresos efectivos entre los años 
2013 y 2022 ascienden a 24.947.305 procesos, siendo el año de mayor ingre- 
so el 2015 con un total de 3.152.339. A su vez, los egresos suman un total de 
20.859.641 para el mismo periodo de tiempo, siendo los años con menor 
egreso el 2019 con 1.140.659 y el 2020 con 1.521.088 casos egresados. La 
comparativa anterior permite constatar una tasa de ingreso superior a la 
tasa de egresos (Consejo Superior de la Judicatura, 2023). 

 

Tabla N° 24
Solicitudes de conciliación (2023)

 ATLÁNTICO CAQUETÁ BOGOTÁ D.C. NIVEL 
NACIONAL

INGRESOS 1.023.853 266.117 5.338.006 24.947.305

EGRESOS 863.253 231.864 4.248.760 20.859.641

RELACIÓN31
1.18 casos

ingresados por 
cada salida

1.14 casos 
ingresados 
por cada

salida

1.25 casos
ingresados por 

cada salida

1.19 casos
ingresados por 

cada salida

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Sistema de Información de la conciliación, el arbitraje y   la
amigable conciliación de Colombia (SICAAC)

31 La relación se estableció mediante la división del número de ingresos totales entre el número      de 
egresos, lo cual implica que cualquier resultado por encima de 1 significa la presencia de congestión 
judicial. 



VÍAS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE FAMILIA Y VIVIENDA EN COLOMBIA: Efectividad de los abordajes y respuestas 

141 

 

 

 
 

7. ¿BARRERAS EN LAS VÍAS DE ACCESO A 
LA JUSTICIA? DATOS PARA COMPRENDER, 

INFORMACIÓN PARA PROBLEMATIZAR 
 

Si la analizamos desde su contenido socio jurídico, la justicia no 
es únicamente la satisfacción de los intereses jurídicos: emerge como un 
principio ético y moral que está a cargo de las instituciones del Estado 
y de la comunidad, las cuales ejercen las justicias propias dentro de sus 
esferas de influencia. 

Este principio responde a los sistemas culturales de cada sociedad, 
la que -en ejercicio de su autonomía (territorial y nacional) y a través de 
entramados jurídicos complejos- los vuelve a poner en entredicho al intentar 
resolver o dar respuesta a las demandas ciudadanas “por justicia”. En este 
marco, el acceso a la justicia en tanto derecho ciudadano y obligación 
jurídica estatal, desempeña un papel fundamental para el desarrollo de 
sociedades más igualitarias: sin acceso no hay exigibilidad ni justiciabilidad 
(alguna) de derechos. 

De allí que la justicia social y el acceso a la justicia sean conceptos 
relacionales, que conforman pilares fundamentales para alcanzar sociedades 
justas e igualitarias. Según el informe sobre acceso a la justicia presentado 
por Amadasi, E., & Salvia, A. (2019), las personas empobrecidas y margi- 
nadas son aquellas que tienen menos posibilidades de lograr acceso a la 
justicia debido a una serie de barreras, tales como la falta de recursos econó- 
micos o de conocimiento e información sobre sus derechos o las vías de 
acceso. Por otro lado, se afirma que la baja accesibilidad a servicios de 
justicia exacerba la desigualdad social, puesto que: (i) las personas que no 
logran hallar solución a problemas que la justicia debe resolver, enfrentan 
consecuencias negativas en materia económica; y, (ii) dificulta o posterga 
la posibilidad de abordar y solucionar los conflictos estructurales de la 
sociedad, sea en clave individual o colectiva. 

Estos problemas estructurales en la sociedad colombiana, se cons- 
truyen a partir de un entramado complejo que tiene al conflicto social y 
armado como epicentro. La violencia que caracteriza dicho proceso, a 
pesar de los ingentes esfuerzos por promover el diálogo y la paz,   han 
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modelado los modos de resolver conflictos cotidianos. Ese escenario (re) 
crea y profundiza condiciones desiguales de existencia (v.gr, situación de 
pobreza o falta de oportunidades para acceder a tierras y/o vivienda) y li- 
mita el desarrollo y potencia de las institucionales estatales y comunitarias 
para su modificación (v.gr., carencia de rendición de cuentas, denuncias de 
corrupción e ineficiencia en los métodos de resolución). 

Según la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la Repú- 
blica de Colombia (2023), se afirma que entre los años 2010 y 2023 se han 
presentado 57.582 denuncias asociadas a hechos de corrupción, de las cua- 
les el 93.99% no tiene condena, el 89.7% no tiene capturas y el 77.15% está 
en investigación. De los datos obtenidos, destacan dos aspectos de interés: 
(i) la mayoría de las denuncias sin respuesta o condena se encuentran en 
los departamentos con mayor pobreza y presencia de puntos activos del 
conflicto armado en Colombia32; y, (ii) en materia de corrupción solo hay un 
6% de efectividad en la aplicación de justicia. 

En este contexto, lograr fortalecer las vías de acceso a la justicia for- 
males y comunitarias, dotándolas del mismo peso jurídico e importancia 
ante las instituciones del Estado, parece ser una de las maneras más ade- 
cuadas para empezar a disminuir las brechas de desigualdad social que se 
manifiestan en el modo en que la ciudadanía puede abordar y resolver sus 
conflictos. 

En los siguientes apartados se caracterizarán las vías de acceso a la 
justicia y se presentarán las principales barreras en el acceso u operatividad 
percibidas por usuarios y actores relevantes del sector. Por barreras en el 
acceso entenderemos los obstáculos que dificultan el ingreso a la vía de 
solución de conflictos o justicia, mientras que las de operatividad se defi- 
nen como los impedimentos al debido funcionamiento de un sistema. El 
análisis no será meramente descriptivo, sino que contendrá valoraciones y 
problematizaciones que surgen de los procesos de recolección y validación 
de información llevados a cabo. 

 
 
 
 

 
32 Vaupés, Guaviare y Guainía, departamentos ubicados en la región amazónica colombiana. 
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7.1. Brechas en los MASC: Entre lo que son y lo que podrían ser 

En todos los municipios en los cuales se recolectó información sobre 
los MASC, los operadores mencionaron que (en general) estos son perci- 
bidos como una herramienta adecuada para la pronta administración de 
justicia. No obstante, para los propios operadores los MASC se 
presentan como una vía relativamente novedosa sobre la que es necesario 
sensibilizar a la ciudadanía para que demande su utilización. Esto revela la 
existencia de falencias en torno a la promoción de las herramientas de 
acceso a la justicia por parte del Ministerio de Justicia y del Derecho.33 

Respecto de la operatividad de los MASC, se resalta: (i) su celeridad 
y prontitud; (ii) la posibilidad de abordar los conflictos desde una visión 
espe- cializada –v.gr., comisarías de familia e inspecciones de policía-; y, 
(iii) su importancia como herramienta complementaria a la vía judicial, con 
efectos positivos como la descongestión de despachos judiciales34, la 
desjudiciali- zación de los conflictos que se presentan en la vida social35 y, 
en general, la disminución de conflictos.36 

Los entrevistados en el municipio de Florencia (Caquetá), señalan 
que la mayoría de las disputas que se encuentran en sede de Conciliación 
en Derecho son conflictos de familia por alimentos, custodia y cuidado 
personal de menores de edad. Los asuntos relacionados con el derecho 

 
33 Aun cuando no se cuenta con cifras oficiales de acciones de comunicación y pedagogía llevadas a 

cabo por el Ministerio de Justicia y del Derecho, la percepción generalizada de los operadores de 
MASC (e incluso de la vía judicial en relación con la Conciliación Judicial) es que a la ciudadanía le falta 
mayor información sobre la existencia de los MASC. 

34 Si bien la descongestión de despachos judiciales es una consecuencia de los MASC, la misma no 
pude confundirse con uno de los fines de estos. Sería equivocado y reduccionista proponer que los 
MASC existen únicamente con la finalidad de evitar o aligerar la congestión judicial, cuando sus 
ventajas en términos de construcción de paz, reparación del tejido social y justicia restaurativa son 
innegables. 

35 La desjudicialización es un fenómeno deseable de la aplicación de los MASC y su existencia en los 
ecosistemas de justicia, haciendo esta referencia a la posibilidad de que determinados casos -dada 
su naturaleza, partes, dinámicas o particularidades- no lleguen a los despachos judiciales o se 
resuelvan prioritariamente en otras instancias. 

36 El asunto de la disminución de los conflictos sociales a través de los MASC suele ser uno de los 
puntos más críticos de la existencia de los mismos, pues en general se tiene la percepción de que 
a través de los métodos de resolución de conflictos la conflictividad de un lugar determinado 
disminuirá. Sin embargo, esto no es (necesariamente) cierto o lineal, toda vez que los MASC lo que 
buscan es el entendimiento de las partes en conflicto y poder llegar a un acuerdo, lo cual disminuye 
las manifestaciones violentas del conflicto y no el conflicto como un fenómeno social complejo que 
es inevitable en la vida en sociedad. 
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civil y la convivencia ciudadana, son preferentemente abordados por medio 
de la vía judicial. La percepción u observación mayoritaria indica que esa 
preferencia y decisión de los usuarios no sería intencional o deliberada, sino 
que respondería al desconocimiento de las diversas posibilidades que los 
MASC ofrecen para dichas materias. 

En la municipalidad de Barranquilla (Atlántico) se detectó que los 
conflictos no suelen resolverse a través de acuerdos pacíficos. La Concilia- 
ción en Equidad o en Derecho, judicial o extrajudicial, no suele ser utilizada 
por la ciudadanía, lo cual - según la información recolectada de los opera- 
dores- es una cuestión cultural.37 Por el contrario, en el mismo municipio se 
observa que los conflictos de alimentos en sede judicial suelen conciliarse. 

También se advierte un decrecimiento de los números de solicitudes 
de audiencias de conciliación en Derecho en centros privados, lo cual se 
asocia a la incertidumbre económica y política que atraviesa el país. Ello 
fue especialmente destacado por los actores entrevistados en el Centro de 
Conciliación del Consultorio Jurídico de la Universidad del Norte. 

Otro dato de interés que aparece en diversos municipios respecto de 
la Conciliación en Derecho, es que cuando esta es practicada por la inspección 
de policía presenta un índice mayor de éxito. Ello puede estar asociado al 
hecho de que, ante el fracaso de la audiencia, la inspección de policía cuenta 
con la facultad de proceder con el proceso sancionatorio correspondiente 
(art. 206, Ley N° 1801 de 2016). Esto constituye un aliciente para que las 
partes lleguen a un acuerdo y, al mismo tiempo, un desincentivo para el 
sostenimiento de conductas de mala fe u obstructivas. 

No obstante, cabe señalar como algo llamativo, que la persona que 
celebra la audiencia de conciliación es también la encargada de pronunciarse 
sobre las sanciones administrativas procedentes. Podría argumentarse que 
ello jaquea la imparcialidad del funcionario público y pone en crisis a la 
conciliación como espacio de composición, al conformar un incentivo pro- 
blemático para el ejercicio de la libre voluntad, en la cual se deben basar 
los MASC –v.gr., concertar acuerdos por miedo a sanciones administrativas-
. 

 
 

37 El escaso uso de la conciliación se agrava aún más en asuntos relacionados con herencias o con   la 
solicitud de pagos totales en incumplimientos contractuales, se haya interpuesto o no una 
demanda previa al encuentro conciliatorio. 
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Respecto de la Conciliación en Equidad para el municipio de Barranquilla 
(Atlántico), se observa que la misma funciona a través de las casas de justicia. 
Opera principalmente respecto de conflictos de familia asociados a alimentos; 
de conflictos de orden civil vinculados con arriendos derivados del no pago del 
canon de arrendamiento; y, de conflictos vecinales, tales como chismes, uso in- 
debido del agua, contaminación auditiva, riñas de borrachos e infidelidades.38 En 
la ciudad de Florencia (Caquetá) no se pudo levantar información respecto de 
este instrumento, ya que fue imposible establecer contacto con operadores del 
territorio. Dicha situación se repitió en el municipio de Pereira (Risaralda) y Boja- 
yá (Chocó). Ello no implica que no existan (o, no necesariamente), pero sí deja en 
claro la dificultad de cualquier ciudadano en acceder al dispositivo.39 

Las principales barreras percibidas respecto de los MASC, tanto en su 
acceso como para su operatividad, son: 

 

1) Baja cobertura nacional de centros de conciliación privados. Se 
estima que los mismos existen en un bajísimo porcentaje del terri- 
torio nacional.40 En este mismo sentido, la prestación del servicio 
por fuera de los centros poblados, las cabeceras municipales y 
las capitales departamentales, presenta barreras geográficas de 
diversa entidad. En entornos rurales e interculturales -como el 
Departamento de Casanare41-, se percibe una dificultad adicional: 

 
38 Al respecto del análisis de la operatividad de la Conciliación en Equidad en el municipio de 

Barranquilla (Atlántico), fue esencial el aporte del Conciliador en Equidad Ricardo Romo, quien 
trabaja en la Casa de Justicia del Barrio La Paz y cuenta con cerca de 18 años de experiencia. 

39 Como se ha expresado anteriormente, una de las principales dificultades en la operatividad de los 
MASC en Colombia es la falta de solicitud de los mismos por parte de la ciudadanía general, falta de 
solicitud que nace del desconocimiento y la ausencia de un plan de comunicación que pueda llegar 
a los ciudadanos de manera real, efectiva y eficiente, especialmente en municipios y zonas rurales. 

40 En el Sistema de Información de la Conciliación, el Arbitraje y la Amigable Composición (SICAAC) se 
observa que -al momento de la elaboración del presente informe- hay 494 Centros de Conciliación 
en funcionamiento normal en Colombia, de los cuales: 99 se encuentran en Bogotá D.C.; 39 en 
Medellín (Antioquia); 35 en Cali (Valle del Cauca); 22 en Barranquilla (Atlántico); y, 14 en Bucaramanga 
(Santander). Es decir, que un total de 209 Centros de Conciliación o un 42,30% de la oferta de los 
mismos a nivel nacional, se hallan concentrados en cinco (5) ciudades capitales, mientras que en 
municipios con Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial PDET, tales como Miranda en Cauca, 
Turbo en el Urabá Antioqueño o Istmina en Chocó, no se registran Centros de Conciliación. 

41 Al respecto de esta cuestión, la Directora del Centro de Conciliación de la Cámara de Comercio   de 
Casanare, doctora Sonia Arenas, menciona las grandes dificultades que en términos de 
comunicación se presentan, pues se tiene la percepción errónea de que una sola pieza de 
comunicación puede darse a conocer por múltiples canales de comunicación y a diversos públicos 
objetivos, cuando en la práctica no es lo mismo promocionar un servicio a una empresa del sector 
hidrocarburos, una entidad financiera o unos padres de familia en zona rural, sumando a dichas 
dificultades las múltiples expresiones lingüísticas que se presentan en un país como Colombia. 
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las barreras lingüísticas y de expresiones de comunicación para 
dar a conocer la figura a toda la población. 

 

En los puntos geográficos retirados de la prestación del servicio 
de Conciliación en Derecho, donde la justicia formal ni siquiera 
llega, su vacío es llenado por la justicia comunitaria. En particular, 
por la mediación comunitaria a través de las comisiones de 
convivencia y conciliación de las Juntas de Acción Comunal o los 
jueces de paz.42 

2) Desde la expedición de la Ley N° 2.220 se percibe por parte de los 
operadores de la Conciliación en Derecho y en Equidad que hay 
una creciente burocratización y reglamentación de la herramienta, 
sea en clave procesal o legislativa. A esto se le debe sumar la im- 
posibilidad legal de que los conciliadores en Derecho conozcan 
de materias tales como derecho laboral, derecho contencioso 
administrativo o la inexistencia del requisito de procedibilidad en 
los procesos ejecutivos, asuntos neurálgicos para la prestación 
del servicio en el país. 

3) Hay un exiguo conocimiento de los MASC en general y de la 
Con- ciliación en Derecho o en Equidad en particular. Respecto 
de la mediación y sus diferentes manifestaciones, el 
conocimiento de la ciudadanía es prácticamente un nulo. Ello 
dificulta sensible- mente su utilización. 

4) Limitaciones económicas de las partes en conflicto. Existe una 
percepción generalizada de que la prestación del servicio de 
Conciliación en Derecho por centros privados es sumamente 
costosa, a pesar de estar las tarifas reguladas por ley43. Esta apre- 
ciación fue corroborada por las direcciones de los mencionados 
centros, quienes destacaron lo difícil que puede resultar acceder 
a la herramienta en razón de los costos fijos asociados y los ingresos 
de las personas que pretenden su utilización. 

 
42 Este es otro claro ejemplo de la delgada línea que en la práctica divide los MASC y la Justicia 

Comunitaria, pues son múltiples las situaciones en las cuales la justicia comunitaria -como 
concepto- toma el ropaje de los MASC para su materialización. 

43 Decreto N° 1069 de 2015 -Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho-, modificado por su 
similar N° 1885 de 2021. 
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Otra barrera económica es la asimetría en el acceso al capital, la 
cual imposibilita o dificulta la posibilidad de alcanzar acuerdos 
igualitarios entre las partes. Por ejemplo, el arrendatario o la ma- 
dre cabeza de familia que está buscando la fijación de una cuota 
alimentaria, se pueden ver compelidos a aceptar una propuesta 
de acuerdo desventajosa por el simple hecho de hallarse en una 
posición económica-de poder desigual para negociar. 

En este sentido, las diferentes personas entrevistadas mencio- 
nan que la disparidad económica influye en la capacidad de ne- 
gociación, consolidando las relaciones de poder existentes entre 
las partes en torno a la dependencia de algunos miembros de la 
familia y la sociedad. Esto favorece acuerdos injustos o desigua- 
les -donde la parte más vulnerable se ve obligada a ceder ante las 
demandas de la parte más poderosa-, perpetuando los factores 
estructurales de desigualdad. En este sentido, los MASC deben te- 
ner en cuenta el factor económico y la condición de poder que 
expresa para las partes en conflicto, a fin de lograr interacciones 
horizontales que favorezcan acuerdos beneficiosos para todos 
los implicados. 

Los obstáculos patrimoniales también han desnaturalizado la la- 
bor comunitaria de los centros de conciliación públicos. La fun- 
ción social de estos centros era garantizar el acceso gratuito a 
la justicia de las personas de estratos sociales más bajos. Sin em- 
bargo, en la práctica, un gran número de personas que no per- 
tenecen a este grupo objetivo solicitan la prestación del servicio 
gratuito, congestionando el sistema público y afectando aún 
más a quienes no puede pagar centros privados de conciliación. 

5) En los municipios en los cuales se recolectó información, el tiem- 
po estimado para la celebración de audiencias de conciliación en 
centros de conciliación públicos y gratuitos puede ser de hasta 
seis (6) meses y, en ninguno de los casos, inferior a tres (3) sema- 
nas. Esto supone una vulneración de los derechos en conflicto, 
especialmente en asuntos como la fijación de una cuota alimen- 
taria o una controversia sobre un contrato de arrendamiento, 
donde no se pagan alimentos o el canon del alquiler se mantiene 
mientras las partes esperan por la celebración de la audiencia. 
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6) Existen obstáculos digitales en el acceso a servicios de MASC 
para parte de la población colombiana, especialmente en los 
centros de conciliación privados que han digitalizado sus 
procesos a par- tir de la pandemia del COVID – 19. Esta brecha 
digital-cultural se agrava exponencialmente, dado que algunos 
centros no ofrecen alternativas no digitales para la recepción de 
casos.44 

7) Los operadores de Conciliación en Derecho acusan una baja in- 
versión en infraestructura física y funcional para la debida ope- 
ratividad de los MASC del sector público. En especial, en las 
zonas rurales del país.45 

8) Existe una barrera cultural vinculada con el modo en que se pien- 
san y abordan los conflictos. Varios entrevistados insistieron con 
que “a la gente solo le gusta el castigo”46 y todo lo desean llevar 
al litigio. Ello se ve profundizado por la cultura altamente litigiosa 
que reproduce la abogacía desde su saber técnico, la cual consi- 
dera que los procesos judiciales son más beneficiosos para sus 
propios intereses profesionales y económicos que la utilización 
de otros mecanismos47. 

9) Limitaciones y sesgos cognitivos. Tanto en los diplomados de 
Conciliación en Derecho o en Equidad, como en el grado univer- 
sitario, existe una deficiente formación en MASC. Numerosos  en- 

 
 

44 Tal como lo expresó el asesor para el área de proceso de familia, civiles y comerciales de la 
Universidad del Norte, doctor Moisés Daniel Raad Char, los procesos digitales no adecuados    para 
todas las personas y su implementación forzada se configura como una barrera de acceso a 
administración de justicia para determinadas poblaciones. 

45 Dicha situación fue señalada por diversos servidores públicos con funciones conciliatorias, así como 
funcionarios de la vía judicial el referirse a la Conciliación Judicial en Derecho. Entre otros, por el 
secretario del Juzgado 1º Civil Municipal de Barranquilla; la secretaria del Juzgado 7º Civil Municipal 
de Barranquilla; la trabajadora social del Juzgado 2º de Familia de Barranquilla; la dirección del 
Centro de Conciliación y Arbitraje de la Universidad del Norte de Barranquilla -quien hizo especial 
énfasis en la dificultad para el acceso de personas con movilidad reducida u otros tipos de 
dificultades-; la coordinación de la Casa de Justicia de Florencia; y, por conciliadores en derecho de 
Centros Privados de la misma ciudad. 

46 La gran mayoría de los operadores de MASC entrevistados hicieron énfasis en esta barrera de 
carácter cultural. Especialmente, aquellos que se dedican a asuntos de familia. 

47 Esta barrera cultural había sido identificada mediante el informe de “Vías de acceso a la 
administración de justicia en asuntos civiles y de familia”, elaborado por CEJA -IDRC Canadá (2023). 
Allí se expuso que “los abogados prefieren procesos judiciales por razones económicas, afectando la 
inclinación hacia la conciliación.” 
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trevistados refirieron que en general, los estudiantes de derecho 
no reciben suficientes herramientas análiticas o prácticas, lo cual 
se traduce en una indebida asesoría jurídica a futuros usuarios e, 
inclusive, en deficiencias en la redacción de acuerdos de concilia- 
ción (CEJA –IDRC:2023). 

En la misma línea, los operadores de MASC aludieron déficits en 
las especializaciones existentes. En particular, en aquellos aspectos 

relacionados con habilidades blandas para el ejercicio de la concilia- 
ción y la mediación, tales como la lectura de contexto y la identifi- 
cación de necesidades e intereses reales de las partes en conflicto. 

Para cerrar el presente apartado, estimamos importante recuperar 
las conclusiones extraídas a través del proceso de validación de informa- 
ción instrumentado48: 

7.1.1. Respecto de la democratización de acceso a la justicia 
 

En primer lugar, debemos comprender que -a nivel técnico- los 
MASC son la apuesta gubernamental para democratizar el acceso a la 
justicia. Sin embargo, hay dos cuestiones neurálgicas que atender. La 
primera dice rela- ción con las barreras existentes: no se puede cumplir la 
promesa de demo- cratizar cuando se presentan multiplicidad de 
obstáculos desde el hacedor principal de la política pública. La segunda se 
vincula con la razón de ser de los MASC. Por su naturaleza y 
funcionamiento, la administración de estos mecanismos excede las 
cuestiones estrictamente jurídicas, lo cual lleva a preguntarnos, ¿cómo 
deberían concebirse, articularse y gestionarse para ser instrumentos 
verdaderamente democráticos? 

Dicho interrogante cobra especial importancia en suelo colombia- 
no, dado que las prácticas dan cuenta de la existencia de pequeños mo- 
nopolios de poder dentro de la administración de justicia. Monopolios que 
interpretan la norma jurídica y la política pública de manera discrecional y 

 

 
48 El proceso de validación de la información recolectado para la vía de MASC se llevó a cabo 

mediante: 
(i) entrevistas a profundidad realizadas a la doctora Alejandra Tarazona Zambrano, abogada 
especialista en MASC y alianzas público privadas del Programa de Justicia Inclusiva de USAID, ex- 
funcionaria de la Corte Constitucional de Colombia y ex-directora de prevención de violencias en el 
Distrito (Bogotá D.C.); y, (ii) la realización de un grupo focal en el cual participaron diversos actores 
relevantes y reconocidos en Colombia por sus conocimientos en MASC. 
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arbitraria, lo cual entorpece procesos necesarios para la democratización 
de los MASC. Por ejemplo, la diversidad de canales o la expansión geográfica 
de los mismos. 

Más allá de las discusiones teóricas o dogmáticas, la eficiencia de los 
MASC dependerá de cada operador de conciliación o mediación, la situación 
conflictiva y contexto en el que opere. En otras palabras, los MASC no son 
eficientes per se, sino que se hallan condicionados por el factor humano, 
contextual e institucional.49 

Finalmente, en términos de democratización, es importante consi- 
derar la implementación de estrategias innovadoras de cobertura nacional 
de los MASC. Por ejemplo, la caja de herramientas en MASC a la cual se 
aludió en el presente documento. También debería evaluarse la posibilidad 
de que el operador de MASC tenga las facultades necesarias para igualar 
y equili- brar la situación de las partes en conflicto, cuando perciba una 
asimetría que pueda afectar el proceso de acuerdo. 

7.1.2. Respecto del abordaje de conflictos de familia 
 

En relación con los conflictos de familia, se observa que los MASC 
constituyen herramientas de procesamiento más beneficiosas que la ins- 
tancia judicial. Esta clase de problemáticas suelen ser singularmente do- 
lorosas para las partes en disputa, donde la emocionalidad juega un papel 
sensible y donde los derechos de las partes mutan con mayor facilidad.50 

En ese marco, una decisión rígida como la de un juez en sede judicial, 
puede: (i) ser contraproducente a los intereses no estrictamente jurídicos 
de la familia como sistema existente y distintivo; y, (ii) generar posibles fricciones 
entre las partes por el esquema ganador/perdedor que se maneja en dichos 

 
 
 

49 Dicha necesidad de contar con un perfil especializado para dedicarse a los MASC no fue únicamente 
identificado por parte de la doctora Tarazona Zambrano, sino en el marco del informe de “Vías de 
acceso a la administración de justicia en asuntos civiles y de familia” (CEJA -IDRC Canadá:2023). En 
dicho documento se señalaba que los operadores de MASC deben tener vocación y presentar un 
debido desarrollo de habilidades tales como la empatía y la comunicación efectiva. 

50 Esta premisa expresada tanto por la doctora Tarazona Zambrano como por multiplicidad de 
operadores de MASC ya había sido puesta en otros estudios, precisando que en Colombia los MASC 
“muestran una alta efectividad en resolver conflictos familiares, especialmente en materias de 
alimentos y custodia de menores, con tasas de acuerdo superiores al 60% y 70% respectivamente” 
(CEJA-IDRC Canadá: 2023). 
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escenarios, lo cual no sucede con los MASC, donde las decisiones son 
tomadas por las partes de manera conjunta y a la medida de las necesidades 
de los asistentes al encuentro y sus posibles hijos o demás miembros del 
sistema familiar. 

Los asistentes al grupo focal llamaron la atención sobre la necesidad 
de comprender los diversos componentes jurídicos que se hallan en juego 
en los conflictos de familia, tales como las narraciones antagónicas que se 
postulan, la emocionalidad de las partes o la incertidumbre sobre el futuro 
de las mismas. Dichos aspectos deben ser sopesados por el operador de 
MASC para un debido manejo de la audiencia de conciliación o el 
encuentro de mediación.51 

En esa línea, cabe objetar que -por falta de formación, desconoci- 
miento o mala fe- los operadores pueden terminar realizando acciones en 
las cuales funjan como jueces, desconociendo el alcance formal y material 
de los MASC, desnaturalizando la figura y generando, en el fondo, una 
acción con daño respecto de las partes en conflicto. 

Sobremanera, porque los conflictos de familia son escenarios de 
afectación desproporcionada para grupos tradicionalmente discriminados, 
tales como las mujeres, la población LGBTIQ+ y los niños, niñas y adolescentes. 
Ello agrava el deber de monitorear y eliminar las barreras operativas de 
malas prácticas en que incurren los operadores de MASC. 

Poder entender el conflicto implica tener la capacidad (institu- 
cional-personal) para asumirlo en su materialidad histórica y compleja, a 
efectos de poder instrumentar una adecuada gestión. De allí que, en un 
gran número de ocasiones, acudir a medidas de justicia en sede judicial o 
administrativa no genera una resolución del conflicto de familia, a pesar de 
que se pueda garantizar un derecho a “regañadientes”. 

 
 

51 Durante la realización del grupo focal, la doctora Martha Eliana Martínez Espinosa (Conciliadora en 
Derecho, Mediadora Narrativa, ex jefe del área de Conciliación en Derecho y del área de proyectos 
del Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá), señaló la importancia 
del uso adecuado de herramientas para el abordaje de determinados conflictos. Por ejemplo,     las 
herramientas y técnicas propias de la mediación narrativa para los conflictos de familia, pues dicho 
esquema de mediación permite la compresión de las historias de las partes y ve el acuerdo como 
un resultado orgánico que nace de la empatía y de la compresión, y no reduce el proceso de 
interacción del encuentro de mediación a una simple transacción de necesidades e intereses, como 
puede suceder con otros modelos. 
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7.1.3. Respecto del abordaje de conflictos civiles 
 

En general, las observaciones realizadas respecto de los benefi- 
cios de los MASC en relación a los conflictos de familia, son aplicables a 
los conflictos de vivienda (v.gr., flexibilidad; manejo de la alta emocio- 
nalidad de las partes; o, el papel del operador de MASC). Sin embargo, 
estos presentan algunas notas distintivas que consideramos conveniente 
destacar: 

1) La posibilidad de los MASC de realizar encuentros in situ para 
la adecuada compresión y abordaje del conflicto de vivienda o 
con- vivencia, circunstancia especialmente relevante en entornos 
ru- rales en donde se discuten situaciones tales como el 
movimiento de una cerca, la necesidad de una servidumbre o 
la ocupación por terceros de un espacio. 

2) Ante el fracaso de la intervención de un operador de MASC se 
abre la posibilidad de gestionar el conflicto a través de la agencia 
ciudadana como parte y extensión de la justicia comunitaria. Por 
ende, la vía judicial no es la única opción existente. 

En consonancia con lo expuesto, los asistentes al grupo focal men- 
cionaron que no encuentran una diferencia sustancial entre los conflictos 
de familia y los civiles en términos de abordaje desde los MASC, pues ambos 
reportan altas dosis de emocionalidad y afectación a los núcleos de interés 
más profundos de la persona. 

7.1.4. Consideraciones desde el enfoque de género y diferencial 
 

Los roles de género afectan de múltiples modos el acceso a la justicia 
de las mujeres. En las entrevistas realizadas, se refiere que muchas per- 
sonas aún hoy consideran que la mujer tiene (por naturaleza) el papel de 
cuidadora y el hombre el rol de proveedor, lo cual influye directamente en 
la baja autonomía económica de algunas mujeres al momento de represen- 
tar sus propios intereses en espacios de negociación y diálogo, tales como 
la conciliación y mediación. 

Los roles de género también pueden generar conflictos en las familias 
cuando las mujeres deciden cuestionar -desde su comportamiento- los 
mandatos que les han sido asignados. Esta situación, da paso a disputas en 



VÍAS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE FAMILIA Y VIVIENDA EN COLOMBIA: Efectividad de los abordajes y respuestas 

153 

 

 

 
 

las que algunos hombres consideran que las mujeres no están cumpliendo 
con su función en la familia, omitiendo u olvidando que se trata de una 
expectativa y construcción social y cultural. 

Otro elemento identificado en las entrevistas realizadas a actores 
relevantes de los MASC, es el abandono que experimentan algunos 
adultos mayores que carecen de pensión o ingresos propios para soste- 
nerse. En estos contextos, las personas adultas mayores se ven inmersas 
en una situación de dependencia económica para con sus familia o ha- 
cia instituciones públicas, lo cual suele generar tensiones intrafamiliares 
y conflictos económicos que difícilmente permiten la debida representa- 
ción de los intereses de la persona en escenarios auto-compositivos de 
gestión de conflictos. Esta situación puede tener efectos emocionales y 
psicológicos sobre la salud mental de las personas mayores, derivando 
en cuadros de marginación social o vulnerabilidad frente a la pobreza, la 
exclusión y el maltrato. 

Por otra parte, las diferentes discapacidades pueden requerir una 
amplia gama de medidas diferenciales para lograr la inclusión social, 
desde adaptaciones físicas, hasta la provisión de mecanismos que ga- 
ranticen la comunicación y el acceso a la información. En este sentido, 
algunos conciliadores pueden carecer de la formación y la sensibilidad 
necesaria para identificar y abordar estas necesidades de manera ade- 
cuada. Esto puede llevar a la exclusión de las personas con discapaci- 
dad de procesos de conciliación fundamentales para sus vidas, lo cual 
perpetúa las desigualdades y obstaculiza la justa resolución de conflic- 
tos. Aunque los MASC tienen un carácter transformador, la verdadera 
incorporación del enfoque diferencial en esta materia todavía requiere 
mayores esfuerzos. 

Por último, en áreas rurales, la limitada accesibilidad a dispositivos 
tecnológicos, la falta de conectividad a internet, el analfabetismo digital 
o la desconfianza en la tecnología, son obstáculos que contribuyen a la ra- 
dicalización de la brecha digital y a la exclusión de estas comunidades: la 
carencia de tecnologías impide la disponibilidad de información fundamen- 
tal para el conocimiento y ejercicio pleno de sus derechos. En especial, para 
personas adultas mayores y poblaciones rurales con bajo o nulo acceso a 
medios digitales. 
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7.2. Justicia Comunitaria, ¿efectiva?: violencia, centralismo y 
trabajo gratuito 

El primer acercamiento territorial a la Justicia Comunitaria en el marco 
del proceso de recolección de información, se concretó en el municipio de Flo- 
rencia (Caquetá). Allí se entrevistó a integrantes y directivos de la comisión de 
convivencia y conciliación de la Junta de Acción Comunal del barrio El Mirador, 
quienes manifestaron que la Justicia Comunitaria -entendida desde las accio- 
nes que pueden realizarse por parte de los diversos niveles del movimiento 
comunal de Colombia y, especialmente, desde su base que son las Juntas de 
Acción Comunal (en adelante, JACs) y las Juntas de Vivienda Comunitaria- pue- 
de ser muy amplia en términos de abordaje y transformación de conflictos. 

Sin embargo, la práctica evidenciaría que su efectividad es limitada. 
Según las entrevistadas, ello obedecería a una multiplicidad de factores, 
entre los cuales destacan: 

(i) La falta de formación de los integrantes de las JACs y sus Comi- 
siones de Convivencia y Conciliación52 en el abordaje y transformación de 
conflictos de carácter comunitario y convivencial; 

(ii) El hecho de que un alto número de los nombramientos al interior de 
las JACs no responden a factores ligados a la idoneidad o un interés genuino 
de las personas nombradas, sino a favores o cuotas políticas. Por ejemplo, las 
vicepresidencias e integrantes de Comisiones de Convivencia y Conciliación; 

(iii)La carencia de acciones de comunicación y sensibilización de cara a la 
ciudadanía, aspectos imprescindibles para dar a conocer la posibilidad de abor- 
dar y transformar conflictos desde las instancias del movimiento comunal; y, 

(iv) El resurgimiento de esquemas de violencia, los cuales desincen- 
tivan a las partes para la gestión pacífica de conflictos, bien sea por la toma 
de vías de hecho o por el miedo a ser víctima de las mismas. 

 
52 Es relevante recordar que las Comisiones de Convivencia y Conciliación de los diferentes niveles del 

movimiento comunal de Colombia son espacios para el tratamiento de conflictos internos de 
dichos niveles, pues de acuerdo al artículo 48 de la ley 2166 de 2021 “la comisión de convivencia y 
conciliación constituye el órgano encargado de garantizar que los afiliados gestionen sus diferencias, 
con la ayuda de un tercero neutral denominado conciliador. La comisión propenderá a la resolución 
pacífica de conflictos, la sana convivencia, el fortalecimiento y el orden justo de la comunidad que hace 
parte del organismo de acción comunal”. Debe mencionarse adicionalmente que esta comisión 
deberá existir en todos y cada uno de los organismos de la acción comunal, que se integrará por un 
número impar de mínimo tres (3) personas (artículo 49, Ley N° 2166 de 2021). 
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En este punto es necesario señalar el fenómeno que se presenta 
en Colombia respecto de las llamadas Comisiones de Convivencia y Conci- 
liación del Movimiento Comunal. Dichas comisiones se regulan mediante 
la Ley N° 2166 de 2021 (artículos 48 al 59), la cual establece que sus inte- 
grantes reciben el título de conciliadores y tienen la facultad de conocer 
de los conflictos que se presenten al interior de la organización de la que 
son parte, cualquiera sea el nivel del Movimiento Comunal. 

La Ley N° 2.220 de 2022 (arts. 84 y 85) complementa el régimen se- 
ñalado, posibilitando que los integrantes de las comisiones en cuestión 
puedan configurarse como Conciliadores en Equidad en la medida en que 
cumplan los requisitos legales a tan fin. Dicha circunstancia deja a la herra- 
mienta de las comisiones sin incidencia real en el marco del abordaje y la 
transformación de conflictos de carácter comunitario. 

Vinculado con ello y de acuerdo a lo estipulado por la norma, llama 
la atención que los conciliadores de las comisiones no son necesaria- 
mente formados en gestión de conflictos por ninguna entidad pública 
o privada de manera anterior o posterior a su nombramiento, además 
de que su labor se circunscribe a los conflictos internos del Movimiento 
Comunal -v.gr., conflictos organizativos, procesos de impugnación y 
disciplinarios- o, eventualmente, a fungir como conciliadores en equidad. 
Esto relativiza la efectividad e impacto social de la institución en términos 
de acceso a la justicia. 

Los miembros del Movimiento Comunal de Florencia (Caquetá) 
entrevistados, mencionaron que las personas prefieren que los asuntos de 
convivencia sean resueltos por la Policía Nacional a través de la mediación 
policial, dado que: (i) las JACs del municipio no están fungiendo como espa- 
cios de abordaje y transformación de conflictos; y, (ii) las vías comunitarias 
son, en la mayoría de las ocasiones, secundarias. A los motivos expuestos, 
añaden el temor que existe en los miembros de las JACs de intervenir, de 
enemistarse con los vecinos o, en el peor de los casos, de sufrir agresiones 
o atentados por parte de grupos armados debido al resurgimiento de es- 
quemas de violencia social paraestatal.53 

 
 

53 La presencia de grupos armados al margen de la ley, así como la administración de justicia de facto 
que los mismos ejercen de forma paralela a la ley y el Estado, fue mencionada por los miembros y 
operadores de la Justicia Comunitaria, de la vía judicial y los MASC. 
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Esto es importante ponerlo de resalto, ya que uno de los principales 
beneficios que suelen predicarse de la Justicia Comunitaria y los MASC 
en entornos marcadamente violentos y con presencia de grupos 
armados al margen de la ley, es la posibilidad de que su implementación 
conlleve el empoderamiento de los miembros de la comunidad en la 
resolución de sus conflictos y, con ello, la reducción de la influencia de 
dichos grupos. 

En relación con la Mediación Policial, se entrevistó a la Sub inten- 
denta de policía encargada de Mediación Policial de la Casa de Justicia de 
Florencia (Caquetá), quien mencionó que su presencia para la intervención 
en conflictos comunitarios es cada vez más solicitada. Señaló que ello es 
positivo si se analizan como variables la reducción de hechos violentos en la 
sociedad y la descongestión de la justicia administrativa, pero negativo si se 
valora su funcionalidad en términos integrales: debe hacerse cargo de las 
tareas de mediación policial en el municipio y de las demás labores dentro 
de la organización, sin que haya más apoyo o recursos para el servicio. 

Respecto de la Justicia Comunitaria en la ciudad de Barranquilla (Atlán- 
tico), las personas entrevistadas54 manifestaron que los principales conflictos 
que se presentan a nivel convivencial -y de los cuales se tiene noticia a través 
de las juntas de acción comunal de los barrios- son: conflictos de familia 
que están estructuralmente atravesadas por violencia intrafamiliar y VBG; 
abandono del hogar; pandillas; uso de drogas; abandono de adultos mayores; 
y, perturbación del orden público, donde destacan la disposición de des- 
hechos de mascotas, de basura y el uso del espacio público para fiestas o 
ejercicio del trabajo sexual. 

También señalaron que el Movimiento Comunal de Colombia podría 
tener un gran impacto en la comunidad y los modos de resolver sus problemas. 
Sin embargo, por múltiples razones, la herramienta carece de efectividad. Por 
ejemplo, porque –como sucedía en Florencia-, los conciliadores de las 
Comisiones de Convivencia y Conciliación son percibidos por las comunidades 
como operadores de justicia en potencia, sin que se encuentren debidamente 
formados ni capacitados legalmente. 

 
54 Entre ellas, a Pablo Arteta Manrique (mediador comunitario y Conciliador en Derecho); César 

Hernández Otero (integrante de la Junta de Acción Comunal Los Laureles, de la Asociación 
Comunal Sur Oriente de Barranquilla, integrante de la Federación de la misma ciudad y conciliador 
de la comisión de conciliación y convivencia de la Confederación Nacional del Movimiento Comunal 
de Colombia); y, a Patricia Peña Ruiz (Presidenta de la Federación Departamental de Juntas de 
Acción Comunal de Barranquilla y Docente de Colegio Público de la misma ciudad). 
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En las entrevistas realizadas a integrantes de JACs de otras jurisdic- 
ciones,55 surgió la falencia de la estructura legal respecto de la creación 
y funcionamiento de las Comisiones de Convivencia y Conciliación. Entre 
las posibles alternativas para abordar el problema, sugieren: (i) modificar 
la norma para que los conciliadores de las comisiones tengan las mismas 
funciones de los conciliadores en derecho de los servidores públicos; o, (ii) 
toda vez que la mediación no se encuentra regulada en Colombia, se forme 
de modo paralelo o complementario a dichos conciliadores como mediado- 
res comunitarios, en habilidades y técnicas especializadas para el abordaje 
de conflictos comunales y barriales.56 

Respecto de la justicia comunitaria en Pereira (Risaralda), se precisa 
que no opera de forma óptima ya que la ciudadanía ignora los canales de 
acceso y los funcionarios públicos desconocen técnica y materialmente su 
operatividad. Esto lleva a que los ciudadanos prefieran la intervención en 
los conflictos de la presidenta de la Junta de Acción Comunal o de los ediles 
de las localidades, dejando en evidencia la falta de empoderamiento de los 
operadores de la justicia comunitaria en el municipio. 

Por su parte, Quintana Moreno y Bru García -al vivir en municipios 
eminentemente rurales- señalan las dificultades de operar la justicia comu- 
nitaria desde sus labores como líderes comunitarios por las constantes in- 
tervenciones de los grupos armados, situación similar a la ya referenciada 
en el municipio de Florencia (Caquetá). 

Otro aspecto que alude Bru García, es que los roles de conciliador en 
equidad y miembro del movimiento comunal no se encuentran completa- 
mente divididos: no es que “un día me despierte como miembro de la comisión 
de convivencia y al otro como conciliador en equidad”. Dicha  manifestación 

 
 

55 Entre ellas, María Isabel Gutiérrez -integrante de la JACs del Barrio La Palmilla, presidenta de la 
Asociación de JACs de Pereira (Risaralda) y Secretaria Ejecutiva de la Confederación Comunal      de 
Colombia-; Edwin Enrique Quintana Moreno -presidente de la JACs del barrio El Diamante       en 
Tierralta (Córdoba); y, Waldyr Bru García -presidente de la JACs del barrio el Tiempo en Montelíbano 
(Córdoba), integrante de la Comisión de Convivencia y Conciliación de la Federación Departamental 
de Córdoba y Conciliador en Equidad-. 

56 Una experiencia similar se concretó en los meses de octubre y diciembre de 2023, en el marco del 
proceso de implementación de la Caja de Herramientas en Métodos de Resolución de Conflictos 
llevado a cabo por la Unión Temporal de las Cámaras de Comercio de Bogotá, Cali y Medellín y      el 
Programa de Justicia Inclusiva de USAID. En ese proceso se formaron a cien integrantes del 
Movimiento Comunal de Colombia de las regiones del Urabá Antioqueño, Montes de María, 
Córdoba, Chocó, el Pacífico Nariñense, Putumayo, Cauca, Valle del Cauca, entre otras. 
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refuerza la tesis expuesta con anterioridad, en torno a que la Justicia 
Comunitaria y los MASC están separados por una línea sumamente 
delgada y, en algunos casos, inexistente. 

Uno de los entrevistados57 enfatizó que, una de las maneras más 
eficientes para democratizar el acceso a la justicia en un país como Colombia, 
es a través de la Justicia Comunitaria. En especial, la que ofrece el Movi- 
miento Comunal, pues ha demostrado tener la capacidad de: (i) llegar a 
zonas a las cuales el Estado y sus vías formales no han llegado; y, (ii) brindar 
espacios de diálogo y construcción de relaciones sociales que trabajen por 
la consolidación de una paz estable y duradera. 

Las principales barreras percibidas respecto de la Justicia Comunitaria, 
tanto en su acceso como para su operatividad, son: 

1) Falta de un sentido de pertenencia de los miembros de las comu- 
nidades para la construcción de la justicia y la paz como un lugar 
inmaterial de interés colectivo. 

2) El resurgimiento del fenómeno de la violencia en los departamen- 
tos del Caquetá, Córdoba y otras zonas del país, el cual constituye 
un factor de intimidación para los líderes y lideresas comunitarios 
que intervienen en asuntos sociales, producto del temor a sufrir 
represalias de los actores armados al margen de la ley. 

3) Falta de formación en habilidades y técnicas para el abordaje 
y transformación de conflictos por parte de los integrantes de 
Movimiento Comunal, especialmente de los Conciliadores de las 
Comisiones de Convivencia y Conciliación del orden municipal y 
departamental. Ello afecta la calidad del servicio que se presta. 

En términos macro, el fenómeno de falta de formación también 
se extiende a la población en general. Como fue expuesto por 
CEJA – IDRC Canadá (2023) “las mujeres rurales y afrodescendientes 
presentan bajos niveles de escolaridad, con un alto porcentaje alcan- 
zando solo entre 0 a 5 años de educación. Esta brecha   afecta 

 
 

57 Jaime Gutiérrez Ospina, director ejecutivo de la Confederación del Movimiento Comunal de 
Colombia, Defensor de Derechos Humanos, integrante del Consejo Nacional de Paz y Juez de Paz 
para el municipio de Dosquebradas (Risaralda). 
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su comprensión y acceso a la justicia ordinaria, resaltando la impor- 
tancia de la mediación oral y la justicia comunitaria”. Esto incide 
negativamente en dos sentidos. Por un lado, en el acceso a la jus- 
ticia por vías reales y eficientes. Por otro, en la instrumentación y 
relacionamiento con los procesos de negociación. 

4) Ausencia de esquemas comunitarios de justicia propia que 
permitan que determinadas poblaciones accedan a la justicia. 

5) Algunos de los líderes que llegan a cargos relevantes dentro de 
estructuras como el movimiento comunal de Colombia y/o las 
JACs, carecen de formación técnica y especializada para la gestión 
de conflictos. 

6) Falta de confianza de la ciudadanía en los líderes comunitarios, 
aspecto estrechamente ligado a la ausencia de acciones de comu- 
nicación para divulgar y sensibilizar en torno al funcionamiento y 
alcance de sus labores. 

7) La existencia de un excesivo centralismo institucional en Colombia 
que limita la operatividad de la Justicia Comunitaria. En esa lógica, 
el movimiento popular se lee como una amenaza, dado que -con- 
forme estiman las personas entrevistadas- contaría con cerca de 
17.000.000 de afiliadas a nivel nacional. 

 

8) Falta de reconocimiento y remuneración de los operadores de 
Justicia Comunitaria por parte del Estado Colombiano. El trabajo 
que desarrollan se sigue entendiendo como una labor comuni- 
taria y esencialmente gratuita, soslayando que están ejerciendo 
una función y cumpliendo una tarea que le corresponde al Estado. 

Para concluir el presente apartado, consideramos importante 
reseñar las conclusiones extraídas del proceso de validación de información 
ejecutado:58 

 

58 El proceso de validación de la información recolectado para la vía de Justicia Comunitaria se    llevó 
a cabo mediante entrevista a profundidad realizada al doctor Juan Diego Manrique Osuna, 
abogado en ejercicio, especialista en Derecho de Tierras, consultor en resolución de conflictos en 
asuntos relacionados con el uso, la tenencia y la propiedad de la tierra, Métodos de Resolución  de 
Conflictos y responsable de Derechos Humanos del pueblo Tayrona a nivel nacional, así como 
mediante la realización de un grupo focal en el cual participaron diversos actores relevantes y 
reconocidos en Colombia por sus conocimientos en Justicia Comunitaria. 



JUSTICIA CENTRADA EN LAS PERSONAS: Acceso a la justicia formal, alternativa y comunitaria en Colombia y el Perú 

160 

 

 

 
 

7.2.1. Respecto de la contribución en términos de acceso a la 
justicia 

La justicia comunitaria habilita a las comunidades rurales para admi- 
nistrar sus conflictos de manera autónoma, desafiando el paradigma de la 
intervención estatal y proponiendo un enfoque renovado en la resolución 
de disputas. Este cambio de perspectiva no sólo redefine el acceso a la jus- 
ticia, sino que fortalece el poder de las comunidades al modificar las reglas 
de administración y gestión de la justicia y otorgarles un mayor control 
sobre sus propios asuntos. 

En ese sentido, la justicia comunitaria colombiana emerge como 
una alternativa al sistema legal formal, permitiendo que las comunidades 
aborden sus conflictos sin depender exclusivamente de la intervención 
gubernamental. Este empoderamiento comunitario -particularmente sig- 
nificativo en áreas rurales donde la presencia estatal puede ser limitada-, 
promueve la autodeterminación y la autogestión, desplazando el modelo 
tradicional en el que las partes involucradas en los conflictos eran meros 
receptores de decisiones externas. 

7.2.2. Respecto de los niveles de Justicia Comunitaria 
 

La justicia comunitaria opera en diversos niveles, en un espectro que 
comprende desde la validación de la justicia ordinaria hasta la adopción de 
medidas que podrían contravenir la ley. Sin embargo, la distinción entre 
la justicia comunitaria y oficial carece de claridad, lo que suscita cuestio- 
namientos sobre su legitimidad y posición en relación con el sistema legal 
nacional. Especialmente en sistemas legales reconocidos y paralelos al 
sistema jurídico oficial, como es el caso de la autonomía de cabildos indígenas 
o consejos comunitarios afro que tienen sus propios sistemas jurídicos. 

Esta amplia gama de niveles ilustra la complejidad inherente a la 
justicia comunitaria y cómo puede encontrarse en un continuo entre las 
prácticas socialmente aceptadas y las normativas legales formales. La jus- 
ticia comunitaria se sustenta en principios arraigados en las tradiciones y 
valores locales de las comunidades, los cuales no están codificados en leyes 
formales. Esta distinción es fundamental ya que contrasta con la justicia 
ordinaria, cuyas bases y presupuestos descansan en las normativas legales 
establecidas. 
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Este enfoque intercultural de la justicia comunitaria, aunque enri- 
quecedor, plantea desafíos significativos en su implementación y expansión. 
Sobremanera, en un país tan diverso como Colombia, donde: (i) las comunida- 
des poseen múltiples interpretaciones y enfoques de la justicia; y, (ii) la adap- 
tación a los valores culturales y tradiciones locales se convierte en un proceso 
complejo y multifacético. Estos desafíos requieren un acercamiento cuidadoso 
y sensible, el cual permita asegurar que la justicia comunitaria pueda desarro- 
llarse de manera efectiva y beneficiosa para todas las partes involucradas. 

7.2.3. Respecto de los actores de la comunidad que intervienen 
 

En Colombia no existen comunidades homogéneas. Cada una de 
ellas carga con símbolos, tradiciones y formas de organizarse diversas. Esto 
incide en el perfil e identificación de los actores que intervienen. 

La experiencia de formación a operadores locales de justicia permite 
formular una apreciación general: los actores que mayor incidencia y visi- 
bilidad tienen en el abordaje colaborativo de resolución de conflictos son los 
líderes y lideresas sociales. Estos liderazgos sociales no se reducen a expre- 
siones meramente políticas, dado que su intervención responde a dinámicas 
culturales, históricas y situadas. 

Por ejemplo, en las comunidades indígenas de la Sierra Nevada de 
Santa Marta, son los líderes espirituales quienes resuelven la mayoría de 
conflictos familiares o civiles en cada asentamiento. Esta dimensión de la 
justicia comunitaria resulta una opción viable de las comunidades que des- 
conocen el lenguaje jurídico y, además, suelen desestimarlo por ser lejano 
de su idiosincrasia étnico-territorial. 

7.2.4. Respecto del abordaje de conflictos de familia 
 

La justicia comunitaria se distingue por su capacidad para encontrar so- 
luciones innovadoras en la resolución de conflictos familiares, adaptando sus 
métodos a las necesidades particulares de cada comunidad. Esta flexibilidad 
permite que las partes involucradas recuperen su autonomía y participen 
activamente en la búsqueda de soluciones, promoviendo así procesos de 
curación y reconciliación. 

No obstante, debe reconocerse que existe el riesgo de que algunos 
acuerdos puedan resultar injustos o dolorosos, lo cual se relativiza argu- 
mentalmente a partir de los beneficios que reportaría. De ese modo, los 
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acuerdos pueden ser socialmente aceptados producto de las ventajas signifi- 
cativas que aportan a nivel comunitario, a pesar de que el tratamiento del 
conflicto en entornos oficiales hubiera sido diferente. Por ejemplo, en 
situaciones de VBG. 

Esta capacidad de la justicia comunitaria para abordar los conflictos 
familiares de manera sensible y contextualizada, resalta su importancia en 
la promoción de la cohesión social y el bienestar de las comunidades locales. 
Además, su enfoque centrado en la participación activa de las partes intere- 
sadas contribuye a fortalecer los lazos comunitarios y fomentar un sentido 
de responsabilidad compartida en la resolución de disputas. 

7.2.5. Respecto del abordaje de conflictos civiles 
 

La justicia comunitaria emerge como un recurso importantísimo en 
la gestión de conflictos de vivienda y tenencia de tierras, especialmente en 
áreas donde la presencia y eficacia del Estado se ven comprometidas -v.gr., 
zonas rurales o comunidades marginadas-. Estos conflictos pueden surgir 
por una multiplicidad de causas, tales como disputas sobre la propiedad de 
la tierra, invasiones de terrenos o problemáticas relacionadas con la vivienda. 
En este contexto, la justicia comunitaria ofrece una alternativa valiosa para 
abordar estas disputas de manera localizada y contextualizada. 

Es importante destacar que la aplicación de la justicia comunitaria 
no se limita a las poblaciones locales establecidas, sino que se extiende a 
conflictos de vivienda relacionados con migrantes. Estas personas, debido 
a su estatus migratorio y la posibilidad de enfrentar barreras en el acceso a 
los sistemas legales tradicionales, pueden beneficiarse significativamente 
de la intervención de la justicia comunitaria y su flexibilidad al momento de 
abordar conflictos. Al ofrecer un espacio donde se reconocen las necesidades y 
preocupaciones específicas de los migrantes, la justicia comunitaria puede 
desempeñar un papel crucial en la resolución de sus disputas de vivienda y 
tierras. Ello es trascendental en Colombia, donde en los últimos años se ha 
visto un incremento significativo de migración. En especial, en zonas como 
Santander, el Caribe colombiano, el Urabá Antioqueño, el sur del país -con 
foco en la ciudad de Cali- y Bogotá D.C. 

En este sentido, la justicia comunitaria no solo proporciona una vía 
posible para abordar los conflictos de vivienda y tenencia de tierras en 
áreas donde el Estado no llega de forma eficiente, sino que también sirve 
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como un canal inclusivo y sensible para resolver las disputas relacionadas 
con la vivienda de los migrantes. Ello contribuye a la promoción de la equidad 
y la justicia social en diferentes contextos comunitarios. 

En definitiva, la exploración de la justicia comunitaria revela un sistema 
dinámico y adaptable que desempeña un papel fundamental en la resolución 
de conflictos en una variedad de contextos sociales y geográficos. Desde 
la gestión de disputas familiares hasta la resolución de conflictos relacio- 
nados con la vivienda y la tenencia de tierras, la justicia comunitaria ofrece 
una opción valiosa en sí y/o cuando el sistema legal formal puede no ser 
accesible o adecuado. Su capacidad para adaptarse a las necesidades 
específicas de las comunidades locales y su enfoque en la participación 
activa de las partes interesadas, son aspectos destacados que demuestran 
su relevancia en la búsqueda de la equidad y la justicia social. 

Sin embargo, esta valiosa contribución no está exenta de desafíos. 
La falta de claridad en la relación entre la justicia comunitaria y el sistema 
legal nacional, plantea interrogantes sobre su legitimidad y capacidad para 
garantizar una protección adecuada de los derechos individuales. En ese 
marco, el perfeccionamiento de la coordinación entre ambas instancias, se 
presenta como una necesidad urgente para facilitar una aplicación equita- 
tiva de la ley y de los derechos en todos los contextos. 

A modo de síntesis, la justicia comunitaria emerge como un compo- 
nente vital en el panorama legal y social de Colombia, ofreciendo una pers- 
pectiva única que reconoce y valora la diversidad cultural y las tradiciones 
locales. Su fortaleza radica en la capacidad para adaptarse a los desafíos 
y necesidades cambiantes de las comunidades, promoviendo la cohesión 
social y contribuyendo a la construcción de una sociedad más justa y equi- 
tativa. Sin embargo, para que esta contribución sea plena, es imperativo 
abordar los desafíos existentes y trabajar hacia una mayor integración y 
coordinación entre la justicia comunitaria y el sistema legal formal. 

7.2.6. Consideraciones desde los enfoques de género y diferencial 
 

Desde el sector comunitario, se debe mencionar que existe una con- 
cepción cultural según la cual la violencia de género es un asunto privado 
que no debería ser expuesto en el ámbito público. Esta idea constituye 
un obstáculo para prevenir y atender la problemática de forma adecuada, 
puesto que produce un espacio propicio para que los agresores puedan 
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mantener su forma de actuar indetectable, mientras las víctimas guardan 
silencio y toleran el abuso con el fin de evitar el estigma social. Además, 
cuando las personas piensan que este tipo de situaciones son asuntos pri- 
vados, se dificulta la comprensión del fenómeno como un problema que 
requiere una respuesta estructural y colectiva en la que todas las personas 
pueden contribuir. En especial, desde la justicia comunitaria, a través de la 
sensibilización y deconstrucción en materia de estereotipos de género que 
reproducen la violencia y discriminación. 

De igual modo, la discriminación qué enfrentan las personas LGBTIQ+ 
en sus comunidades, las lleva a evitar el acercamiento a la justicia comunitaria 
por temor al rechazo. La falta de confianza en las instituciones comunitarias 
también se debe a que, en ocasiones, las personas que ostentan los liderazgos 
comunitarios no cuentan con conocimientos en temáticas relacionadas con 
diversidad sexual y de géneros. Inclusive, algunas formas de justicia comu- 
nitaria pueden ser abiertamente excluyentes para las personas el LGBTIQ+, 
en tanto no son reconocidas como tales dentro de los marcos culturales y 
sociales hegemónicos. 

La justicia comunitaria acoge y procesa conflictos de poblaciones 
muy variadas. Por ejemplo, personas con discapacidad, migrantes y/o jóvenes 
rurales. Esto nos permitió observar que conforma un tipo de justicia horizon- 
tal. Sin embargo, el poco o nulo conocimiento de los enfoques diferenciales 
en ciertas comunidades lleva a que sus particularidades no sean valoradas 
durante los procesos, limitando su acceso a la justicia y desatendiendo los 
temas específicos que pueden estar generando conflictos. Por ejemplo, las 
disparidades económicas y sociales. 

En este sentido, la justicia comunitaria tiene la potencialidad de abor- 
dar activamente estas dimensiones para proponer soluciones que mitiguen 
las desigualdades, aunque la escasa importancia brindada en determinadas 
comunidades al enfoque de género y diferencial puede llevar a que los 
líderes y lideresas no estén preparados para reconocer la discriminación 
ni para abordar de forma efectiva las necesidades específicas de grupos 
históricamente marginados. 

Un dato que no puede soslayarse, es la inestabilidad política y la pre- 
sencia de grupos armados al margen de la ley que existen en varias regiones 
del país. Dicha circunstancia dificulta la puesta en marcha de medidas de 
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justicia comunitaria y hace que la implementación de acciones diferenciales 
sea todavía más desafiante debido a la falta de seguridad y garantías de no 
repetición. La presencia limitada del Estado en áreas remotas ha contribui- 
do a la percepción de abandono, ya que las comunidades sienten que no 
reciben el adecuado respaldo en términos de servicios públicos, seguridad 
y acceso a la justicia. 

 
 
 

7.3. Legitimidad judicial, ¿sin credibilidad? Congestión, costos 
y déficits institucionales 

La instancia judicial en Colombia se caracteriza por ser “turbulenta y 
de difícil transito”,59 sea en términos de acceso u operatividad. Ello responde 
a una multiplicidad de causas, entre las que ocupa un lugar destacado, la 
alta congestión de los despachos judiciales.60 Dicha saturación provoca un 

retardo o dilación en el tratamiento de los casos y, por consiguiente, una 
violación a la garantía de plazo razonable. Por un lado, los procesos judiciales 
se demoran en ser asignados a determinados despachos. Por otro, dada la 
cantidad de casos y los problemas en el procesamiento, los tiempos de es- 
pera para los pronunciamientos de fondo son significativamente extensos. 

Durante el proceso de recolección de información en la ciudad de 
Bogotá D.C., algunos entrevistados aludieron que el promedio de aceptación 
de la radicación de una demanda es de siete (7) meses. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

59 Expresiones usadas por la doctora María Isabel Santos, abogada litigante y Conciliadora en 
Derecho para asuntos de familia. 

60 Se la identifica como la principal barrera de acceso y operatividad, en la medida en que fue señalada 
como tal por las diferentes personas entrevistas y el proceso de validación de información. 
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Gráfico N° 27
Solicitudes de conciliación (2023)

Fuente: Elaborado por CEJA-IDRC Canadá (2023)

En el municipio de Florencia (Caquetá), además de la congestión en 
los despachos judiciales, aparece como problema el tema económico: el 
acceso a los servicios jurídicos de abogado/as tiene un alto costo. Esto difi- 
culta el poder contar con representación judicial e imposibilita, en la práctica, 
la acreditación de un requisito esencial de acceso a la vía judicial. Recorde- 
mos que, como ocurre en otras latitudes, en el sistema jurídico colombiano 
se exige -en la gran mayoría de casos- el patrocinio letrado obligatorio. 

Por ejemplo, los costos en un proceso de fijación de cuota alimen- 
taria giran en torno al 20% del valor de los alimentos, por el término de un 
año; y, en un proceso de reconocimiento de servidumbre, puede representar 
4 salarios mínimos (más un 5% del porcentaje de la indemnización).61 

 
 

61 Debe resaltarse que en Colombia existe una costumbre en el mercado legal, que es acogerse 
-como mínimo- a las tarifas publicadas anualmente por parte del Colegio Nacional de Abogados de 
Colombia (CONALBOS). Sin embargo, dichas tarifas no son de consulta pública, pues el  público 
objetivo de la misma son los abogados, quienes deben pagar para acceder a la misma. 
Adicionalmente, debe considerarse que las tarifas son recomendaciones promedio, lo cual no 
implica que grandes firmas de abogados no puedan cobrar más por la prestación de sus servicios 
o que, dada la extensión del territorio nacional y la cantidad de abogados en Colombia, haya 
profesionales que cobren por debajo de las tarifas mencionadas por servicios deficientes. 
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Las barreras existentes para la operatividad de los despachos judi- 
ciales en Colombia, se vinculan con la falta de instalaciones adecuadas para 
la prestación del servicio. En general, se trata de edificaciones antiguas, 
sin las adecuaciones y comodidades básicas para garantir la privacidad de 
las usuarias y el trabajo de los funcionarios. Por ejemplo, en el municipio 
de Florencia (Caquetá), donde la temperatura media anual es de 30º y la 
humedad superior al 80%, se observó la ausencia de ventiladores o aires 
acondicionados en el Palacio de Justicia. Idéntica situación se replicó en el 
municipio de Barranquilla (Atlántico). 

El obstáculo identificado se halla estrechamente ligado con la distri- 
bución geográfica de los recursos judiciales. Tal y como fue expuesto por 
CEJA – IDRC Canadá 2023, “existe una concentración de recursos judiciales 
en áreas urbanas”. En la práctica esto implica una dificultad adicional para 
la población rural, dado que debe desplazarse durante jornadas enteras 
para poder acceder a servicios especializados de justicia. 

 
 

Tabla N° 25
Número de juzgados especializados por departamento en Colombia (2023)

DEPARTAMENTO FAMILIA CIVIL TOTAL POBLACIÓN

Antioquia 16 135 625 6.848.360
Bogotá D.C. 14 190 623 7.907.281

Caquetá 4 6 15 425.053

Fuente: Elaborada por CEJA-IDRC Canadá (2023)

Otro de los impedimentos operativos advertidos es la falta de per- 
sonal especializado dentro de los despachos judiciales. En particular, en los 
despachos de familia. Por ejemplo, psicólogas o trabajadores sociales que 
puedan responsabilizarse o colaborar con aspectos o procedimientos pun- 
tuales tales como los intentos de conciliación judicial o las visitas in situ al 
hogar de las partes en conflicto. La ausencia de este personal genera que 
las abogadas de los despachos judiciales no sólo deban hacerse cargo de 
todos los asuntos relacionados con los procesos -generándose así retrasos 
en los mismos y una baja capacidad de respuesta institucional-, sino que el 
abordaje sea de menor calidad o eficiencia –al no contar con la experticia 
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técnica interdisciplinaria para entender, comprender y proponer soluciones 
más idóneas al conflicto-. 

 

Finalmente, en el proceso de recolección de información, también 
se constató la falta de redes y/o alianzas entre entidades del ecosistema de 
justicia que trabajen en la divulgación de las formas de trabajo, los derechos 
reconocidos y las instituciones disponibles. En el municipio de Pereira (Risa- 
ralda) se mencionó que los operadores judiciales encuentran dificultades en 
el cruce de la información que se produce por parte de entidades ajenas a los 
juzgados, tales como el Instituto Colombiano de Bienes Familiar -ICBF- o las 
secretarías de familia. Aparentemente, estas últimas comunican a la ciuda- 
danía la posibilidad de tramitar o gestionar determinados asuntos ante los 
juzgados, siendo dicha información errada o inexacta. 

Las dificultades en el conocimiento de las reglas no es patrimonio 
exclusivo de las personas legas. Los expertos también adolecen del mismo 
déficit, producto de las repetidas y regulares modificaciones legislativas 
que se concretan. Ello dificulta el trabajo profesional de los abogados 
litigantes y las funcionarias públicas del sector justicia.62 

No obstante lo expuesto, debe reiterarse que la vía judicial cuenta 
con gran legitimidad dentro de la sociedad colombiana, quien –si bien es 
consciente de su lentitud- sigue reconociéndola como una instancia “justa” 
cuyas decisiones son consideradas legítimas y válidas. 

Por otro lado, la valoración de los operadores del sector justicia res- 
pecto de la función judicial es positiva. Por lo menos, para los municipios de 
Medellín (Antioquia) y Pereira (Risaralda), donde se destaca la disponibilidad 
de herramientas (digitales y físicas) de trabajo. Dicha situación, contrasta con 
la realidad de municipios eminentemente rurales. Por ejemplo, en Florencia 
(Caquetá) la prestación digital de la vía judicial se ve comprometida por la 
deficiente red de servicio eléctrico con que se cuenta, situación que se puede 
replicar en un sinnúmero de ayuntamientos del país. 

 
 

62 Lo expuesto permite concluir que, los desafíos institucionales para la vía judicial inicialmente 
identificados por parte del informe CEJA -IDRC Canadá (2023), fueron acertados. En especial, 
aquellos relacionados con una elevada congestión judicial, particularmente en materia de familia; 
una falta de debida capacitación de los jueces en conciliación judicial en derecho y las habilidades 
necesarias para llevarla a cabo; y, una inadecuada orientación de las partes en términos de 
expectativas y funcionamiento del proceso judicial por parte de los abogados. 
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Entre las principales consideraciones extraídas del proceso de 
validación de información de la vía judicial,63 destacamos: 

7.3.1. Respecto de la democratización de acceso a la justicia 
 

Colombia muestra avances significativos en los mecanismos de 
acceso a la administración de justicia, lo cual facilita la instrumentación de 
este derecho fundamental al tiempo que robustece la democratización de 
su ejercicio. 

Por ejemplo, las tecnologías de la información y comunicación apli- 
cadas al servicio judicial han posibilitado el ejercicio de acciones judiciales y 
simplificado su burocracia al eliminar pasos o exigencias ineficientes -v.gr., 
tener que desplazarse físicamente hasta los juzgados y esperar a que los 
funcionarios de turno atiendan a las partes y sus abogados-. 

Esas mismas tecnologías y los procesos de digitalización también 
han permitido mejorar la transparencia y accountability, cooperando en 
la construcción de prácticas más deferentes a ideales democráticos. Por 
ejemplo, han permitido estandarizar procedimientos, otorgar previsibilidad 
en ciertas reglas de actuación o en los resultados esperados. Ello relativizó 
la incidencia de hábitos forenses objetables, tales como el derecho de la 
baranda. 

Las dificultades administrativas y de cobertura geográfica han sido 
enfrentadas a través de la instalación de consultorios jurídicos, casas de 
justicia y centros de convivencia ciudadana. En cierto sentido, dichas medidas 
mitigan la dificultad estatal de llegar a zonas inaccesibles, tales como regio- 
nes rurales, espacios urbanos o poblaciones tradicionalmente marginalizadas 
(v.gr., migrantes, LGBTIQ+ y/o víctimas de VBG o VBD). 

7.3.2. Respecto del abordaje de conflictos de familia 
 

Las particularidades sociales que presentan los conflictos de fami- 
lias exceden lo estrictamente jurídico, circunstancia que exige repensar 

 
 

63 La entrevista a profundidad para validar los hallazgos de la vía judicial se realizó a la Dra. Juliana 
María Giraldo Serna (abogada, especialista en Derecho Comercial y Master en Derecho Deportivo; 
Árbitro; Secretaria de Tribunal Arbitral; Conciliadora; ex Directora del Centro de Conciliación, 
Arbitraje y Amigable Composición de la Cámara de Comercio de Cali; docente universitaria de 
Derecho Probatorio). 
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la instancia judicial, su desarrollo e idoneidad. Incluso cuando se abordan 
temas como fijaciones de cuota alimentaria, custodia y cuidado personal 
de niños, niñas y adolescentes, el conflicto de familia presenta un trasfon- 
do relacional que no puede obviarse. Solo con una mirada comprensiva y 
responsable de lo que implica una ruptura de las relaciones familiares, se 
puede abordar y transformar debidamente un conflicto, lo cual no siempre 
sucede en sede judicial por: (i) los esquemas estrictos e impersonales que 
reproduce la ley; y, (ii) el sistema jerarquizado de ganador – perdedor que 
impera en la vía judicial. 

Partiendo de esta premisa, es razonable afirmar que la vía judicial no 
reporta las mejores condiciones o capacidades institucionales para abordar 
un conflicto de familia en su totalidad, careciendo el sistema y sus opera- 
doras de herramientas reales para satisfacer los interés de las partes. Bajo 
esa lógica, pareciera que canales como los MASC y la Justicia Comunitaria 
podrían brindar abordajes más integrales y eficientes. 

7.3.3. Respecto del abordaje de conflictos civiles 
 

Si los conflictos civiles, de vivienda y vecinales se comprenden como 
conflictos de convivencia en entornos sociales tales como barrios, lo primero 
que deberíamos repensar es su ámbito de (re)solución. Esas problemáticas 
no deberían ingresar en sede judicial y, si lo hacen, es un claro ejemplo de que 
el conflicto ha escalado de manera desproporcionada. La sociedad debería 
estar en condiciones o tener la capacidad de atender dichos conflictos desde 
la autogestión o, en el caso más extremo, mediante expresiones de justicia 
comunitaria o MASC. 

7.3.4. Consideraciones desde los enfoques de género y diferencial 
 

En varios de los conflictos de familia reportados por las personas 
entrevistadas, aparece como un eje común o persistente la violencia contra las 
mujeres. Estas violencias son de diversa índole -v.gr., psicológica, económica, 
física y/o institucional- y no distinguen clases sociales, ámbitos o situaciones. 
Afectan a las mujeres en su diversidad: urbanas, rurales, migrantes, indígenas, 
afro-descendientes, jóvenes o mayores. 

En las entrevistas realizadas a actores del sector judicial emergió 
como un aspecto clave la conservación de sesgos de género en operadores 
judiciales. Ello no solo constituye una violación en sí misma a los derechos 



VÍAS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE FAMILIA Y VIVIENDA EN COLOMBIA: Efectividad de los abordajes y respuestas 

171 

 

 

 
 

de las mujeres, sino el desconocimiento indirecto de otros. Por ejemplo, 
el derecho a no ser re victimizadas. En este sentido, una de las barreras de 
género más importantes es el desconocimiento y falta de empatía del per- 
sonal que recibe sus conflictos en la vía judicial. 

Por otro lado, la inclusión social de personas con discapacidad es 
reconocida por las personas entrevistadas como un tema fundamental 
que requiere plena atención por parte de los operadores de justicia. Sin 
embargo, la información recabada permite evidenciar una brecha entre 
la intención de incluir y la implementación efectiva de acciones concretas 
que permitan lograrlo. De hecho, aunque en algunos lugares existen pro- 
tocolos destinados a identificar y abordar adecuadamente las necesidades 
específicas de esta población, la baja apropiación de sus lineamientos por 
parte del personal dificulta la garantía de sus derechos. 

En otro sentido, revelar públicamente la orientación sexual o identidad 
de género cuando se es una persona LGBTIQ+ puede generar disputas 
familiares debido a los patrones culturales cisheteronormativos que persisten 
en distintas regiones del territorio nacional. Esta situación desencadena expe- 
riencias de rechazo, violencia, exclusión e, incluso, expulsión del hogar, lo 
cual a su vez reproduce barreras de acceso a la vía judicial. En especial, por 
razones económicas. 

Ello produce un fuerte temor en las personas el LGBTIQ+, quienes 
se ven expuestas a ser discriminadas, estigmatizadas o violentadas física 
y/o emocionalmente por denunciar agresiones o hechos de discriminación. 
Además, según las personas entrevistadas en el sector judicial, las funcio- 
narias públicas de las instituciones judiciales continúan careciendo de las 
herramientas necesarias para atender adecuadamente las necesidades 
diferenciales de las personas LGBTIQ+, por lo que se perpetúan prejuicios y 
formas de exclusión sutiles y difíciles de identificar. 

Por otro lado, la desigualdad económica en las diferentes regiones 
de Colombia representa un desafío importante para el acceso a la justicia. 
Esto se debe a que los bajos recursos económicos pueden generar obs- 
táculos significativos a la hora de realizar trámites, contratar abogados y 
realizar procedimientos legales. Para muchas personas en situación de 
pobreza, el acceso a los servicios legales puede ser excesivamente costoso, 
lo cual dificulta el ejercicio de sus derechos, sobre todo cuando necesitan 
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representación legal especializada. En ese orden de ideas, las barreras eco- 
nómicas amplían la desigualdad ante la ley y perjudican la efectividad del 
sistema judicial. 

Finalmente, en algunas zonas del país, se observa que los recursos 
son limitados para implementar adecuadamente las políticas, programas 
y proyectos relacionados con el acceso a la justicia. Los pocos recursos 
económicos, tecnológicos y humanos con que cuentan muchas regiones, 
dificultan la implementación de acciones adecuadas para el acceso a la 
justicia y limitan la disponibilidad de asesoría legal. 

8. PROBLEMAS EN LA ARTICULACIÓN DE VÍAS

Si analizamos los aspectos favorables, advertiremos que la articu- 
lación entre las diversas vías existentes ha: (i) permitido una conversación 
más profunda sobre lo que significa el derecho fundamental de toda 
persona a acceder a la justicia en Colombia; y, (ii) generado efectos prácticos 
relevantes, tales como la reducción de las vías de hecho entre las partes -al 
ser la ciudadanía consciente sobre la oferta de mecanismos-, la formación 
de operadores de justicia en zonas apartadas del Estado, mediante iniciati- 
vas privadas y/o públicas y la conformación de espacios de diálogo y trabajo 
conjunto que generan sinergias interesantes en el ecosistema de justicia. 

Sin perjuicio de ello, y a pesar de los esfuerzos institucionales nacio- 
nales, departamentales y municipales realizados para mejorar la articulación 
entre vías, lo deseable dista de la realidad. De allí que cada una de las vías 
presente déficits a resolver. 

Respecto de los MASC, se observan fallas de comunicación y 
armo- nización entre las instituciones y los actores relevantes del 
territorio, así como entre los operadores que conforman cada espacio. 
Esto incide nega- tivamente en la implementación de los MASC. 

Las fuentes consultadas permiten concluir que el Ministerio de Justicia 
y del Derecho es el único actor que desarrolla programas de promoción 
e inversión pública destinados a la estandarización de procesos y no 
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propiamente a la promoción de los MASC. De allí que aparezca como pri- 
mordial para su debido funcionamiento, la intervención de diversos actores 
del orden institucional en la promoción de los métodos de resolución de 
conflictos y, por extensión, en la Justicia Comunitaria (Departamento 
Nacional de Planeación: 2017). 

En ese sentido, la Ley N° 2.220 creó el Sistema Nacional de Concilia- ción, 
en tanto instancia de articulación sectorial. Su artículo 133 expresa: 

“Créase el Sistema Nacional de Conciliación por medio del cual el Minis- 
terio de Justicia y del Derecho implementa la política pública de conciliación, 
con el objetivo de coordinar las acciones y aunar esfuerzos interinstituciona- 
les para la promoción, fortalecimiento y desarrollo de la conciliación”. 

Como se puede advertir, el mencionado sistema hace referencia a 
la creación e implementación de la política pública de conciliación, dejando 
fuera figuras como la mediación y las diversas variantes reseñadas en este 
documento. También excluye del sistema en cuestión expresiones de Jus- 
ticia Comunitaria, reduciendo la existencia de la conciliación a cuestiones 
estrictamente jurídicas y de justicia, entendiendo la misma como la satisfac- 
ción de intereses jurídicos. 

Sopesando lo expuesto, se recomienda la creación de un Sistema Nacio- 
nal de MASC, en cuyo seno o marco se vinculen el orden nacional, 
departamen- tal y municipal, garantizando la participación de organizaciones 
de la sociedad civil de base comunitaria a efectos de delegar funciones para 
la promoción, implementación y seguimiento de los MASC, su estructuración 
y operatividad. 

Entre las instituciones que deberían ser parte de dicho sistema, en 
consonancia con lo planteado en las Recomendaciones de política pública para la 
aplicación de los MASC en la ruralidad (USAID), se hallan: “la Alta 
Consejería para la Paz, el Ministerio del Trabajo, el Ministerio de Educación 
Nacional, la Pro- curaduría General de la Nación, Fiscalía General de la Nación, 
la Defensoría del Pueblo, el Consejo Superior de la Judicatura, el Instituto 
Colombiano de Bienes- tar Familiar, la Superintendencia de Notariado y Registro, 
el Ministerio de Salud y Protector Social, Ministerio del Interior, Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Social, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado, la Unidad Nacional de Protección, los representantes de Jueces de Paz, 
las Juntas de Acción Comunal, Organizaciones de la Sociedad Civil, así como 
actores del sector privado, tales como universidades, institutos de 
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A través del Sistema Nacional de MASC, se podrían promover alianzas 
estratégicas entre diversos actores que permitan la realización de accio- 
nes de divulgación (comunicación) y sensibilización (educación). Ambas 
conforman tareas imprescindibles para reducir los obstáculos y brechas 
existentes en el acceso a justicia, a través de los MASC. Ello cobra especial 
importancia, ya que parte del sistema nacional propuesto son entidades 
de carácter territorial (departamental y municipal). El conocimiento local 
sobre las formas de divulgación de información permitiría asegurar su apro- 
piación por parte de la ciudadanía, favoreciendo la oferta y demanda de los 
servicios de MASC (e, incluso, de Justicia Comunitaria). 

Respecto de la Justicia Comunitaria, debe destacarse su capacidad 
para implementar mecanismos específicos que previenen y resuelven dis- 
putas en el ámbito de las familias y la vivienda, ofreciendo soluciones que 
se adaptan a la diversidad de contextos (rurales o urbanos) presentes en 
Colombia. Más allá de ello o de su eficacia, la Justicia Comunitaria enfrenta 
desafíos significativos. En particular, problemas de coordinación con leyes 
y regulaciones nacionales que dificultan la integración de los procesos de 
justicia comunitaria con el sistema legal formal. Dicha circunstancia afecta 
(directa o mediatamente) la protección de los derechos individuales o co- 
lectivos y la equidad en la aplicación de la ley. 

Para superar estos retos, es crucial diseñar políticas públicas que 
promuevan una mayor integración y coordinación entre la justicia comuni- 
taria y el sistema legal nacional. Esto implicaría la creación de marcos lega- 
les y regulaciones que reconozcan y respalden los procesos de la Justicia 
Comunitaria, así como la implementación de mecanismos efectivos de coo- 
peración y comunicación entre ambas instancias. 

En este sentido, una integración más estrecha entre la justicia co- 
munitaria y el sistema legal nacional no solo garantiza una protección ade- 
cuada de los derechos de las personas involucradas en conflictos, sino que 
también promovería una aplicación más equitativa de la ley en todos los 
contextos, fortaleciendo así el estado social de derecho y la cohesión social 
en Colombia. 
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9. RECOMENDACIONES PARA EL ACCESO
A LA JUSTICIA 

En el presente apartado se realizarán recomendaciones que buscan 
robustecer las vías de acceso a la justicia, su debido funcionamiento y ope- 
ratividad. Para ello se valorarán los hallazgos, buenas prácticas y lecciones 
aprendidas durante el proceso de recolección, validación y análisis de infor- 
mación en los municipios explorados. 

9.1. Recomendaciones para los MASC 

Entre las principales recomendaciones vinculadas a los MASC, destacamos: 

Informar, sensibilizar y educar a la ciudadanía sobre la existencia,
razón de ser y alcance de los MASC. Para ello es primordial
realizar acciones que divulguen, informen y eduquen sobre su
disponibi- lidad y uso. Por ejemplo, a través de campañas que
den a cono- cer a la ciudadanía las rutas de acceso a los MASC,
los puntos de atención, las operadoras y donde encontrarlos.
Esas campañas deben ser acciones de comunicación sencillas,
con lenguaje sim- ple y apropiado culturalmente, que pueda
replicarse de manera virtual en diversos municipios y regiones
de país.

Sería recomendable que dichas acciones de comunicación con
enfoque territorial que sensibilicen en torno a los MASC,
también informen sobre los asuntos cotidianos o tipologías de
conflictos que se pueden atender, puntos de atención, costos
asociados, ventajas y, en general, el funcionamiento de la
figura como ins- tancia de composición o resolución del
conflicto.

Concertar alianzas estratégicas entre actores del sistema de jus- 
ticia para favorecer los MASC. Por ejemplo, construir modos
de vinculación más flexibles entre los juzgados y entidades
tales como casas de justicia, centros de convivencia ciudadana
o  con- sultorios jurídicos de universidades para la atención de
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En ese mismo sentido, se sugiere tener mayor presencia de es- 
tudiantes de consultorios jurídicos de universidades en casas de 
justicia, Centros de Convivencia Ciudadana y PACEs para la reali- 
zación de audiencias de conciliación en derecho. Ello fortalecerá 
la oferta institucional de justicia y las habilidades y destrezas de 
los futuros profesionales. 

3) Incorporar a los MASC en los planes de educación temprana de
instituciones educativas, promoviendo en ellas la implementa- 
ción de la Mediación Escolar.

4) Habilitar la figura de la Conciliación en Derecho para los procesos
ejecutivos, los cuales representan un porcentaje significativo de
los procesos judiciales en Colombia.

5) Especializar en gestión y abordaje de conflictos a los funcionarios
públicos con tareas de conciliación. En consonancia con lo expre- 
sado por gran parte de los entrevistados, se propicia que, el proce- 
so de formación y capacitación que se imparta a lo/as conciliado- 
ras que actualmente o en el futuro operen en Colombia, privilegie
o destaque las habilidades blandas de tratamiento del conflicto
por sobre las destrezas técnicas y conocimientos jurídicos.

6) Fortalecer el apoyo institucional del MJD y de las administracio- 
nes municipales para el desarrollo de la Conciliación en Equidad,
mediante la facilitación de recursos o capacidades institucionales
tales como el transporte, seguridad o insumos de oficina.

Finalmente, es relevante traer a consideración las recomendaciones 
de política pública para la sostenibilidad de los MASC en la ruralidad, 
elabo- radas por la Unión Temporal de las Cámaras de Comercio de 
Bogotá, Cali y Medellín, en el marco de proceso de implementación de la 
Caja de Herra- mientas en MASC para el programa de Justicia para una 
Paz Sostenible de USAID (2021). Entre ellas destacan: 

(i) “Promover un diálogo participativo sobre los alcances diferenciales de
los MASC para entenderlos como herramientas que
transforman la cultura de los ciudadanos para la resolución
pacífica de los conflictos, que contribuyen al mejoramiento de
las relaciones de los ciudadanos, generan confianza y promueven
la democracia
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participativa, el diálogo y apoyan el acceso a la justicia en los 
territorios, en resumen, como herramientas privilegiadas para la 
construcción de paz” (p. 16). 

(ii) “Incorporar la perspectiva de paz y resolución de conflictos
entre los principios orientadores de los MASC a través del reco- 
nocimiento expreso en los instrumentos normativos, de que la
mediación y la conciliación, en cualquier modalidad, son métodos
que contribuyen a la construcción de paz” (p. 16).

(iii) “Descentralizar los MASC a través del empoderamiento
territorial, desde dos dimensiones de acuerdo con el esquema
definido en el orden constitucional: el posicionamiento de los
MASC entre las autoridades del orden nacional, así como el
posicionamiento de los MASC en las autoridades territoriales
del orden municipal y departamental” (p. 25).

(iv) “Incentivar a terceros, actores locales y organizaciones regionales con
vocación social y de base comunitaria para llevar a cabo procesos
de implementación y promoción de los MASC bajo la
metodología impartida por la Caja de Herramientas de MASC, pues
ésta responde a las necesidades diferenciales de los territorios del
país, especialmente en la ruralidad dispersa” (p. 25).

(v) “Motivar para que las administraciones municipales implementen,
de manera paralela a los demás MASC, la Conciliación en Derecho
en virtud de la capacidad instalada de operadores de este
método” (p. 25).

Por último, es fundamental recalcar que cualquier proceso de recomen- 
dación de los MASC debe estar acompañado de una profunda comprensión de 
estas herramientas como vehículos de diálogo social, de construcción de 
paz y de justicia restaurativa, las cuales toman forma a través de la inte- 
racción de las partes para la modificación de sus posiciones y narrativas 
de relación entre ellas y con el conflicto, motivo por el cual estos MASC no 
pueden ser irresponsablemente reducidos a unas herramientas de descon- 
gestión de despachos judiciales y desjudicialización de procesos. 
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9.2. Recomendaciones para la Justicia Comunitaria 

Entre las principales sugerencias asociadas a la Justicia Comunitaria, 
señalamos: 

1) Mejorar el trabajo de sensibilización y divulgación de la justicia
comunitaria, su razón de ser, objetivos y medios. En particular,
sus canales de acceso o protocolos de activación para el abordaje
y la transformación de conflictos.

2) Promover los escenarios de comunicación y diálogo ciudadano
en el marco de espacios de justicia comunitaria, tales como las
Juntas de Acción Comunal (JAC).

3) Fomentar la apropiación y el reconocimiento de la multiculturali- 
dad de las regiones rurales del país, con el objetivo de afianzar el
sentido de pertenencia e idiosincrasia. Ello permitirá reconocer
y atender su singularidad en el abordaje y transformación de los
conflictos para su debida aplicación y réplica.

4) Formar a los líderes y lideresas comunitarias en esquemas de
gestión de conflictos, mediación comunitaria y/o mediación
intercultural.

En particular, se propone mejorar los procesos formativos de
las presidentas, vice presidentas y miembros de las comisiones
de conciliación y convivencia de las JAC. Con el fin de dotar de
efectos prácticos a dichos procesos, se recomienda la ampliación
legal de las funciones de los conciliadores de las comisiones de
convivencia y conciliación de JAC, Asociaciones de Juntas,
Federaciones Departamentales o Distritales Especiales y la Con- 
federación Nacional.

5) Clarificar los criterios de operatividad entre los MASC y la justicia comu- 
nitaria, a efectos de repensar su alcance y modos de vinculación.

6) Sensibilizar a las operadoras de la vía comunitaria en materia de
géneros y desigualdad, a efectos de lograr que los abordajes no
reproduzcan situaciones discriminatorias y permitan abordajes
adecuados para abordar de forma efectiva las necesidades espe- 
cíficas de grupos históricamente marginados.
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El análisis de la información recolectada y validada nos permite afir- 
mar que la Justicia Comunitaria no deja de ser un fenómeno abstracto y 
complejo. Por ello las recomendaciones aludidas pretenden apalancarse 
en su flexibilidad y presencia en el territorio nacional, para garantizar una 
justicia centrada en las personas y más humana. 

9.3. Recomendaciones para la Vía Judicial 

Entre las propuestas para un debido acceso y operatividad de la vía 
judicial, destacan: 

1) Considerar en los futuros proyectos de reforma al sistema de
justicia en general y al judicial en particular, la participación, apo- 
yo y visión de la academia y sociedad civil.

2) Formular las reglas que se expidan para el funcionamiento de la
rama judicial, valorando las realidades territoriales y las necesida- 
des funcionales  de los operadores y actores relevantes.

3) Acrecentar el apoyo a las juezas de los municipios rurales de Co- 
lombia para el descongestionamiento de los despachos judicia- 
les, con el objetivo de mejorar los índices de oferta institucional.
A pesar de que, un alto número de personas entrevistadas en el
proceso de recolección de información realizaron esta recomen- 
dación, ninguna de ellas especificó cómo lograrlo. Sin embargo,
el proceso de análisis y validación de información nos ha permi- 
tido concluir que el fortalecimiento de los MASC y la creación
de más juzgados a nivel nacional favorecería –en parte y en
cierto sentido- el descongestionamiento judicial.

4) Analizar los problemas organizacionales y de metodologías de
trabajo existentes que limitan la calidad de las respuestas jurisdic- 
cionales. Ello permitirá administrar soluciones eficaces y eficien- 
tes, valorando cuáles son las verdaderas causas de los problemas
(v.gr., ¿falta personal, está mal organizado o no es productivo
porque no existen mecanismos de rendición de cuentas?).

Bajo esa lectura, correspondería evaluar la demanda de ciertos
operadores que surge del informe, asociada con la necesidad de
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dotar de mayor cantidad y calidad de personal a la rama judicial. 
Para la especialidad civil, solo sería necesario personal técnico en 
derecho. En cambio, para familia se requiere apoyo de otros pro- 
fesionales, tales como psicólogas o trabajadores sociales. Esa 
asistencia es fundamental para mejorar el abordaje de las proble- 
máticas del fuero que actualmente llevan a cabo lo/as jueces/zas. 

Adicionalmente, para la especialidad de familia, se recomienda 
que los operadores de los juzgados tengan mayor auxilio de 
áreas como la Medicina Legal, especialmente, de cara a los altos 
índices de violencia intrafamiliar, VBG y VBD que se presentan 
en las relaciones familiares. También sería deseable adecuar los 
espacios físicos para la atención de las personas afectadas por 
éstas problemáticas y contar con procesos de formación en habi- 
lidades técnicas y blandas para su tratamiento, desde una visión 
de acción sin daño y restauración de derechos. 

En el mismo sentido, se sugiere considerar la posibilidad de que 
las visitas in situ que practican los asistentes sociales al hogar de 
las familias en el marco de los procesos judiciales, se haga antes 
de la primera audiencia del proceso judicial, con el fin de agilizar 
la toma de decisiones. 

En el marco del fortalecimiento de las capacidades instituciona- 
les, resultaría conveniente capacitar a las asistentes sociales o 
profesionales que prestan servicios en los juzgados de familia en 
el abordaje y transformación de conflictos. Ello, permitiría que 
contribuyan de otra manera y lugar en los encuentros de media- 
ción entre las partes, fortaleciendo los MASC, el esquema 
judicial y la auto determinación de las partes en los conflictos 
que les atañen. Al mismo tiempo, ello repercutiría 
positivamente en la clarificación de los intereses en disputa, su 
finalización anticipada o, en todo caso, un mejor procesamiento 
producto de la depura- ción del conflicto. 

5) Los operadores de juzgados en diversos municipios sugieren la
eliminación de los Centros de Servicio de la Rama Judicial, a efec- 
tos de reintegrar de manera física y funcional a funcionarios que los 
juzgados requieren para la realización de sus labores operativas.
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Dichos centros, son dependencias de los palacios de justicia en 
donde se concentra parte de la labor administrativa de los juzgados. 

Consideramos que dicha afirmación, exigiría un análisis más 
profundo y serio en torno a los factores que explican el buen o 
mal funcionamiento de los Centros y los Juzgados. En especial, 
porque cualquier idea moderna de gestión judicial supone la 
necesaria profesionalización de las tareas, la escisión de funcio- 
nes administrativas y jurisdiccionales y la creación de estructuras 
especializadas a tal fin. 

6) Favorecer el proceso de migración de la rama judicial a entornos
virtuales, sin soslayar los obstáculos existentes en el ejercicio del
derecho de acceso a la justicia y la posibilidad de profundizar las
desigualdades a partir del problema de la brecha digital.

En particular, se propicia la creación de áreas especializadas al in- 
terior de estructuras de la rama judicial para la atención de asun- 
tos prácticos propios de la virtualidad que administrativamente
consumen tiempo y dificultan la labor de los operadores de los
juzgados, tales como el almacenamiento de documentos, digita- 
lización y sistematización del envío de citaciones y noticias.

La recomendación expuesta no implica la virtualización integral
del servicio judicial. No solo por lo señalado en torno al analfa- 
betismo digital u otras barreras, sino porque las TICs conforman
medios y no fines: el dato estructural en torno al cual debe orga- 
nizarse la justicia, son las personas y sus conflictos. Partiendo de
esa premisa y haciéndonos cargo de las desigualdades de base,
lo relevante es pensar e instrumentar toda clase de medidas
(físicas, digitales o de cualquier otra naturaleza) que faciliten y
mejoren el abordaje y solución de conflictos.

7) Repensar la gestión judicial con el objetivo de propiciar cambios
que permitan mejorar la administración de la organización y su
funcionamiento. En consonancia con lo referido con antelación,
sería útil escindir con claridad las responsabilidades jurisdiccio- 
nales de las labores de apoyo y administrativa, para que cada
recurso humano pueda atender las tareas para las que guarda
especialidad.  También,  convendría  optimizar  las metodologías
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de trabajo administradas en la gestión judicial, incorporando 
medidas de medición, monitoreo y rendición de cuentas. 

8) Evaluar la instrumentación y/o reforzamiento de apoyo psico- 
social para las operadoras de juzgados de familia, a efectos de
resguardar su salud mental. Los asuntos tratados suelen ser
sumamente sensibles y desgastantes.

9) Implementar algún sistema de retroalimentación de la labor reali- 
zada por la judicatura y realizar seguimientos al cumplimiento de
los fallos judiciales, con el objetivo de conocer cuánto/cómo se
observan, sus razones y la cantidad de ejecuciones concretadas.

10) Reconocer, regular y/o administrar soluciones para (lo que
coloquialmente se conoce como) el derecho de la baranda en los
juzgados y el exceso ritual manifiesto en los procesos judiciales.
Este aspecto ha sido puesto de resalto tanto por operadores de
juzgados como por usuarias del sistema judicial.

11) Repensar los modos en que se concibe y estructuran las relaciones 
entre sujetos procesales y justiciables al interior de la vía judicial.
En particular, en aquellos conflictos asociados a derechos no
mercantiles, complejos y continuos. En ese sentido, resultan
problemáticos los esquemas escriturarios, impersonales y jerar- 
quizados que reproduce la ley y prácticas (v.gr., asimetría entre
autoridad judicial y el resto de sujetos; o, esquema ganador –
perdedor que impera en la vía judicial y que resulta poco útil en
relaciones familiares).

Un aspecto a valorar al ponderar las recomendaciones e instru- 
mentar cualquier proceso de mejora, es que -a pesar de las altas
tasas de demora expuestas- el sistema de justicia cuenta con una
gran legitimidad de la ciudadanía.

9.4. Recomendaciones generales 

En el presente apartado realizaremos algunas recomendaciones 
generales tendientes a mejorar la operatividad de las vías de acceso a la 
justicia, a saber: 
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1) Fortalecer la operatividad y creación (en donde no existan) de
Sistemas Locales de Justicia64. En dichos, escenarios se pueden
liderar múltiples iniciativas, tales como procesos formativos o
de perfeccionamiento de operadores de MASC. También pueden
proporcionar un asiento permanente a operadoras de MASC
y Justicia Comunitaria.65

2) Crear un Sistema Nacional de Métodos de Resolución de Conflictos, 
el cual integre las diversas expresiones existentes para un abordaje 
y transformación de conflictos con enfoque de derechos humanos, 
género, diferencial y plural.

3) Reforzar figuras heterocompositivas como la justicia de paz.

4) Concentrar asesorías jurídicas, psicológicas y financieras, a través
de la oferta estatal existente. Por ejemplo, en las casas de justicia,
lo cual permitiría atender la problemática estrictamente jurídica
desde una mirada transversal, pero también los aspectos emocio- 
nales, sociales o económicos que suelen ser la raíz de los conflictos
más comunes en la sociedad.

5) Democratizar y facilitar el acceso al patrocinio letrado por parte
de la ciudadanía, con el fin de mejorar su conocimiento sobre las
vías existentes para abordar su conflicto y poder ejercer su derecho 
de defensa de modo autónomo, responsable e igualitario.

6) Sensibilizar y profundizar a la ciudadanía en general y las opera- 
doras en particular sobre el sentido, alcance y aplicación concreta
de los enfoques de derechos humanos, género y diferenciales,

64 Conforme expresa el Ministerio de Justicia y del Derecho, “los Sistemas Locales Justicia (SLJ)       son 
una estrategia que armoniza y articula el trabajo colaborativo entre el Estado y la comunidad para 
asegurar respuestas efectivas a las necesidades de justicia de los ciudadanos, y contribuir a la 
resolución de conflictos en lo local y en lo rural, de manera integral y pertinente” (MinJusticia:2024). 
Ello posibilita la construcción de un espacio de interacción y diálogo entre los diferentes actores 
del ecosistema de justicia local, tales como inspectores de policía, comisarías de familia, notarias, 
secretarias de gobierno de las administraciones municipales y/o conciliadoras en Equidad. 

65 Al respecto de esta recomendación, el informe “Necesidades y Satisfacción con la Justicia en 
Colombia 2024” (USAID Colombia), menciona que “Colombia cuenta con generadores de cambio que 
pueden impartir justicia a escala en los territorios. Por ejemplo, los Sistemas Locales de Justicia que 
han sido promovidos por el Estado colombiano desde 2009, son un mecanismo de gobernanza que 
permite articular a los actores de justicia a nivel local y que se ha convertido en una estrategia eficaz 
para la superación de las necesidades jurídicas y la construcción de paz” (2024:33). 
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a efectos de brindar soluciones igualitarias y obtener abordajes 
enfocados en las personas que exigen justicia.66

En ese sentido, se propicia revisar la arquitectura legal, organiza- 
cional y prácticas vigentes, a partir de los compromisos reforzados 
asumidos por el Estado en el marco de los sistemas de protección 
universal y regional de derechos humanos. En específico, consi- 
deramos importante valorar: (i) la necesidad de adoptar nuevas 
medidas o cursos de acción; (ii) de monitorear y fiscalizar las 
existentes; y, (iii) de construir sistemas racionales y responsables, 
mediante incentivos adecuados. 

7) Diseñar políticas que refuercen la razón de ser de los MASC y
la Justicia Comunitaria, en tanto mecanismos autónomos de
solución de controversias y no como sustitutivos o
complementarios del sistema judicial. Su finalidad no es
descongestionar los despachos judiciales al desjudicializar ciertos
conflictos o crearles instancia previas de tratamiento, sino que
brindar opciones de igual jerar- quía, valor e importancia para el
abordaje adecuado y plural de los conflictos individuales o
colectivos que las personas y socie- dad tienen.

Con ese objeto, resulta primordial que: (i) la regulación, diseño,
organización y modos de articulación se estructuren desde los
conflictos, de forma racional y con un régimen de (des)incentivos
adecuados; y, (ii) los abordajes sean consistentes en su concepción 
y prácticas, a efectos de lograr respuestas adecuadas. Por ejemplo, 
pensar cómo -para la instrumentación de cualquier mecanismo de 
solución de conflictos- contar con información resulta determinante.

8) Enfatizar la necesidad de promover posicionamientos críticos e
interdisciplinarios en torno al derecho, a efectos de contar con
mayores y mejores herramientas para la comprensión de  los

66 En el mismo sentido, USAID Colombia señala que enfocarse “en los resultados de las personas, no 
de las instituciones, permite a las partes interesadas rastrear y estimar los cambios verdaderos en las 
vidas de las personas debido a la resolución de su problema legal. Esto les ofrece a los proveedores de 
justicia una medición de la calidad de sus servicios. Enfocarse en los resultados puede probar la 
efectividad de servicios de justicia nuevos o rediseñados, lo que puede ligarse a una financiación 
basada en el desempeño” (2024:32). 



VÍAS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE FAMILIA Y VIVIENDA EN COLOMBIA: Efectividad de los abordajes y respuestas 

18  

conflictos y la gestión de soluciones. Ello facilita la instrumen- 
tación de las obligaciones propias de los enfoques de derecho, 
géneros o diferenciales. A modo de ejemplo, al advertir que el 
derecho a la vivienda está compuesto por un conjunto de obliga- 
ciones positivas y negativas tendientes a facilitar y garantizar el 
acceso al suelo, un techo o lugar donde vivir en forma asequible 
y seguro, el cual no se reduce a un problema de arrendamientos 
sino de regulaciones sectoriales ligadas a la tierra, la construc- 
ción, los préstamos bancarios, el desalojo o las condiciones y dis- 
ponibilidad de usos públicos-privados. 

9) Trabajar en dispositivos que, desde y a partir de las vías de acceso
a la justicia, permitan transformar gradualmente las estructuras
de vinculación social discriminatorias. En especial, aquellas liga- 
das a expresiones patriarcales o conservadoras.

En ese sentido, la caracterización de los conflictos de familia no
se puede comprender de forma aislada a los fenómenos socia- 
les, menos aún en un país como Colombia, donde la institución
familiar permanece como un espacio entretejido por sistemas de
creencias ampliamente arraigados.

10) Crear condiciones de ejercicio razonables para que, la utilización
de las opciones de justicia, sean reales y viables para las perso- 
nas en situación de vulnerabilidad. Recordemos que tan solo el
52% de las personas a las cuales se les presenta un conflicto ha- 
cen algo al respecto, las cuales recurren a los mecanismos anali- 
zados en porcentajes dispares y/o reducidos.

A modo de conclusión, es necesario reiterar que gran parte de las 
recomendaciones planteadas hacen referencia a la necesidad de articula- 
ción entre las instituciones que componen los diversos niveles territoriales 
de Colombia. Ello así, con el fin de promover el desarrollo y garantizar el 
cumplimiento del acceso a la justicia, de manera tal que la ciudadanía pue- 
da tomar decisiones informadas y adecuadas desde y para sus necesidades, 
realidades y derechos. 
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11. ANEXO. PAUTAS METODOLÓGICAS

El proceso de recolección, validación y análisis de información lleva- 
do a cabo por el equipo de Colombia fue realizado de la siguiente manera: 

11.1. Proceso de recolección de información 

Como se precisó en el apartado 3 del informe, el proceso de reco- 
lección tuvo lugar entre el 25 de septiembre de 2023 y el 12 de enero de 
2024, período durante el cual se entrevistó a 146 perfiles pertenecientes a 
distintas áreas de interés y municipios del país. 
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Como puede observarse en la tabla, la principal dificultad se halló en 
poder establecer contacto con los usuarios de las vías de acceso a la admi- 
nistración de justicia, dificultad que estuvo asociada con: 

i. Las políticas de tratamiento de datos personales de los opera- 
dores de las vías de acceso a la administración de justicia, ya que
no es posible que juzgados, centros de conciliación o abogados
litigantes puedan legalmente proporcionar información de sus
usuarios y/o clientes.

ii. El miedo a ser entrevistados y figurar en proyectos de investigación
que puedan darles algún tipo de visibilidad en entornos altamente 
violentos de Colombia -v.gr., zonas rurales en donde fue reco- 
lectada información-, circunstancia que podría traducirse en un
riesgo para su seguridad.

Siendo conscientes de las dificultades advertidas, desde el equipo 
de trabajo se formularon diversas estrategias tendientes a fortalecer dicho 
proceso. Ello permitió obtener los resultados expuestos, respecto de los 
cuales es necesario realizar las siguientes precisiones. 

En primer lugar, es relevante mencionar la diferencia entre perfiles 
entrevistados y el total de personas entrevistas. Lo que se observó desde la 
aplicación de los instrumentos metodológicos de recolección de información 
es que, una misma persona, puede tener multiplicidad de roles. Por ejemplo, 
los operadores de la Conciliación en Derecho, que por ley requieren ser abo- 
gadas, en la mayoría de los casos comparten su quehacer de operadores 
de MASC con el litigio; o, el caso de los estudiantes activos de los consulto- 
rios jurídicos de universidades, que al mismo tiempo realizan funciones de 
Conciliación en Derecho. 

La multiplicidad de perfiles en una sola persona fue una situación 
imprevista, que permitió obtener información comparativa con la que no 
se esperaba contar. Por ejemplo, un operador de Conciliación en Derecho 
que es litigante tiene la capacidad de comparar la operatividad de los 
MASC en sede judicial y extrajudicial; o, un director de centro de 
conciliación, que es conciliador en derecho, es capaz de brindar una mirada 
complementaria desde el andamiaje administrativo que brindan los 
centros de conciliación a los operadores y las necesidades desde la 
administración de justicia ejercida por los conciliadores. 
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En segundo lugar, es necesario traer a discusión que algunas de las 
personas entrevistadas presentan perfiles que exceden el límite territorial 
de recolección inicialmente delimitado por los municipios focalizados, toda vez 
que son perfiles de incidencia regional o nacional. El acceso a los mismos debe 
apreciarse como un logro adicional no previsto, que permite una visión macro, 
más completa y profunda sobre la operatividad de las vías de acceso a la adminis- 
tración de justicia en Colombia. Los perfiles más relevantes en este sentido son: 

MARCELO ROJAS

Coordinador del área de Conciliación en Derecho de la Dirección de MASC del 
Ministerio de Justicia y del Derecho.

GERMAN VALLEJO

Consultor privado en asuntos relacionados con acceso a la justicia y MASC.

Ex director de Acceso a la Justicia del Ministerio de Justicia y del Derecho. 

ALEJANDRA TARAZONA ZAMBRANO

Abogada especialista en MASC y alianzas público privadas del Programa de 
Justicia Inclusiva de USAID con presencia en los departamentos de Córdoba, 
Chocó, Antioquia, Cauca, Nariño y Putumayo.
Ex funcionaria de la Corte Constitucional de Colombia.
Ex directora de prevención de violencias en el Distrito (Bogotá D.C.).

WILLIAM SAMACA QUIROGA

Jefe de justicia comunitaria de la Cámara de Comercio de Bogotá.

JAIME GUTIERREZ OSPINA

Director ejecutivo de la Confederación Nacional del Movimiento Comunal de Colombia. 

Miembro del Concejo Nacional de Paz.

Defensor de Derechos Humanos en Colombia.

Juez de Paz para el municipio de Dosquebradas, Risaralda.

MARIA ISABEL GUTIERREZ

Integrante JAC Barrio La Palmilla, Pereira. 

Presidente de ASOJUNTAS de Pereira, Risaralda.

Secretaria Ejecutiva de la CONFEDERACIÓN Comunal de Colombia.
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También deben valorarse especialmente las entrevistas realizadas a 
las directoras y coordinadoras de los Centros de Conciliación de las Cáma- 
ras de Comercio de Bogotá, Cali, Medellín y Bucaramanga, doctoras Mónica 
López Jaramillo, Ana Lucia Fernández de Soto, Diana Cecilia Domínguez y 
Karol Viviana Pastrana -respectivamente-, toda vez que dichos centros de 
conciliación se corresponden con cuatro de las cinco Cámaras de Comercio 
coordinadoras de Colombia. 

11.2. Proceso de validación de información 

La validación de información se llevó a cabo mediante dos meto- 
dologías: 

i. Un grupo focal que tuvo lugar el día 1 de febrero de 2024 entre las
14:00 y las 16:00 horas, al cual asistieron las siguientes personas:

ASISTENTE PERFIL

Mónica López Jaramillo Jefe del área de Conciliación en Derecho de la 
Cámara de Comercio de Bogotá.

Edgar Augusto Ardila Amaya Director de la escuela de Justicia Comunitaria de
la Universidad Nacional de Colombia.

Nubia Garzón Abogada litigante y Conciliadora en Derecho.

Juan Diego Manrique
Consultor en resolución de conflictos en tierras y 
responsable de Derechos Humanos del pueblo 
Tayrona a nivel nacional.

Martha Eliana Martínez Conciliadora en Derecho y Mediadora Narrativa.
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ii. Tres (3) entrevistas a profundidad realizadas a:

ENTREVISTADO PERFIL

Alejandra Tarazona 
Zambrano – Realizada el 24 
de enero de 2024.

Abogada especialista en MASC y alianzas público 
privadas del Programa de Justicia Inclusiva de 
USAID, ex-funcionaria de la Corte Constitucional 
de Colombia y ex-directora de prevención de 
violencias en el Distrito (Bogotá D.C.),

Juan Diego Manrique 
Osuna – Realizada el 7 de 
febrero de 2024.

Abogado en ejercicio, especialista en Derechode 
Tierras, consultor en resolución de conflictos en 
asuntos relacionados con el uso, la tenencia y la 
propiedad de la tierra, Métodos de Resolución de 
Conflictos y responsable de Derechos Humanos 
del pueblo Tayrona a nivel nacional,

Juliana María Giraldo Serna
– Realizada el 9 de febrero
de 2024.

Abogada, con especialización en derecho 
comercial, master en derecho deportivo, arbitro, 
secretaria de tribunal arbitral, conciliadora, ex 
directora del  Centro  de  Conciliación,  Arbitraje 
y Amigable Composición de la Cámara de 
Comercio de Cali, docente universitaria de 
derecho probatorio, se centró en la operatividad 
y funcionamiento del sistema judicial colombiano.

El proceso de validación de información llevado a cabo permitió ex- 
poner a las personas expertas las diferentes hipótesis planteadas y com- 
plementar su desarrollo conceptual con el fin de: (i) brindar una mayor 
profundidad al debate técnico y conceptual de las brechas de operatividad 
y acceso a las vías de acceso a la administración de justicia; y, (ii) realizar 
recomendaciones para su mejora. 

11.3. Proceso de análisis de la información 

Concluido el proceso de validación de información, se procedió a su 
análisis por parte del siguiente equipo de trabajo. 
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MIEMBRO DEL EQUIPO PERFIL

Mateo Vásquez

Coordinador del proyecto. Abogado con maestría 
en administración de empresas y candidato a 
master en mediación y gestión del conflicto. 
Conciliador en Derecho y  mediador  con  más  de 
5 años de experiencia y más de 500 casos 
atendidos, Con más de 5 años de experiencia en 
proyectos de cooperación internacional desde el 
área técnica y administrativa.

Andrés Pacheco Jaimes

Antropólogo, con experiencia relevante de trabajo 
con grupos poblaciones tales como el pueblo 
gitano de Colombia y población migrante, además 
en la formulación de estrategias de desarrollo de 
MASC para los mismos.

Leonardo García

Psicólogo con experiencia relevante en el 
proceso de recolección y análisis de datos 
cuantitativos para proyectos de impacto nacional 
e internacional.

Samed Vargas
Politólogo con énfasis en los derechos de las 
mujeres, el ejercicio de los mismos la Violencia 
Basada en Género y rutas de atención.

Ginna L. Ramos
Abogada, Conciliadora en Derecho de la casa de 
Justicia de Popayán (Cauca) y lideresa afro de la 
misma ciudad.

L. Johanna Ñungo
Administradora de Empresas designada por parte 
de la Cámara de Comercio de Bogotá para el 
acompañamiento del proceso.
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1. RESUMEN EJECUTIVO

En junio de 2023, el Centro de Estudios de Justicia de las Américas 
(CEJA) inició el presente informe, cuyos objetivos fueron: (i) analizar las 
barreras de acceso y operatividad de tres vías de abordaje y transforma- 
ción de conflictos en Perú, específicamente la vía judicial, los métodos de 
resolución de conflictos (MASC) y la justicia comunitaria -con énfasis en 
la justicia de paz-; y (ii) formular recomendaciones al Estado para 
fortalecer y mejorar su funcionamiento. 

La investigación fue realizada por un equipo de trabajo radicado en 
Perú, enfocándose en ciertas ciudades priorizadas. 

El proyecto se justificó por dos razones principales: la prevalencia de 
conflictos civiles y familiares y las limitaciones en el acceso a la justicia eviden- 
ciadas por las personas involucradas, especialmente aquellas en condiciones 
de vulnerabilidad, con particular atención a las mujeres en contextos de 
pobreza o extrema pobreza. 

La pesquisa comprendió la recopilación, validación y análisis de 
información cuantitativa y cualitativa a nivel nacional y en las ciudades de 
Lima, Callao, Arequipa e Iquitos. Incluyó 172 entrevistas en profundidad, la 
mayoría dirigidas a personas usuarias, así como a jueces y juezas, concilia- 
dores/as, expertos/as y actores claves (stakeholders). 

También se realizó una amplia difusión y discusión metódica de los 
hallazgos con diferentes grupos de expertos/as, lo cual facilitó la formula- 
ción de recomendaciones que incluyen propuestas de políticas públicas para 
mejorar el acceso y la operatividad de la justicia en ambos tipos de conflictos. 

En términos generales, el estudio identifica similitudes en los hallazgos 
en las ciudades priorizadas. Esto no significa que la política pública no deba 
considerar un enfoque territorial que aborde la desigualdad histórica entre 
zonas urbanas y rurales, y entre la capital del país (Lima y Callao) y regiones 
como Arequipa e Iquitos, especialmente en materia de pobreza, eficiencia 
y presencia del Estado. En lo que interesa a nuestro estudio, esta desigualdad 
es mucho más evidente en relación con la justicia de paz, aunque no es 
ajena a las otras vías de solución de conflictos. 
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Entre los principales hallazgos destacan: 

a) El Estado carece de información actualizada y de calidad sobre los
MASC y su aplicación e interacción con el sistema judicial. Por ejemplo, a 
casi treinta años de vigencia de la ley de conciliación, no ha habido una 
evalua- ción completa sobre su impacto ni se ha implementado una política 
pública consistente para mejorar la difusión, el acceso y la calidad del 
servicio de conciliación, ni la función de los juzgados de paz. 

b) Persiste en la sociedad peruana una cultura de la litigiosidad, lo
que contradice uno de los principales objetivos de los MASC –la construcción 
de paz a través de mecanismos autocompositivos– y sus finalidades 
mediatas, como contribuir a disminuir la histórica sobrecarga del sistema 
de justicia tradicionales. 

c) La política pública de conciliación extrajudicial presenta debilidades
vinculadas a la ausencia de evaluaciones sobre sus avances y necesidades de 
ajustes. Durante las últimas dos décadas no se han realizado monitoreos 
rigurosos. También se constatan debilidades específicas asociadas a: (i) la 
labor de supervisión estatal de los centros de conciliación privados; y (ii) 
el proceso de formación, capacitación y acreditación de conciliadores/as, 
más enfocado en temas legales que en habilidades blandas, fundamentales 
para el tipo de conflictos que abordan y el rol que cumplen. 

En este contexto, existe una fuerte percepción de que la concilia- 
ción extrajudicial en los casos civiles se ha convertido en un trámite más, 
cumplido solo por ser un requisito obligatorio para acceder a la vía judi- 
cial. La posibilidad de conciliar extrajudicialmente en estos casos se verifica 
como mínima, encareciendo el acceso a la justicia. Por el contrario, 
siendo voluntaria, la conciliación extrajudicial en asuntos de familia tiene 
una mayor demanda, lo cual se explicaría por la naturaleza del conflicto 
–mayoritariamente de alimentos– y el perfil de las solicitantes –principal- 
mente mujeres con escasos ingresos y urgencia de obtener una pensión
alimenticia para sus hijos–.

Este hallazgo pone en entredicho la discusión en torno a la obligato- 
riedad o vinculatoriedad de los MASC y su relación con la utilidad del 
servicio que prestan. Al mismo tiempo, sirve como evidencia de que la 
conciliación debidamente implementada puede ser un vehículo eficiente 
y eficaz para solucionar conflictos de manera rápida y justa. 
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d) El tratamiento de los casos familiares en las distintas vías evidencia 
déficits en el tipo de atención brindada. Los principales problemas radican 
en la falta de adecuación “del medio y la forma” a la naturaleza y caracte- 
rísticas de los conflictos, que exigen un tratamiento integral más humano y 
menos jurídico. Por ejemplo, en la vía judicial se identifica como una debili- 
dad que la capacitación se enfoque en aspectos legales de la problemática, 
pero casi en ningún caso en las dimensiones sociales o psicológicas. 

e) Existe una marcada insatisfacción de las personas usuarias del ser- 
vicio judicial. Las razones de esta insatisfacción son múltiples, destacando la 
demora en el procesamiento de los casos, atribuida a la excesiva carga proce- 
sal y la persistente cultura litigiosa, y la percepción de trato discriminatorio ma- 
nifestada por los usuarios, especialmente por razones económicas o raciales. 

Esto difiere de la apreciación que tienen las personas usuarias 
respecto a las vías de conciliación extrajudicial y comunitaria. La gratuidad 
–en el caso de los centros estatales– o el bajo costo en comparación con la
vía judicial –en el caso de los centros privado–-, son factores que contribuyen a
su valoración positiva. No obstante, también sobre ellas existe una percep- 
ción negativa, relativas a (i) el tiempo que emplean en abordar el proceso, y
(ii) las expectativas insatisfechas por no lograr un acuerdo eficaz, afectando
especialmente a mujeres de escasos recursos de las zonas periféricas de las
ciudades y regiones con altos niveles de pobreza.

A partir de los hallazgos, se propician algunas recomendaciones ten- 
dientes a fortalecer las políticas públicas de solución de conflictos en casos civi- 
les y familiares, haciendo especial énfasis en: (i) la conciliación (judicial y extra- 
judicial) y la justicia de paz; y (ii) la efectiva vigencia del derecho fundamental al 
acceso a la justicia de aquellas personas en especial situación de vulnerabilidad. 

2. OBJETIVOS

El estudio tiene como propósito analizar: (i) las vías de solución de 
controversias que existen en el Perú para garantizar el acceso a la justicia 
en los conflictos de familia y de vivienda; y (ii) su efectividad para lograr los 
objetivos declarados al instituirlas. 
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La propuesta se justifica en dos ejes principales: la prevalencia de 
estos conflictos y la particular incidencia de los obstáculos o limitaciones 
en el acceso a la justicia para las personas en situación de vulnerabilidad. 

Según el World Justice Project (2023), en Perú, el 44% de las personas 
declaró tener un problema jurídico, pero solo el 21% tuvo la oportunidad de 
obtener ayuda para solucionarlo. Dentro de este último grupo, solo el 47% 
logró resolverlo efectivamente. 

Este análisis se desarrolla en un contexto de altos niveles de pobreza 
monetaria (18,9% en la prepandemia por COVID-19), con una marcada dife- 
rencia entre las zonas urbanas (12,4%) y rurales (41,4%). Esta brecha socioe- 
conómica se agrava al observar la pobreza extrema: el 5% de la población 
nacional se encuentra en esta situación, con un 1,7% en áreas urbanas y un 
16,6% en zonas rurales (CEJA - IDRC Canadá, 2023:10-11). 

La falta de ingresos regulares para satisfacer las necesidades básicas 
es una de las principales causas de la pobreza, ya que priva a las personas 
y familia del acceso a derechos fundamentales como la alimentación, la 
salud, la vivienda, la educación y la justicia. 

Aunque esta carencia es más acentuada en el contexto rural, ad- 
quiere mayor preponderancia en los procesos de búsqueda de justicia en 
las ciudades, debido a la dependencia de las personas hacia la renta. En el 
mundo rural, esta dependencia se relativiza por la coexistencia de otras 
formas de transacción e intercambio distintas de las monetarias. 

El aumento de la conflictividad familiar y los problemas relaciona- 
dos con la vivienda están estrechamente asociados a la falta de renta. Esta 
relación se explica a partir de varios factores interconectados. La escasez 
de ingresos limita el acceso a viviendas adecuadas y asequibles, obligando 
a las familias a vivir en condiciones precarias, con hacinamiento y falta de 
servicios básicos como agua potable, energía y saneamiento. Estas condicio- 
nes pueden exacerbar las tensiones familiares, dificultando la convivencia 
armoniosa. 

La inseguridad económica generada por la falta de renta aumenta el 
estrés y la ansiedad en los miembros de la familia, la preocupación constante 
por la supervivencia económica y la incapacidad para satisfacer necesidades 
básicas pueden provocar o agravar conflictos y altercados dentro del hogar. 
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La falta de recursos económicos también limita el acceso a la edu- 
cación y las oportunidades de empleo, perpetuando un ciclo de pobreza 
y restricciones conflictivas para el ejercicio de la autonomía personal y la 
construcción de proyectos de vida personales y comunitarios. 

En contextos de bajos ingresos y condiciones estructurales de des- 
igualdad, las decisiones sobre el uso de los recursos limitados pueden con- 
vertirse en una fuente significativa de disputas. Por ejemplo, la decisión de 
priorizar la alimentación sobre el pago del alquiler puede generar desacuer- 
dos y tensiones. La inestabilidad en la vivienda, como desalojos frecuen- 
tes o la incapacidad para pagar el arriendo, puede generar un ambiente de 
incertidumbre y miedo, afectando la estabilidad emocional y psicológica 
de las familias. Esto puede acrecentar o desencadenar conflictos entre los 
miembros de la familia, así como con los propietarios o vecinos. 

La pobreza monetaria (y aún más la multidimensional) puede influir 
en los conflictos familiares, especialmente en aquellos relacionados con ali- 
mentos, el régimen de visitas o las tareas de cuidado de los niños. Los niños 
en hogares monoparentales, y particularmente quienes se encuentran en 
situación de pobreza, están en mayor riesgo de enfrentar conflictos fami- 
liares (McLanahan y Sandefur, 1994). Estos problemas pueden agravarse 
debido a la falta de recursos económicos para solventar disputas legales o 
para proveer adecuadamente a los niños, niñas y adolescentes. 

Las mujeres al frente de hogares monoparentales se encuentran en 
una situación aún más crítica debido a diversos factores que visibilizan la 
desigualdad de género y su estrecha relación con la pobreza, como brechas 
salariales, discriminación laboral y falta de acceso a servicios de cuidado 
infantil asequibles. 

En relación con los problemas asociados a la vivienda, un estudio de 
Espinoza y Fort (2020) encuentra que en las últimas dos décadas las ciudades 
peruanas se han expandido cerca del 50%, y que el 93% de este crecimiento 
es de carácter informal. Esta situación conlleva carencias asociadas al acceso 
de servicios básicos, poniendo en riesgo el goce de otros derechos como la 
salud. El mismo estudio concluye que las personas que habitan estos lugares 
deben esperar en promedio 14 años para acceder a esos servicios. Según los 
autores, estas cifras convierten a Perú en el segundo país con más asenta- 
mientos informales de Latinoamérica, después de Cuba. 
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Esta situación se ve fomentada por un gran déficit habitacional, lo 
que ha potenciado el crecimiento de la propiedad horizontal y, con ello, 
algunos conflictos habitacionales previsibles en una población que se en- 
frenta por primera vez a este fenómeno. 

Los asentamientos informales son tierra fértil para el surgimiento 
de conflictos mayores, como disputas entre grupos por el control del terri- 
torio o de las organizaciones vecinales, y el surgimiento de mecanismos de 
gobernanza paralelos a los del Estado que promueven modos de administrar 
reñidos con la eficiencia y transparencia pública. 

3. METODOLOGÍA

El estudio utilizó una metodología mixta, integrando tanto métodos 
de análisis cualitativos como cuantitativos. Esta combinación permitió 
recopilar y analizar información desde diferentes perspectivas y niveles. 

Dada la naturaleza del informe, se otorgó preeminencia a la dimensión 
cualitativa. El principal objetivo fue conocer, comprender e interpretar las 
perspectivas de los actores clave (stakeholders), los operadores de justicia y 
las personas usuarias. Para ello, se realizaron tres rondas de trabajo de campo 
en Lima (piloto y levantamiento de información), Arequipa e Iquitos 
(recuperación de información). 

Complementariamente, la vía cuantitativa se utilizó para: (i) cuantifi- 
car y contextualizar el escenario de emergencia de los conflictos de familia y 
vivienda estudiados; y (ii) caracterizar las vías de solución mediante análisis 
estadístico a nivel nacional y regional. 

3.1. Fuentes de información 

Para la realización del estudio se utilizaron tanto fuentes primarias 
como secundarias. Entre las fuentes primarias se destacan: entrevistas se- 
miestructuradas, observaciones no participantes, conversatorios y talleres 
con diversas audiencias. En cuanto a las fuentes secundarias, se priorizó 
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el uso de bases de datos administrativos de acceso público y la revisión 
documental de materiales existentes (por ejemplo, documentos e infor- 
mes sobre las temáticas tratadas, material de IDRC o literatura general) y 
producidos específicamente para la investigación (como reportes de viajes, 
documentos de talleres y productos comunicacionales). 

3.2. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

La recopilación de información cualitativa se realizó mediante 
entrevistas individuales presenciales y telemáticas66, utilizando instrumentos 

especialmente diseñados, como pautas de entrevistas y guías de observación. 

La información primaria se recolectó a través del trabajo de campo in 
situ, particularmente con personas usuarias, operadoras de las vías de con- 
ciliación extrajudicial y justicia comunitaria, actores clave urbanos y jueces. 

A lo largo del análisis y evaluación, se utilizó un enfoque participativo 
para retroalimentar la investigación con las perspectivas, aportes y reco- 
mendaciones de los grupos locales de investigación, el IDRC y otros aliados 
estratégicos. 

Finalmente, el 28 de mayo de 2024, CEJA convocó una reunión de 
trabajo con expertos y expertas en Lima para discutir críticamente una ver- 
sión preliminar de este informe. Estos aportes permitieron enriquecer el 
estudio, ajustar las conclusiones y mejorar sus recomendaciones. 

3.3. Muestra 

Dada la naturaleza principalmente cualitativa del estudio, se utilizó 
un método de muestreo intencionado para seleccionar las ciudades en las 
que se realizó el trabajo de campo y las entrevistas semiestructuradas. Se 
eligieron tres ciudades inicialmente: Lima, incluyendo Callao, Arequipa e 
Iquitos, y se añadió una cuarta ciudad, Piura, para complementar el estudio. 

67 Previo a su instrumentación, se llevó adelante un trabajo previo de coordinación con el Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, el Poder Judicial y los centros de conciliación privados. Cada 
persona entrevistada suscribió una declaración de consentimiento informado, autorizando la 
utilización de la información brindada. 
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Los criterios de selección fueron los siguientes: 

a) Diversidad regional: Representación de las principales regiones
naturales (v.gr., costa, sierra y selva). 

b) Oferta de vías de justicia: Disponibilidad y variedad de mecanismos
de justicia en cada ciudad. 

c) Complejidad urbana: Incluyó ciudades capitales, intermedias y
pequeñas, considerando su volumen de población. 

d) Particularidades demográficas e interseccionalidad: Ejemplos
como la tasa de nacidos vivos de mujeres menores de 15 años de edad; y, 

e) Pobreza multidimensional: Niveles de pobreza que afectan a la
población de cada ciudad. 

Para determinar la muestra de personas entrevistadas se consideraron 
las siguientes variables: 

a) Operadores de justicia: Integrantes de instituciones de provisión
de justicia en las vías estudiadas. 

b) Actores clave (stakeholders): Personas influyentes en la construcción 
de la agenda nacional sobre vías de justicia, incluyendo representantes de 
organismos multilaterales, formuladores de políticas, académicos y repre- 
sentantes de la sociedad civil organizada; y, 

c) Usuarias y usuarios: Personas que utilizan las distintas vías de justicia 
y han experimentado conflictos familiares y de vivienda. Se puso un énfasis 
especial en muestrear a mujeres, debido a su mayor vulnerabilidad en los 
conflictos tratados. También se incluyó a personas con procesos judiciales 
recientes o concluidos en los últimos cuatro meses para obtener una 
evaluación integral de su experiencia en el sistema de justicia. 
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Gráfico N° 1
Componentes de la muestra

Municipios Focalizados

Lima Sur, Lima Este); Iquitos; Arequipa; y, Piura

Iquitos
Tumbes Iquitos 

Tumbes 

Loreto 

Piura Piura 
Piura 

Chachapoyas   Moyobamba 
Lambayeque 

Chiclayo San 
Cajamarca   Martín 
La Libertad 

Pucallpa 
Trujillo 

Lima Centro,Lima Norte, Áncash   Huánuco Lima Sur,Lima Este, Huaraz Ucayali Huánuco 

Pasco 
ProvinciaConstitucional Cerro de Pasco 

del Callao Lima 
Junín 

Lima 
Huancayo 

Callao Madre de Dios 
Puerto Maldonado 

Huancavelica 

Huancavelica      Cusco 

Abancay    Cusco 
Ayacucho 

Ica      Ayacucho Apurímac 
Puno 

Ica Puno 

Arequipa 

Arequipa Arequipa 
Moquegua 

172 entrevistas 
(Sep.-23 a Ene. -24)

Usuarios 

Operadores 

Stakeholders

15

11%

44 76
33% 56%

Moquegua 
Tacna 

Tacna 

Fuente: Elaborado por CEJA -IDRC Canadá (2023)

3.4. Procesamiento de datos 

La información cualitativa se procesó mediante un análisis de con- 
tenido, utilizando la plataforma Atlas.ti para asistir en esta tarea. Se con- 
sideraron las preguntas, criterios y variables que guían el estudio, y se em- 
plearon matrices para la organización, el entrecruzamiento y la validación 
de datos.68

68 En todo  el  proceso  de  análisis  de  la  información  cualitativa  se  guardó  confidencialidad  de  las 
personas  entrevistadas,  a  fin  de  impedir  que  sean  individualizadas  por  sus  declaraciones o 
argumentos, salvo casos de especial interés en que: (i) se sopesaron los riesgos de dicha 
exposición; y, (ii) se contó para ello con el consentimiento informado de la persona involucrada. 
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4. PERÚ EN CONTEXTO

4.1. Información relevante sobre el país 

El Perú es una república democrática, social, independiente   y 
soberana (art. 43, Constitución Política). Ubicado en la costa oeste de 
Sudamérica, el país cuenta con una población de 33.7 millones de personas 
(Instituto Nacional de Estadística e Informática, 2023:9). 

En el último siglo, Perú ha pasado de ser predominantemente 
rural (64.6 % según el censo de 1940) a ser principalmente urbano (82.6 %) y 
costeño (INEI, 2023:23). Hasta el censo de 1961, el 52.3 % de la población se 
concentraba en la sierra y el 39 % en la costa. Sin embargo, en el censo de 
2017, se constató que el 58 % se encontraba en la costa, el 28.1 % en la sierra 
y el 13.9 % en la selva (INEI, 2023:18). 

Perú es un país pluricultural, donde se hablan 47 idiomas y conviven 
55 pueblos indígenas.69 Según el censo de 2017, cerca de 4.3 millones de 
personas manifestaron hablar un idioma indígena como lengua materna 
(como el quechua, aymara o alguno de los idiomas amazónicos). Además, 
6 millones de personas, aproximadamente el 18% de la población total, se 
autoidentificaron como quechuas, aymaras o pertenecientes a un grupo 
indígena amazónico. 

Es también un Estado fuertemente centralizado, donde el 33 % de 
la población se encuentra en la capital, Lima, y más del 82 % en áreas urba- 
nas. Las capitales regionales más importantes y con mayor población son: 
La Libertad, Piura, Arequipa, Cajamarca y Cusco, aunque con poblaciones 
significativamente menores a la de Lima. 

69 Según la Base de Datos de Pueblos Indígenas del Ministerio de Cultura de Perú, disponible en: 
https://bdpi.cultura.gob.pe/pueblos-indigenas/. Cabe señalar que esta base es referencial, por lo 
que el número de pueblos indígenas podría aumentar cuando otros logren su inscripción. 
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Estas características reflejan las profundas disparidades   regionales 
en la distribución de la pobreza. Como muestra el siguiente mapa (CEJA 
- IDRC Canadá, 2023:11), la extrema pobreza se concentra en algunas re- 
giones, donde dos de cada cinco personas viven en condiciones de grave
privación. En contraste, las zonas con colores más claros presentan por- 
centajes significativamente más bajos (de 3.4 % a 23.6 %), lo que indica una
situación menos severa pero igualmente preocupante.

Como puede observarse en el gráfico, Loreto, una de las tres regio- 
nes estudiadas y ubicada en la Amazonía, presenta un alto nivel de pobreza 
extrema. Esto está relacionado con la vastedad de su territorio, las dificul- 
tades de acceso a los pueblos más alejados,70 especialmente los indígenas,71

Gráfico N° 2
Niveles de pobreza

39.4% - 43.3%
25.9% - 29.2%
20.4% - 23.6%
12.0% - 15.7%

3.4% - 6.8%

Fuente: Elaborado por CEJA -IDRC Canadá (2023)

70 Iquitos tiene la particularidad de ser la única ciudad de Perú a la que no se puede acceder por vía 
terrestre desde otras regiones, sino sólo por vía aérea y fluvial. 

71 En ciertas zonas -por ejemplo, en el Lote 8- la actividad petrolera ha causado la contaminación del 
agua y del suelo, así como la desaparición de diversas especies. Ello ha sido denunciado por las 
comunidades achuar, kichwa, kukama y urarina (United Nations Development Programme, 2022). 
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la infraestructura, los recursos naturales y económicos, y la inversión en 
servicios básicos. Cada uno de estos aspectos juega un rol crítico en la pre- 
valencia de la pobreza extrema. Regiones con tasas altas, como Loreto, en- 
frentan desafíos adicionales, como menor acceso a mercados, educación 
limitada y servicios de salud insuficientes (CEJA - IDRC Canadá, 2023:10-11). 

Otro elemento significativo es el análisis de la pobreza y su impacto 
desde un enfoque de género (CEJA - IDRC Canadá, 2023:19). En el ámbito 
urbano, los hogares encabezados por mujeres presentan sistemáticamen- 
te tasas de pobreza superiores a aquellos liderados por hombres. En 2017, 
la pobreza urbana en estos hogares alcanzó el 43 %, comparado con el 33 % 
en los liderados por hombres. Si bien en los años sucesivos esta brecha dis- 
minuye levemente, no altera la diferencia señalada, evidenciando las des- 
igualdades estructurales que enfrentan las mujeres en el acceso a recursos, 
servicios esenciales y oportunidades. 

Por otro lado, la pobreza extrema urbana muestra un patrón dis- 
tinto. En 2020, se observa un aumento dramático, duplicándose las tasas 
tanto para hogares liderados por hombres como por mujeres, alcanzando 
el 26% en ambos casos. Este fenómeno podría estar relacionado con la cri- 
sis sanitaria global y sus consecuencias económicas, afectando de manera 
aguda a los sectores más vulnerables de la sociedad. 

En contraste, los entornos rurales presentan una situación diferente. 
Aunque las tasas de pobreza son generalmente más bajas en comparación 
con el ámbito urbano, las diferencias de género son más acentuadas en la 
pobreza extrema. En 2020, la pobreza extrema en hogares rurales liderados 
por mujeres alcanzó el 8%, frente al 7% en aquellos liderados por hombres. 
Este aumento puede estar vinculado a factores estructurales y culturales que 
perpetúan la desigualdad. 

La persistencia de estas desigualdades tiene implicaciones directas 
en el uso de vías de justicia en Perú. Las mujeres, que enfrentan mayores 
niveles de pobreza y vulnerabilidad, son más propensas a encontrarse en 
situaciones de conflicto y a necesitar servicios de justicia. Sin embargo, su 
capacidad para acceder a estos servicios está condicionada por su situación 
económica y el entorno geográfico en el que se encuentran. 

Cabe remarcar que estas situaciones se perpetúan, pese a los avances 
logrados por el país en materia de crecimiento económico y reducción de la 
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pobreza en las dos décadas anteriores a la pandemia de COVID-19. La esta- 
bilidad macroeconómica, la apertura comercial y un entorno internacional 
favorable le permitieron convertirse en una economía de ingreso mediano 
alto, con un aumento del ingreso per cápita desde los US$ 2,040 en 2002 
hasta los US$ 7,126 en 2022 (OCDE, 2023). 

Sin embargo, diversos organismos internacionales han advertido 
que el país sigue enfrentando amenazas significativas para alcanzar un 
mayor desarrollo y prosperidad, como el impacto del cambio climático, las 
desigualdades y su estructura económica primaria (o dependiente de sus 
recursos naturales). Además, los desarreglos constitutivos no abordados 
limitan la creación de empleos formales, la diversificación económica y el 
ritmo de reducción de la pobreza y la desigualdad (OCDE, 2023). 

En este contexto, la OCDE ha señalado que “una mejor calidad de 
los servicios públicos, una gobernanza más sólida, un entorno empresarial 
propicio y estabilidad política serán fundamentales para un crecimiento 
mayor e inclusivo que promueva la reducción de la pobreza y la desigualdad” 
(OCDE, 2023). 

En ese sentido, se constata como un factor negativo la permanente 
crisis política en la que se halla inmerso el país, agravada desde 2016. En los 
últimos siete años, Perú ha tenido seis presidentes. Esta crisis se profundizó 
a fines de 2021 e inicios de 2022, con un alto nivel de conflictividad social que 
provocó la muerte de al menos 60 personas, especialmente en la sierra sur del 
país (principalmente en Puno y Ayacucho) y también en Lima (CIDH, 2023).72 

4.2. ¿Acceso a la justicia? Estado de situación, problemas y 
reformas 

Las vías de solución de conflictos materia de la presente investigación, 
enfrentan desafíos significativos en términos de accesibilidad, eficiencia y 
equidad, especialmente para las poblaciones vulnerables. Mientras que  el 

72 Cabe señalar que diferentes fiscalías de derechos humanos se encuentran  investigando  los  casos 
bajo la hipótesis de uso excesivo de la fuerza y presuntas ejecuciones extrajudiciales. En     su 
informe, la CIDH ha recomendado investigar de manera célere estas presuntas violaciones de 
derechos humanos, asegurar que no habrá impunidad respecto de dichos delitos y brindar una 
reparación adecuada a las víctimas. 
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sistema de justicia ordinaria muestra problemas de confianza, accesibilidad y 
demora en los trámites, los MASC y la justicia comunitaria ofrecen 
alternativas valiosas, aunque no exentas de limitaciones y áreas que requieren 
mejoras. 

La evolución de estos sistemas y su capacidad de adaptación para 
responder a las necesidades de las poblaciones más vulnerables es crucial 
para garantizar una justicia más inclusiva y efectiva. Por ejemplo, la justicia 
comunitaria, a pesar de no contar con datos estadísticos sobre su oferta, 
desempeña un papel clave en el acceso a la justicia en sociedades donde 
el sistema formal es menos accesible. Esta forma de justicia, arraigada en 
prácticas y tradiciones locales, puede ofrecer soluciones más asequibles 
y pertinentes para conflictos familiares y de vivienda, especialmente en 
áreas rurales e indígenas. 

Organismos como la OCDE también han centrado su atención en el 
sistema de justicia peruano, reconociendo que su adecuado funcionamiento 
es fundamental para el desarrollo sostenible del país. Entre otras razones, 
porque “la protección de los derechos de propiedad, la adecuada aplicación 
de las normativas y el cumplimiento de los contratos privados requieren un 
sistema judicial eficaz” y estas instituciones son vitales para proteger “los 
rendimientos de los inversores, [reducir] los costos de transacción y [disuadir] 
comportamientos oportunistas, incentivando así el ahorro, la inversión y los com- 
plejos intercambios económicos que son la base del comercio y la especialización. 
Está demostrado que la lentitud de los tribunales reduce significativamente el 
crecimiento económico, especialmente en sectores donde las relaciones con- 
tractuales con los proveedores son cruciales” (OCDE, 2023:86). 

Sin embargo, “el desempeño del sistema judicial peruano está por deba- 
jo de los países de la OCDE y también de otros pares de la región, y ha verificado 
que tanto las empresas como los ciudadanos consideran que el sistema carece 
de transparencia y accesibilidad y es ineficaz e ineficiente a la hora de resolver 
litigios” (OCDE, 2023). 

La percepción de falta de imparcialidad es otro factor destacado en 
la imagen negativa de la justicia. Más del 80% de los peruanos y peruanas 
sienten que esta no se administra con igualdad (Latinobarómetro, 2021). Una 
situación similar ocurre en relación con la corrupción. Desde que se realiza 
la encuesta nacional sobre percepciones de la corrupción, el Poder Judicial 
aparece entre las tres instituciones “más corruptas” del país (2022:29). 
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A lo largo de la historia, se han intentado reiteradas reformas al sis- 
tema de justicia. En el presente siglo, uno de los principales hitos fue la 
creación de la Comisión Especial para la Reforma Integral de la Administración 
de Justicia (CERIAJUS, 2003), como parte del pacto político “Acuerdo por 
la Justicia”. A través de esta comisión, se buscaba reconstruir el sistema 
de Justicia gravemente afectado por la corrupción generalizada durante la 
década de los noventa. 

El informe de la CERIAJUS tuvo un notable carácter técnico y una 
amplia legitimidad, ya que fue elaborado con la colaboración de los órganos 
del sistema de justicia y mediante consultas ciudadanas. Sin embargo, su 
impacto en términos de implementación fue exiguo (CEJA, 2004). 

En los últimos años, destaca el informe producido por la Comisión 
Wagner, creada en 2019 tras un escándalo de tráfico de influencias y corrupción 
en los altos mandos del Poder Judicial, conocido como el “Caso Cuellos 
Blancos”. Las recomendaciones de este informe fueron incorporadas en la 
Política Pública de Reforma del Sistema de Justicia (2021-25), cuya aplicación 
“se ha visto frenada hasta ahora por volatilidad política e inestabilidad en el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos” (OCDE, 2023:88), producto de la 
aludida crisis política e institucional mencionada. 

Actualmente, opera el Consejo Para la Reforma del Sistema de Justicia, 
compuesto por los principales mandatarios y funcionarios de las instituciones 
más relevantes del Estado.73 Este organismo ha sido creado para impulsar 
la reforma, monitorear su implementación y coordinar la ejecución de la 
política a cargo de las entidades que integran el ecosistema de justicia. 

Entre los principales problemas identificados en relación con la vía 
judicial, destacan: (i) la existencia de una proporción significativa de juezas 
contratadas bajo modalidades de corta duración (61%),74 quienes, por esa 
condición, pueden ser destituidas fácilmente de su cargo; (ii) la vigencia 
de dos mecanismos para el nombramiento de jueces interinos, ajenos a 
la selección por méritos. Uno de estos mecanismos es la contratación de 

73 Creado mediante la Ley N° 30942, el Consejo se encuentra conformado por lo/as presidente/as de 
la República, del Congreso, del Poder Judicial, del Tribunal Constitucional, de la Junta Nacional de 
Justicia, así como por el Fiscal de la Nación, el Contralor General y el Defensor del Pueblo. 

74 Durante la pandemia de COVID-19 este porcentual aumentó el 5 %. 
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juezas titulares con carácter interino para una función de nivel superior a 
aquella para la que fueron inicialmente nombradas (juezas provisionales). 
El otro, consiste en la designación de jueces supernumerarios y fiscales pro- 
visionales, elegidos de la lista de candidatos que no superaron el proceso 
de selección, también con contratación temporal. Un sistema similar se uti- 
liza para los fiscales; y, (iii) la sobrecarga de casos (OCDE, 2023:88). 

Por otro lado, los MASC como la conciliación, se presentan como 
una vía más flexible y accesible para resolver disputas. Estos métodos 
se enfocan en el diálogo y la búsqueda de acuerdos mutuamente 
beneficio- sos, lo que puede ser especialmente valioso en comunidades 
donde existe desconfianza hacia el sistema judicial formal o donde las 
normas culturales favorecen los modos compositivos, dialógicos o 
colaborativos. Los MASC pueden ser más rápidos y menos costosos que los 
procedimientos judiciales tradicionales, lo que los hace particularmente 
atractivos para las poblaciones en situación de vulnerabilidad. 

No obstante, existe una diferencia sustancial entre los procesos de 
conciliación estudiados. De acuerdo con la normativa vigente, la concilia- 
ción en temas de familia es facultativa o voluntaria, mientras que en cues- 
tiones civiles es obligatoria, constituyendo un requisito de admisibilidad de 
la demanda judicial. Como se desarrollará, esta diferenciación impacta de 
forma considerable en el uso y la eficacia de la herramienta. 

En Perú, hay 84 centros de conciliación públicos y gratuitos, lo que 
representa una tasa de 0,25 centros por cada 100.000 habitantes. La falta 
de centros de conciliación accesibles implica que gran parte de la ciudadanía 
enfrente importantes obstáculos en la resolución de sus conflictos, lo que 
puede derivar en la perpetuación de ciclos de violencia y en la marginación 
de los más vulnerables (SISCONCI, 2024). 

Las poblaciones indígenas y rurales, así como las mujeres y los niños, 
son particularmente afectadas por esta falta de acceso, ya que a menudo 
carecen de los recursos económicos y de la información necesaria para co- 
nocer, ingresar, comprender y transitar el sistema judicial formal. En este 
sentido, la escasez de centros de conciliación gratuitos perpetúa las des- 
igualdades existentes y afianza la vulnerabilidad de estos grupos. 

De allí que la oferta pública de MASC se erija como una estrategia clave 
para democratizar el acceso a justicia, proporcionando a las comunidades 
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más desfavorecidas herramientas efectivas para la resolución de sus con- 
flictos. La gratuidad de estos servicios asegura que la capacidad económica 
no sea un impedimento, contribuyendo a mitigar una barrera histórica que 
ha marginado a las personas en situación de vulnerabilidad. 

La implementación de MASC gratuitos también contribuye a: (i) la efi- 
ciencia del sistema de justicia en su conjunto, aliviando la carga de los tri- 
bunales y permitiendo que los conflictos se resuelvan de manera más ágil; 
(ii) la promoción de enfoques y abordajes más participativos y humanos, lo
que repercute positivamente en la gestión del caso, la búsqueda de solu- 
ciones y su cumplimiento; y, (iii) la mejora en la prevención de conflictos y
la promoción de una cultura de paz.

Al facilitar el acceso a mecanismos de resolución de disputas, se fo- 
menta la gestión pacífica de las diferencias y se contribuye a la creación 
de entornos más estables y armoniosos, especialmente en comunidades 
afectadas por la violencia. 

En el caso de los centros de conciliación privados, los procedimien- 
tos son más ágiles debido a su estructura acotada, lo que favorece la cele- 
ridad. Lo único que se requiere es la concurrencia de ambas partes y de la 
persona conciliadora. 

En contraste, los centros de conciliación públicos enfrentan serios 
problemas de congestión. Además, han sido afectadas por externalidades 
que han impactado su funcionamiento. Como se observa en la siguiente 
gráfica sobre casos de pensión alimentaria, entre abril y noviembre de 2020 
no atendieron debido a la pandemia por COVID-19. El tiempo transcurrido 
desde entonces no ha mostrado signos manifiestos de recuperación, dado 
que a fines de 2022 hubo 2,78 veces menos ingresos que en 2018. 
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Se observa también una leve estacionalidad en la demanda de pensión 
alimentaria hacia el primer trimestre de 2022, la cual disminuye significati- 
vamente durante los meses de junio y agosto, para luego volver a ascender 
y declinar durante noviembre y diciembre. 

La congestión en este tipo de conflictos durante el período analizado 
muestra variaciones significativas: 239 % en 2018, 185 % en 2019, 194 % en 
2020, 170 % en 2021, y 218 % en 2022. Aunque en 2022 la congestión tiende 
a la baja, sigue estando cerca del promedio general para la vía judicial en 
Perú (225 %). 

Como mencionamos anteriormente, aunque las cifras son relativa- 
mente similares, no es posible compararlas directamente en términos de 
los tiempos de funcionamiento del sistema judicial, por lo tanto, estos datos 
solo sirven como referencia para evaluar el trabajo de la persona conciliadora. 

En los casos de desalojo, la gráfica siguiente advierte un patrón similar 
durante la pandemia. Si bien, el volumen de demanda es menor en com- 
paración con los casos de pensión de alimentos, se observa una reducción 
significativa de los casos en proceso durante el año 2020. Esta disminución 
de la demanda permitió incorporar al sistema casos que, en la práctica, ya 
habían finalizado pero que no podían ser atendidos debido a la alta carga 
de trabajo durante el año. 
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En cuanto a la vía comunitaria, Perú cuenta con una tradición histórica 
ejercida dentro de las comunidades, especialmente en áreas rurales y entre 
poblaciones indígenas y campesinas, basada en principios y prácticas 
locales. Su efectividad radica en su relevancia cultural y accesibilidad para 
comunidades que pueden sentirse distantes del sistema de justicia formal. 

Este mecanismo permite resolver conflictos de manera coherente 
con las tradiciones y valores locales, promoviendo soluciones más sostenibles 
y socialmente legítimas. Sin embargo, la efectividad de esta vía puede verse 
afectada por dos factores: (i) la falta de reconocimiento o integración con 
los sistemas de justicia formal, y (ii) las preocupaciones en torno a la equidad 
y consistencia en la aplicación de la justicia. 

Un dato relevante es que el 49% de las personas que utilizan la 
justicia comunitaria en los Andes Peruanos son mujeres, y la mayoría 
de sus demandas están relacionadas con conflictos penales y violencia 
contra la mujer. Esto subraya la importancia de estos mecanismos en la 
atención de asuntos de gran sensibilidad social y personal. No obstante, 
la baja proporción de conflictos familiares atendidos a través de la justicia 
comunitaria sugiere una posible subutilización de estos mecanismos en ciertos 
temas o una preferencia por resolver estos asuntos por otros medios. 

Al respecto, la justicia comunitaria también desempeña un rol des- 
tacado en la gestión de casos de violencia contra mujeres, niñas y niños 
clasificados como graves. Del total de casos tratados, el 57,9% son graves, 
lo que evidencia la utilidad de este mecanismo para ofrecer instancias y 
soluciones culturalmente adecuadas y sensibles. Las sanciones, reparaciones y 
la intervención comunal son formas comunes de resolución, lo que refleja el 
enfoque comunitario en la resolución de conflictos. 

Dentro de esta vía se encuentra también la justicia de paz. Según 
la Ley N° 29.824, se trata de una función u “órgano integrante del Poder 
Judicial [sin pertenecer a la Carrera Judicial], cuyos operadores solucio- 
nan conflictos y controversias preferentemente mediante la conciliación, 
y también a través de decisiones de carácter jurisdiccional, conforme a 
los criterios propios de justicia de la comunidad y en el marco de la Cons- 
titución Política del Perú” (art. I). Es decir, sus decisiones se motivan 
“de acuerdo a su leal saber y entender, no siendo obligatorio motivarlas 
jurídicamente” (art. IV). Estos servicios son gratuitos y “deben recibir 
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el apoyo del Ministerio Público, la Policía Nacional del Perú, las Fuerzas 
Armadas, el Ministerio del Interior, los gobiernos regionales, los gobier- 
nos locales, las comunidades campesinas, las comunidades nativas y las 
rondas campesinas” (arts. VI y VII), para el adecuado cumplimiento de 
sus funciones. 

En definitiva, la efectividad de los abordajes y respuestas depende 
de las formas, reglas y prácticas que definen cada vía, así como de su ca- 
pacidad o incapacidad para adaptarse a las características, necesidades y 
circunstancias de la población en general, y de los colectivos en situación 
de vulnerabilidad en particular. Mientras que la justicia ordinaria ofrece un 
marco legal formal, los MASC y la justicia comunitaria proporcionan 
enfo- ques más flexibles y culturalmente sensibles. 

El desafío consiste en garantizar que estos sistemas funcionen de 
manera adecuada, con abordajes deferentes y sensibles a las particularida- 
des de los conflictos que ingresan, y de manera complementaria, propor- 
cionando una gama completa de opciones para la resolución de conflictos 
que sean accesibles, efectivas y justas para todas las personas, especial- 
mente para aquellas en situaciones de vulnerabilidad. 

4.3. Calidad de las intervenciones: ¿qué información? El 
caso de los alimentos 

Los hallazgos presentados en este informe analizan y reflexionan sobre 
las diversas formas en que la población peruana resuelve sus conflictos a 
través de la vía judicial, los Mecanismos de Resolución de Conflictos (MASC), 
y la justicia comunitaria en asuntos de familia y civil, haciendo hincapié en el 
funcionamiento, operatividad, buenas prácticas y posibilidades de mejora 
en cada una de estas vías. 

Durante todas las fases del estudio—recolección, validación, procesa- 
miento y análisis de información—se han tenido en cuenta las particularidades 
de los casos de familia (alimentos, visitas y tenencia) y civil (propiedad y 
convivencia vecinal) seleccionados. Sin embargo, existen pocos estudios 
previos que evalúen la calidad de la atención del sistema de justicia en 
relación con estos casos. El único proceso que ha sido analizado de manera 
ordenada y metódica es el de alimentos. 
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En 2018, la Defensoría del Pueblo publicó un informe basado en una 
muestra representativa de aproximadamente 3.000 expedientes a nivel 
nacional, los cuales estaban relacionados con las características económicas 
y sociales de los litigantes. Los principales hallazgos, que complementan 
los identificados en este informe, fueron los siguientes: 

a) El 90.2% de las demandas presentadas por mujeres fueron de
alimentos a favor de niñas, niños y adolescentes.

b) Las mujeres representan un 95.3% del universo de personas usua- 
rias en procesos de alimentos.

c) Para la mayoría de las demandantes, la pensión de alimentos es
su única fuente de ingresos para cubrir las necesidades básicas
de sus hijos, ya que el 50.6% se dedica a las labores del hogar,
el 16.8% está desempleada, y solo el 16.3% realiza una actividad
laboral remunerada.

d) En el 95.3% de los casos, los demandados son hombres, quienes
mayoritariamente se dedican a actividades remuneradas en los
sectores de servicios (39.4%) y transportes (13.2%). Solo el 0.6% de 
los demandados se dedica exclusivamente a las labores del hogar.

e) Más de la mitad de los demandados mantiene un vínculo de
convivencia con la demandante (51.1%), y algo más de la décima
parte, uno matrimonial (13.5%).

f) En el 53.1% de los casos el demandado no intervino en el proceso,
lo que tiene un efecto directo en cuanto al incumplimiento
posterior de la sentencia.

g) Solo en un 18.7% de los casos se ha demandado la asignación antici- 
pada de alimentos, a pesar de la importancia que tiene para satisfacer 
las necesidades alimenticias de los niños, niñas y adolescentes; y
en aquellos caso en que se concedió el beneficio, el 70.5% no superó 
los 500 soles (151 dólares al tipo de cambio de la época).

h) Un alto porcentaje de jueces y juezas (81.2%) otorga una pensión
que no superaba los 500 soles. Con ese monto se cubre la alimen- 
tación de un niño, niña o adolescentes -el promedio mensual de
la Canasta Básica Familiar del INEI fue de 328 soles en el 2016-,
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resultando totalmente insuficiente para atender otros aspectos 
indispensables para su desarrollo como salud, educación, vestido 
y/o recreación. 

El estudio realizado señaló no haber advertido diferencias porcen- 
tuales significativas entre lo resuelto por jueces y juezas respecto 
de demandas presentadas por hombres o mujeres. Frente a 
demandas presentadas por mujeres, los jueces concedieron la 
pensión en un 48.2%, mientras las juezas la hicieron en un 47%. 
Respecto a demandas presentadas por hombres, la pensión fue 
concedida por jueces en un 33%, y por juezas en un 32.9%. 

i) El 37.1 % de las demandas evaluadas fueron calificadas dentro del
plazo legal de 5 días hábiles. Sumemos a ello lo ya mencionado:
en menos del 19 % de los casos se otorgan anticipo provisorio de
alimentos. Esta situación deja indefensos y pone en situación de
especial vulnerabilidad a quienes recurren a dicho proceso para
su subsistencia.

j) Menos del 3% de las demandas de alimentos fueron resueltas en
primera instancia dentro del plazo legal de 30 días hábiles. Lamen- 
tablemente, casi la mitad de los procesos estudiados (47.5%)
tardaron más de medio año.

k) Solamente el 4.7% de los procesos de alimentos se ha solucionado
mediante conciliación judicial, en un tiempo promedio de 229 días
(7 meses y medio). Es decir, el mecanismo judicial de conciliación
no coadyuva a reducir la carga procesal de expedientes en trámite
de los juzgados de paz letrado. Esto abre interrogantes en torno
a cómo se trabaja con la gestión del caso (v.gr., producción de
evidencias que faciliten la composición, técnicas para mejorar la
comprensión y comunicación de intereses o administración de
desincentivos jurisdiccionales para disuadir actitudes maliciosas
o temerarias), a efectos de lograr dicho objetivo institucional.

l) Casi la quinta parte de los procesos de alimentos son decla- 
rados en abandono (14.4%), dato que resulta problemático
en varios sentidos, de los cuales destacamos los siguientes:
(i) conforma un porcentaje alto de mujeres que no prosiguen
procesos donde reclaman mayoritariamente alimentos para
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sus hijos e hijas; y, (ii) los órganos jurisdiccionales se ven incenti- 
vados a declarar el abandono a efectos de disminuir su carga 
procesal, no ejerciendo las facultades instructoras agravadas 
que tienen para motorizar esta clase de casos. Ambos supuestos 
suponen un empeoramiento de las condiciones de exigibilidad 
de derechos. 

m) El 89.6% de las sentencias emitidas en primera instancia son
declaradas firmes, por lo que procede a su inmediata ejecución a
favor de la parte demandante. Solo el 10.4 % fueron apeladas.

n) El 38.9 % de las sentencias que concedieron una pensión de ali- 
mentos fueron cumplidas. No obstante, en el 27.3% la entrega
de la pensión se hizo efectiva en un lapso de 5 meses, mientras
que en el 23.5% el cumplimiento tardó más de 15 meses. Dichas
circunstancias generan incertidumbre sobre la eficacia de las
herramientas legales y judiciales existentes en el marco de las
ejecuciones judiciales en general y alimentarias en particular.

o) El formulario estándar para la presentación de demandas de
alimentos es muy empleado por la ciudadanía, pues el proceso
no requiere firma de abogado/a. Pese a ello, se ha detectado que
presenta: (i) omisiones relevantes, tales como la imposibilidad de
demandar el aumento de la pensión de alimentos previamente
establecida, de solicitar una asignación anticipada de alimentos
o de solicitar otras medidas cautelares; y, (ii) incongruencias
que pueden confundir a la persona que pretende demandar
alimentos.

p) Más de las tres cuartas partes de las usuarias entrevistadas
(77.4%) acuden al propio juzgado para indagar sobre el estado de
sus procesos, a pesar de contar con el servicio virtual de Consulta
de Expedientes Judiciales.

Las evidencias recogidas en este estudio se corresponden con las 
halladas en la investigación de la Defensoría del Pueblo. Entre ellas, destaca 
el hecho de que las solicitantes son mayoritariamente mujeres en situación 
de pobreza, que ven la pensión de alimentos como un medio de subsistencia 
para sus hijos. En muchos casos, esta pensión es su única fuente de ingresos. 
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Junto con lo anterior, se observa el escaso impacto de la conciliación 
judicial para resolver el conflicto a mediano y largo plazo, así como los 
serios problemas que enfrentan las demandantes para que se cumpla efec- 
tivamente una sentencia a su favor, lo cual equivale, en muchos casos, a 
que el conflicto no llegue a resolverse. El reconocimiento de un derecho es 
estéril si no se logra su cumplimiento. 

4.4. ¿Cómo se regulan las vías de solución de conflictos? 

4.4.1. Justicia especializada: necesaria, pero ¿suficiente? 

En Perú, la mayoría de los procesos civiles están regulados por el 
Código Procesal Civil, vigente desde 1993 y sujeto a numerosas modificaciones 
desde entonces. Este código establece los mecanismos de tramitación y los 
plazos para procesar casos contenciosos y no contenciosos, categorizán- 
dolos en tres tipos principales: proceso de conocimiento (el más extenso 
en tiempo, con mayores posibilidades probatorias y recursivas), proceso 
abreviado (intermedio), y proceso sumarísimo (el más rápido y limitado). 

Sin embargo, los procesos civiles que involucran a menores de edad, 
como los relacionados con pensiones alimenticias, tenencia y visitas, se rigen 
por una normativa procesal específica: el Código de los Niños y Adolescentes 
(Ley N° 27337). Esta ley establece que los casos de alimentos, visitas y tenencias 
deben seguir exclusivamente el proceso sumarísimo. El Código Procesal 
Civil y otras normativas sustantivas o procesales se aplican solo de manera 
supletoria, y el derecho consuetudinario se aplica siempre que no vulnere 
el orden público.75

En cuanto al proceso de alimentos, la reciente modificación del 
artículo 170-A del Código de los Niños y Adolescentes (Ley N° 31.464) ha 
priorizado los principios de oralidad, concentración, celeridad y economía 
procesal. Esto obliga al juez a comunicar verbalmente su fallo durante la 
audiencia única e informar por escrito en los siguientes cinco días. 

75 Según el artículo VII del Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes, “las normas del Código 
Civil, Código Penal, Código Procesal Civil y Código Procesal Penal se aplicarán cuando corresponda en forma 
supletoria al presente Código. Cuando se trate de niños o adolescentes pertenecientes a grupos étnicos    o 
comunidades nativas o indígenas, se observará, además de este Código y la legislación vigente, sus 
costumbres, siempre y cuando no sean contrarias a las normas de orden público”. 
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Jerárquicamente, las competencias jurisdiccionales en estos casos 
están distribuidas de la siguiente manera: Juzgados de Paz Letrado, Juzgados 
Especializados, Salas Superiores, y Salas Supremas. En particular, los pro- 
cesos de alimentos se tratan inicialmente en los juzgados de paz letrados 
y, en segunda instancia, en los juzgados especializados. Por su parte, los 
casos de tenencia y régimen de visitas son gestionados por los juzgados 
especializados y revisados en segunda instancia por las salas especializadas. 

En procesos civiles, la competencia se asigna tanto por la materia 
como por la cuantía del derecho en disputa. Los casos de menor cuantía se 
inician en los juzgados de paz letrados, mientras que los de mayor cuantía 
se tramitan en los juzgados especializados, siendo la revisión de segunda 
instancia realizada por la instancia inmediatamente superior. 

Siguiendo la lógica de especialización, existen juzgados de familia en 
todo el país, ubicados principalmente en capitales de región y algunas provin- 
cias con alta densidad poblacional (art. 11 y ss., Reglamento de Organización 
y Funciones del Poder Judicial). No obstante, solo la Corte Superior de Justicia 
de Lima cuenta con salas especializadas de Familia; en el resto del país, son 
las salas superiores civiles las que se encargan de los asuntos de familia. 

Familia(s) 

La normativa vigente para los procesos judiciales de familia está 
conformada, principalmente, por los siguientes cuerpos normativos: 

(i) Código Civil (1984),76 como derecho sustantivo.

(ii) Código Procesal Civil (1993),77 como derecho adjetivo, que
establece reglas de tramitación de los procesos.

(iii) Código de Niños, Niñas y Adolescentes (2000),78 que regula un pro- 
ceso único para los procesos de alimentos, visitas y tenencia.

La competencia respecto de dichos procesos está determinada del 
siguiente modo: 

76 Aprobado por el Decreto Legislativo N° 295, en noviembre de 1984. 

77 Su Texto Único Ordenado fue aprobado por la Resolución Ministerial N° 010-93-JUS, en enero de 1993. 

78 Aprobado mediante la Ley N° 27337, en agosto de 2000. 
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(i) Los procesos de alimentos son competencia de los juzgados de paz
letrados, cuyas decisiones pueden ser revisadas por los juzgados es- 
pecializados de familia, actuando estos como segunda instancia.

(ii) Los procesos de régimen de visitas y tenencia son competencia
de los juzgados de familia, con la posibilidad de revisión ante las
salas civiles o de familia, según el área, y recurso de casación ante
la Corte Suprema de Justicia.

Vivienda 

Las principales reglas asociadas a procesos judiciales en materia de 
vivienda son: 

(i) Código Civil, como derecho sustantivo.

(ii) Código Procesal Civil que establece un trámite sumarísimo para
casos de arrendamiento y un proceso de conocimiento para casos
de reivindicación de propiedad.

(iii) Ley de Municipalidades, que reglamenta las funciones de las
municipalidades, incluyendo su poder de policía para fiscalizar el
cumplimiento de obligaciones en materia de convivencia vecinal
y aplicar sanciones en caso de conflicto.

(iv) Ley N° 31.313 de desarrollo urbano sostenible, que promueve la ase- 
quibilidad de la vivienda y fomenta políticas estatales para garantizar 
el acceso a viviendas dignas para personas con menores recursos. 

(v) Decreto legislativo 16-68 sobre normas de convivencia en propie- 
dad horizontal, que establece los derechos y obligaciones de los
vecinos propietarios y la posibilidad de judicializar conflictos.

En cuanto a la competencia en dichos procesos: 

(i) Los procesos de arrendamiento son competencia de los juzga- 
dos civiles de primera instancia, con posibilidad de revisión ante
la sala civil y recurso de casación ante la Corte Suprema de Jus- 
ticia.79 En casos de desalojo por falta de pago o vencimiento de

79 Salvo que haya doble conforme (en primera y segunda instancia), en cuyo caso no podrá accederse a la 
Corte Suprema. 
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contrato, cuando el monto en disputa no supera las 50 unidades 
de referencia procesal,80 el proceso se tramita ante el juzgado 
de paz letrado, y la revisión corresponde a los juzgados civiles. 
Cabe señalar que, según el cuarto Pleno Jurisdiccional Nacional 
Civil (2017) y otros plenos jurisdiccionales, los casos de arrenda- 
miento precario (cuando el arrendatario no tiene título o su títu- 
lo ha caducado) son competencia de los juzgados civiles. 

(ii) Los procesos de reivindicación de la propiedad son competen- 
cia de los juzgados civiles de primera instancia, con posibilidad de
revisión por las salas civiles y recurso de casación ante la Corte
Suprema de Justicia.

(iii)Los conflictos vecinales se tramitan como procesos contencio- 
so-administrativos ante las municipalidades,81 que se encargan
de fiscalizar y determinar responsabilidades. Si se imponen mul- 
tas, la ejecución de su cobro es competencia de los juzgados de
paz letrados.

80 Monto que sirve de base para el pago de las tasas, aranceles y multas en los juicios y trámites en el 
Poder Judicial. La Unidad de Referencia Procesal (URP) se fija en función de la Unidad Impositiva 
Tributaria (UIT), que es ajustada anualmente. En el caso peruano, una URP es el 10 % de una UIT. En el 
2023, una URP equivalió a S/ 495.00 soles (US$ 130.20 al tipo de cambio de 2023). 

81 En el marco del procedimiento administrativo en sede municipal, la municipalidad puede hacer visitas, 
levantar actas y, eventualmente, imponer multas. 
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Tabla N° 1
Tipo de procesos vinculados a vivienda

Proceso Competencia 
Primera Instancia

Revisión Segunda 
Instancia

Recurso de 
Casación

Arrendamiento
Juzgados civiles 
(a excepción de 

desalojo por falta
de pago)

Sala Civil Corte Suprema 
de Justicia

Desalojo por 
falta de pago o 
vencimiento 
del contrato, <
50 unidades de 

referencia procesal

Juzgado de Paz 
Letrado Juzgados civiles

Reivindicación de 
la propiedad Juzgados Civiles Salas civiles Corte Suprema 

de Justicia

Conflictos
vecinales

Trámite 
contencioso 

administrativo 
(Municipalidades)

Multas Juzgados de paz 
letrado

Fuente: elaboración del CEJA a partir de información oficial

4.4.2. MASC: la conciliación como matriz (excluyente) 

MASC judiciales 

En el Perú, el Código Procesal Civil estableció la conciliación judi- 
cial, reconociendo a “las partes [la posibilidad de] conciliar su conflicto de 
intereses en cualquier estado del proceso, siempre que no se haya expedido 
sentencia en segunda instancia” (art. 323). Los jueces pueden convocar, de 
oficio o a solicitud de parte, una audiencia de conciliación antes de emitir 
sentencia, salvo en casos de violencia familiar (art. 324). 

Aunque los datos obtenidos para este estudio no son generalizables, 
las entrevistas realizadas revelan que aproximadamente el 60% de los casos 
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de familia se someten a conciliación judicial, alcanzándose acuerdos en el 
30% de ellos. En los casos de vivienda, la conciliación judicial es mucho 
menos común, aplicándose en menos del 5% de los casos.82 

MASC extrajudiciales 

En cuanto a los MASC extrajudiciales, estos se rigen por la Ley N° 
26872 para la conciliación y por el Decreto Legislativo N° 1071 para el arbi- 
traje.83 A pesar de que se han presentado proyectos de ley para promover 
otros medios alternativos, como la mediación, la cultura jurídica peruana se 
ha centrado en la conciliación, siendo este el mecanismo utilizado para los 
conflictos analizados en este estudio,84 siendo este el mecanismo utilizado 
para los conflictos analizados en este estudio. 

Institucionalidad de la conciliación extrajudicial 

La Ley N° 26.872 establece la conciliación como un mecanismo alter- 
nativo de solución de conflictos, que no constituye un acto jurisdiccional 
(arts. 4 y 5), en el cual las partes buscan una solución consensual acudiendo 
a un centro de conciliación extrajudicial. Este procedimiento puede llevarse 
a cabo de manera presencial, a través de medios electrónicos u otros 
métodos similares. 

Los operadores del sistema comprenden a los conciliadores extra- 
judiciales, capacitadoras, centros de conciliación extrajudicial y centros de 
formación y capacitación de conciliadores (art. 19-A). 

Al respecto, la formación y capacitación de conciliadores está a cargo 
de centros autorizados, que pueden incluir universidades, gobiernos y 
colegios profesionales. La Escuela Nacional de Conciliación Extrajudicial del 
MINJUSDH también desempeña un papel clave en la formación de estos 
operadores. Asimismo, estos centros de formación y capacitación deben 
cumplir ciertos requisitos para inscribirse en el Registro Nacional Único de 
Centros de Formación y Capacitación del MINJUSDH, que supervisa y fiscaliza 
el dictado de los cursos, imponiendo sanciones en caso de incumplimiento. 

82 Entrevistas a tres jueces civiles y a uno de paz letrado. 

83 El arbitraje tiene rango constitucional. En ese sentido, el art. 139 de la Constitución Política del Perú 
estipula que “(…) no existe ni puede establecerse jurisdicción alguna independiente, con excepción de la 
militar y la arbitral”. 

84 Entrevistas al juez y jueza de familia Edwin Berjar y María Elisa Zapata. 
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Por otro lado, la Ley estipula que los centros de conciliación extra- 
judicial pueden ser constituidos por personas jurídicas de derecho público 
o privado sin fines de lucro, siempre que incluyan la función conciliadora
entre sus objetivos. No obstante que, para su funcionamiento, deben con- 
tar con la autorización del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos
(MINJUSDH), a través de la Dirección de Conciliación Extrajudicial y Meca- 
nismos Alternativos de Resolución de Conflictos (arts. 19 y 24).

Por este mandato, el MINJUSDH tiene la responsabilidad de supervi- 
sar, registrar, renovar, habilitar y sancionar a estos centros (art. 26). 

De conformidad a lo establecido en la Ley N° 26.872, la labor de con- 
ciliador está abierta a cualquier persona que obtenga una acreditación, no 
siendo exclusiva para abogados. Sin embargo, la norma exige que cada 
centro de conciliación cuente con al menos un abogado encargado de 
supervisar la legalidad de los acuerdos conciliatorios (art. 29). Asimismo, 
que los centros de conciliación establecidos por universidades, colegios 
profesionales y gobiernos regionales o locales deban priorizar la atención a 
personas de escasos recursos (art. 25). 

En el contexto de la defensa de derechos, las Defensorías Municipales 
de Niños, Niñas y Adolescentes (DEMUNAS) también están facultadas para 
conciliar en materia de familia, siempre que se trate de la defensa o res- 
guardo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

En relación al término de estos procesos, la conciliación puede concluir 
de diversas maneras: con un acuerdo total o parcial, con la falta de acuerdo, o 
con la inasistencia de una o ambas partes. En este sentido, la Ley N° 26.872 
es clara al establecer que la conciliación es una institución consensual, donde 
los pactos adoptados obedecen exclusivamente a la voluntad de las partes 
(arts. 15 y 3). También, es importante señalar que el acta de conciliación 
tiene valor de título ejecutivo, por lo cual, frente al incumplimiento del res- 
pectivo acuerdo, la parte afectada puede promover su cumplimiento a través 
del proceso único de ejecución (arts. 18, 19 y concs.). 

En cuanto al derecho de familia, la Ley N° 26.872 establece que son 
conciliables: (i) las pretensiones sobre pensión de alimentos, régimen de 
visitas y tenencia, y (ii) cualquier otra derivada de una relación familiar, 
siempre y cuando las partes tengan libre disposición. La conciliadora debe 
valorar el interés superior del niño/a involucrado. En estos casos, la conciliación 
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extrajudicial no constituye un requisito de procedibilidad para acudir a 
la jurisdicción, lo que significa que no es obligatorio transitar por esta vía 
antes de presentar una demanda (arts. 7 y 9, inciso i). 

Por su parte, en temas relacionados con la vivienda, son materia de 
conciliación aquellas pretensiones determinadas o determinables que versen 
sobre derechos disponibles de las partes. Por ello, en conflictos de arren- 
damiento y propiedad, es necesario pasar por una instancia de conciliación 
extrajudicial antes de acudir a la justicia civil. Sin embargo, están exceptua- 
dos de esta obligación los casos de desalojo previstos en el Decreto Legis- 
lativo sobre Régimen de Promoción del Arrendamiento para Vivienda y en 
la Ley que regula el Contrato de Capitalización Inmobiliaria (art. 7-A, inciso i, 
Ley N° 26872). 

Finalmente, cuando la ley lo estipula, el tránsito por la instancia con- 
ciliatoria constituye un requisito de admisibilidad. En caso de no cumplirse, 
la jueza deberá declarar inadmisible la demanda judicial que se interponga 
(art. 6). 

4.4.3.Justicia y comunidad: condicionamientos para la (justicia de) paz 

En relación a la justicia comunitaria, los principales mecanismos existen- 
tes son: (i) la justicia de paz; y, (ii) las rondas campesinas. Nos centraremos en 
el primero. Respecto del segundo, solo haremos referencias de concepto, 
dado que no ha sido materia del presente estudio. 

La figura del juez o jueza de paz es histórica y su existencia se 
remonta hasta el mismo inicio de la República. La función fue introducida 
oficialmente por la Constitución Política de 1823, como la única persona 
que -desde entonces- mantiene la calidad de juez/a sin ser un profesional 
del derecho. Inclusive, en varios momentos de la historia, fue elegido por 
votación popular (Escobedo, 2016). 

Actualmente, sus funciones están reguladas por la Ley Orgánica del 
Poder Judicial (artículo 183) y la Ley de Justicia de Paz (N° 29.824), con el 
propósito de facilitar el acceso a la justicia en aquellas áreas donde la justicia 
ordinaria aún no ha logrado establecerse. 

El/la juez/a de paz letrado/a es elegido/a por voluntad popular, como 
una figura respetable, investido de jurisdicción y con facultades esencialmente 
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conciliadoras. En conformidad a lo establecido por la ley, puede ser juez/a 
de paz cualquier persona, no siendo excluyente a su cargo, contar con el 
título de abogado/a. 

Esta figura, forma parte del Poder Judicial, aunque no tiene derecho 
a ejercer carrera judicial ni es remunerada. En estos espacios, donde todos/ 
as se conocen y hay una presión social fuerte, se espera que los intentos de 
conciliación sean más exitosos. 

Los juzgados tienen competencia para conocer determinados casos, 
entre ellos, los de alimentos y las solicitudes de conciliación. En estos últimos 
la persona interesada puede acudir a cualquier juzgado de paz para atender 
su pretensión. Sin embargo, en conflictos relacionados con temas de pro- 
piedad el criterio de atribución de competencia cambia: solo pueden ser 
interpuestas ante el juzgado de paz que tenga jurisdicción sobre el lugar 
donde se encuentra el bien o el domicilio de alguna de las partes. 

Las actas de conciliación emitidas por los juzgados de paz son ejecu- 
tadas ante sí. Según las entrevistas a los jueces/zas de paz, los casos más 
recurrentes de conciliación que atienden son los de alimentos, siendo 
menores los relacionados a propiedad, puesto que en estos casos las partes 
prefieren acudir a la justicia ordinaria. 

Uno de los jueces de paz de Arequipa señaló en su entrevista que, 
cuando las partes recurren a su despacho para resolver su conflicto sin tener 
claridad sobre los hechos contenciosos, se les propone solicitar el escla- 
recimiento de hechos, a fin de determinar si la materia es conciliable. La 
jueza se reúne con las partes y les explica las vías a las que pueden acudir 
para resolver su conflicto, inclusive, se les proporciona el directorio de las 
clínicas jurídicas gratuitas y los centros de defensa pública y acceso a la 
justicia del MINJUSDH existentes en la ciudad. En caso de que las partes 
deseen conciliar, se les solicita los documentos correspondientes y se fija 
fecha para la audiencia de conciliación. 

Se ha advertido que los juzgados de paz no cuentan con un lugar 
propio instituido o constituido por el Poder Judicial. En la mayoría de los 
casos, funcionan en los domicilios de los jueces y juezas. En otros casos, 
principalmente en regiones, operan en locales de propiedad de las juntas 
vecinales o de la municipalidad de su jurisdicción. Además, los bienes mue- 
bles necesarios para su funcionamiento son en su mayoría proporcionados 
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por la propia comunidad en calidad de préstamo o donación.85 En Lima y 
Callao, los jueces indicaron que este material sí les era proporcionado por 
su corte superior de justicia. 

La posibilidad de contar con personal de apoyo es contingente y se 
halla sometida a las mismas reglas que la justicia de paz: no perciben remu- 
neración alguna y, de existir, suelen ser personas vecinas de la comunidad o 
estudiantes de derecho (art. 49 inciso 1, del reglamento de la Ley N° 29824). 

Las sentencias emitidas por los juzgados de paz pueden ser impug- 
nadas ante una instancia superior, que -en la mayoría de casos- es el juz- 
gado de paz letrado de su jurisdicción (art. 31, del reglamento de la Ley 
N° 29824). Si bien no hay un listado oficial único de los juzgados de paz 
existentes en el país, al 2019 se contabilizaban cerca de 6.000 distribuidos 
en todas las regiones. La mayoría de ellos en zonas urbanas periféricas 
(Alverde, 2019). 

Las rondas campesinas,86 reconocidas por la Constitución Política 
del Perú como una forma de justicia comunitaria,87 tienen su órgano interno 
de resolución de conflictos. Tal como señala la Defensoría del Pueblo, son 
organizaciones que representan y estructuran la vida comunal ejerciendo 
funciones de seguridad, justicia e interlocución con el Estado, garantizando 
la paz comunal y promoviendo el desarrollo rural, en territorios caracteri- 
zados por la ausencia o debilidad del Estado para garantizar el orden y el 
respeto a los derechos fundamentales de la persona humana (2006:7). Se 
trata de un mecanismo de amplia aceptación en los territorios en los que 
funciona. 

85 Entrevista a jueces de paz de Arequipa. 

86 Forma de organización en donde intervienen determinados ciudadanos con el objetivo de resolver sus 
conflictos con sus propias normas. 

87 El artículo 149 de la Constitución Política dispone que “las autoridades de las Comunidades Campesinas 
y Nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de 
su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, siempre que no violen los derechos 
fundamentales de la persona. La ley establece las formas de coordinación de dicha jurisdicción especial con 
los Juzgados de Paz y con las demás instancias del Poder Judicial”. En ese mismo sentido, el artículo 60 
de la Ley N° 29.824 estipula que “en los centros poblados donde coexistan juzgados de paz con 
organizaciones comunales como las rondas campesinas, comunidades campesinas o comunidades nativas, 
deben trabajar coordinadamente para una adecuada administración de justicia de conformidad con el 
artículo 140 de la Constitución Política del Perú”. 
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5. CARACTERIZACIÓN DE LOS CONFLICTOS DE
FAMILIA Y CIVILES OBJETO DE ESTUDIO

5.1. Familia de madres: (ir) responsabilidad patriarcal     e 
informalidad laboral 

5.1.1. Pensión de alimentos 

En términos generales, se verifica que el conflicto de alimentos se 
caracteriza por: 

i. Ser el más recurrente en las tres vías de resolución de conflictos:
justicia especializada, centros de conciliación, y justicia de paz. 

ii.En su gran mayoría estos procesos son iniciados por mujeres de
escasos recursos, quienes por esta condición, presentan con urgencia sus 
solicitudes como condición de sobrevivencia de sus hijos e hijas. 

Este informe pudo constatar, que la mayoría de las entrevistadas 
en Lima, Arequipa e Iquitos, tomaban esta urgencia como un factor de- 
terminante a la hora de decidir ante qué organismo resolver su con- 
flicto, viendo a la conciliación extrajudicial como la vía más rápida y 
de menor costo. Asimismo, que desconocían las vías de acceso a la 
justicia y que, luego de consultas y averiguaciones en instituciones y 
con personas de su entorno, optaron por acudir a la conciliación para 
intentar evitar la vía judicial, incluso temiendo que hubiera pocas po- 
sibilidades de hacerlo. Finalmente, que al acudir a centros estatales, 
la gratuidad del servicio representó un incentivo adicional para optar 
por esta vía. 

iii. El incumplimiento continuo por parte (principalmente) del padre
en pagar la cuota mensual de alimentos, responde a dos motivos centrales. 
El primero dice relación con la evasión de la responsabilidad o la resistencia a 
cumplirla, la discusión por la tenencia del hijo o hija y la fijación del régimen 
de visitas. El segundo se vincula con la (in)capacidad económica del obliga- 
do de asumir el gasto de manutención. Algunas juezas de familia señalaron 
que los altos niveles de informalidad laboral -cercana al 80 % en el país- com- 
plicaban la posibilidad de establecer una pensión alimenticia basada en los 
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ingresos del obligado, así como las posibilidades de una ejecución forzosa, 
lo que se podría facilitar si esta se efectuara sobre los ingresos en planilla. 

Frente a esta situación, algunas juezas indicaron que determinaban el 
monto de la pensión a partir de su conocimiento de la realidad local, 
tomando en cuenta el ingreso aproximado del oficio informal que el obligado 
desarrolla -por ejemplo, si es mototaxista, estibador o realiza múltiples 
oficios- y las necesidades básicas que debe cubrir el o la menor de edad. Por 
ejemplo, en Iquitos una jueza de familia mencionó que valoraba el elevado 
costo de vida que existe en dicha ciudad, a fin de otorgar una pensión de 
alimentos que garantice la supervivencia de los niños y niñas. 

iv. Los prejuicios y discriminaciones de cultura patriarcal88 en el marco
de prácticas litigiosas y en contextos de vulnerabilidad, que permite com- 
prender la cantidad de casos y su complejidad para lograr acuerdos y ejecu- 
tarlos. Lo mismo ocurre con las sentencias. 

Varios de los jueces y juezas expresaron que el machismo se evi- 
dencia en la negativa de algunos padres a brindar alimentos por el temor 
de que el monto dinerario beneficie a una nueva pareja de la madre, exista 
o no en la realidad, inclusive, en algunos casos, el litigante ha llegado a
manifestar que los alimentos pueden condicionarse a una reconciliación
de la pareja.

Respecto de la cultura litigiosa, existe la percepción de que en la 
provincia constitucional del Callao esta es mucho mayor que en el resto de 
regiones bajo estudio. Así nos lo hizo saber una de las juezas de familia 
entrevistadas que ha prestado servicios en varias cortes, pero que identifica 
que en su actual jurisdicción se encuentra más acentuada, lo que relaciona 
con patrones culturales específicos de la zona. 

88 Si bien en los últimos años se vienen registrando avances en términos de deconstrucción -sobre todo 
entre los más jóvenes-, las encuestas siguen dando cuenta de niveles preocupantes de machismo, que 
se expresa en diferentes formas de violencia. Véanse las encuestas realizadas por el Instituto de 
Estudios Peruanos para su Informe especial por el Día Internacional de la eliminación de la violencia 
contra la mujer (25N de noviembre de 2023) y la de IPSOS-Apoyo sobre Actitudes de los peruanos hacia 
la mujer (marzo de 2022). 
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5.1.2. Régimen de visitas 

Es el segundo mayor conflicto en términos de ocurrencia en las tres 
instancias. En las entrevistas, las juezas señalaron que existe una tendencia 
de las partes a acordar el régimen de visitas. En la mayoría de casos, sin 
posibilidad de externación y con supervisión por parte de la madre o algún 
familiar, sobre todo en los supuestos en que el cónyuge cuenta con una nueva 
pareja. Esta decisión normalmente es adoptada por acuerdo de las partes. 

5.1.3. Tenencia de niños, niñas y adolescentes 

Se ha identificado que, por regla general, la tenencia de los niños, niñas 
y adolescentes discutida mediante la vía judicial, se asignaba de forma 
exclusiva a la madre cuidadora, por (i) una mayor dependencia del menor 
respecto de ella; y, (ii) su mayor disposición, por contexto cultural, a dedi- 
carse a las labores de cuidado. 

La Ley N° 31.590, en un intento por modificar esta situación, introdujo 
al Código de los Niños y Adolescentes la figura de la tenencia compartida, 
buscando que el niño, niña o adolescente establezca vínculos de afecto con 
ambos progenitores, y reconocer que las tareas domésticas y de cuidado 
deben recaer en ambos padres y no solo sobre la madre. No obstante, este 
estudio ha podido corroborar que el cuidado del menor continua otorgán- 
dose de forma exclusiva, a la madre. 

Así también, se ha dado cuenta, que algunos de estos procesos 
sobre tenencia de menores, son llevados por fines utilitarios del padre, por 
ejemplo, que para lograr la disminución del monto de alimentos -v.gr., el 
padre deja de brindar el monto correspondiente a aquellos días que el niño 
o niña queda a su cuidado- o para ejercer un tipo de presión psicológica
sobre la madre.

Cada una de las circunstancias expuestas deja en evidencia lo arrai- 
gado de las prácticas patriarcales existentes y la necesidad de trabajar de 
forma integral en su erradicación progresiva, tanto en términos formativos, 
como legales, organizacionales y operativos. 
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5.2. La centralidad del arriendo: entre la informalidad y 
soluciones parciales 

5.2.1. Arrendamiento 

En el ámbito civil, el arrendamiento se posiciona como uno de los 
conflictos más frecuentes dentro de la judicatura, aunque no al nivel de 
preponderancia de los conflictos sobre alimentos. 

A modo de contexto, el censo de 2017 determinó la existencia de 
1.256.000 viviendas particulares alquiladas (INEI, 2017:66), siendo la 
ciudad de Lima la que constató el mayor número de viviendas alquiladas 
con 399.251, Arequipa con 42.653 y Loreto con 11.361 viviendas. No obstante, 
informes de instituciones privadas calculan que el número real supera los 
4 millones y medio de viviendas alquiladas, es decir, que existiría alrededor 
de un 70 % de informalidad en la prestación de estos servicios.89 

En razón de estos números, en abril del año 2019 se dictó la Ley N° 
30.933, que regula el desalojo sumarísimo con intervención notarial y ejecución 
judicial en el caso de contratos de arrendamiento sujetos a determinadas 
formalidades. Sin embargo, y hasta la fecha, no hay informes oficiales sobre 
el impacto de esta ley en la formalización del arrendamiento, uno de los 
principales objetivos de su promulgación. 

Al respecto, luego de su entrada en vigor, tampoco se han levantado 
estudios sobre cómo este nivel de informalidad limita la concurrencia de 
los propietarios o arrendadores que se encuentren frente a determinada 
disputa, a mecanismos de resolución formales, ya sea extrajudiciales o judicia- 
les. Parece razonable plantear la hipótesis de que el impacto es importante, 
por ejemplo en Iquitos, una jueza refirió que además de la informalidad, 
las personas tienden a firmar contratos simples, en los cuales no incluyen 
cláusulas necesarias para solicitar el desalojo rápido y efectivo en caso de 
incumplimiento por parte del arrendador. 

La mayoría de los actores claves y juezas entrevistadas en todas las 
regiones que comprende el estudio, manifestaron que la (casi) totalidad 
de las personas que recurren a la conciliación extrajudicial, lo hacen sin 

89 Por ejemplo, un informe de 2015 del Fondo Mi Vivienda (2015). 
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intenciones serias o genuinas de solucionar el conflicto, lo que buscan es ob- 
tener el acta que los habilite a presentar su demanda de desalojo por la vía 
jurisdiccional. Como aludiéramos, la conciliación aparece como un trámite 
por cumplir que se asume ineficaz y no como una instancia de discusión o 
composición del conflicto. 

Abierta la vía jurisdiccional, los operadores de justicia indican que la 
demora en el proceso radica en la fijación de la audiencia, la cual se posterga 
por la elevada carga procesal. Una vez fijada fecha de audiencia, la sentencia 
se expide en el término de dos o cinco días o, incluso, en el mismo desarrollo 
de la audiencia. 

5.2.2. Propiedad y deslindes 

Del levantamiento de información producido se ha identificado una 
escasa presencia de esta tipología de conflictos. 

5.2.3. Convivencia vecinal 

Aparecen problemas relacionados a obligaciones de hacer o no hacer 
entre vecinos, los cuales son usualmente abordados a través de las vías 

judiciales o los MASC. Por ejemplo, las disputas por el uso de áreas 
comunes. 

Si bien no es habitual su presentación ante las vías de solución 
analizadas, cuando ello ocurre, suelen resolverse mediante acuerdos. Tam- 
bién se constató problemáticas ligadas a la perturbación de la posesión (y 
la consiguiente promoción de interdictos), aunque la cantidad -conforme 
informaron jueces y juezas- no sería significativa. 
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6. ¿QUIÉNES UTILIZAN LAS VÍAS DE SOLUCIÓN?

Las personas usuarias comparten un conjunto de características que 
obligan a que la política pública, para ser adecuada y garantizar el derecho 
a un acceso efectivo a las vías de solución de conflictos, deba incorporar un 
enfoque diferencial. 

El enfoque diferencial es un desarrollo progresivo del principio de 
igualdad y no discriminación, que enfatiza el hecho de que -aunque todas 
las personas son formalmente iguales ante ley- ésta afecta de manera 
diferente a cada una, de acuerdo con su condición de clase, género, grupo 
étnico o edad y el contexto en que actúa o se desarrolla. Por ello, las accio- 
nes estatales deben hacerse cargo de esas diferencias, adoptando medidas 
que permitan resolver su incidencia negativa en y para el ejercicio pleno 
de derechos en condiciones de igualdad real (Plan Nacional de Derechos 
Humanos de Perú 2018-2021, 2018:22). 

Esta perspectiva es complementada con el enfoque de interseccio- 
nalidad, herramienta que visibiliza la presencia simultánea de dos o más de 
dichas características y cómo esta situación incrementa la desigualdad en 
el acceso a derechos. 

6.1. Mujeres profesionales con asistencia legal gratuita 

Las usuarias entrevistadas en la instancia judicial90 fueron en su 
mayoría mujeres entre los 35 y 40 años de edad con estudios superiores 
que desempeñaban labores profesionales o independientes. 

Estas usuarias, se encontraban al cuidado de sus hijos/as y acudieron 
a la vía judicial porque su ex pareja, cónyuge o conviviente, padre de los 
menores: (i) incumplió el acuerdo económico al que arribaron al momento 
de la separación –un acuerdo verbal que no fue llevado por vía judicial, ni 
consensuado en algún centro de conciliación extrajudicial–, o (ii) “desapa- 

90 Las entrevistas se realizaron cuando las personas usuarias concurrían al juzgado. 
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reció” del entorno familiar, imposibilitando una vía de resolución alternativa. 
Adicionalmente, algunas usuarias solicitaban la tenencia o cuidado personal 
de sus hijos, y/o establecieron un régimen de visitas. 

Según manifiestan las juezas entrevistadas, en la mayoría de los casos, 
las usuarias inician sus demandas con asistencia legal gratuita del MINJUSDH. 

6.2. Conciliación extrajudicial: mujeres y condicionamientos 
progresivos 

Las personas usuarias entrevistadas en esta instancia, fueron en su 
mayoría mujeres entre los 30 y 55 años de edad, incluyendo en la muestra a 
una pareja de 70 años aproximadamente. Estas usuarias no contaban con 
estudios superiores, y se encontraban en un nivel socioeconómico de medio 
a bajo, manejando algún tipo de ingreso económico mensual, insuficiente 
para cubrir las necesidades fundamentales de sus hijos o hijas. 

En razón de lo expuesto, estas usuarias acudieron principalmente 
a centros de conciliación públicos, con el objetivo de reducir los costos en 
la resolución de sus conflictos, abonando exclusivamente, por ejemplo, la 
tasa de extracción de copias de partidas de nacimiento de S/ 10,50 (US$ 
2,8 al tipo de cambio actual), por la obtención de copias certificadas en el 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC). 

La muestra también logró constatar que, en casos de violencia familiar, 
y de conformidad a lo señalado por las personas usuarias, conciliadores/as, 
jueces y juezas, es la persona agresora la que no está abierta al diálogo para 
conciliar en cualquier vía respecto de sus obligaciones alimentarias. 

En cuanto a su cumplimiento, se constató que, no obstante haber 
arribado a un acuerdo, ellos no se cumplieron en su totalidad, sea porque: 
(i) el obligado simplemente dejó de hacerlo; o, (ii) surgieron discrepancias
sobre la forma de ejecutarlo. Esto ocurrió porque la fórmula de conciliación
fue ambigua o no cubrió las diversas posibilidades que se presentaron en la
realidad, provocando que sus actores se vieran en la necesidad de recurrir
ante el órgano jurisdiccional para poder ejecutar el acta de conciliación. Es
decir, para que la jueza ordene cumplir con lo acordado.
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6.3. Mujeres en la justicia comunitaria 

Las personas entrevistadas fueron mujeres entre los 28 a 64 años de 
edad, sin estudios superiores y, algunas de ellas, solo con estudios primarios. 
La mayoría se dedica al trabajo doméstico y, en el caso de las madres, realizan 
labores independientes para estar al cuidado y crianza de sus hijos/hijas. 

Ante los conflictos de familia o vivienda, las usuarias acudieron al 
juez de paz de su localidad por la cercanía, reconocimiento y respeto de la 
comunidad por dicha autoridad, lo que les brindaba la percepción de contar 
con mayores posibilidades de solución a sus conflictos. Sin embargo, en 
conflictos de familia, algunas de estas usuarias igualmente debieron e acu- 
dir a una instancia judicial, sea porque se incumplió el acuerdo de conciliación 
pactado ante el juez de paz o porque el padre era renuente a otorgar una 
pensión de alimentos. 
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7. CARACTERIZACIÓN DE LAS VÍAS DE SOLUCIÓN
DE CONFLICTOS 

7.1. Vía de solución judicial: descripción y análisis crítico 

7.1.1. Metodologías de trabajo: ¿por qué y para qué las formas 

Las entrevistas realizadas dan cuenta de una diferencia sustancial en- 
tre los procesos civiles y de familia, derivada principalmente de dos factores. 

El primero tiene que ver con el uso de la oralidad como metodología 
de trabajo, la cual ha permitido acortar sustancialmente los plazos de du- 
ración del procedimiento, un trabajo progresivo cuyo éxito dependerá del 
rigor de la implementación ejecutada.91

El segundo factor diferencial dice relación con sus distintas naturalezas. 
El proceso civil se guía por el respeto más estricto a diversas formalidades 
legales, en consonancia con la toma de posición que se tiene en torno al 
carácter privado, disponible y patrimonial del conflicto. Por el contrario, 
en los procesos de familia ello se flexibiliza, en razón del carácter de orden 
público que ciertos derechos revisten, del agravamiento de las facultades 
de contralor producto de su tutela preferente o de versar sobre cuestiones 
sensibles donde la concepción que se tiene de los derechos –por ejemplo, 
el derecho a la alimentación adecuada- no es mercantilista. Todo ello, sumado 
a otros factores tales como la “humanidad” o la “carga emocional” que los 
definen, hacen que la autoridad judicial se centre más en el nudo o sustancia 
del problema, su razón de ser o soluciones, que en formalidades procesales. 

91 Cabe señalar que el Módulo Corporativo de Litigación Oral de la Corte Superior de Justicia de Arequipa 
fue creado por el Poder Judicial de Perú el 12 de diciembre de 2018 mediante la Resolución N° 312-2018-
CE-PJ. Se trata de un proyecto promovido por el CEJA, que busca recuperar la oralidad como 
metodología de trabajo principal, resignificando y jerarquizando la gestión judicial y del caso, como 
elementos centrales en la composición y procesamiento proporcional y adecuado del conflicto. Con 
ello se pretende motivar un cambio integral del sistema, el cual no se reduce solo a la modificación   de 
reglas sino a repensar la organización misma de la justicia y el tipo de prácticas que se construyen 
mediante la introducción de un régimen formal de incentivos y desincentivos adecuados. Cabe señalar 
que, además de la Corte Superior de Arequipa, el proyecto viene implementándose en un total de 31 de 
las 34 cortes superiores del país. 
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Juezas de familia de las tres regiones de estudio –una de ellas con 
más de veinte años en la función y otra con más de diez–, señalaron que: (i) 
la experiencia les ha hecho “entender que su cargo tiene más de psicóloga 
que de abogada”; y, (ii) si bien la virtualidad iniciada a causa del COVID-19 les 
ha permitido mejorar el tiempo de atención de las causas, en muchos casos 
impide que se aborden de un modo humano, dado que el medio dificulta ins- 
trumentar acciones útiles que la presencialidad facilita. Por ejemplo, el uso 
de algunas estrategias como la suspensión de la sesión para “bajar los ánimos” 
o las entrevistas por separado con las partes para brindarles información
más detallada sobre las vías de solución del conflicto. Estas estrategias no
están normadas y su uso depende de la experiencia y buena voluntad del
juez o jueza.

También señalaron la importancia de contar con equipos técnicos y 
multidisciplinarios -principalmente psicólogos/as, trabajadores/as sociales y 
médicas-, aunque también expresaron las dificultades de estos equipos 
para cubrir la carga de trabajo. Por ejemplo, una jueza de familia refirió que 
si bien la asistencia técnica les permite mayor claridad sobre el conflicto 
que deben resolver, la alta carga laboral hace que los informes utilicen 
formatos estandarizados que hacen que se pierda información valiosa del 
caso individual. 

Otro déficit señalado de modo recurrente en las entrevistas dice 
relación con la falta de capacitación suficiente a los jueces y juezas de fa- 
milia sobre habilidades blandas (comunicación con las partes, técnicas de 
conciliación, abordaje de problemas familiares, entre otros). Los cursos 
formativos del Poder Judicial se centran en temas jurídicos, los cuales son 
importantes pero no excluyentes. 

En el caso de los juzgados civiles el uso de estas estrategias es escaso, 
dado que –por concepción o interpretación legal– la actuación del juez se 
encuentra mucho más limitada a la iniciativa procesal de las partes. Ello 
encuentra excepción en aquellos juzgados civiles que son parte al pilotaje 
sobre oralidad civil impulsado desde el 2018 por el Poder Judicial peruano 
con colaboración de CEJA. Dicho pilotaje comenzó en la Corte Superior de 
Arequipa y fue extendiéndose progresivamente a todas las Cortes Supe- 
riores del país. 

Otra área sensible para el objeto de estudio es la atención al usuario 
del Poder Judicial, dado que conforma uno de los primeros espacios en que 
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reciben información y se conectan con el proceso judicial. De las entrevistas 
realizadas emergen tres aspectos críticos que deberían evaluarse desde 
la gestión: 

i. Cuando se brinda información se utiliza lenguaje técnico, poco
comprensible para quien no es abogado.

ii. Se tiene un trato que puede ser considerado distante, hostil y/o
discriminatorio, lo que no genera confianza a los litigantes para
preguntar aquello que no entienden.

iii. La rigurosidad de los horarios de atención impide que los liti- 
gantes puedan acceder a consultar a los asistentes judiciales
sobre el estado de su expediente o sobre trámites recurren- 
tes, como la ejecución de sentencias en los casos de pensión
de alimentos.

Tiempo promedio: la demora como síntoma 

De la información recuperada surge que los tiempos de resolución 
de los procesos exceden notoriamente los plazos previstos en la ley,92 y 
que dependen significativamente de las herramientas con las que cuente la 
autoridad judicial y la voluntad para instrumentarlas. 

Al respecto, un juez de Arequipa nos informó que organiza su des- 
pacho de forma tal que puede garantizar la expedición de 50 sentencias al 
mes. Otro señaló que programa audiencias tanto en la mañana como en 
la tarde, dejando un día para el “despacho a puerta cerrada”, con lo que 
llega a atender ocho audiencias diarias. Es decir, 32 semanales, a diferencia 
de sus otros colegas que se limitan a tres o cuatro diarias (entre 15 a 20 
semanales). 

Sin embargo, la sobrecarga laboral sigue generando demoras sus- 
tanciales, principalmente, en la calificación de la demanda, su contestación, 
la notificación de actos procesales, la fijación de audiencias y la emisión de 
sentencias. 

92 Estos podrían haber disminuido en los últimos años, dependiendo de las estrategias de descarga que 
usan las cortes superiores. 
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En los casos donde se aplica la oralidad, como en Arequipa para las 
áreas de civil y familia, los plazos suelen acortarse, permitiendo dictar sen- 
tencia en la audiencia única, con posterior redacción y notificación escrita. 
Sin embargo, entrevistas con juezas y expertos revelan que los procesos de 
alimentos –materia de familia– pueden extenderse por más de dos años, 
a pesar de que la ley establece un plazo promedio de cinco meses para su 
tramitación completa. 

Por otro lado, en los procesos de desalojo, juezas y expertos seña- 
laron que los plazos pueden prolongarse más allá de cuatro años.93 Por 
ejemplo, la calificación de una demanda por parte del juzgado puede tomar 
entre una semana y más de un mes, dependiendo del caso, a pesar de que 
el plazo legal establecido es de 48 horas (art. 143, Ley Orgánica del Poder 
Judicial). 

La falta de personal en los juzgados es señalada como un problema 
crítico por parte de los actores entrevistado, ya que afecta el cumplimiento 
adecuado de las funciones asignadas, especialmente en las centrales 
de notificación. 

Los retrasos en las notificaciones pueden atribuirse a varias causas. 
Más allá de la sobrecarga de trabajo, la ineficiencia administrativa o la res- 
ponsabilidad de las partes, el factor más significativo es la falta de información 
precisa sobre el demandado. La imposibilidad de localizar su domicilio 
retrasa el proceso, ya que es necesario notificarlo mediante edictos para 
garantizar su derecho a la defensa. El tiempo para completar una notificación 
puede variar entre una semana y dos meses. 

Otra de las principales causas de demora es la fijación de la fecha de 
la audiencia judicial, la cual se ve limitada por la imposibilidad material de 
programar más audiencias de las que permite el horario laboral. Según la 
administración del órgano jurisdiccional, las audiencias pueden progra- 
marse desde uno hasta más de seis meses después de emitida la resolución 
de convocatoria. 

93 Estos plazos coinciden con un estudio de 2015, que señalaba que un desalojo por ocupación precaria y 
buena parte de los procesos sumarísimos civiles, excedían los cuatro años de demora en su tramitación 
(Gaceta Jurídica, 2015). 
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Una juez de familia del Callao, señaló que “hay jueces de familia que sí 
intentan darle celeridad a los casos”, pero (finalmente) la fijación de la fecha 
de audiencia responde a razones que no pueden manejar, tales como, la 
carga de trabajo o la falta de personal. Esto abre interrogantes sobre la mi- 
rada de los operadores en torno a los factores que explican los problemas: 
¿falta personal o el principal problema son los modos de gestionar el caso y 
las burocracias que lo definen? Por ejemplo, la centralidad de la formación 
de un expediente por sobre el conflicto que le da sentido; o, la dispersión 
de actuaciones a través de escritos, proveimientos y notificaciones propias 
de un sistema escriturario. 

En ese mismo sentido, otra juez de familia de Iquitos señaló lo 
siguiente: “nosotros programamos nuestras audiencias por espacio de una 
hora a hora y cuarto. Y a veces resulta [imposible], porque llegar a convencer 
a las partes es muy difícil. [Nos] toma más de ese tiempo. Ese es el principal 
obstáculo. A eso se suma que los padres muchas veces piensan que quien 
obtiene la tenencia es el ganador. Cuando ven a su hijo como un objeto, como 
un premio, más no velan por su bienestar”. 

Así también comentó que al celebrar entre 6 o 7 audiencias por día, 
la posibilidad de realizar otras labores es limitada –v.gr., como la redacción 
de sentencias–, lo que impacta en la demora de los procesos, viéndose 
agravado en aquellos casos en los que la audiencia debe reprogramarse 
por inasistencia del demandado –con intenciones de dilatar–, no logrando 
conciliar o sentenciar por falta de medios probatorios. 

Testimonios de este tipo sugieren la necesidad de pensar en torno a: 
(i) la necesidad de revisar cómo está estructurado el proceso y qué actos,
elementos o evidencias son necesarias para lograr construir conductas más
racionales a la resolución del conflicto y la gestión del caso, en especial,
aquellas que debiliten posiciones arbitrarias contrarias a los propios intere- 
ses; (ii) instrumentar (des)incentivos que promuevan conductas deferentes
a los objetivos institucionales, que sean de aplicación efectiva; y, (iii) formar
en técnicas de negociación, litigación y conducción de audiencias, a efectos
de mejorar el abordaje de los casos.

Un ejemplo de lo señalado es la implementación del proyecto piloto 
de oralidad. Su introducción –en consonancia con el desafío cultural e insti- 
tucional que supuso– vino acompañada de una transformación estructural 
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en términos organizacionales (con la aprobación de los Módulos Corpora- 
tivos de Litigación Oral), reglamentarios (con la aprobación de un pro- 
tocolo de actuación que instituye un sistema de doble o única audiencia) y 
de prácticas. 

Conscientes del carácter integral de la reforma, su diseño previno 
tareas de seguimiento, capacitación, evaluación y ajustes a cargos de 
equipos técnicos interdisciplinarios. Ello les permitió, aun en un con- 
texto de estrechez económica, sin presupuesto por resultados para el 
área civil y con múltiples condicionantes internos y externos existentes 
(v.gr., falta de capacitación de abogado/as en técnicas de litigación; 
carga de trabajo; resistencia de los operadores; o, intereses creados en 
el mantenimiento del status quo), implementar progresivamente y con 
éxito la reforma. 

En ese sentido, la Corte Superior de Arequipa informó que se ha 
disminuido sensiblemente el plazo para emisión de sentencias luego de la 
audiencia única, no solo para los casos de familia sino también para los 
casos civiles. 

Otras Cortes Superiores también procuran solucionar el conflicto 
administrando dosis de oralidad. Por ejemplo, a través de la audiencia de 
conciliación. Una jueza de familia del Callao indicó que su juzgado “busca 
llegar a una audiencia en un plazo de dos meses, señalando la fecha en el 
admisorio de la demanda”. Sin embargo, también señaló que a menudo 
ello se trunca porque, debido a la carga procesal, el equipo multidiscipli- 
nario de apoyo programa las visitas o las evaluaciones con un periodo de 
hasta cuatro meses.94

Principales fortalezas y nudos críticos 

A pesar de la desconfianza generalizada que la ciudadanía tiene 
hacia la vía judicial, esta sigue siendo la opción más conocida y con 
mayor legitimidad para la resolución definitiva de un conflicto. Esto se 
debe, en parte, a la cultura litigiosa que caracteriza las prácticas de 
solución de conflictos. 

94 Entrevista a jueza de familia del Callao, Dra. Yency Carpio. 
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En los procesos de familia, uno de los principales obstáculos es el 
costo. Por ejemplo, aunque en los casos de reclamos de alimentos las 
demandantes están legalmente exentas del pago de tasas y de la obli- 
gación de contar con un abogado, la mayoría opta por contratar uno. 
Esto ocurre principalmente porque (i) el sistema sigue siendo percibido 
como inaccesible en términos formales, legales, organizacionales, de 
lenguaje y de comunicación; (ii) persiste la desconfianza en la imparcia- 
lidad de jueces y juezas, lo que lleva a las demandantes a buscar asis- 
tencia técnica para mitigar esa percepción; y (iii) en muchos casos, las 
mujeres de bajos ingresos reciben asistencia de la defensoría pública, 
pero la calidad de esta asistencia y la duración de los trámites afectan 
negativamente el desarrollo del proceso, generando un costo adicional 
difícil de cuantificar. 

En este contexto, el costo de un abogado/a es uno de los factores 
que –a su vez– impulsa a las demandantes a optar por la conciliación extra- 
judicial gratuita. Sin embargo, existen otros factores relacionados con los 
costos que también influyen en esta decisión, como los ingresos que las 
usuarias dejan de percibir al ausentarse de su trabajo para atender el pro- 
ceso o los meses en los que no se recibe una pensión mientras se tramita 
la solicitud. 

Esta situación impacta especialmente en las mujeres que se encuen- 
tran en situación de pobreza y extrema pobreza, una realidad que ha sido 
reiteradamente señalada por los centros de conciliación gratuitos de Lima, 
Arequipa e Iquitos. 

Siguiendo este análisis, se ha constatado que el pago de las pen- 
siones devengadas es una solicitud recurrente en la vía judicial. Aunque 
esta solicitud puede gestionarse mediante conciliación extrajudicial, 
la capacidad coercitiva de los juzgados la hace preferible a un acuerdo 
conciliatorio. 

En cuanto a los costos, según testimonios de usuarios, llevar un jui- 
cio en los juzgados de familia puede costar entre S/ 500 (US$ 135) y S/ 3,000 
(US$ 811), variando según el distrito judicial, siendo Lima y Callao las regio- 
nes donde los costos son más elevados. 

En conflictos civiles los costos del proceso están determinados por la 
cuantía (valor económico) de la pretensión planteada. Este monto se utiliza 
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para calcular las tasas y los honorarios de los abogados. Por ejemplo, en ca- 
sos de arrendamientos, la pretensión se basa en el valor de la renta mensual, 
mientras que en el caso de propiedades, se determina por el valor del bien.95 

7.1.2. Eficacia o efectividad de las soluciones judiciales 

La investigación ha revelado que el Poder Judicial enfrenta dos tipos 
de problemas que afectan la efectividad de las soluciones judiciales: 

(i) La ejecución de sentencias no ocupa un lugar central en la institu- 
cionalidad y presenta diversos déficits que limitan su funcionamiento. Por 
ejemplo, los jueces son evaluados en función de la cantidad de sentencias 
que dictan y su extensión, en lugar de cuántas se cumplen y cuán claras 
son. Además, la ejecución se convierte en un proceso burocrático y rígido. 

(ii) Carece de mecanismos de supervisión y rendición de cuentas.
No existen políticas públicas específicas ni instrumentos para monitorear 
o responsabilizar a los jueces por las decisiones judiciales adoptadas, su
ejecución y/o cumplimiento.

Según la opinión de jueces/as y usuarios/as entrevistados/as, en los 
procesos civiles, la efectividad es alta debido a que, si es necesario, se puede 
recurrir a la fuerza pública para la ejecución de sentencias. En contraste, en 
los conflictos de familia se percibe un alto nivel de incumplimiento, aunque 
no se tiene una idea precisa de su magnitud. Un indicio de esta problemática 
son las denuncias por omisión a la asistencia familiar, un delito aplicable a 
quienes incumplen con el pago de alimentos dispuesto en una sentencia o 
acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

7.1.3. Conciliación judicial: reducir la litigiosidad, ¿sin técnicas ni 
información? 

De las entrevistas se advierte que la conciliación judicial tiene un alto 
nivel de ineficacia cuando se trata de procesos judiciales civiles, lo que mejora 
levemente en el caso de procesos de familia. No obstante, ello depende 

95 Las tasas judiciales van desde S/ 51.50 (US$ 14.00) por presentación de una demanda cuando la cuantía 
del caso no excede los S/ 51,500 (US$ 14,000), hasta S/ 133,90 (US$ 36,00) cuando es mayor  a S/ 
2,317,500 (US$ 626,350.00). En otros casos, como una nulidad o casación, teniendo en cuenta     el 
mismo rango de cuantías, las tasas pueden ir desde S/ 824.00 (US$ 222,70) hasta S/ 18,025 (US$ 
4,872.60). Puede verse la tabla oficial de tasas judiciales correspondiente al 2024 en el siguiente enlace: 
https://www.bn.com.pe/tramites-entidades-publicas/tupa/poder-judicial.pdf 
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más de la pericia de la autoridad judicial para guiar, acercar o facilitar el 
entendimiento de las partes que de las virtudes o ventajas que reporta la 
normativa procesal, ya que las reglas habilitan a inducir pero no a sugerir 
fórmulas de acuerdo. La mayoría de jueces y juezas señalaron que el ánimo 
litigioso es uno de los principales obstáculos para lograr una conciliación, el 
que atribuyen tanto a las partes como a su defensa legal. 

Dos juezas de familia del Callao señalan que existe en las partes 
una expectativa de “lograr una sentencia”. Es decir, de que sea un tercero 
con poder legal el que defina la controversia. Asimismo, de acuerdo con 
las entrevistas a expertas y a los propios jueces, la percepción es que las 
magistradas con mayor experiencia en el cargo logran mayores niveles de 
conciliación. 

7.1.4. Deudas: demora y trato recibido 

El Poder Judicial carece de un mecanismo para evaluar el nivel de 
satisfacción de sus usuarios/as. Según la percepción de jueces y juezas, “la 
parte que gana el proceso está satisfecha y la que no, insatisfecha”, aunque 
reconocen que la principal fuente de insatisfacción, de forma transversal, 
es la demora en la tramitación. 

Como se señaló con anterioridad, si bien ello ha mejorado en las cor- 
tes que han incorporado oralidad y en aquellos juzgados cuyos titulares 
han establecido algún mecanismo para gestionar de mejor manera el caso 
y el conjunto de casos, la insatisfacción general persiste. 

Aunque, como se mencionó anteriormente, esta situación ha mejo- 
rado en las cortes que han incorporado la oralidad y en aquellos juzgados 
cuyos titulares han implementado mecanismos para gestionar mejor los 
casos, la insatisfacción general persiste. 

Al respecto, usuarias entrevistadas en casos de alimentos expresa- 
ron su descontento por el tiempo que tardaron en obtener una senten- 
cia judicial, que osciló entre siete meses y cuatro años, así como por las 
consecuencias de esa demora, como tener que cubrir solas los gastos de 
alimentación. No obstante, que algunas usuarias señalaron que esta vía fue 
necesaria para asegurar una pensión de alimentos fija y puntual, ya que 
solo con una sentencia judicial se puede realizar el descuento directo en la 
planilla de remuneraciones de los trabajadores formales. 
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La segunda mayor razón de insatisfacción es el trato recibido en los 
órganos judiciales. Las usuarias señalaron repetidamente que el personal judi- 
cial no fue cordial ni empático, especialmente ante su falta de conocimiento 
sobre los trámites. Una entrevistada mencionó que se sintió “impotente” ante 
esta situación, ya que no podía reclamar nada porque “se las agarran contigo 
y no te atienden”. 

Además, algunas personas señalaron la discriminación como un pro- 
blema central. Varias mencionaron haberse sentido discriminadas, diciendo: 
“las que tenemos menos recursos no somos escuchadas”. Una de ellas reclamó 
que “las mamás deberíamos ser más escuchadas; yo no me siento escuchada, 
como si me ignoraran. Así me siento en el Poder Judicial”. 

7.2. Vía de solución de conciliación extrajudicial: descripción 
y análisis crítico 

7.2.1. ¿Cuánto se conoce, por quién y por qué? 

Uno de los hallazgos más destacados de la investigación es que la 
conciliación extrajudicial es poco conocida por la ciudadanía. En todas las 
entrevistas, las personas usuarias manifestaron desconocer su existencia 
hasta que enfrentaron la necesidad de resolver un conflicto civil o de familia. 
Varias expertas y juezas de paz entrevistadas coincidieron con esta observa- 
ción, lo que podría explicarse por el escaso interés del Estado en promover 
esta política pública. 

La falta de presupuesto para llevar a cabo una adecuada difusión se des- 
tacó como una de las principales señales de la ausencia de voluntad política. En 
este sentido, los jueces de paz subrayaron que, tras la pandemia, las campañas 
y otras herramientas de divulgación han disminuido notablemente. 

Centros de conciliación públicos y privados 

Otro hallazgo relevante de la investigación es que el Estado posee 
información de mayor calidad sobre el funcionamiento y eficacia de los centros 
de conciliación públicos y gratuitos (84 prestadores),96 en comparación con 

96 El directorio de los centros de conciliación gratuitos se encuentra disponible en: https://cdn.www.gob.pe/ 
uploads/document/file/2042058/DIRECTORIO%20DE%20CENTROS%20DE%20CONCILIACIO%CC%81N. 
pdf.pdf?v=1655753267 (2024).centroMain.xhtml (2024). 
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los centros privados (2,366 centros).97 Respecto a estos últimos, la infor- 
mación es escasa, y las entrevistas indican que la ciudadanía recurre poco a 
ellos. Por ejemplo, en varios centros privados de conciliación en Arequipa e 
Iquitos, apenas se reciben entre tres y seis conciliaciones al mes. 

Aunque el promedio en los centros gratuitos aumenta levemente, la 
diferencia no es significativa. Hasta agosto de 2023, se reportó un promedio 
de 900 procesos de conciliación al mes a nivel nacional en las 84 sedes 
públicas, lo que equivale a un promedio de 10.71 procedimientos por centro 
al mes, o 0.49 trámites diarios si consideramos 22 días hábiles al mes. 

Los centros que dependen de instituciones reconocidas, como cámaras 
de comercio o universidades, presentan mayor demanda, lo que podría de- 
berse a su reputación, prestigio o credibilidad, como se observó en Arequipa. 

También se identificaron otros problemas: (i) aunque existe una 
obligación legal de supervisar los centros de conciliación privados, esta se 
ejerce de manera limitada, principalmente por la falta de recursos; (ii) el 
registro nacional de centros de conciliación carece de información fiable 
sobre el número de prestadores privados que operan efectivamente, así 
como sobre la calidad del servicio que prestan, incluyendo cómo los abogados 
verifican la legalidad de los acuerdos. 

Al respecto, entrevistas con juezas y actores clave revelaron un 
consenso sobre la baja calidad de los acuerdos de conciliación redactados 
en los centros privados, una situación que también afecta a los centros 
públicos. Estos acuerdos suelen ser generales, ambiguos o no considerar 
problemas futuros, especialmente en casos de alimentos, lo que dificulta 
o imposibilita su ejecución, llevando el conflicto de vuelta a la vía judicial. A
pesar de la percepción recurrente de este problema, el Estado no cuenta
con datos sobre su magnitud.

Plazos acordes y problemas en la notificación 

En cuanto a los plazos de tramitación, tanto en centros públicos 
como privados se encontró que generalmente se cumplen. El tiempo varía 
según el caso, pero si las partes llegan habiendo conversado o con la voluntad 

97 Según el Directorio de centros de conciliación extrajudicial del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, disponible en: https://directoriocentros.minjus.gob.pe/directoriocentros/public/centro/ 
centroMain.xhtml (2024). 
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de llegar a un acuerdo, es probable que el trámite sea breve, e incluso que 
se complete en una sola audiencia. Según la ley, esto puede tomar hasta 14 
días hábiles, pero en circunstancias favorables –como la descrita– puede 
durar menos de 5 días hábiles. 

Sin embargo, si la solicitud es presentada por solo una de las partes, 
el tiempo se extiende, principalmente debido a la dificultad de notificar a 
la otra parte o por su inasistencia a la primera audiencia. A pesar de estas 
complicaciones, los conciliadores públicos y privados entrevistados señalaron 
que los plazos legales suelen cumplirse, con un plazo total de alrededor de 
35 días hábiles (cerca de dos meses calendario). 

Cuando los usuarios son notificados y acuden a la primera audiencia 
de conciliación, las probabilidades de resolver el procedimiento en el plazo 
son mayores. Esto se debe a que en dicha audiencia: (i) se proporciona 
información clara y precisa sobre las ventajas del proceso conciliatorio; y 
(ii) se utilizan técnicas de comunicación que facilitan la comprensión y
procesamiento de intereses y preferencias.

Gráfico N° 5
Flujograma o trámite de conciliación

Fuente: Elaboración propia a partir de información oficial

Mecanismo expedito, ¿de calidad? 

Según las entrevistas, la principal fortaleza de la conciliación radica en 
la rapidez del mecanismo. Quienes lo utilizan perciben que pueden obtener 
una solución rápida a su conflicto. Sin embargo, esta percepción positiva se 
ve atenuada por objeciones relacionadas con la calidad del procesamiento 
del conflicto, especialmente en lo que respecta a la ejecución de los acuerdos, 
que a menudo presentan problemas debido a la forma en que están formulados. 

Las debilidades observadas incluyen: (i) la escasa difusión y el bajo 
conocimiento de la ciudadanía sobre la existencia y utilidad de la concilia- 
ción; (ii) la percepción de que los conciliadores están poco preparados y de 

Solicitud de 
conciliación

1 día 
hábil

Designación
de

conciliador
3 días 
hábiles

Convocatoria a
las partes

10 días 
hábiles

Primera sesión 
de audiencia (o 
audiencia única)

Duración total 
de la Audiencia 
de Conciliación 

(30 días 
calendario)



JUSTICIA CENTRADA EN LAS PERSONAS: Acceso a la justicia formal, alternativa y comunitaria en Colombia y el Perú 

252 

que el Estado no cumple adecuadamente con su función de supervisión; y 
(iii) la falta de una base de datos nacional que registre los procesos de con- 
ciliación, lo que facilitaría a los conciliadores y jueces conocer si los usuarios
han realizado una conciliación previa antes de iniciar un nuevo proceso o si
el demandado tiene una conducta conflictiva reiterada en lo civil o familiar,
lo que justificaría el uso de estrategias adicionales en la conciliación.

Costos de actuación y oportunidad 

Como se mencionó anteriormente, los centros de conciliación pú- 
blicos ofrecen su servicio de manera gratuita, por lo que los gastos que 
asumen los usuarios están relacionados con el costo de movilización o de 
oportunidad, es decir, lo que dejan de hacer para intentar una conciliación. 
Para personas con escasos recursos, estos gastos son significativos y afec- 
tan gravemente su vida. 

Los centros privados a cargo de instituciones, como universidades, 
ofrecen tasas sociales para casos de alimentos, sujetas a una evaluación de 
vulnerabilidad económica del solicitante. En estos centros, los costos por el 
servicio oscilan entre S/ 200 y 350 (US$ 54 y 95). 

Tabla N° 2
Costos según tipo de Centros de Conciliación

Aspecto Centros Públicos Centros Privados

Costo de ingreso
Gratuito, en algunos 
casos solo se debe gastar 
en copias certificadas

Desde S/ 70 (US$ 19.00) 
hasta S/ 1,000 (US$ 
270,20), dependiendo del 
distrito en que se realice

Tarifas por audiencia Incluido en el costo total Incluido en el costo total

Honorarios de 
conciliador/a Incluido en el costo total Incluido en el costo total

Otros gastos (copias,
certificados, pasaje) S/ 50 (US$ 13,50) S/ 100 (US$ 27,00)

Total aproximado 50 soles (US$ 13,50)
Desde S/ 170 hasta S/ 
1,170 (US$ 45,90 hasta 
US$ 316.20)

Fuente: Elaboración propia a partir de información oficial
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7.2.2. Eficacia condicionada 

La percepción inicial de usuarios/as, stakeholders, decanas de 
colegios de abogados, autoridades universitarias y directoras de estudios de 
abogacía es que la conciliación se valora significativamente por su capacidad 
para resolver conflictos de manera rápida, económica y definitiva. Sin 
embargo, esto depende en gran medida de la voluntad de la parte deman- 
dada de participar en el procedimiento.98

Se observó que no se registraron demoras significativas en la pro- 
gramación de audiencias debido a la falta de disponibilidad en la agenda 
del conciliador o del centro de conciliación, incluso en los centros gratuitos, 
que suelen tener una mayor carga. Esto sugiere que el procedimiento de 
conciliación no enfrenta demoras considerables. 

No obstante, la percepción de rapidez en la conciliación se ve 
afectada por problemas relacionados con la eficiencia y credibilidad de 
la institución. Los dos problemas principales identificados son: (i) el por- 
centaje relativamente bajo de acuerdos de conciliación, que según las 
entrevistas oscila entre el 10 y el 40% de los procesos iniciados; y (ii) las 
deficiencias en la formulación de acuerdos, su impacto en la ejecución y la 
falta de mecanismos de monitoreo sobre el cumplimiento de las actas. 
Algunos entrevistados indicaron que la inejecutabilidad de los acuerdos 
podría alcanzar hasta el 80% de los casos. 

Tanto el Poder Judicial como el MINJUSDH carecen de mecanismos 
para abordar estos problemas. Una posible solución sería cruzar la infor- 
mación que poseen ambas instituciones. Por ejemplo, se podría comparar 
el número de acuerdos logrados en conciliación extrajudicial registrados 
por el MINJUSDH con el número de casos judiciales iniciados por incumpli- 
miento o inejecución, y las razones de ello, registradas por el Poder Judicial. 
Procesar esta información, junto con otros indicadores relevantes, podría 
ofrecer una perspectiva más clara sobre la magnitud del problema. 

98 De conformidad con lo establecido por el artículo 15 incisos d) y e) de la Ley N° 26872, el procedimiento 
conciliatorio se da por concluido por la inasistencia de una de las partes a dos sesiones o por la 
inasistencia de ambas partes a una sesión. 



JUSTICIA CENTRADA EN LAS PERSONAS: Acceso a la justicia formal, alternativa y comunitaria en Colombia y el Perú 

254 

7.2.3. Satisfacción de personas usuarias 

De acuerdo con la información levantada, la evaluación respecto de 
los centros de conciliación públicos es positiva, principalmente en función 
de su gratuidad. En contraste, la percepción sobre los centros privados es 
más variada y suele ser desfavorable. Muchos consideran que estos centros 
no cumplen una finalidad útil y representan un costo adicional tanto en 
dinero como en tiempo. 

Más allá de la rapidez del proceso, las personas usuarias valoran la 
seguridad que les proporciona el título ejecutivo que emite el acta de con- 
ciliación. Varias usuarias expresaron que “la conciliadora me ha indicado que 
tiene el mismo valor que una sentencia, eso me da seguridad”. 

No obstante, en muchos casos, los usuarios no están completamente 
satisfechos con los acuerdos, especialmente en lo que respecta al monto 
establecido para la pensión de alimentos. A pesar de ello, suelen aceptar 
los acuerdos porque, como indicó una entrevistada, “prefiero que me dé 
poco a ir a un proceso judicial que me demandará dinero y tiempo”. 

En general, las entrevistadas han señalado que el servicio recibido 
en los centros de conciliación es adecuado, en términos de la información 
proporcionada sobre el proceso y su utilidad, así como en la calidad de las 
instalaciones. Los centros privados visitados disponían de servicios básicos 
pero suficientes para una atención razonable, a pesar de que las dimensiones 
de los espacios cumplían solo con los requisitos mínimos legales y la afluen- 
cia de público era escasa. 99 En contraste, los centros de conciliación adscri- 
tos a universidades, como los de Arequipa, ofrecían espacios mucho más 
amplios y acogedores. 

Si bien los centros de conciliación estatales tienen mayor afluencia 
de público, sus instalaciones cumplen los requisitos de ley y permiten prestar 
el servicio adecuadamente. Sin embargo, las directoras de estos centros 
señalaron la necesidad de contar con espacios más amplios y mejor infraes- 
tructura, como más salas de audiencia, para mejorar aún más el servicio. 

99 De acuerdo con el artículo 47 del Decreto Supremo N° 014-2008-JUS, reglamento de la Ley N° 26872, 
actualmente el local de un centro de conciliación debe contar con las siguientes instalaciones mínimas: 
un ambiente para la sala de espera y recepción, una oficina administrativa, un servicio higiénico y una 
sala de audiencias cuyas dimensiones oscilará entre los tres metros de ancho por tres de largo. 
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7.3. Justicia de Paz: la necesidad de fortalecer una política 
comunitaria 

7.3.1. Actores de la comunidad que solucionan los conflictos 

En el caso peruano, en las tres regiones objeto de este estudio, la 
justicia comunitaria es administrada por la justicia de paz, que forma parte 
del Poder Judicial y está vinculada a cada corte superior. Los jueces y jue- 
zas de paz son ciudadanos reconocidos y respetados en sus comunidades, 
elegidos por votación popular. No es necesario que sean abogados; lo 
esencial es que cuenten con legitimidad y confianza entre los miembros de 
su comunidad. Esta legitimidad les otorga una mayor credibilidad y capacidad 
para resolver los conflictos que están bajo su competencia. 

Mapa de actores 

En las tres regiones se entrevistó a jueces de paz ubicados en zonas 
periféricas de sus respectivas capitales. En todos los casos, se trata de zonas 
urbanas alejadas de la ciudad, en situación de pobreza o extrema pobreza. 
Los juzgados de paz de Iquitos analizados, destacan por una mayor pre- 
sencia de usuarios que se identifican como indígenas o descendientes de 
indígenas y que mantienen el legado cultural de estos pueblos. En ese sen- 
tido, dichos juzgados incorporan costumbres comunitarias dentro de los 
mecanismos con los que imparten justicia. 

Cabe señalar que en este estudio no se ha entrevistado a personas 
que administran justicia indígena o campesina. 

La costumbre o tradiciones como insumo para el abordaje 

Si bien el juez/a de paz no tiene que ser abogada o profesional, recibe 
por parte del Poder Judicial capacitaciones (principalmente) técnico-legales, 
para ejercer su función sin contravenir la ley. 

Como expusimos, ello es criticado porque descuida el abordaje de 
estrategias de conciliación o habilidades blandas, como las de comunica- 
ción o redacción de documentos, por ejemplo, la redacción de los acuerdos 
de conciliación. 

De ese modo, los jueces/zas de paz ejercen su función a partir de lo 
que podría denominarse su “sentido común” o su “idea de justicia”, la cual 
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es construida –más allá de las herramientas técnicas aportadas por el Poder 
Judicial– a partir de su conocimiento de la vida y costumbres de su comuni- 
dad. La gestión de la conflictividad y soluciones conjugan esos elementos, 
en la medida que estos no colisionen con la legislación. 

Como las entrevistas no han sido realizadas en zonas rurales, no se 
han identificado costumbres o tradiciones específicamente originarias 
o indígenas, como parte de los mecanismos de impartición de justicia.

Articulación entre justicia legal y técnica: retroalimentación 

Los jueces de paz entrevistados en Iquitos mencionaron que en la 
resolución de conflictos aplican el leal saber, el diálogo y sus conocimientos 
de justicia, pero no términos ni códigos jurídicos. En esa inteligencia, enfatizan 
su condición de jueces legos, que actúan según las costumbres, respetando las 
leyes y Constitución. 

En otros casos, como en el Callao, una jueza nos informó que mantenía 
buena relación con algunos jueces de la corte superior a quienes consultaba 
regularmente cuando tenía dudas sobre los términos jurídicos con los que 
debía resolver un caso. Esta articulación entre justicia de paz y justicia 
especializada, que podría ser considerada como una buena práctica, es una 
iniciativa personal y no forma parte de la política pública sobre la materia. 

Credibilidad comunitaria, ¿presupuesto público? 

La principal fortaleza de los juzgados de paz radica en su legitimidad 
y la confianza que deposita en ellos la ciudadanía, así como en su profundo 
conocimiento de la vida y las costumbres de su comunidad. Este conoci- 
miento les permite comprender mejor los conflictos y encontrar soluciones 
adecuadas. 

En Iquitos, se observó claramente esta legitimidad y confianza a 
través del trabajo coordinado entre las autoridades comunales, como los 
agentes municipales, el teniente gobernador, el personal de seguridad ciu- 
dadana y los juzgados de paz, que colaboran estrechamente en el cumpli- 
miento de sus funciones. No obstante, esta práctica de colaboración no 
se evidenció en otras ciudades. En el Callao, por ejemplo, se informó que 
antes de la pandemia de COVID-19 existía un nivel similar de coordinación, 
que se ha reducido significativamente desde entonces. 
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Por otro lado, una de las principales debilidades de estos juzgados 
es que, a pesar de depender del Poder Judicial, han recibido cada vez me- 
nos apoyo de este poder del Estado, especialmente después de la pande- 
mia. Los funcionarios de los juzgados de paz no reciben remuneración por 
su labor y, en muchos casos, no cuentan con las condiciones básicas para 
desempeñarla adecuadamente. Por ejemplo, no se les proporciona un local 
para su trabajo; la mayoría de los jueces y juezas entrevistados despachan 
desde sus hogares. Y tampoco se les cubren gastos esenciales como los 
de luz, agua o internet. Solo en algunos casos, como en Callao, se les ha 
provisto de sellos, una computadora o impresora, aunque sin suministros 
necesarios como tinta o papel. 

Tiempo y costos 

Los procesos suelen enfrentar demoras debido a la falta de apoyo 
estatal en el cumplimiento de su función. En muchos casos, son los propios 
funcionarios quienes realizan las notificaciones, las cuales a menudo resul- 
tan infructuosas debido a la dificultad para ubicar o conocer la dirección del 
destinatario. La principal causa de estas demoras es precisamente la notifi- 
cación. Sin embargo, una vez superado este obstáculo, los procesos tienen 
la posibilidad de cumplir relativamente con los plazos legales. Esta posibili- 
dad de ajuste a los plazos también se relaciona con la baja concurrencia de 
la ciudadanía; puesto que, según las entrevistas, la carga de trabajo varía 
entre tres y ocho casos al mes. 

En cuanto a los costos, estos son mínimos. El servicio es gratuito, no 
requiere patrocinio legal y los gastos de movilidad son muy bajos, ya que 
los juzgados están ubicados cerca de los usuarios. Solo en casos en los que 
se necesiten notificaciones fuera de la jurisdicción el usuario debe cubrir los 
gastos de traslado. 

7.3.2. Eficacia o efectividad de la vía comunitaria 

La eficacia suele ser alta cuando se trata de conflictos menores. La 
práctica ha llevado a los jueces/zas a derivar el caso a los juzgados de paz 
letrado cuando se advierte que algún punto del conflicto excede a su com- 
petencia, comprensión o posibilidades de abordaje. 
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7.3.3. Satisfacción de personas usuarias 

El nivel de satisfacción es alto, producto de la cercanía entre usua- 
rios/as y jueces/zas, la poca complejidad de los casos y la gratuidad de la 
atención. Las usuarias entrevistadas mencionaron que se sienten satisfe- 
chas al acudir al juzgado de paz, porque “reciben una buena atención”, han 
podido llegar a acuerdos conciliatorios o recibido orientaciones sobre sus 
derechos y otras vías para solucionar sus conflictos. En general, sienten la 
disposición del juez o jueza de “servirles”. 

Dicho esto, se advierte que el Estado no cuenta con una política pú- 
blica que fortalezca este servicio y que, en general, desaprovecha su po- 
tencialidad para generar una cultura de paz desde las bases de la sociedad. 

7.4. Interacción entre vías: ¿desde dónde, para quién y 
cómo se regula y trabaja? 

Una de las principales conclusiones del estudio es que el Estado 
carece de información sistematizada sobre los problemas que afectan el 
acceso a la justicia, especialmente en relación con el impacto de la concilia- 
ción extrajudicial. A pesar de las percepciones de diversos operadores, no 
se han realizado estudios oficiales ni se ha recopilado data sistematizada 
sobre esta problemática, lo que dificulta dos aspectos clave: (i) conocer 
de manera metódica y empírica la dinámica y relaciones de los procesos, 
y (ii) abordar los problemas de manera integral y transversal. Esta falta de 
información contribuye a la ausencia de una política pública que articule 
efectivamente las tres vías de resolución de conflictos. 

Los problemas específicos de cada vía, particularmente de la judicial, 
se abordan de manera aislada sin una visión sistémica. No se evalúa, por 
ejemplo, el impacto de la conciliación extrajudicial en la reducción efectiva 
de la carga procesal de la vía judicial, ni los problemas que afectan su instru- 
mentación y eficacia, a pesar de que, teóricamente, es un objetivo deseable. 

En las entrevistas, se identificaron importantes iniciativas del Poder Ju- 
dicial para fortalecer el servicio de los juzgados de familia y civil. Estas incluyen 
la implementación de un proyecto de oralidad para reducir plazos y mejorar el 
acceso, así como acciones de capacitación para entender nueva legislación y 
mejorar la gestión judicial. Además, un porcentaje significativo de jueces y jue- 
zas, especialmente en el ámbito familiar, cuenta con experiencia valiosa. 
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No obstante, el Poder Judicial no dispone de información sistematizada 
y confiable sobre el sistema de conciliación, a pesar de que su plataforma 
“Expediente Judicial Electrónico” (EJE) contiene datos sobre procesos 
concluidos por conciliación y casos de incumplimiento. Sistematizar y ana- 
lizar esta información podría proporcionar un diagnóstico claro del estado 
actual y permitir la implementación de medidas para mejorar el sistema. 

De acuerdo con las entrevistas realizadas a jueces/zas, conciliadores/ 
as y expertos/as, no se tiene claridad sobre cuestiones básicas asociadas a 
las vías. Por ejemplo, el número de centros de conciliación que están funcio- 
nando efectivamente; la calidad de sus servicios; o, el impacto real de la 
composición sobre la disminución de la carga procesal. 

Las entrevistas con jueces, conciliadores y expertos revelan una falta 
de claridad sobre aspectos básicos como el número de centros de conciliación 
operativos, la calidad de sus servicios y el impacto real en la carga procesal. El 
trabajo de campo muestra una baja utilización del servicio, con centros priva- 
dos reportando entre 3 y 8 servicios al mes. Los problemas en la formulación 
de acuerdos y su ejecución pueden verse exacerbados por la falta de control 
riguroso sobre la legalidad de los acuerdos, a pesar de que la legislación exige 
que los centros cuenten con abogados para verificar los acuerdos. 

En cuanto a la vía comunitaria, a pesar de su potencial, esta es subu- 
tilizada e infravalorada en la política pública. Los jueces de paz destacan 
dos problemas principales, agravados por la pandemia de COVID-19: (a) la 
falta de apoyo presupuestal y logístico, que afecta su capacidad para resolver 
conflictos y garantizar derechos, y (b) la reducción en la capacitación y difusión 
del servicio, que ha disminuido la demanda ciudadana. 

Estos hallazgos sugieren que la función de los juzgados de paz no 
se está integrando adecuadamente en la estrategia de política pública de 
acceso a la justicia, a pesar de sus ventajas, como la legitimidad del decisor, 
la confianza comunitaria, la gratuidad y la cercanía. Su potencial para sensi- 
bilizar y promover la resolución de conflictos basados en una cultura de paz 
no está siendo plenamente aprovechado, lo que podría tener un impacto 
positivo en la vida social y en la legitimidad del sistema. 

En conclusión, es fundamental reevaluar la política pública existente 
e incorporar medidas concretas para fortalecer la conciliación extrajudicial 
y la justicia comunitaria. 
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8. CONCLUSIONES

El estudio realizado revela similitudes transversales en los hallazgos de 
Lima y Callao, Arequipa e Iquitos, lo que sugiere una necesidad de enfoque 
común en las políticas públicas de acceso a la justicia. Sin embargo, esto no 
implica que la política pública deba ser uniforme y rígida. La integralidad y siste- 
maticidad deben estar acompañadas de enfoques que aborden el pluralismo, 
las identidades y las necesidades diferenciadas de los sujetos y colectivos. Es 
esencial un enfoque territorial que considere la histórica brecha de pobreza y 
eficiencia del Estado entre las zonas urbanas y rurales, así como entre la capital 
(Lima y Callao) - interior del país (regiones como Arequipa e Iquitos). 

Esta brecha es particularmente evidente en la justicia de paz, donde 
las zonas rurales, como en Iquitos, muestran una precariedad mayor que el 
promedio nacional. También se refleja en los Mecanismos de Solución de 
Conflictos (MASC), donde la escasa difusión y conocimiento por parte de 
la ciudadanía, especialmente en áreas rurales, limita su uso. 

Los principales hallazgos que justifican un análisis más exhaustivo 
desde las políticas públicas del Estado incluyen: 

1) Falta de información actualizada: El Estado peruano carece de
datos de calidad sobre los MASC y su interacción con el sistema judicial. 
A casi treinta años de la ley de conciliación, no se ha realizado una 
evaluación completa de su impacto. Tampoco existe una política pública 
consistente para mejorar la difusión, acceso y calidad del servicio, ni 
para fortalecer la función de los juzgados de paz, donde los problemas de 
presupuesto y logística parecen ser estructurales. 

Lo expuesto se traslada a la disponibilidad y uso del servicio, el cual 
–si bien en algunos momentos mejoró temporalmente– se hallaría en niveles
mínimos (como viene ocurriendo después de la pandemia del COVID-19).

2) Persistencia de la vía judicial: A pesar de la desconfianza generali- 
zada hacia la vía judicial, esta sigue siendo la más conocida y legitimada para 
la resolución definitiva de conflictos. Esto puede estar relacionado con la 
persistencia de una cultura litigiosa en la sociedad, en los modos, hábitos 
y formas para abordar y resolver conflictos, un problema que no ha sido 
medido rigurosamente. 
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Hace casi tres décadas, la política pública de conciliación y de pro- 
moción de la justicia de paz buscaba reducir esta litigiosidad, y establecer 
mecanismos que permitieran procesar los conflictos en espacios distintos 
al proceso judicial, lo que directa o mediatamente, contribuyó a la sobre- 
carga del poder judicial. 

Se esperaba que los medios de solución de conflictos no solo resol- 
vieran un significativo número de casos, evitando su llegada a la justicia 
ordinaria, sino que ello contribuyese progresivamente a una comprensión 
social del valor del diálogo como forma de abordar aquellos conflictos que 
podían ser resueltos más fácilmente por esa vía. 

Estos objetivos no se cumplieron plenamente y no existe una data rigu- 
rosa para evaluar sus avances o retrocesos, y los factores que los explican. 

Lo/as experto/as coinciden en señalar la necesidad de que esta política 
pública se extienda más allá del sistema de justicia y contribuya a construir 
una cultura de paz que impacte en la disminución de la conflictividad social 
y en una mejora sustancial de la vida social personal y comunitaria. 

3) Predominancia y Jerarquización de Vías: La jerarquización de vías
sigue siendo un factor central en la organización de los dispositivos para 
gestionar conflictos. La ley de conciliación aún se refiere a vías alternativas, 
lo que no es solo una cuestión conceptual, sino también multidimensional. 

Existe una construcción de sentido, reproducida a través de la edu- 
cación legal, las reglas vigentes y la organización estatal, que instituye 
ciertas prácticas. Ellos son presupuestos de la alegada cultura litigiosa y no 
meras consecuencias. 

Para deconstruir esta cultura, es necesario pensar en los conflictos 
desde una perspectiva más racional y centrada en las personas, ofreciendo 
incentivos claros para la conciliación. 

4) Debilidades en la supervisión estatal: La política pública de conci- 
liación extrajudicial enfrenta serias deficiencias en la supervisión estatal de 
los centros de conciliación privados, lo que resulta en una falta de información 
confiable tanto sobre el número de prestadores activos como sobre la calidad 
del servicio brindado. Esta situación está relacionada con la percepción de que 
el proceso de acreditación de conciliadores y conciliadoras es deficiente, 
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ya que en la práctica no se puede fiscalizar adecuadamente si los cursos 
son de calidad o si los programas se desarrollan en su totalidad. Además, 
las capacitaciones ofrecidas por el órgano estatal competente tienden a 
centrarse más en temas legales que en el desarrollo de habilidades blandas. 

Estas preocupaciones fueron recurrentes en las entrevistas realizadas, 
donde juezas y expertos destacaron la necesidad de reformas legales. 
Estas propuestas varían desde ajustar la obligatoriedad o voluntariedad de 
la conciliación extrajudicial hasta considerar la eliminación del sistema y el 
fortalecimiento de la vía judicial. 

En relación con ello, se ha señalado que la conciliación extrajudicial 
obligatoria en casos civiles se ha convertido en un simple trámite, cumplido 
únicamente para poder acceder a la vía judicial. Esto ha generado la percep- 
ción de que la posibilidad de lograr una conciliación extrajudicial efectiva es 
mínima o nula. 

Por otro lado, la conciliación extrajudicial voluntaria en casos de familia 
ha experimentado una mayor demanda, debido a la naturaleza del conflicto 
—principalmente casos de alimentos— y al perfil de las solicitantes, que en 
su mayoría son mujeres con escasos ingresos y con la necesidad urgente de 
obtener una pensión alimenticia para sus hijos. 

Esta realidad ha llevado a que varias entrevistadas sugirieran la obli- 
gatoriedad de la conciliación extrajudicial en este tipo de casos. Sin embargo, 
cualquier decisión en este sentido debería basarse en una evaluación 
exhaustiva de la política pública, sustentada en información confiable y 
actualizada, y enmarcada en una reforma integral que priorice a las personas 
y sus conflictos, en lugar de centrarse únicamente en la autoridad o la 
jerarquización de vías. 

5) Atención de Casos de Familia: En la vía judicial, varios jueces y
juezas han expresado su preocupación en cuanto a, que la capacitación re- 
cibida se centra principalmente en los aspectos legales de los casos, dejan- 
do de lado los componentes sociales, psicológicos y humanos, que también 
son cruciales. Las entrevistadas señalaron que han tenido que aprender a 
manejar estos últimos aspectos de manera autodidacta, basándose en su 
experiencia personal e intuitiva, ya que no cuentan con herramientas o 
guías que les faciliten una comprensión más profunda del fenómeno y de 
las posibles vías de solución. 
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Conocimientos clave, como la comprensión de la cultura comunitaria, 
la identificación de sesgos machistas detrás de los conflictos o el recono- 
cimiento de la discriminación de género como un elemento esencial de la 
problemática, han sido adquiridos por los jueces y juezas a través de lo que 
una de las entrevistadas denominó “aprendizajes de ensayo y error”. 

A pesar de que los jueces y juezas valoran el apoyo de los equipos 
interdisciplinarios para evaluar los aspectos psicológicos o de trabajo social, 
reconocen que la sobrecarga laboral que estos equipos soportan afecta 
negativamente la calidad de sus informes. Esta situación tiene un impacto 
directo en la efectividad y utilidad de los informes para alcanzar una 
solución judicial de calidad. 

Dos juezas mencionaron que estos informes se han convertido en 
“formatos que los profesionales del equipo llenan”, principalmente debido a 
la falta de tiempo para profundizar en la individualización de los casos 
concretos. Además, señalaron que la sobrecarga laboral de los equipos in- 
terdisciplinarios limita seriamente su capacidad para ofrecer una atención 
rápida y eficaz. 

6) Demoras en el Proceso Judicial: Una de las principales causas de
insatisfacción de los usuarios es la demora en los procesos judiciales, con 
plazos que a menudo se duplican o cuadruplican –entre uno y dos años 
para los casos de familia–, llegando incluso a durar ocho veces más (cuatro 
años) en materia civil. Las causas incluyen la excesiva carga procesal y la 
falta de recursos humanos suficientes. 

La cultura de litigiosidad continúa siendo un factor importante 
que coadyuva a esta situación. Si bien algunos jueces y juezas –basa- 
dos en su experiencia–, utilizan estrategias de gestión del despacho 
judicial que logran disminuir estos tiempos de trámite, serían casos 
excepcionales. 

Lo expuesto habla acerca de la ineficiencia de un modelo y metodo- 
logía de trabajo que es necesario revisar. Especialmente, porque parecería 
presentar serios problemas para satisfacer los derechos ciudadanos y 
objetivos institucionales, como plazo razonable, transparencia, rendición 
de cuentas o decisiones justas. 

El pilotaje de oralidad es un contraejemplo posible, el cual marca 
otra forma de organizarse, discutir y trabajar de cara a las personas. 
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7) Satisfacción en las Vías Extrajudiciales y Comunitarias: En el caso
de las vías de conciliación extrajudicial y comunitaria la investigación da 
cuenta que los plazos legales se cumplen y que el nivel de satisfacción de 
los usuarios y usuarias es alto, sea por ello, por su gratuidad o bajo costo. 

Sin embargo, el costo de oportunidad y las expectativas insatisfechas 
de lograr un buen acuerdo, afectan de modo importante a las mujeres de 
escasos recursos, especialmente, en zonas periféricas de las ciudades y en 
regiones con altos niveles de pobreza y extrema pobreza como Loreto. 

Por otro lado, la información que los operadores brindan a los y las 
usuarias respecto del trámite de la conciliación extrajudicial y el valor legal 
del acuerdo conciliatorio, genera confianza y satisfacción. No obstante, hay 
fuertes indicios de que el porcentaje de acuerdos es bajo y que, de ese uni- 
verso, un importante grupo termina llegando al Poder Judicial por problemas 
vinculados a su redacción o formulación de sus términos. 

8) Percepción de Trato Discriminatorio: Otra causa de insatisfacción
sobre la vía judicial es la percepción ciudadana de falta de empatía y cordia- 
lidad de los funcionarios y funcionarias judiciales en la atención de usuarios 
y usuarias. Los testimonios sobre esta situación fueron más reiterados en 
Lima, aunque estuvieron presentes en todas las ciudades materia del estudio. 

Atender este problema desde la política pública es crucial porque 
limita seriamente el acceso a la justicia de personas especialmente vulnerables, 
como las mujeres que demandan pensión de alimentos y que desconocen las 
vicisitudes del proceso judicial. En algunos casos, esta situación es perci- 
bida como un trato discriminatorio por situación económica, que podría 
también tener connotaciones racistas. 

Estos hallazgos subrayan la necesidad de una revisión integral de la 
política pública de acceso a la justicia, que incorpore medidas concretas 
para fortalecer la conciliación extrajudicial, la justicia comunitaria y la 
eficiencia de la vía judicial. 
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9. RECOMENDACIONES

1)Fortalecer el diseño y planificación de políticas públicas desde un
enfoque de derechos centrado en las personas y sus contextos. Es crucial 
comprender que cualquier abordaje debe asumir el carácter complejo, indi- 
visible e interdependiente de los derechos y realidades. Omitir la transver- 
salidad de los problemas y la desigualdad estructural limita la exigibilidad 
y justiciabilidad de los derechos, reduciendo la eficacia de las soluciones. 
Por ejemplo, este estudio ha documentado que en las últimas dos décadas, 
las ciudades peruanas se han expandido cerca del 50%, con un 93% de ese 
crecimiento siendo informal. 

2) Realizar una evaluación rigurosa del acceso a la justicia en los
procesos judiciales y extrajudiciales analizados, especialmente en lo refe- 
rente a la implementación de la legislación sobre medios de resolución de 
conflictos en general y sobre conciliación, en particular. 

Esta evaluación requiere contar con datos confiables y actualizados, 
los cuales en gran parte están presentes en las bases de datos del Poder 
Judicial y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, pero no se han uti- 
lizado para medir el impacto de la conciliación en los objetivos de la ley: 
construir una cultura de paz y reducir la carga procesal. Disponer de esta 
información es esencial para cualquier evaluación y decisión sobre mejoras 
legales o de gestión pública. 

3) Repensar el enfoque estatal en la gestión de conflictos. Es nece- 
sario propiciar enfoques integrales, centrados en las personas y no en la 
autoridad ni en la jerarquización de mecanismos como el proceso judicial. 
Esto requiere que la regulación, diseño, organización y modos de articu- 
lación se estructure desde los conflictos, con un régimen adecuado de in- 
centivos y desincentivos. Además, los abordajes deben ser coherentes en 
su concepción y prácticas a efectos de lograr respuestas adecuadas en la 
gestión de conflictos. 

En consecuencia, resulta problemático que, en la actualidad, el sistema 
legal peruano no cuente con algún tipo de sistema de intercambio de infor- 
mación para el análisis del conflicto, su abordaje y gestión, como el sistema 
discovery o prueba proactiva en Brasil. 
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4) Evaluar y ponderar las desigualdades en la distribución de re- 
cursos y capacidades institucionales, que perpetúan condiciones de so- 
metimiento generales y para ciertos colectivos en particular. Es necesario 
revisar la arquitectura legal y las prácticas vigentes, considerando los com- 
promisos asumidos por el Estado en los sistemas de protección universal y 
regional de derechos humanos. 

En ese sentido, es importante pensar en medidas legislativas y de 
fiscalización que permitan transformar el estado actual, abordando los dé- 
ficits en procesos, mecanismos o canales y optimizando herramientas su- 
butilizadas o acciones no sancionadas. 

Por ejemplo, la posibilidad de presentar demandas por alimentos 
sin patrocinio letrado mediante un formulario facilita el acceso a la justicia, 
pero se requieren medidas adicionales para corregir posibles desventajas, 
como sensibilizar sobre la solicitud de alimentos provisionales como medi- 
da cautelar o incorporar precisiones en el modelo. Es relevante notar que 
solo en un 18.7% de los casos se ha demandado la asignación anticipada de 
alimentos, a pesar de su importancia para las necesidades de niños, niñas 
y adolescentes. 

5) Fortalecer las metodologías de trabajo que empoderen a la ciu- 
dadanía, mejoren la transparencia y la rendición de cuentas. La búsqueda 
de soluciones más justas y de mayor calidad solo puede lograrse potenciando 
el contradictorio y las razones públicas. Por ello, iniciativas como la oralidad, 
implementada progresivamente, deben ser profundizadas. 

6) Aprovechar la capacidad instalada en los MASC y la justicia
comu- nitaria para fortalecer la política pública orientada a la construcción 
de una cultura de paz, con énfasis territorial que aborde las problemáticas 
específicas de las zonas rurales, áreas con mayores niveles de pobreza o 
regiones con bagajes multiculturales. 

En el caso de los juzgados de paz, el Estado debería considerar mejoras 
significativas en las condiciones mínimas para cumplir su función, como la 
provisión de locales, acceso a internet, servicios básicos y recursos logísticos. 
También sería conveniente ampliar la cobertura, mejorar los mecanismos 
de capacitación y evaluar la posibilidad de un estipendio, que sin ser una 
remuneración, constituya una retribución que no desincentive a quienes 
ejercen esta labor de alto prestigio social. El fortalecimiento de estas funciones 
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debería ser parte de una política pública más amplia dirigida a garantizar el 
acceso a la justicia y la cultura de paz. 

7) Mejorar los procesos de divulgación y sensibilización ciuda- 
dana en torno a la existencia, disponibilidad y utilidad de los MASC y 
la justicia comunitaria. En especial, entre los colectivos 
estructuralmente desaventajados. 

8) Evaluar la política pública teniendo en cuenta las debilidades
identificadas en este estudio, para implementar reformas normativas o de 
gestión pública que incluyan: 

a) Fortalecer la conciliación extrajudicial a través de una mayor y
mejor difusión. Por ejemplo, a través de los centros de educación
básica y superior.

b) Mejorar el proceso de acreditación de competencias para el
ejercicio de la función de conciliación extrajudicial, lo que podría
suponer hacer más riguroso la aprobación del curso de acredita- 
ción, mejorando la currícula y garantizando una supervisión estricta 
de dicho proceso desde el Estado.

c) Fortalecer normativamente y/o la gestión de la supervisión de los
centros de conciliación y de la función del conciliador/a.

d) Revertir la percepción de falta de imparcialidad e indepen- 
dencia que existe en relación con la justicia, mejorando los
mecanismos de selección y nombramiento de jueces y juezas.
En especial, reduciendo la proporción de aquellos interinos o
provisionales.

9) Garantizar mayores recursos y reorganizar las capacidades
institucionales para implementar cualquier reforma sustantiva al sistema 
de justicia actual. 

10) Fortalecer el subsistema de familia, a fin de dotar a los funcio- 
narios y funcionarias de herramientas que les permitan mejorar el abordaje 
de este tipo de conflictos, incorporando: 

a) Habilidades blandas y técnicas de gestión de casos que pro- 
fesionalicen su labor e incrementen la eficacia del proceso de
conciliación.
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b) Herramientas vinculadas a enfoques de derecho, perspectiva de
género y diferencial.

11) Mejorar la atención a las personas usuarias del sistema judicial,
especialmente en procesos de familia, que involucran mayoritariamente a 
mujeres de escasos recursos que desconocen el funcionamiento del sistema 
y desconfían de él. 

Para ello, es esencial que los lineamientos y protocolos de atención 
al público enfaticen en: 

a) Tratos más cordiales y libres de toda forma de discriminación.

b) Proveer información completa y oportuna sobre el trámite de sus
procesos y las vías de resolución. Esto contribuirá a la construcción
de prácticas más humanas, igualitarias, responsables y eficaces.
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